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Se abre la sesión a las nueve y cuarenta y cinco 
minutos. 

El señor PRESIDENTE: Buenos días, señoras y se- 
ñores Diputados. 

Comenzamos el estudio de las enmiendas relaciona- 
das con el título V y, de acuerdo con lo decidido para 
la ordenación de los trabajos, con la sección 6? que es 
la relativa a la deuda pública. A este Título y a esta Sec- 
ción han presentado enmiendas, entre otros, el Grupo 
Parlamentario Popular. 

Título V 

En su nombre tiene la palabra el señor Otero. 

El señor OTERO NOVAS: Señor Presidente, aleccio- 
nado por la experiencia de esta década socialista cada 
vez que comparecí en ese trámite para defender, en 
nombre del Grupo Parlemantario Popular, nuestras en- 
miendas a la Ley de Presupuestos di por descontado 
siempre que el Partido mayoritario las rechazaría y 
nunca me equivoqué en el descuento, pero era al me- 
nos teóricamente posible que alguna enmienda no fuera 
rechazada. Ello justificaba mi esfuerzo de explicación 
de los fundamentos de cada enmienda, así como el es- 
fuerzo añadido de síntesis y de resumen para intentar 
colocarla en tiempo reglamentario. 

Este año, señor Presidente, es distinto. Ya no se trata 
de que yo tenga la fundada y experimentada convicción 
de que nuestras enmiendas no serán atendidas, sino 
que, además, me entero por la prensa de que el Grupo 
Socialista, para evitar que el resto de las fuerzas polí- 
ticas abandonemos el Pleno cansados de predicar en 
el desierto, tiene previsto aceptar algunas enmiendas 
puramente adjetivas en el Pleno con lo cual, señor Pre- 
sidente, este trámite de la Comisión se ha convertido 
en algo declaradamente inútil. Si el Partido del Gobier- 
no deja para el Pleno la posible consideración de nues- 
tras enmiendas, parece que yo también debo dejar para 
el Pleno la explicación de los fundamentos de las mis- 
mas, aunque por cortesía para con mis compañeros de 
la Comisión haré un relato-resumen de nuestras quin- 
ce enmiendas al Título V y a la sección 6? correlativa, 
de adición, modificación y supresión. 

La primera de las enmiendas, señor Presidente, es de 
modificación del artículo cuarenta y ocho. Pretendemos 
que el apartado uno de dicho artículo quede redacta- 
do así: Uno. «Se autoriza al Gobierno para que, a pro- 
puesta del Ministerio de Economía y Hacienda, 
incremente la Deuda del Estado con la limitación de 
que su saldo vivo no exceda del existente al finalizar 
el ejercido de 1991 en más de 1.778.283.863 miles de pe- 
setas durante más de 30 días continuos o discontinuos, 
ni el 31 de diciembre: A estos efectos se computará en 
el saldo vivo de la deuda el endeudamiento del Estado 
con el Banco de España.» Esta enmienda tiene como 
justificación, señor Presidente, que el límite de un día 
que establece el Gobierno socialista es puramente apa- 
rente, se puede desbordar en los primeros 364 días del 
año, se puede aumentar perfectamente al día siguien- 
te. El término de referencia para el límite tiene que ser 

i 

las 24 horas del día 31 de diciembre, porque decir 1 de 
enero, como hace el proyecto de ley, es crear un día ha- 
bilitado para manipular la base de referencia. Por otra 
parte, las distintas formas de endeudamiento con el 
Banco de España han de computarse en el límite y no 
solamente algunas de las formas de endeudamiento co- 
mo está haciendo el Gobierno socialista en estos años. 

Al mismo artículo cuarenta y ocho, apartado uno, del 
proyecto de ley, presentamos otra enmienda de modi- 
ficación para que donde dice: 1.778.283.863, diga: 
1.328.283.863. Ello como consecuencia de que nuestro 
Grupo Parlamentario presenta en otras partes de la ley 
unas enmiendas en las que pretendemos la privatiza- 
ción de empresas públicas, por importe de 450.000 mi- 
llones para dedicarlos a la amortización de la deuda. 
Por consiguiente, queremos rebajar el límite de deuda 
en 450.000 millones de pesetas. 

Al artículo cuarenta y ocho presentamos también una 
enmienda de supresión. Queremos que se suprima el 
apartado dos del citado artículo, que es el que estable- 
ce las revisiones automáticas de los límites de incre- 
mento de deuda. Señor Presidente, las revisiones que 
se proponen para el límite de deuda son de tal natura- 
leza y alcance que equivalen, pura y simplemente, a que 
el Gobierno pueda emitir tanta deuda cuanta crea que 
necesita, y ello viola los criterios de la Ley General Pre- 
supuestaria y convierte en superflua la intervención del 
Parlamento en este título de la ley. 

Al artículo cuarenta y ocho proponemos asimismo 
una enmienda de adición. Queremos que se añada un 
punto tres, con el siguiente contenido: Tres. «Se modi- 
fican los apartados 3 y 4 del artículo 101 de la Ley Ge- 
neral Presupuestaria, que quedarán redactados así: 

“3. Se denomina endeudamiento del Estado para con 
el Banco de*spaña el saldo negativo que arrojen las 
distintas cuentas que el Estado, sus organismos autó- 
nomos y la Seguridad Social tengan con el Banco de 
España. Igual denominación para la entidad respecti- 
va se aplicará en cuanto a los saldos negativos que en 
sus cuentas con el Banco de España tengan otras ad- 
ministraciones publicas u otras empresas del sector 
público. 

Se computará, a efectos de cifra de endeudamiento, 
cualquier tipo de débito, sea por préstamo, crédito, des- 
cubierto, anticipo, pago por cuenta, toma directa de tí- 
tulos o valores representativos de créditos y obliga- 
ciones. La singularidad o excepcionalidad de una ope- 
ración no supondrá su exclusión del cómputo. En las 
cuentas del Banco de España aparecerá reflejado el en- 
deudamiento de los distintos entes del sector público, 
de acuerdo con el concepto y contenido aquí expresado.” 

“4. Queda prohibido todo endeudamiento del Esta- 
do o de cualquier administración o empresa del sector 
público. Ello no obstante, en tanto sea compatible con 
las obligaciones asumidas por España en el marco de 
la Unión Europea, el Estado y entes del sector público 
podrán asumir créditos en el Banco de España o colo- 
car en dicho Banco directamente títulos o valores, pa- 
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ra obtener anticipos con los que atender desfases de 
tesorería. 

Dichos antioipos, que no podrán otorgarse par plazo 
superior a dos meses, requerirán la acreditación de la 
partida de ingreso demorado o gasto anticipado que los 
habilita y la presentación por el órgano competente del 
acuerdo de afectación de ingresos para su amortización. 

Los anticipos devengarán un interés igual al básico 
del Banco2 de España y sólo se computarán en el techo 
de deuda viva autorizada a la correspondiente entidad 
del sector público, cuando su amortización por capital 
o interés exceda del plazo prefijado. En todo caso, el pla- 
zo de amortización del anticipo vence cuando se pro- 
duzca el ingreso afectado correspondiente. 

Los anticipos así concedidos a entes del sector pú- 
blico no podrán exceder, en ningún momento, del 10 por 
ciento del presupuesto de gastos del ente u organismo 
respectivo. 

Todo el endeudamiento del sector público existente 
a 31 de diciembre de 1992 se consolida para cada ente 
deudor, devengando el tipo de interés legal del dinero 
y amortizándose linealmente el plazo máximo de cin- 
co años, salvo aquellas operaciones que tuvieran plazo 
de amortización más largo, que lo conservarán”.» 

Se justifica esta enmienda de adición, señor Presiden- 
te, porque los endeudamientos actuales son eternos y 
admiten vías de fraude numerosas en sus límites. Y no 
sólo es que las admiten, sino que estas vías de fraude 
están siendo practicadas por el Gobierno socialista. 

Es preciso, además, ir acomodándose a las exigencias 
del artículo 104 del Tratado de Maastricht y al artículo 
21 del Protocolo del Banco Central Europeo, como nos 
viene reclamando la Comunidad Económica Europea 
desde 1989. 

Al artículo cuarenta y nueve presentamos una en- 
mienda de modificación con el siguiente texto: «Se auto- 
riza a los organismos y entidades que figuran en el 
Anexo 111 de esta Ley a concertar operaciones de crédi- 
to durante 1993 por los importes que para cada uno fi- 
guran en el Anexo citado. Los límites señalados no po- 
drán ser sobrepasados durante más de 30 días conti- 
nuos o discontinuos, ni el 31 de diciembre. A efectos de 
estos límites, se computará el endeudamiento neto del 
organismos respectivo con el Banco de España». Se jus- 
tifica, al igual que otra enmienda anterior, porque los 
límites a fin de ejercicio son aparentes, es un engaño 
de límites, y porque las distintas formas de endeuda- 
miento con el Banco de España de cada organismo, na- 
turalmente, han de computarse en el límite y no sólo 
algunos de los endeudamientos existentes; como ocu- 
rre en estos años. 

Al artículo cincuenta presentamos una enmienda de 
supresión. Recuerdo a los compañeros de Comisión que 
este artículo es el relativo a la asunción por el Estado, 
con fecha de 1 de enero, de unos importes de deuda del 
Instituto Nacional de Industria. Es heterodoxo el pro- 
cedimiento de establecer cada año un límite para la 
deuda del Estado y otro para la deuda del Instituto Na- 
cional de Industria y al año siguiente, sistemáticamen- 

te, hacer que el Estado asuma la deuda del Instituto 
Nacional de Industria. No sólo lo dice el Grupo Parla- 
mentario Popular, sino que esta heterodoxia está denun- 
ciada por el Banco de España, concretamente en su 
último informe trimestral. 

Al mismo artículo cincuenta, con carácter subsidia- 
rio, presentamos una enmienda de adición que preten- 
de que se añada un párrafo segundo que diga así: «La 
asunción de deuda reseñada se computa en los límites 
de deuda del estado establecidos en el artículo 48». La 
tecnica utilizada de fijar el límite al aumento de la deu- 
da del Estado, por referencia a la existente el 1 de ene- 
ro, asumiendo luego la deuda del INI precisamente con 
fecha 1 de enero, es engañosa pues con ello se altera 
la cifra de referencia para el límite de la deuda del Es- 
tado, al ser el día 1 de enero un día hábil para manipu- 
laciones. Y no sólo eso, sino que ese día en estos últimos 
años ha sido utilizado por el Gobierno socialista para 
manipular la cifra base de la deuda. 

Al artículo cincuenta y uno, qu? contempla la asun- 
ción por el Estado de la deuda dé la Sociedad Anóni- 
ma Comité Organizador Olímpico Barcelona 92, preten- 
demos adicionar un párrafo segundo que diga así: «La 
asunción de deuda reseñada se computa en los límites 
de deuda del Estado establecidos en el artículo 48». 
Queremos que se compute en el límite de deuda por las 
razones que acabo de explicar para el artículo anterior, 
pero es que además la financiación del COOB’92, so- 
ciedad anónima, se fijó un protocolo firmado por la Ad- 
ministración del Estado, la Generalitat, el Ayuntamiento 
deitBarcelona y el COOB’92, el 12 de marzo de 1987. 
Según dicho protocolo, el Estado asumía los primeros 
9.500 millones de pesetas del déficit, caso de existir éste, 
entrega que ya ha efectuado el Estado con anterioridad. 
Del resto del déficit, según el protocolo, el Estado asu- 
me el 20 por cien, la Generalitat el 40 por cien hasta 
un límite de 4.200 millones de pesetas, y el Ayuntamien- 
to de Barcelona el otro 40 por cien. 

Al artículo cincuenta y dos presentamos una enmien- 
da de adición. Este artículo contiene deberes de comu- 
nicación de los órganos gestores de deuda hacia el 
Gobierno y, concretamente, a la Dirección General del 
Tesoro, así como informaciones del Gobierno a las Cor- 
tes, pero las comunicaciones del Gobierno a las Cortes 
se conciben sin las concreciones que los centros gesto- 
res del gasto han de hacer en favor de la Dirección Ge- 
neral del Tesoro. Por eso, proponemos añadir un segun- 
do párrafo que diga lo siguiente: «Estas comunicacio- 
nes» -me refiero a las comunicaciones del Gobierno 
a las Cortes- «serán trimestrales y contendrán los da- 
tos informativos que la Dirección General reciba de 
otros organismos según este artículo». Es preciso con- 
cretar la periodicidad de la información y, además, ase- 
gurar que el Parlamento como órgano de control del 
Ejecutivo conoce todo aquello que el mismo Gobierno 
juzga necesario saber para poder enjuiciar la evolución 
de la deuda. Si el Gobierno estima necesario conocer 
determinados datos para hacer este juicio de valor, esos 
mismos datos han de ser forzosamente conocidos por 
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las Cortes para poder hacer el enjuiciamiento de la la- 
bor del Gobierno. 

Recuerdo a los compañeros de Comisión que el ar- 
tículo cincuenta y tres es el que establece el límite de 
los avales del Estado en el ejercicio de 1993. Aquí pre- 
sentamos una enmienda de modificación.para que su 
número uno quede redactado así: <(Uno. El importe de 
los avales a prestar por el Estado durante el ejercicio 
de 1993 no podrá exceder 'de 500.000 millones de pese- 
tas. No se imputará al citado límite el importe de los 
avales que se presten por motivo de la refinanciación 
o sustitución de operaciones de crédito, en la medida 
en que impliquen cancelación de avales anteriormente 
concedidos y no supongan un incremento de su impor- 
te». Porque si los avales por refinanciación superan a 
los anteriormente concedidos para la operación refinan- 
ciada, son nuevos avales netos por la diferencia y de- 
ben ser contemplados en el límite. 

El artículo cincuenta y seis establece deberes concre- 
tos de comunicación al Gobierno por parte del Institu- 
to Nacional de Industria y del Instituto Nacional de 
Hidrocarburos sobre la evolución de sus avales, y otros 
deberes de comunicación del Gobierno a las Cortes, pe- 
ro más ambiguos. Proponemos añadir un número tres 
que diga así: <(Tres. El Contenido de la información fa- 
cilitada al Gobierno sobre avales de órganos o entes pú- 
blicos será trasladado al Parlamento en las comunica- 
ciones a que se refiere el punto uno de este artículo». 
Porque lo mismo que el Gobierno necesita saber para 
enjuiciar los avales de otros entes, lo precisa conocer 
el Parlamento como órgano constitucional de control 
del Ejecutivo. 

El artículo cincuenta y siete autoriza avales del Es- 
tado español en relación con la deuda argentina y en 
función de la Ley 1091 de 1988, y dice el párrafo segun- 
do que estos avales no se computan en los límites de 
los avales del Estado. El Grupo Popular propone la su- 
presión del segundo párrafo del artículo cincuenta y 
siete porque no pueden establecerse límites para los 
avales en el artículo cincuenta y tres y a continuación 
prever otros avales diferentes fuera de los límites que 
se acaban de establecer. 

En el artículo sesenta y dos se prevé información a 
las Cortes por el Gobierno a las compensaciones que 
efectúe por razón del crédito oficial, reguladas en los 
artículos anteriores, pero en el artículo sesenta y uno 
se han establecido compensaciones por tal concepto al 
Banco Exterior de España, y la información que prevé 
el artículo sesenta y dos se limita a las compensacio- 
nes que el Estado efectúe en favor del ICO. Por ello pro- 
ponemos una modificación al artículo sesenta y dos que 
quedaría redactado así: «El Gobierno remitirá trimes- 
tralmente a las Comisiones de Presupuestos del Con- 
greso de los Diputados y del Senado información 
detallada de las compensaciones al Instituto de Crédi- 
to Oficial y al Banco Exterior de España en virtud de 
lo establecido en los artículos 58 a 61 de esta Ley.. Por- 
que, como ya acabo de indicar, la información debe 
comprender todo tipo de compensaciones previstas por 

el crédito oficial tanto al ICO como al Banco Exterior 
de España. 

Presentamos también, señor Presidente, dos enmien- 
das de supresión a la totalidad del Título V y a la Sec- 
ción 06 correlativa, porque alguna de nuestras enmien- 
das parciales son de tal alcance que afectan a toda la 
filosofía, a toda la concepción de la política de deuda 
del Gobierno socialista. No son posibles los puros re- 
toques parciales, como espero tener la oportunidad de 
explicarles a ustedes en el Pleno. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la pa- 
labra el señor Martínez Blasco. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Tres son las enmien- 
das que hemos presentado a este título: la 1258, la 1259 
y la 1260. Es conocida por SS. SS. nuestra discrepan- 
cia sobre el déficit público y, por tanto, sobre su finan- 
ciación. Hemos dicho y reiteramos en este momento que 
nos importa menos el déficit que la razón de ese défi- 
cit. A un país como España, que está tan alejado de los 
parámetros europeos en cuanto a infraestructuras, 
equipamientos, formación, etcétera, le debe importar 
menos el déficit si éste es utilizado para resolver los 
cuellos de botella que tiene nuestro aparato producti- 
vo, incluyendo la formación. Por tanto, la enmienda 
1258, que consideramos como la más importante a es- 
tos Presupuestos Generales del Estado, plantea que va- 
ríe la obsesión por parte del Gobierno, que se traduce 
en este proyecto de presupuesto para 1993, por la re- 
ducción inmediata del déficit público y, por tanto, del 
endeudamiento. 

Creemos, señorías, que en estos momentos soplan en 
el mundo vientos diferentes. Esperamos que los ciuda- 
danos norteamericanos voten hoy la reactivación eco- 
nómica. Hemos tenido noticias en días pasados sobre 
la decisión del Gobierno del Reino Unido de la Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte de intentar una reactiva- 
ción económica y hemos leído también que el Gobien- 
ro de Alemania plantea un incremento del déficit para 
el ejercicio de 1993. Si eso lo hacen países que están 
mucho mejor equipados que el nuestro, creemos, seño- 
rías, que nuestro país debería cambiar de rumbo e in- 
tentar resolver los problemas, atendiendo, sí, al déficit, 
pero, como he dicho, relativizando los objetivos de ese 
déficit. Por tanto, la enmienda 1258 plantea que este 
país incluya un punto porcentual del producto interior 
bruto en el endeudamiento del presupuesto para 1993 
de la Administración central, que supone 620.000 mi- 
llones más de deuda. Creemos que el objetivo del 2,3 
de déficit de la Administración central puede ser incre- 
mentado en un punto. Ello nos permitiría atender, co- 
mo señala la enmienda, una serie de programas que 
consideramos fundamentales; muchos de ellos inclu- 
so en el proyecto de presupuestos para 1993 han visto 
disminuida su cuantía. De los 620.000 millones, irían 
200.000 a infraestructuras. Como SS. SS. conocen, se 
ha ralentizado tanto el Plan de infraestructura del trans- 
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porte ferroviario, por obra y gracia de una serie de 
obras que interfirieron en él, como el 1 Plan de carre- 
teras, que hace ya dos ejercicios que debería haber con- 
cluido y que se está arrastrando, impidiendo la entrada 
en el Parlamento del nuevo Plan de infraestructuras. 
También irían a una serie de programas, tanto para vi- 
vienda, que serían otros 100.000 millones de pesetas 
-es otro cuello de botella de este país-, como para ser- 
vicios, incluyendo los de Justicia, Educación y Sanidad. 
Creemos que los programas de investigación han que- 
dado excesivamente disminuidos en este presupuesto 
y proponemos una serie de partidas para ellos. Por tan- 
to, creemos que debería ser objeto de reflexión del Gru- 
po mayoritario esta oferta para variar la obsesión por 
la reducción del déficit, cuando en el resto de países 
se empiezan a apuntar signos contrarios en favor de la 
reactivación económica, y que se debería aceptar, en 
todo o en parte, esta enmienda. 

Las otras dos enmiendas son muy puntuales, pero 
creemos que son importantes. Se refieren al artículo 
sesenta y tres, al Fondo de Ayuda al Desarrollo. La en- 
mienda 1259 propone expresamente que queden exclui- 
das del Fondo de Ayuda al Desarrollo las operaciones 
que tengan por objeto la adquisición de material béli- 
co o susceptible de uso militar. Hemos denunciado rei- 
teradas veces que algunas de las ayudas al desarrollo 
van o bien directamente a material bélico o a otro ma- 
terial del que el Gobierno, como excusa, dice que es ma- 
terial susceptible de doble uso y, por tanto, difícil de 
controlar. Nosotros queremos que figure expresamen- 
te que cualquier ayuda del Fondo de Ayuda al Desarro- 
llo lo sea con la excepción del material bélico o de ese 
material que se llama eufemísticamente material de do- 
ble uso. 

La enmienda 1260 pretende acercanos al compromi- 
so que nos pareció que asumía el Presidente del Gobier- 
no en la cumbre de Río de que los países desarrollados 
debían destinar el 0,7 de su producto interior bruto al 
Fondo de Ayuda al Desarrollo. Nosotros no sólo esta- 
mos muy lejos de ese 0,7, sino que para 1993 se pro- 
pone una disminución repecto a 1992. Por tanto, 
proponemos que se incremente la partida del Fondo de 
Ayuda al Desarrollo, pasando de 80.000 a 135.000 mi- 
llones. Somos conscientes de que todavía estamos 
-como digo- alejados del 0,7, pero por lo menos que- 
remos plantear incrementos tendenciales que expliquen 
a nivel internacional esa voluntad del pueblo español 
de ayudar a los países menos desarrollados. 

El señor PRESIDENTE: En nombre del Grupo Par- 
lamentario del Centro Democrático y Social, tiene la 
palabra el señor Lasuén. 

El señor LASUEN SANCHO: Si hubiera que compa- 
rar este capítulo de la deuda con el de otros proyectos 
de presupuestos, sería sin duda el peor. Ayer decía que 
en el Título de las pensiones el Gobierno y el Partido 
Socialista habían ido mejorando continuamente su di- 
seño. En cambio, en el capítulo que hoy estamos deba- 

tiendo los defectos cada vez son mayores. Estos defectos 
son de dos tipos. Uno es de tipo contable, lo que denun- 
ciamos siempre. Los criterios de contabilización que se 
utilizan en este capítulo son los de caja cuando debe- 
rían ser los de devengos, siempre hemos debatido esto, 
y como consecuencia, se producen errores considera- 
bles. Adicionalmente, nosotros somos absolutamente 
conscientes de que los defectos que incorpora este ca- 
pítulo no son imputables al diseño estricto de la políti- 
ca presupuestaria, sino que obedecen fundamental- 
mente al manejo de la política monetaria y al de la po- 
lítica financiera. Este año son particularmente escan- 
dalosos, porque, igual que hemos dicho otros años, el 
porcentaje de la deuda pública española en el PIB es 
una de las relaciones más bajas que existen en Europa 
y probablemente en el mundo industrializado y, sin em- 
bargo, el porcentaje de la carga de intereses y servicios 
de la deuda con el PIB es uno de los más altos, lo cual 
revela clarísimamente que la gestión de la financiación 
de la deuda en España es particularmente deficiente. 
Eso sin duda se debe a que los tipos de interés son al- 
tos, dado que la inflación media en España es relativa- 
mente alta; los tipos de interés reales tienen que ser 
iguales en todo el mundo y entonces los tipos de inte- 
rés de la deuda en España tienen que ser más elevados. 
Pero esto no justifica totalmente la excesiva carga de 
intereses y servicios de la deuda en el presupuesto, por- 
que el mayor efecto de la inflación se produce a corto 
plazo. Estando España incluida dentro de la primera 
o, en todo caso, en la segunda etapa de entrada en la 
Unión Monetaria, los tipos de interés españoles a lar- 
go plazo deberían ser bastante próximos a los interna- 
cionales en la apreciación de los operadores financieros 
internacionales y, en consecuencia, los tipos de interés 
a muy largo plazo en España deberían ser bastante pró- 
ximos y bajos, similares a los de los países que van a 
constituir parte de la Unión Monetaria Europea. Por 
tanto, la financiación de la deuda española incorpora 
un defecto de gestión en la emisión de títulos a relatii 
vo corto plazo, en lugar de a más largo plazo. Eso se 
ha corregido en años anteriores parcialmente con la 
emisión de títulos a diez años, pero en el mercado fi- 
nanciero español todavía faltan títulos a 20 y 30 años 
y títulos con distinta variación en cuanto a la forma de 
emisióin (de cupón fijo, emisión en distintas monedas, 
etcétera). Así pues, este capítulo relativo a la deuda nos 
parece absolutamente rechazable y fácilmente corre- 
gible y nos gustaría que el Gobierno cambiara su dise- 
ño de política de financiación de deuda. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Parlamentario 
Mixto, tiene la palabra el señor Oliver Chirivella. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA Señor Presidente, 
Unión Valenciana presenta cuatro enmiendas a este tí- 
tulo, de la 2 a la 5. La primera afecta al artículo cua- 
renta y ocho y es de supresión. La emisión de deuda 
pública, según nuestro criterio, se revela como una op- 
ción política que traslada a generaciones futuras el cos- 
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te de ésta y, además, limita el uso de los recursos. Por 
otra parte, la única condición que cumplimos con cier- 
ta holgura en cuanto a Plan de Convergencia hacia la 
Unión Europea es la relativa al volumen de circulación 
de deuda pública. Con la anterior medida propuesta se 
sienta un importante precedente en el futuro incumpli- 
miento de este precepto europeo. 

Sabemos que es imposible proceder a la anulación 
total de la deuda pública, eso es imposible, pero con 
esta enmienda lo que queremos es, de una forma testi- 
monial y dada la realidad perfectamente conocida por 
SS. SS., de que es imposible, dados los medios de que 
dispone nuestro Partido, proceder a un reestudio total 
y completo de la deuda pública de este país, lo que pre- 
tendemos, repito, es forzar o al menos expresar nues- 
tra opinión sobre que la deuda pública debe de ser 
reducida. Por tanto, en este sentido apoyaremos algu- 
na enmienda que ya ha sido presentada durante este 
debate. 

La enmienda número 3 hace referencia al artículo cin- 
cuenta y la motivación es clara. Entendemos que el INI 
debe dejar de una vez todas aquellas empresas que no 
son rentables y, por tanto, al fin y al cabo cumpliendo 
la esencia del Tratado de la Unión Europea, no pode- 
mos asignar recursos para mantenimiento de empre- 
sas no rentables. Estas deben de ser privatizadas y dejar 
en todo caso, para que se cumpla ese supuesto fin so- 
cial que tiene el INI, aquellas empresas que puedan ser 
perfectamente rentables sin necesidad de esas subven- 
ciones que las sitúen en un grado de competencia des- 
leal con las empresas que, dentro de una economía de 
libre mercado, están compitiendo con ellas. 

La enmienda número 4 es al artículo cincuenta y siete 
y es también de supresión al aval del Estado a los bo- 
nos que durante 1993 emita la República Argentina. En 
los últimos años la amortización de la deuda por parte 
del Estado se ha convertido en una clara modalidad in- 
flacionaria de financiación al déficit público. El cita- 
do artículo puede tener consecuencias negativas para 
el ya fuerte déficit público del Estado. Este es el moti- 
vo por el que pedimos la supresión de este artículo. 

Finalmente, también pedimos la supresión del ar- 
tículo setenta y tres relativo al Fondo de Ayuda al De- 
sarrollo. Ya sabemos que hay compromisos del 
Gobierno, pero una situación económica tan du&¿d; 
mo la actual, con la enorme cantidad de fondos públi- 
cos que hacen falta para llevar adelante el desarrollo 
de las infraestructuras del Estado (y concretamente de 
muchas comunidades que lo forman; entre ellas eviden- 
temente la Comunidad Valenciana), es la que nos lleva 
a solicitar en este caso la supresión de este artículo. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Parlamenta- 
rio Socialista, tiene la palabra el señor García Ronda. 

El señor GARCIA RONDA Señor Presidente, voy a 
tratar de contestar a todas las intervenciones que han 
tenido lugar, a ser posible artículo por artículo, aun- 
que con la suficiente precisión como para que este trá- 

mite, que a los socialistas nos parece realmente 
importante, tan importante como podrá ser luego el del 
Pleno, en cuanto que aquí 'es donde se deben desbro- 
zar por primera vez cada uno de los artículos y seccio- 
nes del Presupuesto, tenga la suficiente relevancia y, 
al mismo tiempo, no incurra en un alargamiento exce- 
sivo, como todos los miembros de esta Comisión de- 
seamos. 

Voy a contestar por el orden inverso al que SS. SS. 
han intervenido, Empiezo recordando al representan- 
te de Unión Valenciana, señor Oliver, en cuanto a su 
enmienda número 2 que justifica diciendo que la emi- 
sión de deuda pública es una política miope que tras- 
lada a generaciones futuras el coste de la misma y que 
limita el uso futuro de los recursos, que también tras- 
lada un bienestar evidentemente, porque la deuda pú- 
blica no se emite para nada, sido precisamente para 
poder anticipar en lo posible todos aquellas actuacio- 
nes del Estado que vayan en beneficio, en primer lu- 
gar, de aspectos de tipo social, que es lo que 
principalmente ha pretendido, y ya lleva 10 años en esta 
tarea, el Gobierno socialista. Y, desde luego, en cuan- 
to al miedo por el incumplimiento del Tratado de la 
Unión Europea, no se preocupe S. S., porque no se in- 
cumplirá y a ello van dirigidas todas las acciones del 
Gobierno a partir, precisamente, de este presupuesto. 

Con relación a su enmienda número 3, en la que lo 
que quiere es limitar o liquidar, podemos decir, la apor- 
tación del Estado al Instituto Nacional de Industria, 
diciendo que cumple una supuesta función social, yo 
he de recordarle que,, además de una función social, 
cumple una función económica importante en sectores 
a los que desde luego no acudiría, y mucho menos re- 
pentinamente, la iniciativa privada; y esta función la 
ha venido cumpliendo durante todos estos años. De ma- 
nera que ese dejar decolgado al INI, con una tranquili- 
dad que es casi asombrosa, y ese hablar de la 
competencia desleal con respecto a otras empresas me 
parecen de un gusto liberal excesivamente llamémos- 
lo ... (algún Diputado apunta «amargo»); no, no, de un 
gusto liberal demasiado banal, demasiado baladí, que 
no tiene ninguna profundidad. 

{Hay que dejar acaso que mueran las empresas con 
déficit si son del INI? Y digo que sí son del INI por- 
que, contrariamente a ello, SS. SS., y normalmente des- 
de los grupos de la derecha, sin embargo se apresuran 
a solicitar subvenciones cuando hay empresas priva- 
das que, por la razón que sea, por ejemplo, una catás- 
trofe de tipo metereológico, han obtenido pérdidas. Se 
apresuran, como digo, a pedir subvenciones, y bien está 
quizás, y así las concede muchas veces el Gobierno. Pe- 
ro ¿por qué querer liquidar algo que simplemente ten- 
ga el marchamo de ser de capital del Estado? Yo creo 
que ni usted ni su Grupo podrían hacerse cargo, pri- 
mero del coste social y segundo de la tarea de tipo eco- 
nómico que viene efectuando el INI y todas sus 
empresas. 

En cuanto a la supresión del aval del Estado para la 
República Argentina, creo que olvida S. S. las relacio- 



- 16557 - 
COMISIONES 3 DE NOVIEMBRE DE 1992.-NÚM. 552 

nes exteriores que, en este momento, con la República 
Argentina, creo que van en un sentido totalmente po- 
sitivo y que están creciendo. 

Por otro lado, también quiere liquidar (en la expre- 
sión de S .  S .  y su Grupo) la dotación de 80.000 millo- 
nes en créditos FAD a otros países, quizás en un extraño 
concepto de solidaridad y olvidando también las rela- 
ciones con otros países que, por si no quiere entrar en 
los conceptos de solidaridad, que para nosotros son ca- 
ros, y quiero decir queridos, no solamente caros (que 
también lo son, pero hay que llevarlos a cabo), las re- 
laciones con países que le recuerdo que también son 
clientes y proveedores. Desde luego le aseguro que no 

. haremos a S .  S. ,  por el momento al menos, Ministro de 
Asuntos Exteriores. ' 

Y paso a las enmiendds defendidas por el señor La- 
' su%, en nombre del CDS,. Yo creo que él se ha referi- 
do más bien a cuestiones de tipo general y, $obre todo, 
ha &ticado el enfoque aktual de la deuda. 

A mi juicio, en cuanto al concepto de caja o deven: 
go, ya sabe usted que es una vieja discusi'ón, y yo no 

' voy a debatir ahora el asunto, porque a lo 'mejor ten- 
dríamos incluso muchos puntos de coincidencia. Lo que 
Ocurre es que el sistema contable actual obliga al mo- 
do en que se hacen los presupuestos y en que se van 
cumpliendo la ejecución de los mismos. Quiero decir 
que me parece una discusión que en este momento es 
inútil y que quizás en otro foro pudiera estar bien. 

En cuanto a la gestión negativa o deficiente de la deu- 
da pública, como la ha llamado, en efecto, él mismo se 
ha curado en salud al decir que en buena parte provie- 
ne de los tipos de interés altos que, desde luego, no son 
variables a mera voluntad del Gobierno, sino que siem- 
pre están en relación con lo que sucede en el mercado 
en cada momento. Yo no solamente tengo la esperan- 
za sino la convicción de que bajarán a medio plazo y 
no a muy largo plazo, como se ha encargado de subra- 
yar. De todas maneras creo que a lo mejor en el futu- 
ro, cuando la  conformación de la estructura política 
de nuestro país vaya cambiando en algún sentido y ha- 
ya variaciones políticas, podremos contar con la ina- 
preciable ayuda del señor Lasuén, y lo digo sin ninguna 
ironía. (Risas.) 

En cuanto a las enmiendas de Izquierda Unida, veo 
que su portavoz, en un esfuerzo multimillonario de bue- 
na voluntad, nos pide que incrementemos la deuda del 
Estado en 620.000 millones de pesetas. Yo no sé de dón- 
de piensa sacar los 620.000 millones de pesetas, por- 
que bastante esfuerzo hay que hacer para sacar lo que, 
sin embargo, el Gobierno considera que es indispen- 
sable. 

Por otro lado, también tiene una especie de genero- 
sidad al incrementar, en el artículo sesenta y tres, hasta 
135.000 millones, es decir, en una cifra de 55.000 mi- 
llones el Fondo de Ayuda al Desarrollo. N o  negaré que 
S .  S .  y su Grupo son generosos, lo que ocurre es que 
son generosos sin tener ninguna responsabilidad direc- 
ta en el manejo de los fondos públicos ni en estos pre- 
supuestos, y entonces me parece un tanto fácil la 

9 .  . ,  

generosidad y, desde luego, no es posible hacerles ca- 
so, aunque bien lo quisiéramos. 

En cuanto a otros aspectos, como su enmienda 1259, 
en la que se propone que se excluya la posibilidad de 
financiar adquisiciones de material bélico, sabe S.  S. 
que el material bélico es de muy diversa índole y en mu- 
chas ocasiones supone no solamente una ayuda a la gue- 
rra, como S.  S .  está insinuando, sino que este material 
llamado bélico, aparte de no ser armas ofensivas, en al- 
gunos países y en determinadas situaciones ayuda a la 
paz. 

En cuanto al grueso de las enmiendas presentadas 
por el Grupo Popular, desde luego van teñidas conti- 
nuamente de sustantivos negativos, de adjetivos peyo- 
rativos cuando no insultantes, y el señor Otero, como 
representante del Grupo en este trámite, yo creo que 
se ha limitado exclusivamente a leer las enmiendas. Yo 
ya las conocía, me he tomado no solamente la molestia 
sin el gusto incluso de léermelas, y no me hacía falta 
que me hiciese una segunda lectura. Yo creo que esto 
puede provenir o de un cierto desprecio a este trámite 
o de que él mismo no está muy convencido de lo que 
se dice y no podía añadir ni argumentar nada adicio- 
nal a lo que él mismo o sus compañeros le han podido 
escribir. Pero yo desde luego no incurro en ese despre- 
cio en absoluto y voy a tratar de contestarle a todas sus 
enmiendas. " 

La 173, sábm la supresión del Título V, incurre en esa 
'adjetivacion jPejxiwiij$iva, hablando de sistema heterodo- 
xo y antipresuppestario de financiación de déficit. No 
sé por qué antipresupuestario; es perfecta radical y du- 
ramente presupuestario. 

En la enmienda 174 también sostiene que el artículo 
cuarenta y ocho, en su apartado dos, viola los criterios 
de la Ley General Presupuestaria. Duro verbo ese de vio- 
lar, me parece. Desde luego, solamente les preguntaría 
cómo lo harían ustedes; a ver, den sugerencias válidas. 
Creo que este apartado dos del artículo cuarenta y ocho 
está dentro totalmente de lo que hay que hacer preci- 
samente previendo cualquier variación en la deuda y 
para que esa variación no sea antipresupuestaria; y ca- 
da uno de los cuatro puntos por los cuales se puede re- 
visar la cifra, desde luego son perfectamente admisibles 
en cualquier sistema presupuestario -si S .  S. se mo- 
lesta en consultarlos- de nuestro entorno. 

La enmienda número 175, al artículo cuarenta y ocho, 
la justifican diciendo que hablar del 1 de enero para 
establecer un día habilitado sirve para manipular la ba- 
se de referencia. A mí me parece intolerable -utilizo 
este adjetivo duro- que hablen ustedes de manipula- 
ción, y que además lo hagan no solamente en esta en- 
mienda, sino también en otras más. Creo que no 
procede, por vía de ley de Presupuestos y en este deba- 
te, cambiar algo tan general como es un punto de la Ley 
General Presupuestaria. Ustedes pretenden hacer todo 
un cambio, y además sobre la misma base del pensa- 
miento de que hay manipulación. 

Incluso la enmienda 176 la justifican diciendo que 
el endeudamiento actual es eterno. A mí me parece una 
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magnificación utilizar el término eterno. Pero es que, 
además, dicen que admite vías de fraude. Vías de frau- 
de que, según S. S.  -y esto sí lo ha añadido en su 
intervención-, se practican por parte del Gobierno. 
Pues bien, como estamos en un trámite distendido en 
el que podemos hablar con tranquilidad, también va- 
mos a responder con tranquilidad. A mí me parece que 
S.  S. ha incurrido claramente en una desconfianza in- 
sultante. Yo creo que ni se puede decir que admite vías 
de fraude, ni se puede hablar de fraude cuando se tra- 
ta de la ejecutoria de nuestro Gobierno, en absoluto, y 
en caso contrario S. S. tendría que aclarar lo que ha que- 
rido decir al emplear la palabra fraude que está aquí 
escrita también, por supuesto. 

Lo que creo que quieren ustedes es que el Gobierno, 
o nuestro Estado -porque no es el Gobierno solamen- 
te-, se adapte de golpe a las exigencias del artículo 104 
del Tratado de Maastricht, como ya especifican, pero 
que se adapte de golpe, repito, para que el golpe se lo 
pegue el Gobierno, puesto que, como bien sabe S. S., no 
es posible, cuando estamos con macrocifras, adaptar- 
se a esa velocidad, salvo tener un accidente fuerte de 
tipo presupuestario en este caso. 

En cuanto a la enmienda 117, donde dicen, con una 
gran facilidad, que se podrían rebajar 450.000 millones 
de pesetas en aplicación de las privatizaciones presu- 
puestarias por el Grupo Popular, yo de verdad no pue- 
do tomarme esto muy en serio. Cuando oí a su líder 
hablar del tema -y que conste que le tengo un gran 
respeto como compañero Diputado, porque sé que tie- 
ne una tarea difícil y generalmente de poco éxito, y por- 
que hay que tener bastante aguante para estar en la 
situación en la que está-; pero cuando le escuché, re- 
pito, me llevó rápidamente al ámbito de la literatura fan- 
tástica, y recordé el caso de Aladino, lo que ocurre es 
que en esta ocasión la lámpara maravillosa no sé qué 
ropavejero se la ha vendido, porque la verdad es que se 
expresa con una tal banalidad de la liquidación de 
450.000 millones de pesetas que me parece que es sim- 
plemente un «flatus vocisn lo que se hace por parte de 
ustedes para que la gente, la ciudadanía, o no sé quié- 
nes, nos creamos que eso es posible, y que además es 
posible hacerlo repentinamente. Yo creo que no son 
cuestiones imaginativas lo que ustedes proponen, sino 
simplemente fantasías. Quizá lo que quieran es susti- 
tuir la deuda pública por cí-editos privados, a lo mejor 
el asunto va por ahí, pero, en cualquier caso, la solu- 
ción iba a ser mucho peor. 

Yo creo que deben olvidar eso que puede ser electo- 
ralismo, como en ocasiones nos acusan anosotros; eso 
sí que podría ser guardado para un momento preelec- 
toral inmediato y no ir soltándolo ahora, porque no tie- 
ne ninguna viabilidad. 

Respecto a la enmienda número 178, al artículo cua- 
renta y nueve, también hablan de los plazos; de no con- 
siderar durante más de treinta días continuos ni 
discontinuos, ni tan siquiera el 31 de diciembre, lo que 
se determina para organismos y entidades que figuran 
en el Anexo 111. Dice la justificación que las limitacio- 

nes a fin de ejercicio son aparentes. O sea, que ustedes 
quizá las querrían hacer aparentes si estuvieran en el 
Gobierno. A mí ni se me hubiera ocurrido pensar que 
fuesen aparentes, porque creo que son precisas y cla- 
ras. Tienen que tener en cuenta que hay que hacer el 
presupuesto con vigencia anual, y no se puede estar tro- 
ceando y haciendo fascículos de un ejercicio entero, co- 
mo es el del año presupuestario, Creo que lo que tratan 
ustedes es de recortar posibilidades en el presupuesto 
de gastos, supongo que para hacer menores gastos so- 
ciales. Lo digo porque es a los que se refieren casi siem- 
pre cuando se trata de recortar algo, ya que hay otros 
respecto a los cuales ustedes se suben por las paredes 
cuando se trata de recortarlos o congelarlos. 

En cuanto a su enmienda 179, en la que hablan de 
la heterodoxia,-quizá les preocupa la ortodoxia no sé 
por qué reminiscencias-, yo creo que no hay realmen- 
te una heterodoxia en un sistema presupuestario, cual- 
quier auditor podría decir que está perfectamente den- 
tro de la ley, y no solamente dentro de la ley, sino den- 
tro de la legislación comparada con los países de la Co- 
munidad. Me parece que olvidan el concepto de orga- 
nismos autónomos y no sé si han leído bien el último 
párrafo del artículo cincuenta, al que se refiere su en- 
mienda, en el que se dice que el importe de la deuda 
asumida se convierte en aportación del Estado para in- 
crementar el fondo patrimonial, es decir, que pasa de 
ser un gasto a ser una inversión. 

Referente a su enmienda número 180, de nuevo vuel- 
ven a hablar de manipulación, y de nuevo vuelvo a de- 
cirles que no es tolerable hablar así. Dice, además, que 
ha sido manipulada la cifra. De nuevo una adición de 
S.  S., una de las pocas adiciones que ha hecho a la lec- 
tura de las enmiendas en su intervención. En realidad, 
si usted se fija bien, es el día 1P del año 1993 -cuando 
se habla del 1 de enero- cuando se puede asumir esa 
deuda del INI, en el momento en que ya ha vencido el 
ejercicio, es decir, pasado el día 31 de diciembre. 

Respecto a la enmienda 181, de nuevo vuelven a ha- 
blar de manipulaciones, de nuevo quieren integrar den- 
tro del conjunto de la deuda pública lo referente a la 
financiación de los Juegos Olímpicos. A este respecto 
habría que decirles que no hay homogeneidad, que el 
origen y la finalidad son distintas absolutamente, que 
es una cuestión excepcional. De alguna manera otra vez 
quieren restar posibilidades. 

En cuanto a su enmienda número 183, consideramos 
que es suficiente con la información establecida en el 
punto uno del artículo cincuenta y seis. 

En el apartado uno del artículo cincuenta y tres, al 
que proponen su enmienda 184, creo que tienen que te- 
ner en cuenta, cuando quieren ustedes añadir la frase 
(<y no supongan un incremento de su importe», que se 
habla de refinanciación o sustitución, luego es por los 
mismos importes. ¿Por qué por los mismos importes? 
Porque cuando hablamos de presupuestos en los con- 
ceptos, no hablamos de cuestiones cualitativas nada 
más, hablamos de cuestiones cuantitativas, y cuando 
se trata de refinanciar o sustituir, se sustituye la cifra, 
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no se sustituye nada más el concepto. Es decir, no ten- 
gan esa desconfianza porque en absoluto va en el sen- 
tido de incrementar el importe, ni eso es posible. 

Referente a la enmienda número 185, al artículo cin- 
cuenta y siete, hay que decirle también que de nuevo 
estamos con &gentina, que es una excepción porque 
se trata de un:aval externo, con finalidad muy concre- 
ta y a un país con el que estamos manteniendo relacio- 
nes crecientes. 

En cuanto a la enmienda 836, a la totalidad de la Sec- 
ción 06, como incide de nuevo en las mismas formas 
adjetivales y verbales, he de decirle que, desde luego, 
no procede la modificación. 

Pero para que no les quede la tristeza de que en sus 
enmiendas todo es deleznable, les podemos decir que 
en cuanto a las núderos 182 y 186 estamos haciendo 
unos esfuerzos de comprensión notables para tratar de 
llegar, bien a su adminisión, bien a su transacción con 
alguna otra que les propongamos en un trámite poste- 
rior. Vamos a ver si es posible, pensando en ellas con 
la mejor voluntad, como es nuestra costumbre, y en que 
con ellos lo que ustedes quieren es realmente mejorar 
el articulado. 

El señor PRESIDENTE. Por el Grupo Parlamentario 
Popular, tiene la palabra el señor Otero. 1 

El señor OTERO NOVAS: Muchas gracias, señor Gar- 
cía Ronda, por su esfuerzo. 

Entiendo, señor Presidente, que dada la degradación 
producida en este trámite parlamentario, como ya in- 
diqué en mi primera exposición, probablemente me pa- 
sé de cortés con mis explicaciones en el primer turno. 
Quiero decirle al señor García Ronda que la degrada- 
ción de este trámite parlamentario no la he generado 
yo, la han generado ustedes cuando anuncian que en 
este debate no van a admitir enmienda alguna, que to- 
do lo van a plantear cara al Pleno. Por consiguiente, se- 
ñor García Ronda, le prometo que en el Pleno, donde 
ustedes dicen que pueden considerar algo en serio, tam- 
bién me explicaré con más seriedad, con más profun- 
didad y le daré muchos de los datos que le llaman la 
atención. 

No obstante, señor Presidente, debo hacer alguna pe- 
queña réplica respecto de la intervención del señor Gar- 
cía Ronda. Quiero aclarar, y que conste así en el «Diario 
de Sesiones», simplemente por las alusiones que el se- 
ñor García Ronda hizo en su exposición, que el Grupo 
Parlamentario Popular no pide subvenciones para las 
empresas públicas, y si bien es cierto que en alguna oca- 
sión, con motivo de catástrofes naturales, pedimos sub- 
venciones para empresas, ello es porque todos los gru- 
pos parlamentarios de la Cámara estamos de acuerdo, 
incluido el Grupo Parlamentario Socialista, en que la 
cobertura de los riesgos catastróficos es una función 
del Estado. 

Debo decirle al señor portavoz del Grupo Socialista 
que yo nunca he insultado en esta Cámara, ni siquiera 
cuando los señores Diputados del Partido Socialista me 

brindan a mí personalmente algunos insultos. Le reto 
a que bucee en los «Diarios de Sesiones» y podrá com- 
prender que yo nunca les insulto; simplemente hago jui- 
cios políticos a la acción política y con carácter objetivo, 
nunca subjetivo. 

El sistema de deuda del Gobierno socialista cierta- 
mente es antipresupuestario. Lamento que esto le mo- 
leste al señor García Ronda, pero es antipresupuestario 
porque viola los principios de la normativa presupues- 
taria, viola incluso los preceptos de la &y General Pre- 
supuestaria que el propio Gobierno socialista ha redac- 
tado a su manera y por decreto en esta legislatura. 

Echa de menos S. S. que el Grupo Parlamentario Po- 
pular formule sugerencias y diga cómo buscaría la so- 
lución de los problemas del endeudamiento. Quiero 
decirle que nuestras sugerencias precisamente están 
contenidas en nuestras enmiendas. Nosotros bajaría- 
mos el endeudamiento con los 450.000 millones de pe- 
setas que proponemos de venta de parcelas del sector 
público, y adecuaríamos la gestión presupuestaria, den- 
tro de los principios propiamente presupuestarios, en 
los términos en los que están concebidos nuestras en- 
miendas, que naturalmente no voy a leérselas de nue- 
vo porque el señor García Ronda dice que las ha leído, 
aunque parece que no lo ha hecho con la suficiente aten- 
ción porque en ellas precisamente se contienen nues- 
tras soluciones y nuestras propuestas. 

El señor García Ronda lamenta que nosotros preten- 
damos suprimir las variaciones automáticas que ellos 
conciben en el apartado dos del artículo cuarenta y 
ocho del proyecto de ley. Naturalmente que nosotros 
pretendemos suprimir esas variaciones automáticas. Es 
perfectamente posible que a lo largo de un ejercicio un 
Gobierno varíe el presupuesto y, como consecuencia de 
la variación del presupuesto, necesite incrementar su 
techo de deuda, pero para esos casos, en las mismas 
leyes a través de las cuales varían los Presupuestos pue- 
den pedir el incremento de los límites de deuda y de- 
batirse en el Parlamento; esto es lo típicamente 
presupuestario. Ya desde el año 1911, desde la aproba- 
ción de la Ley de Administración y Contabilidad, se pre- 
vé que la deuda del Estado ha de ser una deuda 
especialmente autorizada por ley, no puede admitirse 
este sistema de que los límites de deuda queden auto- 
máticamente revisados en función de la coyuntura. 

En cuanto a las manipulaciones al 1 de enero,al se- 
ñor García Ronda le parece intolerable que yo hable de 
posibles manipulaciones el 1 de enero y que no sola- 
mente diga que son posibles, sino que añada que se han 
producido. Señor García Ronda, va a tener usted que 
enfadarse con su Gobierno, va a tener usted que enfa- 
darse con el Ministerio de Economía y Hacienda, por- 
que éste es el que reconoce por escrito que los días 1 
de enero de 1990,l de enero de 1991,l de enero de 1992 
-y hay que esperar que también de 1993 tal como está 
el proyecto de ley- efectivamente se han alterado las 
bases de la deuda sobre la cual operan los límites que 
se autorizan en la Ley de Presupuestos. 

Nosotros no queremos que el Gobierno se adapte de 

w 
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golpe al Tratado de Maastricht en cuanto al endeuda- 
miento con el Banco de España, y le hemos presenta- 
do una larga enmienda de modificación precisamente 
para no crear ningún trauma a la gestión del Gobier- 
no. Nosotros queremos cambiar de raíz la filosofía de 
deuda pública del Gobierno, pero comprendemos sus 
necesidades, y precisamente por eso sugerimos que du- 
rante un período transitorio el Gobierno pueda seguir 
endeudándose con el Banco de España, si bien de ma- 
nera transitoria, temporal, por un máximo de dos me- 
ses y hasta un límite del diez por ciento del presupuesto 
de gastos. No existe, por consiguiente, ninguna volun- 
tad nuestra de torpedear la gestión del Gobierno. 

Respecto a las vías de fraude en el endeudamiento 
del Banco de España, que apuntamos en nuestras en- 
miendas y yo he añadido que no solamente son posi- 
bles sino que se practican de verdad, es así señor García 
Ronda. Es verdad que existen fraudes al endeudamiento 
por parte de ustedes, y concretamente por lo que a us- 
ted se refiere existen fraudes en los límites de endeu- 
damiento con el Banco de España. Yo voy a tener mucho 
gusto de citarle en el Pleno las vías de fraude que uste- 
des están utilizando, y en ese momento podrá usted res- 
ponderme. 

Es cierto que nosotros queremos vender porciones 
del sector público por importe de 450.000 millones de 
pesetas durante el año 1993, naturalmente que es cier- 
to. Y no solamente es cierto, sino que es posible y es 
deseable, porque se trata de porciones del sector pú- 
blico que son absolutamente innecesarias para la ges- 
tión de un Estado moderno, y porque de esa manera 
podemos ir amortizando deuda, cosa que ustedes no ha- 
cen de ninguna manera. Ustedes siguen acumulando 
deuda más deuda haciendo crecer la pelota sin preo- 
cuparse en abosoluto por amortizarla. Probablemente 
ustedes no quieren realizar estas ventas porque ello no 
encaja en su filosofía socialista. 

Nosotros decimos que las limitaciones a fin de ejer- 
cicio son aparentes, y al señor García Ronda le escan- 
daliza que lo digamos. pues claro que son aparentes, 
señor García Ronda. Establecer una limitación a un só- 
lo día, que no es un sólo día, es una limitación a las vein- 
ticuatro horas del día 31 de diciembre de cada año, es 
una limitación inútil, y no solamente es una limitación 
inútil, sino que ustedes se han aprovechado de esa inu- 
tilidad porque han violado sistemáticamente durante 
el resto del año esos límites. Ustedes han incrementa- 
do durante todo el año los límites de deuda para redu- 
cirlos al 31 de diciembre, de deuda en general y de 
deuda con el Banco de España. Yo les digo a ustedes 
que si les parece que los límites al 31 de diciembre son 
unos límites reales, son unos límites operativos, son 
unos límites serios, ¿por qué no lo hacen así también 
con las entidades financieras? ¿Por qué no les dicen us- 
tedes a las entidades financieras que el coeficiente de 
solvencia basta con que lo cumplan a las 24 horas del 
día 31 de diciembre de cada año? ¿Por qué no les dicen 
ustedes esto? ¿Por qué, en cambio, sancionan duramen- 
te a las entidades financieras cuando a lo largo del año 

superan esos límites? ¿Por qué ponen ustedes pesadas 
cargas para los demás que ustedes no quieren levan- 
tarlas ni con un dedo, como dice un libro clásico? 

La heterodoxia de la asunción de la deuda del INI por 
parte del Estado ya le he indicado, señor García Ron- 
da, que no solamente lo señala el Grupo Parlamenta- 
rio Popular, se lo dicen a ustedes el Banco de España, 
se lo dicen personas que han sido nombradas en su to- 
talidad por ustedes mismos. Les dicen que es hetero- 
doxo este sistema que ustedes utilizan en todas las leyes 
de presupuestos, y concretamente en la de este año, y 
que están ustedes creando graves daños para el futuro 
de estas empresas. Se lo dice el Banco de España y yo 
me remito, como criterio de autoridad para ustedes, a 
lo que dice el mismo. 

Casi por último, señor Presidente, quiero señalar que 
al señor García Ronda le extraña nuestra enmienda so- 
bre avales y sobre refinanciación, porque contempla- 
mos la posibilidad de que en una refinanciación se 
aumente el techo de avales anterior. El señor García 
Ronda dice que una refinanciación nunca puede incre- 
mentar el importe de la deuda refinanciada; y yo le di- 
go, señor García Ronda, que está equivocado. Segura- 
mente no ha intervenido usted nunca en operaciones 
de refinanciación de deuda, porque lo normal en dichas 
operaciones es que la deuda viva quede incrementada 
precisamente porque se consolida, y la cifra consolida- 
da es la que empieza a generar nuevos intereses. Es de- 
cir, es al contrario, lo normal es que la refinanciación 
incremente la deuda refinanciada. Por eso nosotros que- 
remos que en este caso de deudas refinanciadas, si se 
incrementa el techo de avales, ese incremento neto se 
compute dentro de los límites que para avales estable- 
cen ustedes en la ley de Presupuestos Generales del 
Estado. 

Por último ya, señor Presidente, quiero agradecer al 
Partido Socialista el montruoso esfuerzo que hace por 
tomar en consideración y por intentar en vía de apro- 
ximación sobre las dos únicas enmiendas de carácter 
puramente adjetivo que hemos presentado a este títu- 
lo, que me parece que eran las números 182 y 186, que 
consisten en que la información al Parlamento venga 
de una determinada manera y no de otra. Muchas gra- 
cias por ese esfuerzo. Procuraremos llamar a los servi- 
cios médicos de la Cámara no vaya a ser que les haya 
dado un infarto. En cualquier caso, repito, muchas gra- 
cias, señor García Ronda. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Parlamentario 
de Izquierda Unida, tiene la palabra el señor Martínez 
Blasco. 

El señor MARTINEZ BLASCO No he entendido muy 
bien si el señor García Ronda dice que este trámite es 
para desbrozar o para destrozar (Risas.), porque si la 
única objeción que ha puesto a la enmienda 1.258 -que 
yo he calificado como la más importante en el sentido 
de que proponía la variación de uno de los parámetros 
fundamentales de este proyecto de ley- es de dónde 
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van a sacar el dinero, evidentemente ha destrozado no 
sólo la enmienda sino la razón, porque yo podría de- 
volver la pregunta inquiriendo de dónde van a sacar los 
billones de pesetas de deuda que hay que colocar en 
el ejercicio de 1993, incluso los que hay que colocar de 
aquí a finales del año 1992. 

Señorías, lo que nosotros proponemos es, efectiva- 
mente, una variación sustancial en la política seguida 
en los Presupuestos para 1992 y para 1993, que consis- 
te en seguir el ciclo, en reducir la actividad económica 
privada y pública cuando todos los parámetros inter- 
nacionales incitaban a ello, y además lo he hecho con 
el argumento de que parece que soplan vientos diferen- 
tes a nivel internacional. Es una ocasión nueva que se 
propone al Gobierno, y al partido mayoritario que ha 
de votar estos Presupuestoss, de reactivar la actividad 
del sector público no para cualquier tipo de gastos, si- 
no, como he señalado, para los que nosotros conside- 
ramos fundamentales. Este país no puede seguir 
manteniendo programas de inversión ralentizados. In- 
cluso la propuesta que nosotros hacemos de incremen- 
tar en un punto en relación al PIB el déficit y, por tanto, 
el endeudamiento, es un parámetro que se puede com- 
paginar perfectamente con el compromiso asumido por 
el Gobierno de dedicar a inversión un 5 por ciento del 
producto interior bruto, porque este incremento de la 
deuda se ha realizado pensando fundamentalmente en 
la inversión. 

Por consiguiente, razones económicas, razones inter- 
nacionales y básicamente la reactivación de la econo- 
mía nos llevan a presentar esta enmienda con progra- 
mas muy específicos. No se trata de permitir en gene- 
ral, para lo que quiera el Gobierno, el incremento de 
la deuda pública, sino permitirlo para determinados y 
específicos programas que ahí están enunciados. Si tan 
sólo nos preguntan de dónde lo van a sacar, yo se lo pue- 
do decir perfectamente, y entonces entendería que es 
asumible la enmienda. Alguna de las razones podría ser, 
como ha señalado el señor Lasuén, que cambien uste- 
des la política de deuda a corto plazo por la de deuda 
a largo plazo. En todo caso, y contradiciendo lo que aca- 
ba de manifestar el portavoz del Grupo Popular, en los 
últimos años nos hemos mantenido por debajo del 45 
por ciento del PIB en relación a la deuda viva, lo que 
quiere decir que no estamos nada mal en relación con 
otros países y en relación con las posibilidades, y esas 
posibilidades de que en tres o cuatro años, hasta que 
llegue 1996, podamos explotar hasta unos cuatro billo- 
nes de pesetas de incremento del gasto en determina- 
dos programas, nos parece que es una ocasión no 
despreciable y sobre la que el Grupo Socialista no de- 
bería hacer oídos sordos porque después lamentaremos 
que no hayamos podido acometer, entre todos, una se- 
rie de deficiencias estructurales. 

Respecto a las otras dos enmiendas, y en lo que se 
refiere a la relativa a los materiales militares, por su- 
puesto que nosotros sabemos que hay diferentes tipos 
de materiales militares. Precisamente lo que queremos 
es que se evite una práctica que nosotros creemos que 

no es defendible a nivel internacional -ya sé que sí lo 
es en aras de los interes de las empresas armamentís- 
ticas españolas, pero, repito no a nivel internacional-, 
consistente en que destinemos fondos de ayuda al de- 
sarrollo para comprar armas: ni armas, ni cualquier 
material que sea susceptible de uso bélico, es decir, ma- 
terial de doble uso. Nos parece que hay una especie de 
compromiso público de que no va a ser así, pero como 
sigue siendo así, pedimos que expresamente figure en 
el proyecto de Ley de Presupuestos que los fondos de 
ayuda al desarrollo en ningún caso financiarán mate- 
rial bélico ni material de doble uso. 

En cuanto a la generosidad de pasar de 80.000 a 
135.000 millones de pesetas en concepto de fondos de 
ayuda al desarrollo, señorías, esto no es generosidad, 
esto es administrar la austeridad, porque ya he señala- 
do que el Presidente del Gobierno, en nombre de Espa- 
ña. y de otros países desarrollados, asumió el 
compromiso de las Naciones Unidas de tender hacia el 
0,7 del PIB en los fondos de ayuda al desarrollo. No- 
sostros estamos en el 0,l por ciento del PIB, y esa ten- 
dencia deberíamos incrementarla. Creo que eso, insisto, 
no es problema de generosidad, sino problema de asun- 
ción de los compromisos a niveles internacionales. Efec- 
tivamente, el país está en una mala situación econó- 
mica, pero yo podría traer a colación en estos momen- 
tos una serie de gastos previstos en el ejercicio de 1993 
que no tienen tanta justificación como la ayuda a los 
países del Tercer Mundo. Además, tengan en cuenta 
SS. SS. las declaraciones públicas que solemos hacer 
en esta Cámara de que la mejor forma de resolver pro- 
blemas de inmigración, una serie de problemas inter- 
nos que tiene este país, es ayudar a los países a su 
propio desarrollo en su territorio. Ahora es la ocasión 
de poner en práctica esas declaraciones grandilocuen- 
tes, que a veces se hacen, de que hay que ayudar a los 
países allí mismo. Nosotros creemos que el incremen- 
to de estos 55.000 millones para el ejercicio de 1993 es 
perfectamente asumible en un presupuesto de 26 billo- 
nes de pesetas. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
del Centro Democrático y Social, tiene la palabra el se- 
ñor Lasuén. 

El señor LASUEN SANCHO En primer lugar, señor 
García Ronda, no es necesario que deje mi Grupo Par- 
lamentario para que el Gobierno tenga mis mejores con- 
sejos. Mi crítica siempre ha sido constructiva y con el 
mismo espíritu le voy a responder a sus cuestiones. 

No es absolutamente indiferente el criterio de con- 
tabilización que se siga para mejorar el contpl presu- 
puestario, porque con el criterio de caja es muy difícil 
hacer previsiones y, sobre todo, análisis de las desvia- 
ciones presupuestarias. Esa es la razón, entre otras, por 
la que el Gobierno en el informe económico y financie- 
ro de este año ha presentado el presupuesto en térmi- 
nos de contabilidad nacional, en lugar de con el criterio 
tradicional habitual. La mejora que se ha aplicado a la 
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globalidad del presupuesto es todavía más urgente en 
el capítulo de deuda, porque es en el que má,s desvia- 
ciones presupuestarias se han producido y en el que 
ha sido más difícil controlarlas. Por eso, no es absolu- 
tamente arbitrario ni irrelevante la elección del crite- 
rio contable. La prueba es que cada año ha habido 
errores del orden de 250.000 millones de pesetas, que 
no se han podido evitar, entre otras cosas, porque el cri- 
terio de contabilidad aplicado es difícil de manejar. 

De todas formas, ésa no es la cuestión más importan- 
te -en eso convengo con usted-; la cuestión más im- 
portante es cómo se gestiona la financiación de la 
deuda. Creo que no hay ninguna discusión al respecto; 
Izquierda Unida piensa exactamente igual que nosotros, 
así lo ha dicho. El volumen total de la deuda española 
es relativamente corto en términos del PIB, es del or- 
den del 45 por ciento, mientras que la carga de intere- 
ses de la deuda es del orden del 4 por ciento, lo cual 
es una barbaridad, porque países que tienen niveles de 
deuda del 100 por ciento del PIB, es decir, doble que 
la española, tienen porcentajes de carga de intereses 
del orden del 4 y 5 por ciento, es decir, igual que la nues- 
tra. En otras palabras, nosotros estamos pagando casi 
el doble que otros países por la misma deuda, lo que 
significa que estamos pagando tipos de intereses altí- 
simos por la poca deuda que tenemos. 

La cuestión siguiente es saber por qué estamos pa- 
gando tipos de intereses altísimos, lo que es bastante 
simple de explicar. Estamos pagando tipos de intere- 
ses altísimos porque la mayor parte de la deuda es a 
muy corto plazo y los tipos de interks a corto plazo tie- 
nen que recoger la inflación esperada en el país, que 
a corto plazo es bastante alta. Es como si, en lugar de 
financiarse la deuda con títulos que tienen tipos de in- 
terés a corto plazo, los tuvieran a largo plazo, títulos 
a treinta años, por ejemplo. Evidentemente, todos los 
operadores financieros del mundo tienen que pensar 
que España estará a treinta años, teniendo un tipo de 
interés exactamente igual que el alemán, porque a trein- 
ta años estaremos dentro de la Unión Monetaria Eu- 
ropea. En consecuencia, el tipo de interés español a lar- 
go plazo será exactamente igual que el del resto de los 
países que pertenezcan a la Unión Monetaria. Podrá du- 
darse si dentro de diez años estaremos o no en la Unión 
Monetaria, pero a 30 años es impensable que no lo es- 
temos. En consecuencia, la financiación de toda la deu- 
da española, en lugar de hacerse al 13 o al 14 por ciento, 
que es como se está haciendo, como consecuencia de 
la estructura a plazos de la deuda, se podría hacer al 
8 o al 9 por ciento, como máximo. Nos podríamos aho- 
rrar una cantidad enorme de coste en todo este período. 

En su inicio, a principios del Gobierno Socialista, yo 
fui uno de los que les sugerí que financiaran la deuda 
a corto plazo, porque si se creía la política financiera 
del Partido Socialista en aquel momento en el que pen- 
saban reducir el déficit cuanto antes, era mejor finan- 
ciarlo a corto plazo porque podía esperarse que a medio 
plazo el tipo de interés bajara. Pero desde hace tres o 
cuatro años, visto que no se reduce el déficit a la velo- 

cidad que ustedes planean, por otra serie de razones, 
la financiación de la deuda debería haberse hecho a me- 
dio plazo. 

Han conseguido -a mí me gusta reconocer las 
cosas- alargar el plazo medio mediante la emisión de 
obligaciones y de valores de deuda de cinco años, pero 
todavía estamos muy lejos de la emisión de títulos que 
hacen normalmente los otros países para financiar la 
deuda, que son fundamentalmente a 20 ó 30 años. Me 
gustaría que para el debate en Pleno usted consiguiera 
averiguar del Grupo Socialista o del Gobierno Socia- 
lista por qué en España no estamos emitiendo títulos 
de deuda de suficiente plazo como para que las expec- 
tativas de los operadores dejen tener para esos títulos 
tipos de interés similares a los de los otros países, lo 
que permitiría, sin duda, reducir el coste de la deuda 
por lo menos en un punto o un punto y medio del PIB, 
léase del orden de 600.000 ó 700.000 millones de pese- 
tas al año como mínimo y probablemente cerca de un 
billón de pesetas al año, que se podían gastar en mu- 
chísimas otras cosas que hacen mucha falta en este 
país. 

El señor PRESIDENTE: En nombre del Grupo Par- 
lamentario Mixto, tiene la palabra el señor Oliver Chi- 
rivella. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA: Voy a ser muy bre- 
ve en esta intervención. S610 quiero comentar al porta- 
voz del Grupo parlamentario Socialista algo que ya de 
alguna manera he dicho en mi primera intervención. 

Ya he dicho antes, en relación a nuestra enmienda al 
artículo cuarenta y ocho, que sabemos que no es posi- 
ble proceder a la anulación total de la deuda pública. 
Lo que ocurre es que nosotros hemos hecho esta en- 
mienda como una enmienda -yo diría- protesta. En- 
tendemos que no hay una proporción adecuada entre 
la deuda pública emitida por el Gobierno, por el Esta- 
do, y, por otro lado, ese bienestar, a que S.  S .  aludía, que 
se transmite a los ciudadanos. Al menos, ese bienestar 
no está equilibrado en el territorio, no es proporcional 
al esfuerzo que están haciendo los ciudadanos de todo 
el Estado y en este sentido va nuestra enmienda. 

En cuanto al INI, nosotros, en primer lugar, no pedi- 
mos la supresión del INI; pedimos la supresión de la 
subvención a las empresas del INI no rentables. No pe- 
dimos que desaparezcan aquellas empresas que cum- 
plen realmente una función social. Y convendrá S.  S .  
en que la inmensa mayoría de ellas no son precisamente 
las que generan más pérdidas. Comparar las subven- 
ciones al INI con una catástrofe natural les reconocer 
que el INI es una catástrofe natural permanente y en 
ese caso tampoco la comparación sería correcta, por- 
que estar subvencionando una catástrofe natural per- 
manente durante los diez últimos años, cuando no se 
ha subvencionado la realmente catástrofe natural ocu- 
rrida hace diez años en dos temas muy conflictivos co- 
mo pueden ser el de la colza o la rotura de la presa de 
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Tous, no entra en la misma dinámica que S.  S .  achaca 
a nuestro Partido. 

De todas maneras, tengo que darle las gracias, por- 
que creo que ha hecho verdaderos esfuerzos para bus- 
car un calificativo a nuestro liberalismo que no fuera 
el que creo que tenía -puede ser un juicio de valor- 
y que rayaba quizá en la palabra irresponsable. Le agra- 
dezco ese esfuerzo porque realmente no es irresponsa- 
ble. Es una visión distinta y un conocimiento del 
terreno, un conocimiento de las posibilidades que tie- 
ne mi exiguo Grupo de poder hacer una enmienda glo- 
bal a los presupuestos generales del Estado artículo por 
artículo. 

Finalmente, en cuanto a las enmiendas números 4 y 
5, es una opinión de S.  S .  Probablemente sea cierto que 
no me nombrarían Ministro de Asuntos Exteriores, pe- 
ro también puede imaginar que es cierto que nosotros 
no le nombraríamos Ministro de Economía y Hacien- 
da, aunque, por puras matemáticas electorales, usted 
tiene más posibilidad de lo segundo que yo de lo 
primero. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
García Ronda. 

El señor CARCIA RONDA: Voy a contestar, en el mis- 
mo orden que lo he hecho antes, en primer lugar, al se- 
ñor Oliver, respresentante de Unión Valenciana. Cuando 
antes he hecho una cierta comparación entre las sub- 
venciones -o como se quieran llamar- al INI y los ca- 
sos de catástrofes naturales ha sido para no molestar 
demasiado por la tendencia que SS. SS. tienen a pedir 
subvenciones que tampoco son por catástrofes natura- 
les. Y ahí están cientos y cientos de subvenciones que 
se piden agolpándose ante el Ministerio de Economía, 
ante el Ministerio de Industria, ante el Ministerio de 
Agricultura, etcétera, y no por catástrofes naturales. Pe- 
ro no he querido molestar. Lo he hecho con la compa- 
ración más evidente, más clara, que suele existir, pero 
también es para cubrir riesgos que existen en cualquier 
empresa, aunque sea por una catástrofe natural. Lo he 
hecho en aquello que es más claro. Si se pide para eso, 
también hay cuestiones que impulsan a mantener em- 
presas del INI, aun cuando algunas de ellas no sean ren- 
tables. Creo que el criterio de rentabilidad estricta, 
económica e inmediata les obnubila a ustedes, que son, 
llamémoslo así, liberales y no irresponsables. N o  he 
querido yo decir que son irresponsables, ni mucho me- 
nos, ni lo tenía en la mente, porque son perfectamente 
responsables con respecto a una tendencia que es la de- 
fensa a ultranza de lo privado y el ataque a ultranza a 
lo público. Esa es una de las cuestiones en las que nues- 
tras filosofías se diferencian: que sin ser nosotros ra- 
dicales en la defensa de lo público contra lo que sea, 
sí somos defensores de la empresa pública allí donde 
haga falta. 

En cuanto a esta cuestión anecdótica del nombra- 
miento, puede pasar como algo pintoresco entre noso- 
tros. Me da la impresión de que ninguno de los dos 

estamos en situación de ser nombrados ministros, ni 
falta que nos hace, seguramente. (Risas.) Tampoco va- 
mos a anhelar esas cosas que están lejos o no lo están. 
En estos momentos, somos Diputados y vamos a dis- 
cutir como tales. 

El señor Lasuén ha seguido justificando y argumen- 
tando algo que puede ser admisible en otras situacio- 
nes, pero que yo creo que se convierte en teoría en el 
momento en que lo está diciendo. Ese paso de la deuda 
pública a corto plazo a deuda pública a largo plazo no 
puede hacerse, aunque seguramente quisiéramos equi- 
librar ambos plazos mucho más, tanto el Gobierno co- 
mo el Grupo Socialista, en primer lugar porque hay 
cuestiones precisamente de inmediatez de mercado que 
no lo permiten: y, en segundo lugar, porque hasta por 
una idiosincrasia casi nacional no sería posible que se 
colocase la deuda en este desiderátum que usted plan- 
tea. Naturalmente, sería mucho más fácil para los ope- 
radores financieros, pero no para quienes han de tomar 
la deuda, salvo que se obligase a tomarla en su totali- 
dad a determinadas entidades y tampoco sería lógico 
que se les distorsionase porque están sometidas también 
a la situación del mercado. Prácticamente era casi vol- 
ver a la deuda perpetua que hubo en otro tiempo, que, 
como usted sabe, hubo que liquidar porque a nadie le 
interesaba, y que tenía unos intereses bajos, desde lue- 
go. De lo que no cabe duda es de que habrá que llegar 
a una situación absolutamente estable, que otros paí- 
ses quizá tienen más que nosotros, como otros la tie- 
nen mucho menos; un día, indudablemente, dentro del 
conjunto de la Unión Europea, estaremos en disposi- 
ción de plantear a mucho más largo plazo cualquier 
emisión de deuda. Lo que yo no he dicho, desde luego, 
es que sea arbitrario o indiferente el criterio de caja 
o de devengo. Lo que he querido decir es que actual- 
mente es uno y, además, deseo subrayar que si, siem- 
pre es el mismo no ocasiona distorsiones, porque éstas 
se ocasionan en el momento en que se cambia hacia uno 
o hacia otro, como usted bien sabe porque es un exper- 
to en estas cuestiones. 

Por fin, y rematando esta pequeña intervención, le di- 
ré que este Grupo, el Grupo Socialista, luchará, ha ve- 
nido luchando y luchará a partir de ahora denodada- 
mente, para que los intereses en nuestro país sean más 
bajos de lo que son. 

En cuanto al representante de Izquierda Unida, le 
agradezco la gracia vebal de lo del desbroce y el des- 
troce. Imagínese que yo, en un lapsus, digo Izquierda 
Hundida en vez de Izquierda Unida (Risas.) Vamos a de- 
jarlo ahí. Ese tipo de gracias son fáciles de hacer, aun- 
que yo se lo agradezo porque, por lo menos, dan lugar 
a que tengamos un momento de distensión. 

Y me gusta su optimismo que revela en el hecho de 
que quiera incrementar en 700.000 millones práctica- 
mente la cifra de presupuestos sólo en este Título. Me 
parece que es optimismo, porque, además, como dice 
que alguien va a ganar hoy posiblemente, o parece que 
eso dicen las encuestas en unas elecciones de un de- 
terminado país, esto se va a abrir y esto va a ser Jauja 
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y el Dorado. Vamos a verlo. Vamos a ver en qué sentido 
uno u otro resultado puede influir. A mí me gustaría 
compartir ese optimismo y, sobre todo, a tan corto pla- 
zo como es el uno de enero de 1993, que es cuando tie- 
nen que empezar a regir estos presupuestos 
presentados. 

También está bien que se apoye en otros Grupos a la 
hora de argumentar, como ha hecho cuando ha aludi- 
do al CDS. Me parece que está bien para no hacer esas 
proposiciones tan sui géneris que han solido hacer. 

Sobre esas ayudas al exterior que preconiza, no creo 
que se pueda decir que ha sido el Gobierno Socialista 
el que ha sido más remiso a hacerlas, porque, si S. S. 
lo observa bien, en este Parlamento estamos continua- 
mente aprobando ayudas e inversiones a bancos para 
zonas del tercer mundo. España está haciendo un es- 
fuerzo muy considerable. Y sabe que no sólo hay que 
juzgar los esfuerzos proporcionales. Para un país con 
una capacidad financiera muchísimo mayor que la 
nuestra -y piense en cualquiera de los que están por 
encima de nosotros-, un 1 por ciento es mucho menos 
que para nosotros ese mismo 1 por ciento. N o  creo que 
tenga que subrayárselo ni que hacer números en la pi- 
zarra ahora. 

Por fin, al representante del Grupo Popular, señor 
Otero, le diré que me alegreo que haya reaccionado en 
su réplica, porque parece que ha dado un poco más de 
interés a su intervención. 

Quiero volver a subrayar que en este trámite no hay 
degradación y mucho menos que la haya promovido el 
Grupo Socialista. Mucho menos. Este es un trámite de 
análisis, de desbroce, por qué no vamos a decirlo de 
nuevo, pero un trámite de análisis de los presupuestos; 
ese análisis se hace fundamentalmente aquí, en la Co- 
misión; después, en el Pleno, aunque se continúa, qui- 
zá se hace un discurso más global. Para S. S.  ambos 
trámites tienen que ser igualmente importantes. Y yo 
creo que, aunque sea con el subconsciente, lo ha reco- 
nocido así al reaccionar frente a mi intervención. 

De nuevo le digo, y no lo voy a repetir, lo que le he 
dicho al señor Oliver acerca de la cobertura de riesgos 
catastróficos. Quizá una insuficiente expresión mía ha 
dado lugar a que SS.  SS. lo interpretasen indebidamen- 
te. Se ha defendido diciendo que él no insulta. Natu- 
ralmente, yo no le he dicho que usted insulte -yo por 
lo menos no he notado eso- pero sí sus enmiendas, y 
usted, como se ha limitado a repetirlas, incluso el te- 
nor literal de ellas, ha caído en algo que pudiéramos 
llamar el insulto, aunque nosotros no vamos a desme- 
lenarnos por ello, ni mucho menos. 

En cuanto a las soluciones que preconiza en cada una 
de sus enmiendas, vuelvo a decirle que, si ustedes las 
analizan bien, verán que no son viables. Han hecho afir- 
maciones diciendo: corto de este trozo, pongo en el 
otro ..., con una tranquilidad absoluta, con la tranquili- 
dad que da el no tener la responsabiliad, como en otro 
tiempo S. S. misma tuvo, de los presupuestos. Recuer- 
de los sudores de entonces y las negativas que tendría 
que hacer a grupos que le pedían cosas inviables. 

Por lo que se refiere al artículo cuarenta y ocho, dos, 
cuando se habla del automatismo de revisión de la deu- 
da, se habla de cuatro casos concretos que están pidien- 
do por sí mismos, si S.  S. los repasa, que haya ese 
automatismo, porque lo que no se puede hacer es traer 
una ley cada vez que pueda suceder algo de esto. Y eso 
está perfectamente en consonancia con cualquier sis- 
tema presupuestario de nuestro entorno, como antes les 
he dicho. 

En cuanto a que se pueden alterar o que se alteran 
el 1 de enero las bases de la deuda, usted dice que sí, 
simplemente; yo le gido que no. Y no sé si usted me 
anuncia o me amenaza con desvelar no sé qué cosas 
cuantitativas en el Pleno. Pues allí nos veremos; vamos 
a ver lo que hay. 

Respecto a que las entidades financieras están con- 
troladas en sus límites y, sin embargo, esos límites no 
los pone el Estado, he creído entrever en el discurso de 
S. S. una especie de contraposición, de pelea, de bata- 
lla, entre el Estado y esas otras entidades financieras. 
A mí me parece absurdo esto. Su señoría sabe que el 
control de las entidades financieras también guarda a 
las propias entidades financieras y sus equilibrios, in- 
dudablemente. Y usted sabe que en los tiempos en que 
no se ha hecho bastante ese control de nuestro sistema 
financiero se fue al traste, con grave peligro para la cre- 
dibilidad y para la garantía del Estado en su conjunto. 

Y no nos marque los criterios de autoridad. Dice: Para 
ustedes, esa autoridad del Banco de España en sus opi- 
niones. No nos marque los criterios: ya nos tomaremos 
nosotros lo que nos parezca bien, porque ninguna opi- 
nión, evidentemente, es el Absoluto, con mayúscula; 
tampoco las del Banco de España, que son considera- 
bles, pero que no necesariamente han de seguirse co- 
mo mandatos divinos. 

Para terminar, en-cuanto a la refinanciación, vuelvo 
a afirmar que se hace por la misma cifra y si en oca- 
siones se incrementa es porque entra un nuevo concep- 
to, o hay una variación, en el mejor de los casos, de los 
que antes he aludido del artículo cuarenta y ocho, dos. 

Muchas gracias a todas SS. SS. por estas réplicas y 
por haberme dado la oportunidad de reafirmarme en 
mis opiniones. Ya he visto que, unos por un lado y otros 
por otro, están a ambos lados de la balanza, pero des- 
pués de este debate, estoy todavía mucho más conven- 
cido de que estamos en el buen camino por parte del 
Grupo Socialista y del Gobierno socialista, ya que se- 
guimos el adagio de que «in medio virtus». 

El señor PRESIDENTE Terminan las deliberaciones 
relacionadas con las enmiendas del Título V y de la Sec- 
ción 6?, de Deuda Pública. 

tienen presentadas enmiendas de diversos Grupos, en- 
tre ellos, el Grupo Parlamentario Popular. En su nom- 
bre, tiene la palabra el señor García-Margallo. 

Comenzamos las correspondientes al Título VI, al que Titulo ' 

El señor GARCIA-MARGALU) Y MARFIL: Conectan- 
do con la última intervención del Grupo Socialista, re- 
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cordaría a su portavoz que jamás Santo Tomás dijo que 
«in medio stat virtuw, sino «injusto medio stat virtus)), 
que es cosa radicalmente diferente. 

Dicho eso, voy a ver si logro, en una breve interven- 
ción, diagnosticar cuál es el estado de la cuestión, des- 
de el punto de vista del Partido Popular, y justificar así 
las enmiendas que hemos presentado a las normas tri- 
butarias, incluidas las disposiciones adicionales que tie- 
nen conexión con esta materia. Solamente analizando 
cómo está el estado de nuestras finanzas públicas des- 
de el lado de los ingresos es posible comprender las en- 
miendas que el Grupo Parlamentario Popular han pre- 
sentado a estos presupuestos, que analizaré de forma 
global, Sin extenderme en justificarlas individualmente. 

La primera constatación de estos diez años de Gobier- 
no socialista es que el gasto público ha crecido en Es- 
paña mucho más deprisa de lo que ha crecido no sólo 
en los países de la Comunidad Europea, sino.en un en- 
torno mi& amplio, en los países de la OCDE. La finan- 
ciación de este gasto no ha sido una tarea sencilla. Ha 
sido nece'sario aumentar enormemente la presión fis- 
cal, y aún así, con un aumento realmente desorbitado 

.en términos comparativos de la presión fiscal, ha cre- 
cido el déficit público hasta conseguir una de las ma- 
yores preocupaciones de todas las fuerzas políticas y 
de los agentes sociales. En concreto, y por citar algu- 
nas cifras en materia de aumento de 13 presión fiscal, 
que es el primero de los datos que yo quiero subrayar, 
señalaré que entre 1980 y 1991, para coger una década 
y utilizar cifras homogéneas, la presión fiscal españo- 
la subió 10,8 puntos porcentuales. Sólo algunos países, 
y no precisamente los centrales del sistema, como Ita- 
lia y Grecia, registraron tasas de aumento significati- 
vamente elevadas, aunque menores que la española. En 
concreto, en Italia la presión fiscal subió 10,3 puntos 
-recuerdo que España la subió 10,8- y Grecia 7,l pun- 
tos. Contrasta dramáticamente con el comportamien- 
to de estos países -en el que España ejerce un lideraz- 
go destacado- el comportamiento de Bélgica, Alema- 
nia y Noruega, que redujeron sus impuestos en 2,4, 1,6 
y 0,l puntos, respectivamente. Refiriéndome a otros paí- 
ses también importantes, como Estados Unidos, Sue- 
cia, Austria y el Reino Unido, diré que en ninguno de 
ellos el crecimiento de la presión fiscal superó el pun- 
to porcentual. 

Quiero subrayar, como he dicho antes, que, aunque 
la presión fiscal subió en España 10,8 puntos, ha sido 
incapaz de seguir el ritmo marcado por los gastos y el 
déficit público -cuestión que no es motivo de la dis- 
cusión en la que estamos, pero sí es importante subra- 
yarlo-, ha aumentado también considerablemente. Y 
lo traigo a colación aquí pórque el déficit público, la 
deuda pública acumulada, tarde o temprano habrá que 
pagarla. Dicho de otra manera, el déficit público anual 
traducido en deuda pública supone un aplazamiento de 
impuestos que habrá que recuperar en un período pos- 
terior. 

La primera conclusión, aumento de la presión fiscal, 
tiene consecuencias importantes desde el punto de vista 

de la competitividad del sistema tributario y de la ca- 
lidad del sistema tributario. En primer lugar, en cuan- 
to a la competitividad del sistema tributario, parece 
obvio que a lo largo de estos diez años la única preocu- 
pación ha sido recaudar cada vez más y cada vez más 
deprisa, lo cual ha determinado una pérdida notable 
de competitividad del sistema respecto a los sistemas 
tributarios de los países de la Comunidad Europea o 
de la OCDE. Entre 1986 y 1990 todos los demás países 
de la Comunidad han reducido los tipos máximos del 
impuesto; España ha sido el único que lo ha subido. El 
Reino Unido lo bajó en este período que estoy conside- 
rando, 1980-1991, 20 puntos: Bélgica, 17: Grecia, 13; et- 
cétera: España pasó del 46 al 56 por ciento, sin tener 
en cuenta la incidencia conjunta del Impuesto sobre ld 
Renta y del Impuesto sobre el Patrimonio. La segunda 
consecuencia de este proceso es el aumento de los ti- 
pos mínimos en España, a diferencia de lo que ocurre 
en el resto de los paísees de la Comunidad. La tercera, 
el establecimiento de un gravamen de ganancias de ca- 
pital notoriamente más oneroso que el que existe en el 
resto de los países con los que tenemos que competir, 
con un desplazamiento de capitales, un desplazamien- 
to de inversiones, hacia climas más benignos en mate- 
ria de régimen de capital. La cuarta consecuencia es 
la débil corrección que en España se ha realizado de 
la doble imposición económica de los dividendos. La 
integración del Impuesto sobre la Renta y el Impuesto 
sobre Sociedades en España es infinitamente más dé- 
bil que en Alemania con el sistema del doble tipo, en 
Francia con l'avoir fiscal o en el sistema británico con 
el acorporate advance tax». 

En materia de doble imposición económica -conse- 
cuencia adicional- España, al negociar los convenios 
de doble imposición, tenía, como conocen SS. SS., dos 
opciones: optar por la exención u optar por la imputa- 
ción. Con expcepciones notables por su singularidad 
y por su escasez, hemos elegido la imputación, que es 
el peor de los sistemas y el que menos corrige la doble 
imposición. No es extraño, por tanto, que España se ha- 
ya convertido en un país de matrices y no en país de 
filiales, y que las empresas, incluso las públicas, ten- 
gan que establecer sus cuarteles generales en países ale- 
jados de nuestro territorio, con pérdida notable de los 
recursos tributarios que debían acudir al mismo. 

Si graves han sido las consecuencias en materia de 
competitividad, tan grave o más ha sido la pérdida de 
calidad del sistema tributario. Desde el lejano tiempo 
de 1985, cuando se revisa el sistema de ganancias y pér- 
didas de capital y se revisa el régimen sancionador de 
la Administración Tributaria, todas las modificaciones 
que este Gobierno ha introducido han determinado una 
notable y progresiva pérdida de calidad, de equidad y 
de justicia del sistema tributario. Los continuos cam- 
bios de las leyes tributarias, la proliferación de presun- 
ciones a favor de la Administración, el sistemático 
desconocimiento de la presunción de inocencia y la len- 
titud en la resolución de las reclamaciones han ido ale- 
jando cada vez más nuestro sistema tributario de los 
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postulados que se derivarían del correcto entendimien- 
to de lo que es un Estado de Derecho. 

Continuando con esta tónica, el Gobierno socialista 
se ha inclinado a establecer unas retenciones tan abu- 
sivas que hoy, en España, la devolución es la regla y no 
la excepción como en el resto de los países que se incli- 
nan por el sistema de retención. Sistema de retención 
que nosotros, obviamente, no combatimos, aunque sí 
su uso abusivo, su mal cálculo y, en definitiva, su de- 
terminación o su fijación cuantitiva exclusivamente pa- 
ra establecer una presunción gratuita a favor del Fisco. 

Siendo éste el estado de la situación, el Grupo Parla- 
mentario Popular, en estos presupuestos, se ha inclina- 
do por introducir aquella parte de su reforma fiscal que 
puede ser compatible con los mismos, no toda, puesto 
que la reforma fiscal del Partido Popular sólo tiene sen- 
tido en unos presupuestos basados en los principios y 
en la filosofía del mismo, inspirados a su vez en una 
política radicalmente distinta a la del Gobierno Socia- 
lista. Hemos introducido, por tanto -insisto en ello pa- 
ra que se entienda bien lo que estamos haciendo en este 
trámite-, exclusivamente aquellas reformas que no de- 
sentonan excesivamente de un marco general que no 
nos gusta un pelo. 

La primera de las reformas es la que hace referencia 
al estatuto del contribuyente. Estatuto del contribuyen- 
te que se propone invertir en lealtad tributaria para res- 
tablecer un clima de confianza entre la Administración 
y el administrado deteriorado como nunca desde el año 
1977, lo cual, en nuestra opinión, redundará (al estable- 
cer un tratamiento de equidad en las relacionees en este 
momento desiguales entre Administración y contribu- 
yente) en una represión del fraude fiscal y, desde lue- 
go, en una minoración de la elusión fiscal internacional. 

No quiero enumerar las medidas que contiene el es- 
tatuto del contribuyente ya que las tienen S.  S .  en una 
disposición adicional, en la que se traducen a términos 
normativos lo que el Presidente del Partido Popular, Jo- 
sé María Aznar, anunció al proponer nuestra alternati- 
va fiscal. Los puntos más significativos -para centrar 
la discusión- son los que establecen que el Gobierno 
deberá aprobar en el primer trimestre el texto refun- 
dido de todos los impuestos estatales, por imperativo 
del principio de certeza que ya consagra Adam Smith; 
en segundo lugar, lo declarado por el contribuyente se 
presume cierto, correspondiendo a la Administración 
la prueba de lo contrario, como ocurre en cualquier 
contencioso entre partes que gozan de iguales derechos 
e iguales obligaciones, como sucede en el Derecho pri- 
vado; en tercer lugar, una revisión completa del régi- 
men sancionador, caracterizada en estos momentos por 
una extraordinaria discrecionalidad y por principios 
que rozan el absurdo; en cuarto lugar, la Administra- 
ción tributaria deberá devolver los ingresos indebidos 
en un plazo máximo de tres meses, la vía económica 
administrativa tendrá una sola instancia y las reclama- 
ciones se considerarán estimadas, si no hay resolución 
expresa, en el plazo de un año. 

La aprobación del estatuto permitirá, señorías, en 

opinión del Grupo Popular, una persecución más rigu- 
rosa del fraude, cuyos niveles han alcanzado cifras prác- 
ticamente desconocidas desde hace mucho tiempo, 
animará a los españoles a no emigrar y alentará a los 
extranjeros a invertir sus capitales o a establecer sus 
empresas en España. 

Siendo ésta la primera parte de la alternativa, la se- 
gunda hace referencia al nivel de la presión fiscal con 
el que he empezado mi intervención y, muy especial- 
mente, con el nivel de los tipos máximos y mínimos del 
impuesto. El Grupo Popular prevé en estos presupues- 
tos una congelación de la presión fiscal para proceder 
a una reducción progresista en años posteriores. La con- 
gelación se establece en la enmienda del articulado, que 
prevé que la tarifa del Impuesto sobre la Renta para 
el ejercicio de 1993 será la tarifa que el Gobierno pro- 
metió a los españoles en la Ley 18/1991, de Reforma del 
Impuesto sobre la Renta y de Reforma del Impuesto so- 
bre el Patrimonio, deflactada en un 5 por ciento para 
acomodarla a la inflación. 

Quiero subrayar que ni siquiera estamos intentando 
obligar al Gobierno a cumplir su compromiso plasma- 
do en una disposición adicional de la Ley del Impues- 
to sobre la Renta, que decía que para el ejercicio de 1993 
se fijaría una tarifa cuyo tipo mínimo fuese el 18 por 
ciento y cuyo tipo máximo fuese del 50 por ciento; ni 
siquiera pretendemos que el Gobierno cumpla con un 
mandato normativo, no ya con una promesa consecuen- 
cia de una moción o de cualquier otra resolución par- 
lamentaria que no tenga un imperativo tan estricto 
como una norma jurídica. Está plasmada la obligación 
del Gobierno a establecer esa tarifa, que empieza en 
el 18 y termina en el 50 por ciento, en una norma, pero 
ni siquiera vamos tan lejos vista la situación a que ha 
llevado este Gobierno a las finanzas públicas. Sí pedi- 
mos que para este año se establezca la tarifa vigente 
en la Ley deflactada en un 5 por ciento. 

No es éste el objetivo final del Grupo Popular, que 
cuando establezca su reforma fiscal irá a un tipo má- 
ximo del 40 por ciento, para que el Impuesto de Sacie- 
dades y el Impuesto sobre al Renta tengan un tipo 
similar, se aproximen los tipos de ambos impuestos y 
se eviten las economías de opción, abiertas en este mo- 
mento de forma exclusiva a aquellos contribuyentes que 
viven de rentas no ganadas, que pueden aportar sus bie- 
nes a sociedades intermedias, no distribuir beneficios 
y recuperar sus ingresos vía plusvalías exentas. Con ese 
pie forzado del 40 por ciento, hemos producido una re- 
ducción generalizada de todos los tipos del impuesto, 
tanto en materia de tributación individual como de tri- 
butación conjunta. 

El tercero de los ejes de la reforma fiscal, siendo el 
primero el restablecimiento del principio de seguridad 
jurídica, el segundo la reducción de los tipos impositi- 
vos del Impuesto sobre la Renta, para recuperar la com- 
petitividad del sistema frente a los sistemas tributa- 
rios de los países de la Comunidad y de los países de 
la OCDE, el tercero de lo sejes, señorías, es el estable- 
cimiento de una serie de medidas que vengan a conce- 
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der incentivos al ahorro, a la inversión y a la creación 
de empleo. En este marco, englobaría la modificación 
de las normas sobre incrementos y disminuciones de 
patrimonio -aproximándonos a las normativas vigen- 
tes en los países centrales del sistema, con los que te- 
nemos que converger si queremos hacer realidad los 
compromisos asumidos en Maastricht-, el aumento de 
las deducciones por compra de activos fijos o por ex- 
portación -ciertamente necesitados de una reactiva- 
ción importante en un momento de vacas flacas-, la 
regularización de balances y la tan traída y llevada 
adaptación a nuestras tablas de amortización a los 
tiempos que corren. 

El Gobierno ha optado en estos últimos tiempos por 
elevar el tipo general del Impuesto sobre el Valor Aña- 
dido -medida que no ha sido impugnada por mi Gru- 
po Parlamentario-, por elevar los impuestos 
especiales, para elevar el Impuesto sobre Transmisio- 
nes Patrimoniales y, en definitiva, por no cumplir los 
compromisos que esta Cámara le impuso al aprobar la 
Ley del Impuesto sobre la Renta, con lo que cuenta con 
un margen financiero suficiente para producir una re- 
ducción de la tarifa en este año en los términos que he 
señalado anteriormente, una deflactación de la tarifa 
inicial -de la tarifa de enero, de la tarifa de la Ley 
1811991- y el establecimiento de unos incentivos al aho- 
rro, a la inversión y a la creación de empleo que permi- 
tan a este país ponerse en marcha y recuperar parte de 
la recaudación perdida en un primer momento o por 
un aumento de las bases imponibles y, en definitiva, de 
la recaudación tributaria sin aumento de la presión 
fiscal. 

No creo, señor Presidente, que éste sea el momento 
de analizar una por una las enmiendas que mi Grupo 
Parlamentario ha presentado; he preferido explicar có- 
mo vemos la situación desde nuestro puente de mando 
y cuáles son las correcciones más importantes que de- 
ben establecerse a un sistema tributario que ciertamen- 
te marcha a la deriva desde hace bastantes años. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la pa- 
labra el señor Martínez Blasco. 

El señor MARTINEZ BLASCO Evidentemente, no 
pedimos que el Estado recaude menos, porque entra- 
ríamos en contradicción con lo señalado anteriormen- 
te de que es preciso acometer una serie de programas 
de modernización de este país, de acercamiento a los 
parámetros de nuestro entorno europeo en cuanto a in- 
fraestructuras y equipamientos. (El señor Vicepresi- 
dente, Acosta Cubero, ocupa la Presidencia.) 

El pie forzado al que se refería el portavoz del Gru- 
po Popular, creemos que se debe precisamente a que 
se está produciendo una integración económica en 
Europa sin una previa armonización fiscal. Aquí todo 
el mundo se ha lanzado en una carrera sin freno a una 
rebaja en los parámetros fiscales, con objeto de que, 

como se ha señalado, no huyan las matrices a otros paí- 
ses, no huya el capital, etcétera. 

Creemos que la presión fiscal en este país ha avan- 
zado en los últimos años, evidentemente porque el pun- 
to de partida era ínfimo, pero que este país puede 
soportar esa presión fiscal si los gastos son consecuen- 
cia de ese programa de modernización y de infraestmc- 
turas. Por tanto, nuestras enmiendas a este título 
pretenden elevar la recaudación y redistribuir la car- 
ga fiscal, mejorando el tratamiento de las rentas del 
trabajo e incrementando el peso en las rentas del capi- 
tal, tanto en el Impuesto de Sociedades como en el 
IRPF. 

Nuestras enmiendas se refieren a tres tributos cen- 
trales y a dos tributos locales. No hemos presentado 
ninguna enmienda al Impuesto sobre el Valor Añadi- 
do porque confiamos en que la nueva Ley del IVA se 
tramite lo antes posible. Las enmiendas 1.261, 1.262, 
1.264, 1.265, 1.559 y 1.560 se refieren al IRPF. Por una 
parte, pretendemos que se incluyan rentas que en es- 
tos momentos están excluidas, en concreto las prove- 
nientes de las loterías, que tienen una exención total. 
Creemos que se debe incluir -eso es lo que pretende 
la enmienda 1.261- un 20 por ciento de las rentas pro- 
venientes de premios de las loterías no sólo por razo- 
nes fiscales, sino fundamentalmente por razones 
informativas. En estos momentos, ahí se está produ- 
ciendo un refugio del dinero negro y creemos que el 
control por parte del Estado debe de ser prioritario. 
También hemos hecho una propuesta para que se ex- 
cluya la deducción de las plusvalías de 500.000 pese- 
tas, como figura en la enmienda 1.264. 

En relación al mejor tratamiento de las rentas del 
trabajo, pensamos que se deben incrementar, en la 1í- 
nea de lo comprometido por el Gobierno, los gastos de- 
ducibles y las deducciones que tienen que ver con el 
trabajo dependiente. 

Las enmiendas 1.559 y 1.560 proponen la deflactación 
de la tabla. Este tema se trató en el debate del Decreto- 
ley. Creemos que es fundamental que haya una deflac- 
tación de la tabla -mejor si fuese automática en to- 
das las leyes de Presupuestos- para evitar distorsiones 
puramente monetarias. 

En cuanto al Impuesto del Patrimonio, en la línea de 
lo señalado en el debate de totalidad de este proyecto 
de ley y en relación a lo que sugirió el propio Ministro, 
en la enmienda 1.266 hemos incluido una modificación 
sustancial de la tarifa para que opere en determinados 
tramos como auténtico impuesto sobre las grandes for- 
tunas. En estos momentos el tipo máximo, que es del 
2,5 por ciento, opera a partir de los 1.600 millones de 
pesetas y nosotros creemos que el incremento se debe 
operar mucho antes y a partir de los mil millones de 
pesetas debe ser sustancialmente más elevado. Este es 
un tributo que en nuestro país tiene un rendimiento 
muy escaso y que -insisto- debe incrementar la pro- 
gresividad de los impuestos directos acentuando la ta- 
rifa. 

Las enmiendas números 1.268 y 1.269 se refieren al 
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Impuesto sobre Sociedades y creemos que hay un tra- 
tamiento excesivamente beneficioso en la tributación 
de las sociedades de fondos de inversión inmobiliaria 
y que la tarifa prevista es muy inferior a la tarifa nor- 
mal, aunque ya sabemos que la tarifa normal no la cum- 
ple nadie porque la tarifa real es mucho más baja, pero 
debe producirse un incremento de esfuerzo fiscal en 
este tipo de fondos durante este año para que se man- 
tenga el equilibrio en el Impuesto sobre Sociedades que 
pierde cada año capacidad de recaudación respecto al 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y, den- 
tro de éste, evidentemente, las rentas del trabajo. Por 
tanto, para mantener el equilibrio presupuestario pro- 
gresivo entre las rentas del capital y las rentas del tra- 
bajo creemos que se debe incrementar este año la 
tributación de estos fondos especialmente protegidos 
en nuestra legislación y que, además, cada año están 
siendo más protegidos. Al final, el capital en este país, 
en aras de esa no armonización fiscal que se está pro- 
duciendo en Europa, no va a tributar, va a desfiscali- 
zarse totalmente. 

Hay dos tributos locales de los que creemos que, uno, 
debe modificarse y, otro, crearse. El Impuesto de Trac- 
ción Mecánica es un tributo que en a Ley de Hacien- 
das Locales quedó fijado con unas tarifas máximas -es 
una Ley que ya tiene cuatro años-, pero las tarifas má- 
ximas han sido agotadas por la mayor parte de los mu- 
nicipios, sobre todo los grandes municipios, y a dife- 
rencia de otros tributos que han tenido actualizacio- 
nes (incluso el Impuesto de Bienes Inmuebles tiene ac- 
tualizaciones de los valores catastrales, aunque no se 
haga la revisión del catastro, y en general todos los tri- 
butos locales), este Impuesto de tracción Mecánica, co- 
mo digo, tenía tarifas concretas que no han sido nunca 
actualizadas y sus topes máximos han sido cubiertos 
por la mayor parte de los ayuntamientos. Por tanto, 
proponemos que la tarifa se actualice para permitir el 
mantenimiento de la capacidad recaudatoria de este 
tributo en los ayuntamientos. 

La enmienda número 1.270 propone la creación de 
un nuevo tributo en favor de los ayuntamientos por- 
que, como también quedó señalado en el debate de to- 
talidad de este proyecto de ley, las viviendas desocu- 
padas es un tema que puede ser controlado mejor des- 
de las administraciones locales y, además, su rendi- 
miento, que no tiene por qué ser excesivo, tiene una 
función social que podría ser utilizada por los ayunta- 
mientos. 

El tributo de viviendas desocupadas se establece en 
su desarrollo completo en esta enmienda número 1.270 
y en ella se proponen todos los elementos del tributo 
de forma que pueda ser aplicado inmediatamente por 
los ayuntamientos con el sólo requisito de la aproba- 
ción de la correspondiente ordenanza y de la creación 
del correspondiente registro. Insistimos en que este tri- 
buto, además de los efectos fiscales que no van a ser 
excesivos, tiene una función social reclamada por mu- 
chas capas de la sociedad que ven con escándalo que 
mientras las viviendas en el mercado son escasas, so- 

bre todo viviendas a precios asequibles, en el estrato 
de viviendas en alquiler hay miles y miles de viviendas 
desocupadas que son simplemente objeto de inversión, 
que se mantienen ahí, con escándalo de los ciudadanos. 
Una forma evidente de agilizar es crear este tributo que 
hemos diseñado, con unos tipos que son progresivos, 
que se van incrementando en función del número de 
años en el que la vivienda permanece desocupada. Cree- 
mos que sería una buena oportunidad para legitimar 
a las administraciones locales para poderlo imponer. 

Nada más señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Acosta Cubero): En- 
miendas al Título VI, del Grupo Catalán (Convergen- 
cia i Unió). 

Tiene la palabra el señor Casas. 

El señor CASAS 1 BEDOS: Habida cuenta de la com- 
plejidad de este título, vamos a hacer una breve defen- 
sa de las enmiendas que hemos presentado. Si alguna 
de ellas puede ser susceptible de estudio por parte del 
grupo mayoritario, se supone que en el Pleno podría- 
mos transaccionar y, en cualquier caso, hacer una de- 
fensa más extensa de las mismas. 

En cuanto al capítulo primero, impuestos directos, 
el Grupo Catalán pretende precisar la redacción de la 
ley para garantizar que a las plusvalías procedentes de 
la enajenación de activos empresariales se les aplican 
las mismas reducciones que al resto de elementos de 
la renta. 

También pretendemos que la tarifa individual sea la 
contenida en la ley, cuando se procedió a su aproba- 
ción inicial en el año 1991, y actualizar la tarifa indivi- 
dual vigente en 1993 un 5 por ciento en relación a la 
de 1992. La tarifa conjunta será la contenida en la ley 
cuando se procedió a su aprobación inicial en 1991. 
Queremos actualizar la tarifa conjunta para 1993 en 
relación a la de 1992 un 5 por ciento; excluir de las re- 
tribuciones en especie a los cursos, organizados o no 
por la propia empresa, destinados a formación de per- 
sonal a su servicio; considerar los rendimientos pro- 
cedentes de planes de pensiones como rentas irregu- 
lares; mantener en el régimen de tributación conjunta 
la individualidad del límite de aportaciones a planes 
de pensiones; no considerar como rendimiento en es- 
pecie las cesiones de bienes o derechos derivados del 
cumplimiento de obligaciones del convenio colectivo; 
elevar del 10 al 30 por ciento la reducción por doble 
imposición de los dividendos. 

En el Impuesto sobre el Patrimonio pretendemos eli- 
minar el límite máximo del 80 por ciento sobre la re- 
ducción a que tienen derecho los sujetos pasivos 
cuando se supera el límite conjunto de cuotas del IRPF 
y del Patrimonio. 

En la Sección 02, que es la que trata del Impuesto 
sobre Sociedades, las pretensiones del Grupo Parla- 
mentario Catalán son las de reducir del 35 al 30 por 
ciento el tipo impositivo para aquellos beneficios no 
distribuidos que se reinviertan en la propia empresa; 

. 
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reducir del 20 al 15 por ciento el porcentaje de pagos 
a cuenta; permitir la no realización de pagos a cuenta 
cuando los ingresos sean un 25 por ciento inferiores 
a los del ejercicio anterior; introducir una reducción 
del 5 por ciento para aquellas inversiones en terrenos 
destinados a la construcción de naves industriales; in- 
troducir una deducción del 25 por ciento para los gas- 
tos de infraestructura destinados al sostenimiento de 
la presencia exterior de la empresa; aplicar a las inver- 
siones que realizan las empresas en materia de medio 
ambiente los mismos incentivos que a las inversiones 
en 1 + D; introducir una deducción del 25 por ciento en 
concepto de gastos realizados para la formación del 
personal a su servicio; aplicar a las inversiones que las 
empresas destinen a protección del medio natural las 
mismas deducciones que a inversiones generales; ele- 
var del 25 al 35 por ciento el límite conjunto de las de- 
ducciones; introducir una deducción sobre la base del 
1 por ciento en concepto de gastos intangibles de in- 
ternacionalización para las empresas que exporten más 
de un 25 por ciento de su producción o para aquellas 
empresas que creen establecimientos permanentes en 
el exterior; creación de fondos específicos para indem- 
nizaciones laborales, desfiscalizados y finalistas, con 
objeto de atender las obligaciones derivadas de una re- 
gulación de empleo o de plantilla. 

Creamos una nueva Sección 02 bis, que tendría rela- 
ción con el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, 
donde prevemos elevar las reducciones en la base para 
los sujetos pasivos con minusvalías desde 9 millones 
a 12 millones de pesetas; eximir de tributación por es- 
te impuesto las adscripciones «mortis causa» entre fa- 
miliares de explotaciones agrarias, siempre que se 
garantice su continuidad en los próximos cinco ejerci- 
cios. Esta reducción será del 50 por ciento en el caso 
de las empresas familiares agrarias. Queremos adecuar 
cierta parte del impuesto de sucesiones a la compila- 
ción del Derecho Civil de Cataluña, y actualizar en un 
5 por ciento las bases del impuesto sobre sucesiones. 

En cuanto a los impuestos locales, presentamos una 
serie de enmiendas a los artículos setenta y cuatro y 
setenta y cinco, muy técnicas y muy concretas, que doy 
por defendidas. En cualquier caso, si alguna de ellas 
mereciera la atención del Grupo Socialista, en el Ple- 
no veríamos si es posible transaccionar o plantear la 
aprobación de alguna de ellas. Por tanto, sobre estas 
enmiendas que, repito, doy por defendidas, no digo na- 
da más. 

En cuato al capítulo segundo, de impuestos indirec- 
tos, pretedemos eximir del pago del impuesto por trans- 
misiones realizadas en relación con espacios naturales 
protegidos, pretendemos eximir del pago por este im- 
puesto las transmisiones y demás actos derivados de 
procesos de concentración parcelaria y reducir la fis- 
calidad sobre los carburantes para las empresas públi- 
cas de transporte colectivo sujetos a contrato-programa 
con el Estado. 

Esto es todo, señor Presidente. Repito, estoy en espe- 
ra de la suerte que alguna de estas enmiendas pueda 

tener en base a lo que el grupo mayoritario piense, y 
en el Pleno ya nos extenderíamos en el fondo de las 
mismas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Acosta Cubero): Para 
defender las enmiendas presentadas por el Grupo Par- 
lamentario del CDS, tiene la palabra el señor Rebollo. 

El señor REBOLLO ALVAREZAMANDI: Las enmien- 
das de mi Grupo Parlamentario a este Título VI son las 
siguientes: la enmienda 928 se refiere a la idea de man- 
tener la escala establecida en la Ley 18/91, de 6 de ju- 
nio, porque esa Ley fue -y le consta perfectamente al 
Grupo Socialista- ampliamente debatida entre su Gru- 
po y el Grupo del CDS. Entonces nosotros propugná- 
bamos una mayor progresividad para las rentas 
verdaderamente altas, y se llegó a un acuerdo del que 
formaban parte diferentes medidas, como por ejemplo 
las del ahorro popular, que permitían dos objetivos: in- 
crementar el ahorro, cosa que le venía muy bien a la 
situación económica del país (el ahorro interno, el aho- 
rro nacional) y disminuir la tributación de las rentas 
medias. Este acuerdo se incumplió. Ante este hecho, no- 
sotros preferimos quedarnos con la tarifa que en aque- 
llos momentos el Grupo Socialista calificó como más 
Europa -efectivamente, se acercaba más a la que re- 
gía en los países comunitarios- sobre todo teniendo 
en cuenta que en estos momentos esa tarifa ya no es 
la misma, porque, en virtud de la inflación y de la no 
corrección de las escalas, en definitiva, el impuesto o 
la presión ha subido. Pero no nos estorbaría, y lo quie- 
ro decir ahora, una escala más progresiva para las ren- 
tas verdaderamente altas y menos gravosa para las 
rentas medias. 

La enmienda 929 pretende lo mismo aplicado a la es- 
cala correspondiente a la declaración conjunta. 

La enmienda 930 se refiere al objetivo de la mayor 
capitalización de las empresas y, en concreto, a aque- 
llas que acuerden un aumento de capital, establecien- 
do como una medida incentivadora la posibilidad de 
deducir el 25 por ciento del valor de dicho aumento 
siempre y cuando sea desembolsado íntegramente. 

La enmienda 931 pretende, dentro del mismo objeti- 
vo de favorecer el ahorro y la inversión -en este caso 
el ahorro y la inversión empresarial- sustituir la des- 
gravación del 5 por ciento por inversiones nuevas por 
la del 15 por ciento. 

La enmienda 932 también es consecuencia de múlti- 
ples sugerencias que en distintas ocasiones hemos te- 
nido oportunidad de hacer en la Cámara sobre la 
necesidad de establecer unas nuevas tablas de amorti- 
zación que pueden compensar la no revalorización o ac- 
tualización de los valores de activo de las empresas. 

La enmienda 933 se refiere a la incentivación de los 
contratos de trabajo cuya duración esté definida por 
la de la actividad a realizar. Es decir, en el texto del pro- 
yecto de ley se contiene una incentivación para los con- 
tratos de duración indefinida, siendo así que existen 
contratos que perfectamente podrían entrar dentro de 
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esta consideración, en el espíritu de esta deducción pe- 
ro no en la letra, que son aquellos que se refieren a ac- 
tividades que no son secuenciales sino que tienen 
intermitencias como, por ejemplo, las que se refieren 
al sector del turismo. 

La enmienda 934 se refiere a la necesidad de supri- 
mir los límites sobre la cuota a efectos del cómputo vá- 
lido de las deducciones por inversiones en I+D y en 
otros conceptos, porque, de lo contrario, el hec ho de 
que en la Ley y en el Reglamento del Impuesto sobre 
Sociedades se establezcan unos determinados porcen- 
tajes de desgravación que después, cada año, en la Ley 
de Presupuestos tropiezan con distintos niveles en cuan- 
to al límite que sobre la cuota se fija, realmente es al- 
go que impide a cualquier empresa programar sus 
actividades con eficacia teniendo en cuenta el factor 
fiscal. 

Si queremos incentivar de verdad el ahorro nacional 
y la inversión empresarial deberíamos ser más gene- 
rosos, teniendo en cuenta además que, si siguiéramos 
los comentarios del Ministro de Economía y Hacienda 
que figuran en el ((Diario de Sesiones», veríamos que, 
ante su desconfianza respecto de que las medidas fis- 
cales supongan de verdad un incremento del ahorro y 
de la inversión, no debería tenerse ningún miedo al es- 
tablecimiento de este tipo de medidas. De modo que, 
si son eficaces, serán buenas porque mejoran la situa- 
ción económica del país bastante mejor que por las 1í- 
nea impositiva o recaudatoria y, si son malas, es decir, 
si no son eficaces, no significarán una menor entrada 
de recursos en el erario público. 

La enmienda 935 se refiere al deseo de homologar el 
tratamiento de dos impuestos: IRPF para las personas 
físicas, e Impuesto sobre la Renta de Sociedades para 
las personas jurídicas, en lo que respecta a la conside- 
ración de ingreso a cuenta del Impuesto municipal so- 
bre el incremento del valor de los terrenos. 

Finalmente, la enmienda 936 pretende la modifica- 
ción del Impuesto sobre Actividades Económicas en lo 
que se refiere a la actividad de la construcción. Seño- 
rías, de todos es sabido que es quizás el sector que más 
veces ha sido denominado motor del empleo y de la eco- 
nomía de un país en la situación en que está el nues- 
tro, sobre todo a corto plazo. El Impuesto sobre Acti- 
vidades Económicas sufrió respecto a los que sustitu- 
ye un incremento muy grande en esta actividad que por 
distintos caminos ha pretendido incentivar el Gobier- 
no. Por tanto, pretendemos que esta actividad no tro- 
piece con el inconveniente de una presión excesiva en 
este Impuesto. Por eso, se sugiere una modificación,a 
la baja del epígrafe 833.2 del Impuesto de Actividades 
Económicas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Acosta Cubero): Las en- 
miendas del Grupo Vasco se dan por defendidas y se 
someterán a votación. 

Enmiendas del Grupo Mixto. Hay dos enmiendas del 
señor González Oliver. Tiene la palabra. 

Hay otra del señor Mardones. ¿La damos por defen- 
dida también? 

El señor OLIVER CHIRIVELLA Que se dé por de- 
fendida la del señor Mardones. Aunque tengo noticias 
de que está viniendo, no sé si llegará a tiempo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Acosta Cubero): Si líe- 

Tiene usted la palabra para defender sus enmiendas, 
ga, que la defienda. 

señor González Oliver. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA: En primer lugar, se- 
ñor Presidente, quiero aclararle, porque a veces se pro- 
duce esa confusión, que yo soy el señor Oliver y no Gon- 
zález Oliver. Perdone el comentario, que no tiene más 
sentido que el de puntualizar. 

Entrando ya en materia, Unión Valenciana presenta 
a este Título VI tres enmiendas: la número 6 al artículo 
setenta, uno, a); la número 7, al artículo setenta y dos, 
uno, primero; y la número 8, al artículo setenta, cuatro. 

En la primera hacemos referencia a la modificación 
del Impuesto sobre Sociedades en el sentido de consi- 
derar que debe ser reducido al 32 por ciento. Conside- 
ramos que el entorno actual de crisis generalizada y la 
deficiente competitividad de nuestra economía, a esca- 
sos meses vista de la entrada en vigor del Acta Unica 
Europea, resulta del todo necesario la disminución de 
la fiscalidad sobre los beneficios de las empresas con 
el fin de liberar recursos susceptibles de ser invertidos. 
Se trata, pues, de una medida que en estos momentos 
sería muy beneficiosa para la competitividad de nues- 
tras empresas, siempre y cuando, efectivamente, pro- 
cedieran a la inversión de esta deducción del Impuesto. 

De la misma manera, nuestra enmienda número 7, 
al artículo setenta y dos, uno, pretende una ampliación 
al 10 pár ciento de la deducción por inversiones y crea- 
ción de empleo. El proyecto de ley del Gobierno habla 
de un cinco por ciento y nosotros pretendemos un 
aumento al 10 por ciento. La justificación de esta en- 
mienda es similar. Creemos que es necesario una incen- 
tivación fiscal a la iniciativa privada, que repercutirá 
posiblemente en un crecimiento adicional de la renta 
y del empleo. 

Finalmente, la enmienda número 8, al artículo setenta 
y cuatro, Impuesto sobre Bienes Inmuebles, es de su- 
presión debido a la situación que estamos atravesan- 
do. En nuestra justificación escrita hablamos de la 
Comunidad Valenciana, porque es el ámbito de actua- 
ción de nuestro partido, pero es de absoluta aplicación 
a todo el territorio nacional. Me refiero a que, de acep- 
tarse nuestra enmienda, sería de aplicación para todo 
el territorio nacional, y su justificación es válida para 
todo el territorio nacional: estamos pensando en el te- 
ma agrícola en todos los problemas derivados de la PAC, 
los períodos transitorios, el tratamiento fitosanitario, 
el aumento del IVA, la aplicación de la nueva estima- 
ción objetiva. Todo ello hace, a nuestro entender, con- 
traproducente la aplicación de este artículo en el que 
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se sugiere una reducción del 5 por ciento en los valo- 
res catastrales. 

Por todo ello, señorías, solicitamos la aprobación de 
nuestras enmiendas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Acosta Cubero): Para 
turno en contra, en nombre del Grupo Socialista, la se- 
ñora Juan tiene la palabra. 

La señora JUAN MILLET: Evidentemente, este es un 
título de gran importancia e interés, en el debate de la 
ley de presupuestos puesto que marca los ingresos que 
sostienen los gastos que aprobamos en el presupuesto. 

En primer lugar, yo querría resaltar lo que conside- 
ro, una gran prudencia en materia fiscal en estos mo- 
mentos, a la vista de los retos que tenemos de cara al 
mercado interior, a la necesaria armonización fiscal que 
esto comporta y al proceso de adaptación de nuestra 
economía a la Unión Económica y Monetaria. Las me- 
didas que se recogen en el presupuesto son, en gran par- 
te, consecuencia de decisiones ya ratificadas por esta 
Cámara en forma de reales decretos-ley -uno, de abril 
de 1992 y, otro, de julio 1992-, que se tramitaron co- 
mo proyectos de ley y que han sido la base de lo que 
viene recogido en el presupuesto. Como decía, han si- 
do la base en cuanto a mantener un nivel de ingresos 
suficiente, que no supone incremento de la presión fis- 
cal puesto que se prevé un incremento en torno al 6,5 
por ciento respecto al año 1992, lo cual es significati- 
vamente igual al incremento nominal de la economía 
que se espera para el próximo año. 

Teniendo en cuenta que estamos en un momento del 
ciclo económico, con una desaceleración de ingresos 
propia de la desaceleración de la economía y con un 
incremento importantísimo de los gastos, especialmen- 
te en materia de desempleo y gastos sociales, esto ha 
hecho que las medidas adoptadas sean, desde luego, las 
más prudentes y mucho menos dañosas socialmente 
que las adoptadas por países del entorno europeo ante 
esta misma situación, pues han realizado unas subidas 
importantísimas en impuestos, con recortes muy sig- 
nificativos en sanidad o en gastos sociales, cosa que ni 
el Gobierno ni el Grupo Parlamentario Socialista han 
considerado oportuno. Yo creo que la solución que se 
ha adoptado es especialmente -como decía- cauta y 
rigurosa. (El señor Presidente ocupa la Presidencia.) 

Para responder a todos los grupos parlamentarios 
que han mantenido enmiendas a este título, que, señor 
Presidente, son muy numerosas, voy a intentar contes- 
tar a las que especialmente han hecho referencia los 
distintos grupos. 

El representante de Unión Valenciana, señor Oliver, 
sabe que yo jamás le confundo con el señor González 
Lizondo, ni aquí ni en ningún otro trámite parlamenta- 
rio. Resulta curioso que rechace la actualización de las 
bases imponibles del Impuesto sobre Bienes Inmuebles 
puesto que esto garantiza una suficiencia financiera de 
los ayuntamientos, que es una prioridad del Gobierno. 
Dado el parón que en este momento existe en cuanto 

a la revisión catastral, es una medida imprescindible. 
No comparto, desde luego, su opinión sobre la fiscali- 
dad de las empresas españolas, puesto que más bien 
sucede al contrario: el tipo efectivo que pagan las em- 
presas -que no el nominal, que está exactamente en 
la media comunitaria- es realmente más bajo que el 
de países de nuestro entorno, con lo cual no parece ne- 
cesaria su propuesta. 

Los Grupos Parlamentarios Centro Democrático y So- 
cial y Catalán (Convergencia i Unió) solicitan regresar 
a la escala anterior de la Ley del Impuesto sobre la Ren- 
ta. Son Grupos que tienen autoridad moral para hacer 
tal reivindicación. N o  pasa lo mismo con el Grupo Po- 
pular que no tiene autoridad moral para reclamarlo, 
puesto que unos han llevado este tema al Tribunal Cons- 
titucional, y el otro ha consensuado una escala. Yo ex- 
plicaba al inicio cuál es la postura del Gobierno para 
llevar a la práctica las medidas que ya convalidamos 
en el mes de julio y creo que es la solución menos ma- 
la de todas las posibles. No habría gustado a todos que 
el ciclo económico no fuera el que es en este momento 
y haber podido avanzar en esa línea moderada de re- 
ducción de los tipos, que no mucho más, porque no era 
mucha la reducción que se contenía en la reforma fis- 
cal, puesto que sostenemos que nuestros tipos están 
próximos a la media de los países de nuestro entorno. 

No podemos compartir la pretensión de incrementar 
las deducciones por inversiones, pues el momento es 
delicado en cuanto al sostenimiento de los ingresos y 
de los gastos fiscales que este tipo de medidas compor- 
tan. Sí compartimos su preocupación sobre la tabla de 
amortización, que efectivamente es así. En cuanto al in- 
centivo al empleo, hay que recordar las medidas adop- 
tadas en abril por las que se introdujo una reducción 
de los incentivos al empleo precisamente para dedicar 
este gasto fiscal opaco en los presupuestos al incremen- 
to de los recursos en la formación de las personas que 
están buscando empleo. Esta es la línea de actuación 
diferente que en estos momentos se sostiene. 

En cuanto al Impuesto de Actividades Económicas, 
el epígrafe que propone relativo a la construcción ya 
fue objeto de modificación, tanto en la Ley de Presu- 
puestos de 1992, como en esta propia ley de presupues- 
tos con una reducción al 50 por cien de la tarifa para 
las viviendas de protección oficial, objetivo que mere- 
ce la pena primar. 

Respecto al Grupo Parlamentario de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya, quiero manifestar la coinci- 
dencia de mi Grupo Parlamentario con algunos de los 
planteamientos que ha hecho su portavoz y congratu- 
larme de esta coincidencia, sobre todo en una visión 
dinámica de lo que es el incremento de la presión fis- 
cal en nuestro país y no una visión como la que man- 
tiene la derecho. Efectivamente, todavía estamos a unos 
cuantos puntos de distancia de la presión fiscal media 
de los países de nuestro entorno, y yo creo que la gene- 
ralización en nuestro país del pago de impuestos es un 
elemento básico de democratización de nuestra sacie- 
dad. Este incremento de la presión fiscal ha servido en 
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estos años -lo deberían saber SS.  SS. y el resto de los 
Grupos- para disminuir desigualdades sociales y me- 
jorar infraestructuras, lo cual nos mantiene en nues- 
tro criterio de que ha sido bueno y positivo que se haya 
producido este incremento de presión fiscal. Vamos a 
estudiar esta propuesta como hacemos con todas, pe- 
ro especialmente las suyas, aunque en estos momentos 
hay dos tipos de limitaciones: las que ha introducido 
el Tribunal Constitucional en cuanto a la posibilidad 
de que la Ley de Presupuestos cree por sí misma im- 
puestos. Esto tiene una clara contestación a su propues- 
ta de un nuevo impuesto para las viviendas desocupa- 
das. Este asunto debería contemplarse en una prQpo- 
sición de ley, porque vía Presupuestos no es posible 
crear nuevos impuestos. Aunque podamos compartir su 
idea -aparte de que técnicamente sería discutible có- 
mo se articula-, no es posible asumirla en este trámi- 
te presupuestario. 

Se refiere S. S.  al consenso al que llegamos en la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, y debo recordarle que la 
deducción por rendimientos del trabajo es una de las 
partidas que más sube en el concepto de gastos fisca- 
les: un 35,6 por ciento. Debo añadir que hay que man- 
tener en suspenso alguna de estas medidas para 
garantizar un nivel de ingresos suficiente para conti- 
nuar desarrollando la política que el país necesita en 
este momento, que es la que debatimos en la parte de 
gastos del Presupuesto. 

En cuanto al portavoz del Grupo Catalán (Convergen- 
cia i Unió), se ha llevado la palma por el número de en- 
miendas presentadas. Solamente a este título ha pre- 
sentado 46, sin contar todas las que tiene en forma de 
adicionales nuevas, que son muchísimas. Quiero signi- 
ficar que, así como el Grupo Catalán ha hecho un gran 
esfuerzo por presentar enmiendas, el Grupo Parlamen- 
tario Socialista lo ha hecho también con su Grupo y con 
todos para estudiar cada una de ellas. Desde luego, la 
mayoría parten de los planteamientos tradicionales del 
Grupo Catalán, de la firme creencia de que los incenti- 
vos fiscales o su incremento pueden suponer cambios 
importantes en las conductas económicas del país, te- 
sis que podemos compartir con limitaciones. A pesar 
de que el nivel de gastos fiscales que recoge el presu- 
puesto, superior a un billón de pesetas, es suficiente- 
mente importante como para no incidir en general en 
esta línea, tanto el Impuesto sobre Sociedades como el 
Impuesto sobre el Valor Añadido deben ser debatidos 
próximamente. Respecto a una propuesta concreta que 
ha defendido, he de decirle que los planes de pensio- 
nes ya son rentas irregulares. No se comprende muy 
bien qué sentido tiene la enmienda. 
Yo creo que no se pueden incrementar los gastos fis- 

cales o los incentivos a la inversión, pero estamos dis- 
puestos a buscar alguna vía de mejora dentro de las que 
se contemplan ya como, por ejemplo, en I+D o en la im- 
plantación de nuestras empresas en el exterior, temas 
básicos y de la máxima prioridad. Con relación a las 
enmiendas 1061 y 1065, vamos a ver si encontramos al- 
gún consenso en esta línea. Lo mismo podemos decir 

respecto a las enmiendas 1090 y 1132, reIativas a las em- 
presas familiares agrarias. 

Deseo señalar como significativo el número de en- 
miendas que su Grupo ha presentado relacionadas con 
impuestos locales, especialmente con el de Actividades 
Económicas, lo que supone, desde luego, un alto nivel 
de atención a los problemas concretos que hayan podi- 
do surgir en la aplicación de este Impuesto y a una evi- 
dente intención de mejorar la equidad del mismo. 

Todas estas enmiendas son muy técnicas y merecen 
mayor atención en este trámite que en el del Pleno, por- 
que son tan concretas que difícilmente en un debate glo- 
bal se puede contemplar. Respecto a la número 1074, 
aparte de no ser técnicamente muy correcta, lo que pre- 
tende ya está conseguido, porque hay dos epígrafes, el 
646 y el 674, que facultan a los sujetos pasivos para ela- 
borar productos objeto de su comercio. El problema 
concreto del régimen de ambulancia también está re- 
cogido. Es decir, plantea S. S.  un problema que realmen- 
te no existe, y yo creo que podría retirar la enmienda 
porque está mal enfocada. 

Tampoco es muy necesaria su enmienda 1076, que es- 
taría también en esa misma línea, porque el problema 
no existe como tal. En cambio, las enmiendas 1075 y 
1077 recogen un problema que pensamos estudiar pa- 
ra ver si podemos aceptar su propuesta u otra alterna- 
tiva, puesto que realmente el problema que plantea está 
ahí y se podría solucionar. 

El resto de las enmiendas a este Impuesto de Activi- 
dades Económicas, como las números 1079 y 1080 es- 
tán en la línea, pero no va por ahí la solución; el asunto 
requeriría una reflexión más amplia y global, que no 
es oportuno hacer en este trámite. Yo creo que básica- 
mente he contestado a su Grupo. Me queda por respon- 
der al portavoz del Grupo Parlamentario Popular. 

El señor García-Margallo, portavoz del Grupo Parla- 
mentario Popular en este trámite, empezó tomista, pe- 
ro no sé si realmente será seguidor de San Agustín, por 
lo platónico y lejos de la realidad en que se encuentran 
sus propuestas. Normalmente le caracteriza un espíri- 
tu de contradicción innato en todo lo que sea materia 
tributaria. Cuando estábamos consensuando, entre una 
inmensa mayoría de grupos de esta Cámara, una tari- 
fa y una reforma fiscal, nos proponía una alternativa 
que no tiene nada que ver con la que dice ahora es la 
alternativa fiscal del Grupo Popular, lejos de lo que hoy 
presenta. Si entonces su Grupo llevó al Tribunal Cons- 
titucional (como tiene por costumbre) todas las leyes 
fiscales -y ésta en concreto- quedándose solo, ahora 
nos plantea que la tarifa era buena y que la volvamos 
a poner en este momento. A la vez, nos mete, por vía 
de disposiciones adicionales, otra tarifa que no tiene 
nada que ver con la que defendió en su momento, y un 
supuesto estatuto del contribuyente, que no merece tan 
pretencioso nombre, y mucho menos lo ambicioso de 
los fines que dice perseguir de lucha contra el fraude 
e incremento de la inversión. Más bien parece lo con- 
trario: que defiende en este ámbito la ley de la jungla. 

Dice que sus enmiendas no desentonan. Yo pienso to- 
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do lo contrario, que son una gran contradicción, tanto 
las que presenta en este momento, como las que ha de- 
fendido antes. 

Nosotros no estamos de acuerdo con su visión catas- 
trofistagel incremento de la presión fiscal en este país. 
Como le decía antes al portavoz de Izquierda Unida, es- 
tamos más bien en la posición contraria. Pensamos que 
ha sido beneficioso para este país ir armonizando nues- 
tro nivel de ingresos con la suficiencia y la extensión 
de los mismos para afrontar con garantía de éxito los 
retos que este país tiene en el futuro. Desde luego, me 
alegra que le preocupe el tema del déficit, pero ya se 
encargó el Ministro, en el debate de totalidad (y no voy 
a reproducir aquí los argumentos), de decirle hasta qué 
punto dejaría temblando el presupuesto. Dice que le 
preocupa el déficit y presenta unas propuestas que tie- 
nen un coste recaudatorio sumamente escandaloso por- 
que benefician de forma especial a un determinado 
sector de la sociedad, y no solamente la tarifa, como 
ya le hizo ver el Ministro, sino que el tratamiento que 
se empeñan en mantener en el tema de las plusvalías 
deja prácticamente fuera de tributación las mismas, lo 
cual es una manifiesta injusticia horizontal con respec- 
to al resto de las rentas del trabajo o empresariales, que 
sí están sometidas a tributación. Por ello, no estamos 
en absoluto en la línea de este tratamiento. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Popular, tiene 
la pClabra el señor García-Margallo. 

El señor CARCIA-MARCALLO Y MARFIL Quiero dar 
las gracias a la portavoz del Grupo Socialista por ele- 
varse a las cimas de la filosofía al iniciar su interven- 
ción. Dice que empecé tomista, pero desconozco a 
Platón y a San Agustín. 

No voy a citar ahora a Platón, pero sí a San Agustín, 
que tiene una frase importante. Dice San Agustín: ((Nolli 
faras ire; in te ipsum redi, in interiore hominis habitat 
veritas)). Haría bien la señora Juan en aplicarse la fra- 
se de San Agustín y leerse la disposición adicional que 
su Grupo Parlamentario aprobó en la Ley 18/1991, que 
decía literalmente que el Gobierno, en 1993, introduci- 
ría una tarifa del Impuesto sobre la Renta que empe- 
zaría en el 18 por ciento y terminaría en el 50 por ciento. 

El Gobierno no sólo ha incumplido el mandado in- 
cluido en esa disposición adicional, ha derogado -por 
Decreto-ley, luego Ley- la tarifa prevista en el artículo 
18/1991, y ha vuelto a la tarifa anterior. No sólo no ha 
aplicado el tipo del 50 por ciento, sino que ha vuelto 
al tipo del 56 por ciento. Por eso, la frase de San Agus- 
tín en castellano -no quieras ir fuera, vuélvete a tí 
mismo- sería perfectamente aplicable al Grupo Socia- 
lista. El Grupo Socialista haría bien en contemplar sus 
propias contradicciones, en contemplar las contradicio- 
nes que llevaron a los grupos parlamentarios a apoyar 
la reforma, y estoy mirando en estos momentos a los 
partidos nacionalistas y al CDS, que dieron su confianza 
al Gobierno socialista, a esta reforma, entre otras co- 
sas porque se les prometió el 50 por ciento y se les ha 

vuelto al 56 por ciento. Realmente, si no quiere a San 
Agustín, mire lo que pasó en 1492, el cambio de los vi- 
drios a los indios, para contemplar qué es lo que ha ocu- 
rrido en esta reforma fiscal. Si lo quiere completar, que 
nos expliquen por qué no se ha desarrollado el ahorro 
popular o por qué no se han puesto en práctica otra se- 
rie de medidas a las que podría referirme luego. 

En segundo lugar, dice que yo tengo una visión ca- 
tastrofista de la presión fiscal. Es de las cosas más pin- 
torescas que yo he oído en mi vida, porque no es una 
visión catastrofista de mi Grupo Parlamentario ni de 
este portavoz. He leído las estadísticas -lo citaré en 
castellano- sobre ingresos de la OCDE de los países 
miembros, 1965 a 1961, reproducidas en todos los libros 
oficiales que conoce el Ministerio de Economía y cual- 
quier ciudadano que se dé una vuelta por donde están 
las publicaciones de la OCDE. También si seguimos con 
aforismos, lo de atradutore traditoren ni siquiera se pue- 
de aplicar. He leído literalmente las estadísticas de la 
OCDE, sin hacer ninguna glosa ni comentario adicio- 
nal. Por tanto, si la visión que se extrae de ello es ca- 
tastrofista, no se aplique a quien lee la estadística, sino 
a quien hace la estadística o, más exactamente, al Go- 
bierno que se ve reflejado en esa estadística, pero rom- 
per el espejo no arregla absolutamente nada. 

La tercera observación es sobre las ganancias de 
capital. 

En una economía integrada, en una economía en li- 
bre circulación de capitales, en una economía en la que 
no existen barreras físicas, técnicas o fiscales, el em- 
peñarse en mantener una concepción fiscal divergen- 
te, el empeñarse en seguir manteniendo vivo el eslogan 
((España es diferente», conduce exclusivamente a recau- 
dar cero en materia de plusvalías. Tengo aquí un cua- 
dro que no voy a leer para que no me acuse de 
catastrofista, también de la OCDE (probablemente la 
calificación que ha hecho antes se aplica a toda orga- 
nización internacional que hace estos estudios con par- 
ticipación de los españoles, por cierto), en donde se 
establece el régimen de las ganancias de capital a lar- 
go plazo en los países de la Comunidad. No hay ni un 
solo país de la Comunidad Económica Europea que ten- 
ga un gravamen tan oneroso como el que tiene Espa- 
ña. El resultado de esta diferencia, insisto, en un país 
integrado en un área superior, en que la libre circula- 
ción de capitales es la regla y no la excepción, es que 
en España se recauda poquísimo por plusvalías. Se re- 
cauda poquísimo por plusvalía de las grandes empre- 
sas, incluidas empresas púlicas. He citado, por ejemplo, 
aquí varias veces a Repsol, que establece una BV, una 
sociedad anónima en Holanda para regentar las parti- 
cipaciones, que tienen las sociedades extendidas a lo 
largo del mundo. Es obvio que la venta de estas parti- 
cipaciones en capitales, llamadas acciones en Derecho 
mercantil, no reporta un solo duro al Tesoro español. 
Pero si SS.  S S .  quieren en términos microeconómicos, 
he citado también que en la Delegación de Hacienda 
de Málaga operan en este momento 40.000 sociedades 
domiciliadas en Gibraltar, cuyo objeto único y exclusi- 
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vo es la tenencia, titularidad y dominio, en términos de 
Derecho civil, de los chalés, de las casas o de los apar- 
tamentos. Cuando se quiere vender uno de los bienes 
inmuebles y para eludir la regla conocida del ((ocurred 
site», se venden las acciones en Gibraltar y el resulta- 
do por plusvalías es cero. 

Podemos seguir manteniendo el régimen de plusva- 
lías que nos parezca bien, el que sea más coherente con 
nuestra concepción de lo que es la equidad del sistema 
tributario, pero yo les aseguro, señor Presidente, seño- 
rías, que si nos mantenemos en un régimen diferencial, 
en mantener el viva España diferente en materia de ga- 
nacias de capital, la recaudación va a ser absolutamente 
cero. Lo único que ha dicho el Grupo Parlamentario Po- 
pular es que establezcamos un régimen de ganacias de 
capital similar al resto de los países europeos para re- 
caudar, un poco, algo, en materia de capital en vez de 
recaudar nada. Eso ha tenido otras consecuencias im- 
portantes, con una caída del ahorro personal (se me acu- 
sará de catastrofista, pero citaré al Banco de España 
para ampararme en el manto dogmático al que se refe- 
ría el señor García Ronda al hablar anteriormente del 
Banco de España), ha tenido consecuencias importan- 
tes sobre el establecimiento de matrices y filiales y no 
hay aquí media palabra de la doble imposición, ni de 
la doble imposición interna ni de la doble imposición 
en materia de convenios de doble imposición. Yo reco- 
mendaría a la portavoz socialista que, antes del Pleno, 
leyese el Convenio de doble imposición con Suiza, con 
el Reino Unido y con Estados Unidos y los comparase 
con el que hemos firmado con los demás países de la 
Comunidad Económica Europea. ¿Diferencia? Podía- 
mos haber optado entre la exención y la imputación. 
Casi todos los países del mundo han optado por la exen- 
ción, con la que se elimina totalmente la doble imposi- 
ción de dividendos procedentes de filiales situadas en 
el extranjero, pero nosotros hemos optado, como siem- 
pre equivocándonos, por la imputación, que sólo la eli- 
mina parcialmente, lo cual nos coloca en una desventaja 
competitiva que este país no puede soportar, puesto que 
no es un país que tenga una situación económica tan 
brillante como para permitirse alardes de este tipo en 
materia de convenios de doble imposición. Y la conse- 
cuencia, señor Presidente, es que España, como he di- 
cho muchas veces, es un país de filiales y no un país 
de matrices, y el problema no es indiferente, ya que es 
en el país donde se sitúa la matriz donde se toman las 
grandes decisiones de inversión, de investigación y de- 
sarrollo y de creación de empleo. 

Termino, señor Presidente, dando las gracias a la por- 
tavoz socialista por el tono empleado y en Pleno volve- 
ré a argumentar estas ideas. No se trata aquí de sor- 
prender a nadie; se trata -ya que hemos empezado por 
Platón y San Agustín- de intentar, en estos días en los 
que estamos celebrando el Tenorio, llevar a la reflexión 
al Grupo Socialista y al Gobierno porque, como decía 
don Juan, un punto de contrición da al alma la sal- 
vación. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Catalán (Convergencia i Unió), tiene la palabra el señor 
Casas i Bedos. 

El señor CASAS 1 BEDOS: Por segunda vez en este 
debate -ayer fue el señor Padrón y hoy ha sido la se- 
ñora Juan Millet- se ha hablado del planteamiento tra- 
dicional de nuestras enmiendas. Me gusta oír esto 
porque no puede ser de otra manera; el Grupo Parla- 
mentario Catalán es tozudo en sus planteamientos eco- 
nómicos y, además, no suele moverse mucho de sitio. 
Por tanto, evidentemente, como ustedes sigan así, el año 
próximo volveremos a repetir las enmiendas y así su- 
cesivamente mientras nosotros no estamos en el Go- 
bierno. 

El hilo conductor y lo que en definitiva está en el fon- 
do de las enmiendas que hemos presentado es nuestra 
fe en la capacidad de las empresas, especialmente en 
la capacidad de la pequeña y mediana empresa, de 
crear riqueza. Esto enlaza con nuestro tradicional dis- 
curso de lo importante que es la microeconomía, refi- 
riéndonos precisamente a las pequeñas y medianas 
empresas. En este sentido, habría un principio que no 
es original mío -me reservo la fuente-, pero que no- 
sotros sí compartimos y es que defendemos un poco el 
principio de la discriminación en las normas fiscales. 
¿Qué quiere decir esto? Esto quiere decir que hay que 
estimular selectivamente comportamientos que pueden 
beneficiar a economías particulares y que por tanto 
pueden beneficiar a la economía en general. Esto hay 
que entenderlo en sus justos términos. Este no es un 
planteamiento mercantilista ni es un planteamiento con 
balance en la mano para ver cómo se puede buscar un 
incentivo fiscal que en definitiva implique menos pa- 
go de impuestos; esto significa potenciar selectivamente 
comportamientos económicos que, repito, redunden en 
beneficio de la economía y esto, a nuestro juicio, tiene 
un amplio contenido de justicia social, de justicia dis- 
tributiva. Es una forma de entender por nuestra parte 
cómo se puede redistribuir mejor la riqueza. Por tan- 
to, hagan un esfuerzo para entender que no son esque- 
mas mercantilistas los que inspiran nuestras enmien- 
das, sino ese principio de una discriminación en el tra- 
to fiscal que implicaría inducir a comportamientos que 
beneficien al conjunto de la sociedad. En ese discurso 
nos van a encontrar todos los años. Espero que en el 
Pleno -por noticias que me han llegado, de forma ofi- 
cial en la intervención del portavoz socialista y oficio- 
sa en alguna conversación de pasillo- alguna cosa se 
pueda transaccionar y que sea en beneficio de esas pe- 
queñas economías que, sumadas todas, son grandes eco- 
nomías. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la pa- 
labra el señor Martínez Blasco. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Esperamos que las 
transacciones no vayan en el sentido de reducir toda- 
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vía más la capacidad recaudatoria del Impuesto sobre 
Sociedades como nos tememos, claro. 

A nosotros no nos ha convencido el argumento de que 
es preferible dejar las cosas como están, a pesar de los 
compromisos. Nuestras propuestas iban por no atacar 
la nueva tarifa del IRPF, deflactarla, eso sí, por una ra- 
zón puramente monetaria y porque, además, creo que 
es justo; por mejorar el tratamiento de las rentas del 
trabajo para compensar ese mayor esfuerzo que recae 
en el ejercicio de 1993 sobre el IRPF en la estructura 
general de impuestos y también, colateralmente con lo 
anterior, por un tratamiento más fuerte sobre determi- 
nadas rentas del capital ya señalado en ambos impues- 
tos. La timidez del Grupo Socialista en no atreverse con 
las rentas del capital, como sería conveniente en este 
momento de esfuerzo reclamado a toda la sociedad 
creemos que es equivocada y que traerá malas conse- 
cuencias a largo plazo, como, según he señalado, la des- 
fiscalización prácticamente total en la que estamos ya 
de determinadas rentas del capital. Entendemos el pro- 
blema y por eso he hecho alusión al comienzo a esta 
armonización fiscal negativa a la baja de determinadas 
rentas, pero ahí estará la responsabilidad del Grupo ma- 
yoritario en no aceptar hincar el diente a este problema. 

Tomamos nota de que efectivamente el impuesto de 
viviendas desocupadas no puede crearse en la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado. Se nos sugiere que 
se haga, a través de una proposición de ley; inmediata- 
mente la vamos a presentar para que pueda ser tra- 
mitada. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
del CDS, tiene la palabra el señor Rebollo. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Muy breve- 
mente, para recordar, ante la intervención de la repre- 
sentante del Grupo Socialista, que los objetivos que 
persiguen todas las enmiendas de mi Grupo parlamen- 
tario están presididos por una firme creencia en la ca- 
pacidad de ahorro interno que tiene nuestro país, 
siempre que sea acompañado del adecuado tratamien- 
to fiscal, y creemos que además es particularmente ne- 
cesario en estos momentos. 

El segundo objetivo que perseguimos con las enmien- 
das es un mejor tratamiento de las rentas medias, de 
las economías medias, en nuestro país, que obviamen- 
te va ligado de la mano del objetivo anterior. 

Por otro lado, quisiera hacerle a la representante del 
Grupo Socialista la observación particular de que la en-, 
mienda número 933 lo que pretende es añadir, y en el 
apartado cinco del artículo setenta y dos, que ya existe 
en la ley, que se refiere a una deducción de 700.000 pe- 
setas por cada personalaño de incremento del prome- 
dio de la plantilla de trabajadores minusválidos, se 
pretende añadir, repito, aquellos trabajadores también 
minusválidos que no tengan un contrato de tiempo in- 
definido, como se dice en este apartado, porque la na- 
turaleza de la actividad económica a realizar por ellos 
no permite al tiempo indefinido, como, por ejemplo, el 

caso del turismo que lo puse. Por tanto, ahora no se tra- 
ta de que pongamos en revisión las medidas decreta- 
das por el Gobierno en orden a la subvención de los 
puestos de trabajo y a su sustitución por planes de for- 
mación, etcétera, yo no he discutido eso. Lo que he dis- 
cutido es que este apartado del artículo setenta y dos 
de la ley está concebido de una manera injusta, porque 
atiende o subvenciona aquellos casos de minusválidos 
que sean contratados por tiempo indefinido, continua- 
damente, mientras que no lo hace con aquellos traba- 
jos en donde el contrato, también para minusválidos, 
se refiera a un tiempo acomodado a la naturaleza de 
la actividad a realizar, fundamentalmente relacionada 
con el sector terciario. 

Por tanto, entiendo que hay que pensar en esta medi- 
da que es socialmente justa y espero que se reconside- 
re y, en su caso, se admita esta enmienda del CDS para 
su debate en el Pleno. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Mixto, tiene la palabra el señor Oliver. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA Solamente quiero 
recordar a la portavoz socialista que nuestras enmien- 
das, al fin y al cabo, no hacen otra cosa que seguir la 
posición que ha venido manteniendo Unión Valencia- 
na en cuantos debates se ha planteado el tema. Somos 
partidarios de una mayor incentivación fiscal, de una 
desgravación fiscal, que facilite la inversión y que ha- 
ga más competitivas las empresas españolas de cara al 
reto europeo. Esta es la finalidad y ésta es, sencillamen- 
te, la pretensión, sin más, que ya es bastante, 

Con ello, quiero agradecer también el tono de su ne- 
gativa y lamentar, lógicamente, que no sean aceptadas 
las enmiendas. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Parlamentario 
Socialista, tiene la palabra la señora Juan. 

La señora JUAN MILLET: Brevemente, puesto que 
breve ha sido en general la réplica de los distintos por- 
tavoces, voy a proceder a contestar a todos ellos. 

Señor Oliver, las medidas fiscales pueden estar bien, 
existen y ahí están, pero creo que hay que hacer esfuer- 
zos, como en general se están haciendo, para mejorar 
la competitividad de nuestras empresas y la producti- 
vidad de las mismas. En cualquier caso, éste es el obje- 
tivo prioritario antes que medidas fiscales aisladas. 

En cuanto al Grupo Parlamentario del CDS, el señor 
Rebollo ha hecho una consideración general sobre la 
capacidad de ahorro y lo importante que resulta para 
nuestro país. Ya sabe que, desde nuestro Grupo, esta- 
mos más en la línea de que, en general, el mejor estí- 
mulo para el ahorro es la mejora de las expectativas 
de nuestra economía y que, yendo a lo concreto, la ex- 
periencia nos dice que también ha aumentado el aho- 
rro en nuestro país en la medida en que ha sido posible 
incrementar el ahorro público, y en esa línea es en la 
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que estamos y es la que se ha demostrado absolutamen- 
te eficaz. 

Quiero reconocerle que, efectivamente, había habido 
una mala interpretación de su enmienda 933, al artículo 
setenta y dos, punto 5. Nos propone una solución nue- 
va. Propone no primar sólo la contratación indefinida, 
sino una contratación a tiempo parcial. Habría que es- 
tudiarlo de acuerdo con las modificaciones que se hi- 
cieron en abril de los fijos discontinuos. A lo mejor en 
la línea de los fijos discontinuos sería posible, pero, en 
nombre del Grupo Parlamentario que represento, no 
puedo ofrecerle ningún compromiso en este momento. 

Respecto al Grupo Parlamentario de Izquierda Uni- 
da, lamento que no haya comprendido el tono general 
de mi intervención, que era de defensa de la progresi- 
vidad del sistema fiscal que tenemos en nuestro país. 
No creo que estemos aquí ante una situación de falta 
de sensibilidad, sino más bien todo lo contrario. Como 
decía, el mayor esfuerzo en gastos fiscales está concen- 
trado en la aplicación de la reforma fiscal del IRPF y 
en concreto en lo que supone la segunda tarifa, que es 
un incremento del 133 por ciento con respecto a lo que 
antes era, por ejemplo, la fórmula polinómica. Esto be- 
neficia especialmente a las rentas más bajas y creo que 
en esa línea debería haber una concienciación y no la 
sensación, como la que ha manifestado su portavoz, de 
alejamiento o distanciamiento con respecto a nuestro 
Grupo. 

Respecto al Grupo Parlamentario Catalán de Conver- 
gencia i Unió, lamento en parte que no haya tenido una 
mayor receptividad respecto a las propuestas de tran- 
sacción o de estudio sobre los temas planteados por su 
Grupo. Desde luego, en cuanto a la defensa de sus plan- 
teamientos, sólo le diría una cosa. Ustedes son un par- 
tido de Gobierno en un ámbito territorial muy concreto. 
Si estuvieran en el ámbito territorial en que se deba- 
ten estos presupuestos, creo que no serían tan alegres 
a la hora de presentar enmiendas que plantean incre- 
mento de deducciones, de desgravaciones o menor pro- 
gresividad de los impuestos. Deben ser un poco más 
selectivos y no tan generalistas como realmente son. 

Por último, con respecto al Grupo Parlamentario Po- 
pular tendría que decirle algunas cosas. Pretende que 
no ha añadido carga de opinión a las estadísticas que 
nos ha leído sobre la OCDE, como si no nos conociéra- 
mos a estas alturas, señor García-Margallo, y no supié- 
ramos lo que usted viene diciendo y defendiendo 
tradicionalmente. No se nos ponga traje de cordero en 
este trámite. 

En cuanto a las citas filosóficas, el portavoz socialis- 
ta anterior me dice que no la ha citado usted con co- 
rrección sino que la suya es la correcta. 
Yo de todas maneras no quiero entrar en estos ámbi- 

tos, pues yo soy más bien agnóstica, incluso rozando 
con ser atea en cuanto, a creer en las verdades absolu- 
tas y no en sus planteamientos. (El señor García- 
Margallo y Marfil: ¿Qué tiene que ver con la filosofía?) 

Desde luego, no ha aportado nada nuevo al debate. 
Sigo manifestando que la nueva tarifa que tenemos en 

este momento en cualquier caso supone una menor pre- 
sión fiscal individual para todos los contribuyentes, con 
lo cual estaría en la línea de la reforma que introduci- 
mos, aunque no a los límites en que esta reforma llegó. 
No tiene usted credibilidad para darnos lecciones en 
esta materia y, desde luego, no me seduce usted nada 
como tenorio; tengo mis propios gustos (Risas.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Juan. (El se- 

¿Pide la palabra el señor Casas i Bedos? 
ñor Casas i Bedos pide la palabra.) 

El señor CASAS 1 BEDOS: Sí, señor Presidente, si me 
lo permite, he sido aludido por el portavoz de Izquier- 
da Unida y me gustaría contestar a la alusión directa 
de que he sido objeto. 

El señor PRESIDENTE: Un breve turno para alu- 
siones. 

El señor CASAS 1 BEDOS Con mucha brevedad. Sim- 
plemente quería decirle que nuestros puntos de vista 
en política económica y fiscal históricamente han de- 
mostrado que son rentables en términos de justicia so- 
cial y que han funcionado bien, mientras que los que 
defiende Izquierda Unida, históricamente también, has- 
ta la fecha, han resultado un fracaso. Por tanto, pedi- 
ría un poco más de respeto hacia nuestros puntos de 
vista y no descalificaciones tan a la ligera diciendo que 
lo único que pretendemos es que no se recauden im- 
puestos. 

Por último, una cuestión de orden, señor Presidente. 
Quisiera dar por defendidas las enmiendas del Grupo 
Parlamentario Vasco, así nos lo han solicitado, para que 
se sometan a votación. 

El señor PRESIDENTE: Con su intervención, señor 
Casas i Bedos, terminan las correspondientes al Títu- 
lo VI. 

Comenzamos la deliberación sobre las enmiendas del Titulo Vil 
título VII. De acuerdo con la ordenación del trabajo, di- 
cha deliberación estará acompañada de la relativa a las 
enmiendas de la Sección número 32, de los entes terri- 
toriales. A este título y a esta Sección se han presenta- 
do enmiendas de diversos grupos, entre ellos el Grupo 
Parlamentario Popular. En su nombre, tiene la palabra 
don Jorge Fernández. 

El señor FERNANDEZ DIAZ: Señor Presidente, si 
nos lo permite, solicitaríamos lo siguiente. Dado que, 
como sabe, el Título VII, de los entes territoriales, se 
compone de un capítulo 1 referido a las corporaciones 
locales y de un capítulo 11 referido a las comunidades 
autónomas, y luego están las Secciones 32 y 33, que tie- 
nen relación directa con ese título, yo defendería las en- 
miendas correspondientes al capítulo 11 y mi compa- 
ñero de Grupo, don Mariano Rajoy, haría la defensa co- 
rrespondiente a las enmiendas del capítulo 1, de las cor- 
poraciones locales. 
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El señor PRESIDENTE: De acuerdo. Pero las enmien- 
das serían a la Sección 32 únicamente y el Título VI1 
correspondiente. Sus señorías, señor Fernández y se- 
ñor Rajoy, se pueden repartir como tengan por conve- 
niente la defensa de sus enmiendas. 

El señor FERNANDEZ DIAZ: ¿Puedo comenzar por 
el capítulo II? 

El señor PRESIDENTE: Puede comenzar por donde 
estime oportuno. 

El señor FERNANDEZ DIAZ: La enmienda a la tota- 
lidad que ha presentado nuestro Grupo Parlamentario 
se refiere lógicamente a la totalidad del Título VI1 y a 
la Sección 32 que tiene directa relación con ese Título 
VII, y singularmente por lo que hace referencia al ca- 
pítulo 1 relativo a las corporaciones locales. Yo me voy 
a referir ahora, como he dicho, a las enmiendas que he- 
mos presentado al capítulo 11, de las comunidades autó- 
nomas. Por razones obvias, y dado que en el Consejo 
de Política Fiscal y Financiera, el 20 de enero del año 
en curso y por el plenario del citado Consejo, se apro- 
bó el nuevo modelo de financiación autonómica para 
el quinquenio 1992/1996, el detalle y el conjunto de las 
enmiendas están más referidos al capítulo 1, en donde, 
por no haberse alcanzado un pacto de esas caracterís- 
ticas ni acuerdo alguno con relación a la financiación 
de las corporaciones locales, se mantiene un criterio 
mucho más discrepante. No obstante, pese a que ha 
existido ese acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Fi- 
nanciera, es lo cierto que desde nuestro punto de vista 
hay algunas carencias en los artícqlos ochenta y nueve 
a noventa y dos, inclusive, con relación a los acuerdos 
suscritos el 20 de enero, y a ellas se ciñe fundamental- 
mente el contenido de nuestras enmiendas. 

En concreto, presentamos una enmienda al punto 
cuatro del artículo noventa, que en el texto articulado 
del proyecto de ley hace referencia, precisamente, a la 
participación de las comunidades autónomas en los in- 
gresos del Estado y a las modalidades de aplicación de 
la misma; en definitiva, a las reglas de aplicación de 
ese porcentaje. En el punto cuatro del artículo noven- 
ta se dice que el importe del saldo acreedor a favor de 
cada comunidad que arroje la liquidación definitiva se 
hará efectivo dentro de los 15 días siguientes a la prác- 
tica de la misma por la Administración del Estado, y 
con cargo a los créditos que a estos efectos están pre- 
vistos en la Sección 32. 
Lo cierto es que esto no recoge la literalidad ni el es- 

píritu del acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Fi- 
nanciera de 20 de enero, en donde en concreto, en el 
apartado 1.3.3 y bajo el epígrafe «Automatismo en las 
transferencias de fondos entre la Administración cen- 
tral y las comunidades autónomas», se dice literalmente 
que las liquidaciones definitivas de la participación en 
los ingresos del Estado y de los recursos para las pres- 
taciones sanitarias procedentes del Insalud se efectua- 
rán una vez sean liquidados los Presupuestos Generales 

del Estado y del Insalud respectivamente durante el ter- 
cer trimestre de cada ejercicio. La referencia a este com- 
promiso de que el pago de esa liquidación de la parti- 
cipación en los ingresos del Estado por parte de las co- 
munidades autónomas se tiene que hacer con carácter 
obligatorio durante el tercer trimestre de cada ejerci- 
cio -es decir antes del 30 de septiembre- no consta 
en el punto cuatro del artículo noventa del texto arti- 
culado del proyecto de ley. Nuestra enmienda, en defi- 
nitiva, lo que pretende es que se traslade al texto arti- 
culado del proyecto de ley en su propia literalidad, da- 
do que ésta no es una cuestión meramente formal sino 
una cuestión que desde un punto de vista de fondo tie- 
ne una enorme trascendencia a efectos de un adecua- 
do funcionamiento de la tesorería en las comunidades 
autónomas, el acuerdo del Consejo de Política Fiscal y 
Financiera. Esa enmienda de adición pretende, insisto, 
nada más que trasladar aquí la literalidad del acuerdo 
del 20 de enero. 

Por otra parte, hemos presentado otra enmienda al 
artículo noventa, punto cuatro, bis, solicitando que en 
el supuesto de que la Administración del Estado no 
transfiera a las comunidades autónomas en los plazos 
comprometidos -y por eso tiene una directa relación 
de causa-efecto con la enmienda que acabo de de- 
fender- las participaciones en los ingresos del Esta- 
do que correspondan, los retrasos podrán suponer pa- 
ra las comunidades autónomas el derecho a ser resar- 
cidas mediante los correspondientes intereses de demo- 
ra de los costos financieros derivados de esos incum- 
plimientos por parte del Estado y, por supuesto, 
siempre en relación a los pagos comprometidos. Pare- 
ce claro cuál es la motivación de esta enmienda. De la 
misma manera que los administrados tienen que pagar 
en muchos supuestos que la legislación contempla in- 
tereses de demora a la Administración, cuando se re- 
trasan en los pagos correspondientes, desde las 
cotizaciones a la Seguridad Social hasta en los impues- 
tos a la Hacienda pública, pasando por tasas, multas, 
etcétera, parece lógico también que, dado que en estos 
supuestos siempre se producen unos problemas de te- 
sorería y unos costos financieros adicionales y no pre- 
vistos para las comunidades autónomas -insisto, 
siempre y cuando el retraso en el incumplimiento no 
esté justificado y esté en relación directa con los pa- 
gos legalmente comprometidos en cuanto a las fechas-, 
las comunidades autónomas puedan reclamar intere- 
ses de demora. 

Estas dos enmiendas son las que nuestro Grupo ha 
presentado en relación con el capítulo 11, no habiendo 
presentado más, como he dicho, puesto que en general 
y con estas excepciones se traslada aquí la literalidad 
del acuerdo a que se llegó en el Consejo de Política Fis- 
cal y Financiera, en relación con la financiación de las 
comunidades autónomas para el presente quinquenio. 

Por último y como una cuestión de orden quisiera se- 
ñalar al señor Presidente que hemos tenido conocimien- 
to de que ha sido aceptada en ponencia una enmienda 
transaccional relativa al artículo ochenta y nueve, en 
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relación con los porcentajes definitivos de participación 
de las comunidades autónomas en los ingresos del Es- 
tado, modificando los porcentajes que a estos efectos 
se asignaban a cada una de las quince autonomías de 
régimen común. Si fuera posible, solicitaría al porta- 
voz socialista que en el turno correspondiente -porque 
dice que es una mera corrección técnica- nos explica- 
rá el porqué de esa corrección técnica que ha signifi- 
cado una modificación al alza, con carácter general, 
para las quince autonomías de régimen común, en re- 
lación con sus respectivos porcentajes de participación 
en los ingresos del Estado. 

El señor PRESIDENTE: El señor Rajoy Brey tiene 
la palabra. 

El señor RAJOY BREY: Como decía en la interven- 
ción anterior mi compañero de Grupo don Jorge Fer- 
nández, yo voy a referirme exclusivamente a las en- 
miendas sobre corporaciones locales. Voy a hacer una 
brevísima, insisto en la expresión brevísima, síntesis 
histórica porque esta síntesis histórica justificará las 
enmiendas que nosotros presentamos a la Sección 32 
y al Título VII. 

El sistema de financiación de las corporaciones lo- 
cales se recoge fundamentalmente en la Ley de Hacien- 
das Locales de finales del año 1988 que contó, como 
es sabido, con el voto en contra de nuestro Grupo par- 
lamentario, y establecía un sistema de financiación ba- 
sado, entre otros, en tres grandes pilares: el Impuesto 
de Bienes Inmuebles, el Impuesto de Actividades Eco- 
nómicas y la participación de los ayuntamientos en los 
tributos del Estado. 

Yo creo que no hace al caso ahora recordar todos los 
avatares por los que pasó el Impuesto de Bienes Inmue- 
bles y el Impuesto de Actividades Económicas, éste ú1- 
timo modificado en numerosísimas, e insisto en la 
expresión numerosísimas, veces antes de su entrada en 
vigor, que sufrió un retraso, como también lo sufrió 
el Impuesto de Bienes Inmuebles. El tercer gran siste- 
ma, al que sí me voy a referir ahora, el tercer gran pi- 
lar de la financiación de los ayuntamientos era la 
participación de los mismos en los tributos del Esta- 
do. Se pretendía, y así constaba en la exposición de mo- 
tivos de la Ley de Haciendas Locales, establecer un 
sistema objetivo de financiación de los ayuntamientos 
que terminase con uno más discrecional y, consiguien- 
temente, menos objetivo. Se fijaban, en suma, unas re- 
glas del juego. Lo que sucede es que el Gobierno, 
utilizando la técnica habitual -digo habitual porque 
ya se ha usado en numerosísimas ocasiones, como to- 
dos los señores Diputados presentes recordarán-, en 
el año 1992 modificó la Ley de Haciendas Locales. Lo 
que ocurre es que esta modificación solamente se po- 
día aplicar para el año 92, para el año 93 y siguientes, 
pero no podía aplicarse para los años 1990 y 1991. Y 
así nos encontramos con la paradójica situación de que, 
estando como estamos, en el mes de noviembre de 1992, 
todavía hoy no se ha notificado a los ayuntamientos la 

liquidación de su participación no ya en lo tributos del 
Estado del año 91 sino del año 1990. Mientras tanto, 
el Gobierno ha pactado, según dice el Gobierno -ha 
impuesto, según las tesis del Partido Popular-, un pro- 
yecto de ley que supongo que se dabatirá dentro de 
unos días en el Pleno de la Cámara, con lo cual preten- 
de aplicar con efecto retroactivo para los años 90 y 91 
una norma contenida en la Ley de Presupuestos de 
1992, generando, consiguientemente, un desbarajuste, 
uno más en la regulación de las finanzas de los ayun- 
tamientos y, al mismo tiempo, privando a éstos, por mo- 
dificación de las reglas del juego, de unos recursos que 
ya estaban previstos en los planes de los propios ayun- 
tamientos para ejercer la lógica acción de Gobierno. 

Por tanto, todas las enmiendas que nosotros presen- 
tamos y fundamentalmente la enmienda de totalidad 
a estos presupuestos generales, a esta sección y a este 
título van en la línea, primero, de recuperar el espíri- 
tu de la Ley de Haciendas Locales del año 1988 y, en 
segundo lugar, de corregir algunos problemas que se 
han suscitado a lo largo de la aplicación de la misma 
sobre todo en lo que hace referencia a los plazos. 

Así, presentamos, aparte de la enmienda de devolu- 
ción del Título VI1 y de esta Sección 32, una serie de 
enmiendas que ratifican esta enmienda de devolución. 
Una, la primera, al artículo ochenta, punto uno, por dos 
razones: en primer lugar, porque el artículo ochenta, 
punto uno, para calcular la participación que corres- 
ponde a los ayuntamientos en los tributos del Estado, 
vulnera la Ley de Haciendas Locales del año 1988. Esa 
es la primera y fundamental razón. Pero hay otra ra- 
zón: el Gobierno dice que la participación de los ayun- 
tamientos ascenderá a 549.275 millones, dice que es el 
95 por ciento de la cantidad total que recibirán los 
ayuntamientos. Como quiera que la última liquidación 
no practicada, pero según los datos del Gobierno, que 
es del 91, no es lógicamente del 92, ya les reconoce una 
participación de 566.825 millones a los que habría que 
sumar el 6,3 que el propio Gobierno dice en la Memo- 
ria de los Presupuestos que subirá a los ayuntamien- 
tos, es evidente que la cantidad de 549.275 millones es 
muy inferior a ese 95 por ciento, lo que obligará, una 
vez más, a un nuevo proyecto de ley de crédito extraor- 
dinario que el Gobierno presentará cuando estime 
oportuno y conveniente, porque, como ya he dicho an- 
teriormente, estamos a finales del 92 y todavía vamos 
a debatir, no hemos debatido sino que vamos a deba- 
tir, un proyecto de ley para pagar parte de la liquida- 
ción del año 1990, lo que evidentemente no es serio y 
lo que dice muy poco en favor del buen funcionamien- 
to del Ministerio de Hacienda. 

Al artículo ochenta, punto dos, también presentamos 
una enmienda similar y que tiene el mismo objeto: pe- 
dir que se aplique la disposición adicional doce de la 
Ley de Haciendas Locales de 1988. 

En la enmienda al artículo ochenta, tres, se dice que 
cada ayuntamiento recibirá una cantidad igual a la ga- 
rantizada como participación mínima en 1992, incre- 
mentada en un cinco por ciento. Nosotros entendemos 
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que debe ser en un 6,3 por ciento. La justificación, co- 
mo se dice en el propio texto de la enmienda, es que 
dicho porcentaje es el que calcula el Gobierno como 
incremento del PIB nominal. 

Enmienda al artículo ochenta y uno, uno. La misma 
que se hace para los ayuntamientos se hace para las 
diputaciones provinciales. Por tanto, no doy mayores 
argumentos para no cansar a SS. SS. 

La enmienda al artículo ochenta y uno, tres, preten- 
de, al igual que la enmienda referida a los ayuntamien- 
tos, aplicar a las diputaciones la Ley de Haciendas 
Locales, concretamente su disposición adicional deci- 
mosegunda. 

La enmienda al artículo ochenta y uno, cuatro, pre- 
tende para las diputaciones lo mismo que pretendía pa- 
ra los ayuntamientos, no una subida del cinco por 
ciento sino del 6,3 por ciento, por las mismas razones. 

En la enmienda al artículo ochenta y dos, uno, se di- 
ce que los pagos a los ayuntamientos se hagan mensual 
y no trimestralmente, al igual que se hace con las 
diputaciones. 

En el mismo artículo ochenta y dos, uno, se dice que 
las participaciones de los ayuntamientos serán con re- 
ferencia a la última liquidación definitiva practicada. 
Por ese sistema habría que hacer las del año 1993, si 
fuera en el momento presente, con base a la liquida- 
ción de 1989, porque es la última liquidación definiti- 
va practicada, con lo que la participación que recibirían 
los ayuntamientos sería mínima, y al final habría que 
darles todo de una sola vez y ya con un evidente retra- 
so respecto al momento en que debían recibir las can- 
tidades. 

Por último, presentamos una enmienda similar a la 
que ha defendido mi compañero Jorge Fernández, en 
la que se dice que las corporaciones locales podrán re- 
clamar intereses por los retrasos de la liquidación de- 
finitiva que efectúe el Estado, incumpliendo lo 
¿ispuesto en los apartados anteriores. El argumento 
es perfectamente entendible y vuelvo a insistir en lo 
que he dicho. El Ministro de Hacienda acaba de pre- 
sentar un proyecto para pagar la liquidación de 1990 
a finales de 1992. Si nos pusiéramos en una situación 
mucho más absurdaaue en la que estamos, podría re- 
trasarse esta presentación del proyecto de ley en cin- 
co o seis años, con lo cual la situación financiera de 
los ayuntamientos podría ser absolutamente caótica. 

En materia de transportes presentamos una enmien- 
da que dice que ninguno de los ayuntamientos mayo- 
res de cincuenta mil habitantes, que eran los que hasta 
el presente momento recibían la subvención por el' 
transporte, puedan percibir una cantidad menor a la 
del año 1992. Nosotros estamos totalmente de acuer- 
do en que se aumente el númgro de ayuntamientos be- 
neficiarios, pero no nos parece correcto que se pro- 
duzca una disminución de la participación que reciban 
los ayuntamientos de más de 50.000 habitantes. 

En suma, y como fácilmente se deduce de mis pala- 
bras y de las enmiendas que ha presentado el Grupo 
Parlamentario Popular, de lo que se trata es de que se 

aplique la Ley, una Ley que aprobó con su mayoría ab- 
soluta el Grupo Parlamentario Socialista apoyando un 
proyecto de ley del Gobierno. En él se pretendía fijar, 
como he dicho antes, unos criterios objetivos y unas 
reglas de juego, y resulta que, al final, ni criterios ob- 
jetivos ni reglas de juego, porque el Gobierno los mo- 
difica en la Ley de Presupuestos, y no contento con 
modificarlos en la Ley de Presupuestos, retrasa duran- 
te dos años la liquidación de 1990, inicia una especie 
de pacto, que más que un pacto es una imposición, con 
la Federación Española de Municipios, con lo cual re- 
sulta que todas las leyes aprobadas por el Gobierno no 
sirven para nada porque en cualquier momento puede 
modificarlas, incluso con efectos retroactivos, que es 
lo que ha sucedido en este caso. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamenta- 
rio de Izquierda Unida, tiene la palabra el señor Mar- 
tínez Blasco. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Hace escasas fechas, 
este Grupo Parlamentario provocó, mediante una in- 
terpelación y la consiguiente moción, un debate sobre 
la financiación de las corporaciones locales, porque en- 
tiende nuestro Grupo que, con una serie de técnicas que 
ya se han recogido en la intervención anterior, el Go- 
bienio está privando a las corporaciones locales no sólo 
de suficiencia, sino también de otro principio que se 
mencionó cuando se aprobó la Ley de Haciendas Lo- 
cales, que era el de seguridad. Se pretendía, se decía 
en la exposición de motivos, dar un marco estable a la 
financiación de las corporaciones locales. De tal mar- 
co estable dan prueba, efectivamente, todas las modi- 
ficaciones que en los últimos ejercicios se han ido 
produciendo, incluso con periodicidad inferior a la del 
año, que ya es el colmo de la seguridad para las corpo- 
raciones locales. 

Nosotros hemos presentado una enmienda de totali- 
dad a la Sección 32, pero hay una serie de enmiendas 
parciales que se refieren, en este Título VII, sólo al ca- 
pítulo 1, de las corporaciones locales. Las enmiendas 
pretenden, por una parte, incrementar la participación 
de los ayuntamientos en el Fondo de Cooperación Mu- 
nicipal, porque, evidentemente, con las modificaciones 
de los últimos años ha ido perdiendo el fundamento que 
tenía en la Ley de Haciendas Locales. El incremento, 
aunque es una partida ampliable a resultas de la liqui- 
dación pertinente, consideramos que, a los efectos de 
cálculo, por lo menos se debe aumentar en 50.000 mi- 
llones de pesetas. Esta es la enmienda 1271. 

Uno de los instrumentos que ha utilizado el Gobier- 
no en sus diferentes propuestas -ratificadas, eso sí, por 
el Parlamento- para reducir la participación munici- 
pal, es el famoso cálculo del gasto equivalente. Noso- 
tros, en la enmienda 1272, proponemos recuperar el 
texto originario sin esos coeficientes correctores que 
se introducen, para garantizar que los ayuntamientos 
perciban en 1993, por lo menos cada uno individual- 

. 
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mente, no el cinco por ciento de incremento, sino el siete 
por ciento. 

En cuanto a la forma de repartir la participación de 
los ayuntamientos, hay dos enmiendas, una solicitan- 
do que se incluya en el reparto, igual que las áreas me- 
tropolitanas de Barcelona y Madrid, el área metropo- 
litana de L'Horta, de Valencia; y otra solicitando que 
el reparto del 25 por ciento se haga en relación no con 
el esfuerzo fiscal, sino con la inversa de la renta. Con- 
sideramos que eso es más justo, sobre todo para aque- 
llos ayuntamientos de ciudades dormitorio, cuyo 
esfuerzo fiscal tiene un techo evidente y serían mejor 
tratados con la inversa de la renta. 

También hemos presentado enmienda para los pla- 
zos de liquidación de la participación del ejercicio de 
1992, para que no ocurra, como se ha señalado, lo que 
ha sucedido con las liquidaciones de 1990 y de 1991. 

La enmienda 1277 se refiere a una cuestión tícmica. 
El proyecto propone que las certificaciones a remitir 
por los ayuntamientos lo sean antes del 30 de septiem- 
bre. Como estamos hablando de las certificaciones co- 
rrespondientes a la liquidación de tributos locales del 
año 1991, se supone que los ayuntamientos la tienen en 
fecha anterior. Por eso proponemos que dichas certifi- 
caciones deban ser remitidas antes del 31 de mano. Evi- 
dentemente, esto quitará argumentos al Gobierno para 
dilatar la liquidación del ejercicio. Consideramos que 
no hay ninguna razón para que se demore. hasta el 30 
de septiembre -insisto- porque estamos hablando de 
liquidaciones de tributos municipales del ejercicio 1991. 
(La señora Vicepresidenta, García Bloise, ocupa la Pre- 
sidencia.) 

Otra de las cuestiones que está planteando mayores 
dificultades a los ayuntamientos son las retenciones pa- 
ra compensación de deudas. El proyecto propone que 
haya un límite del 50 por ciento, rebajable al 25 por cien- 
to en determinados ayuntamientos. Nosotros conside- 
ramos que, dada la situación precaria en la que se ha 
colocado a los ayuntamientos con las demoras tan im- 
portantes en las liquidaciones de los ejercicios pasados, 
con una situación económica catastrófica, y por tanto 
financiera, que obliga a los ayuntamientos a demorar 
también el pago de algunas deudas, comenzando por 
las que se hacen al Estado; nosotros proponemos, de- 
cía, que el tope de retención se rebaje del 50 al 25 por 
ciento, y para esos ayuntamientos en especial situación 
catastrófica, que del 25 por ciento se rebaje al 15 por 
ciento. 

Señorías, se trata de un intento de limitar los efec- 
tos perniciosos que sobre los ayuntamientos está tenien- 
do la actividad de la Administración central en cuanto 
a transferencia del Fondo de Cooperación Municipal ya 
que hemos visto que la actitud del Gobierno y del Gru- 
po que le está aprobando en las Cortes las propuestas 
es la de reducir la capacidad económica, insisto, como 
he dicho al principio en contra de lo que fue una de- 
claración pública y solemne de este Congreso hace muy 

pocas fechas con ocasión del debate y de la posterior 
moción sobre las haciendas locales. 

Nada más. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tiene 
la palabra el señor Casas. 

El señor CASAS 1 BEDOS Al Título VI1 hemos pre- 
sentado un conjunto de enmiendas por cuanto los Pre- 
supuestos Generales del Estado no sólo inciden en el 
ámbito de la Administración central del Estado, sino 
que también son la principal fuente de recursos para 
las corporaciones locales y las comunidades autóno- 
mas. 

Las 14 enmiendas presentadas a este título persiguen, 
pues, como objetivo fundamental, garantizar una ade- 
cuada financiación a los entes territoriales que asegu- 
re, de esta manera, una eficaz prestación de los ser- 
vicios. Adicionalmente, se pretende agilizar también la 
financiación que el Estado realiza a las demás admi- 
nistraciones públicas. Así pues, en lo referente a la to- 
talidad de los entes territoriales, se pretende que los 
créditos presupuestarios destinados a financiar los en- 
tes territoriales en 1993 correspondan al cien por cien, 
en lugar de al 95 ó 96 por ciento de las entregas a cuen- 
ta. Estas son las enmiendas 1092, 1093 y 1095. . 

También se proponen una serie de medidas que agi- 
lizan la transferencia de recursos a estos entes con el 
objetivo de evitar retrasos y desfases en el cobro de los 
recursos y las subvenciones. Son las enmiendas 1096, 
1099, 1100, 1101, 1103 y 1104. Para el caso de las comu- 
nidades autónomas, además, estas propuestas son con- 
formes al epígrafe 1.3.3. «Automatismo en las 
transferencias de fondos entre la Administración cen- 
tral y las comunidades autónomas», recogido en el 
acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Financiera de 
20 de enero de 1992. 

De manera específica, para las comunidades autóno- 
mas se pretende el cumplimiento de los acuerdos al- 
canzados entre el Estado y laGeneralitat, para lo cual 
se aumenta el porcentaje definitivo de participación de 
Cataluña a los ingresos del Estado aplicable el 1 de ene- 
ro de 1993, que es la enmienda 1098; la inclusión, den- 
tro de los Presupuestos, de la cesión de un porcentaje 
de la recaudación del IRPF en Cataluña, al objeto de 
que entren en vigor los mecanismos de asignación de 
un mayor grado de corresponsabilidad fiscal, acorda- 
do también el 20 de enero de 1992, esta es la enmienda 
número 1102; y, en tercer lugar, asegurar la existencia 
de créditos presupuestarios para la financiación de la 
policía autonómica de Cataluña para el ejercicio de 
1993 y para la liquidación de ejercicios anteriores. En- 
mienda 1105. 

De esta manera específica, para las corporaciones lo- 
cales se propone adaptar la asignación de los recursos 
compensatorios de la extinguida Corporación Metropo- 
litana de Barcelona a las nuevas entidades metropoli- 
tanas hoy existentes, que sería la enmienda 1094, y 
posibilitar que sean las comunidades autónomas con 
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competencias en materia de organización territorial las 
receptoras de la información que deben suministrar las 
corporaciones locales para proceder a la liquidación de- 
finitiva de los ingresos del Estado y para recibir las sub- 
venciones del transporte público urbano. Esta es la 
enmienda 1097. 

Al Título VI11 no se ha presentado ninguna enmien- 
da por parte de este Grupo. Por tanto, con estas enmien- 
das finaliza nuestra intervención. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): No hay 
ningún portavoz del CDS, por lo que consideramos de- 
fendidas sus enmiendas. Del Grupo Vasco tampoco hay 
ningún Diputado. Por tanto, en nombre del Grupo Mix- 
to, tiene la palabra el señor Oliver. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA: Voy a proceder a la 
defensa de las enmiendas que hemos presentado el se- 
ñor González Lizondo y yo. 

Concretamente, al Título VI1 hemos presentado las 
enmiendas números 9 , l l  y 12. La enmienda 9 hace re- 
ferencia a un tema que considero que ya es histórico 
entre las enmiendas rechazadas tradicionalmente en es- 
te trámite, y es la financiación del área metropolitana 
de Valencia. Este tema ha sido presentado por uno u 
otro grupo político a lo largo de los últimos años, por- 
que realmente entendemos que no es lógico que deter- 
minadas áreas metropolitanas, incluso alguna que ya 
no existe, es decir, los municipios que pertenecían a ese 
área metropolitana que ya no existe, tengan unas dota- 
ciones especiales de las que no dispone, sin embargo, 
un área metropolitana creada precisamente por las Cor- 
tes Valencianas. Pero también es cierto que fue creada 
en esas Cortes por la mayoría que en ellas ostenta el 
mismo Partido que ostenta la mayoría en este Parlamen- 
to, y que dispone aquí de ella para hacer posible esa 
financiación. 

No nos ha parecido nunca lógico, desde posiciones 
absolutamente moderadas, que se cree un ente que de 
momento lo único que está haciendo es generar gasto, 
ya que tiene un gran aparato que cuesta, según se ha 
publicado en la prensa de Valencia estos días, 400 mi- 
llones de pesetas, y que se cree por el voto mayoritario 
de quienes luego no autorizan o no permiten el que dis- 
ponga de la financiación que otros iguales anteriores, 
e incluso algunas que ya no existen, siguen teniendo pa- 
ra los municipios de que forma parte. 

Esta es la explicación por la cual nosotros solicita- 
mos, en nuestra enmienda de adición número 9, al ar- 
tículo ochenta, la financiación necesaria para que se 
equipare el área metropolitana de Valencia a las de Ma- 
drid y a los municipios de la extinta área metropolita- 
na de Barcelona. 

También presentamos una enmienda al artículo no- 
venta, que es una reivindicación que tiene nuestra Co- 
munidad, o al menos gente de nuestra Comunidad, que 
es la relativa a la creación de un consorcio económico 
como modelo de financiación para la Comunidad Autó- 
noma valenciana. No me voy a extender excesivamente 

en este tema, que por su trascendencia y por su excep- 
cional importancia se ha debatido muchas veces en es- 
te foro y fuera de él, porque lo que pretendemos 
también es, sencillamente, el régimen de equiparación. 

Nosotros entendemos que no hay más autonomías 
históricas que las que tienen historia, y todas la tienen, 
corta o larga. Por tanto, entendemos que de lo que dis- 
ponen unos ciudadanos que están acogidos a la Cons- 
titución Española no tienen por qué carecer otros que 
también están acogidos a ella. Bajo este principio soli- 
citamos la creación, dentro del artículo noventa de una 
disposición que permita iniciar el estudio de un acuer- 
do económico con la Comunidad valenciana para per- 
mitir la financiación en el mismo régimen que el de 
otras del Estado español. 

Finalmente, la enmienda número 12 es relativa al Fon- 
do de Compensación Interterritorial. Se nos puede de- 
cir que hay acuerdos con las comunidades autónomas 
y que dentro de esa tónica se van fijando unas cantida- 
des que se reducen paulatinamente. Nosotros entende- 
mos que no casa demasiado que en unas cosas haya 
acuerdo para reducir y en otras no lo haya para aumen- 
tar. Por tanto, creemos que, dadas las necesidades es- 
tructurales (y nos basamos lógicamente en el ámbito 
de actuación de nuestra Comunidad, pero lo hacemos 
extensivo a todas aquellas que evidentemente estén en 
la misma situación) es lógico que se mantenga la dota- 
ción inicial del año 1991 y no la reducción sobre la que 
se va actuando cada año. Así, la exigua participación 
de la Comunidad valenciana en 1992 fue de 12.000 mi- 
llones, y ahora, en 1993, se fija en 6.500 millones, poco 
más de la mitad. Esta es la motivación fundamental. 

Como, insisto, son tres temas que han sido muy de- 
batidos, y que tienen un calado mucho más profundo 
que el mero hecho, más o menos anecdótico, de presen- 
tar tres enmiendas a los Presupuestos Generales, es por 
lo que considero que es suficientemente conocido por 
la mayoría del Partido Socialista que apoya al Gobier- 
no, y con ello creo, asimismo que están suficientemen- 
te defendidas nuestras enmiendas. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tiene 
la palabra el señor Mardones. (El señor Presidente ocu- 
pa la Presidencia.) 

El señor MARDONES SEVILLA En nombre de las 
Agrupaciones Independientes de Canarias he presen- 
tado una enmienda, en este Título VII, de entes territo- 
riales, y capítulo 1, de corporaciones locales, a su 
artículo ochenta y uno. Es una enmienda que propone 
la creación o la reinstauración en los Presupuestos Ge- 
nerales del Estado para 1993 de un apartado siete nue- 
vo, al artículo ochenta y uno, en los propios y exactos 
términos con que ha venido figurando en los ejercicios 
económicos de los presupuestos del pasado año 1992, 
de 1991 y de 1990. 

Señorías, en el año 1990 se dio una subvención a la 
asistencia sanitaria a los hospitales de los cabildos in- 
sulares canarios por importe de mil millones de pese- 
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tas, justificándolo precisamente por la concurrencia en 
actividades de asistencia de la Seguridad Social. En los 
años 1991 y 1992 esa subvención de 1.000 millones que- 
dó reducida a 500 millones de pesetas, y en este ejerci- 
cio desaparece totalmente. Esto plantea, en primer 
lugar, un trato discriminatorio y diferencial (que no es- 
tamos dispuestos a dar ningún maquillaje de toleran- 
cia) con las diputaciones peninsulares, porque si 
homologa esta asistencia sanitaria, de acuerdo con el 
fondo de aportación sanitaria común, con las diputa- 
ciones peninsulares, resulta que salen perjudicados los 
cabildos canarios, dado que ellos, en el fondo general, 
solamente participan en un 69 por ciento con las dipu- 
taciones. Por tanto, hay aquí matemáticamente un agra- 
vio que resurge. 

En segundo lugar, se infringe los compromisos con- 
traídos entre el Insalud y los cabildos insulares cana- 
rios que han tenido conciertos con esta entidad estatal, 
tanto a los efectos de llevar una política de homologa- 
ción de las retribuciones de todo el personal de los cen- 
tros, como precisamente también en la cuestión 
tarifaria. Esto hace que estas corporaciones, en el ca- 
so concreto del Hospital Universitario y Clínico de Te- 
nerife entren en una situación de «crack», a menos que 
la Administración, el Insalud, responda a la oferta que 
se le ha hecho y se haga cargo de todos estos centros, 
de su personal y de la asistencia sanitaria, de acuerdo 
con los principios legales de la Seguridad Social. 

Por tanto, nosotros proponemos en nuestra enmien- 
da que al menos se restituyan las cifras que figuran en 
el presupuesto del corriente ejercicio 1992, por las ra- 
zones que el propio Ministerio de Economía y Hacien- 
da y el Ministerio de Sanidad y Consumo lo ha venido 
poniendo, con un criterio de asistencia, de retribución 
social y de compensación del déficit, al estar asumien- 
do estos centros de los cabildos canarios programas de 
concurrencia y quitando de las listas de espera de la 
Seguridad Social propiamente dicha a los asegurados 
por el sistema estatal. 

Por estas razones, señorías, nosotros planteamos es- 
ta enmienda. 

Y con repecto a la Sección 32, presentamos la enmien- 
da número 103, que pretende reflejar en los Presupues- 
tos Generales del Estado lo que vienen siendo cifras que 
se ha comprometido el Gobierno central, o represen- 
tantes cualificados del mismo, incluso en conversacio- 
nes que se han anunciado en la prensa local, con el 
Presidente del Gobierno autónomo canario, y las con- 
clusiones que se han manifestado en las negociaciones 
entre el Secretario de Estado de Hacienda y el Conse- 
jero de Economía y Hacienda de la Comunidad Autó- 
noma de Canarias, deberán tener un reflejo concreto 
en los Presupuestos Generales del Estado, ya que, en 
caso contrario, hay que hacer una lectura políticamen- 
te negativa de los compromisos que parece que se con- 
traen solamente de cara a los periódicos y no se reflejan 
en los Presupuestos Generales del Estado. 

Si resulta que en el programa correspondiente se ha- 
ce una consignación de 112.000 millones de pesetas, en 

cifras redondas, y la dotación que se había comprendi- 
do para cubrir el coste de financiación autonómica era 
de 126.000 millones de pesetas, en números redondos 
también, esta diferencia de alrededor de 13.000 millo- 
nes de pesetas tiene que encontrar su reflejo en los Pre- 
supuestos Generales del Estado. De no ser así, reservo 
nuevo juicio político para las instancias posteriores per- 
tinentes a nivel de la nación y de la Comunidad 
Autónoma. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Parlamentario 
Socialista, el señor Castedo tiene la palabra. 

El señor CASTEDO VILLAR: Voy a tratar de expli- 
car cuál es nuestra posición y, al mimo tiempo, dar res- 
puesta a las enmiendas de mayor entidad, y pido de la 
generosidad del señor Presidente que después de mi in- 
tervención permita un breve turno a mi compañero Nés- 
tor Padrón, al objeto puntual de responder a la 
enmienda del señor Mardones respecto a los cabildos 
canarios. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo. 

El señor CASTEDO VILLAR: Muchas gracias por an- 
t icipado. 

Utilizando el mismo orden del primer Grupo en in- 
tervenir, el Grupo Popular, voy a tratar de tocar el te- 
ma de las comunidades autónomas, (apítulo 11 del 
Título VII, para pasar después a las entidades locales. 

Por lo que se refiere a las comunidades autónomas, 
es reseñable el hecho de que entramos en un nuevo pe- 
ríodo, que tiene su origen en la aprobación, como ha 
sido citado ya por el Consejo’de Política Fiscal y Finan- 
ciera, del nuevo sistema para el período 1992-1996. Tam- 
bién saben SS. SS. el índice aplicable para las 
comunidades autónomas del artículo 143 de la Consti- 
tución como participación en los ingresos del Estado, 
el índice que prevalece en esta ocasión en el PZB por 
encima del ITAE, que tiene un valor preventivo de 
1,2567, mientras que para las comunidades autónomas 
del 151 el índice que prevalece es el gasto equivalente 
del Estado, cuyo valor preventivo sería de 1,2693. Pero 
en ambos casos -y creo contestar ya o inicio la respues- 
ta a una de las enmiendas sustantivas del Grupo 
Popular- esos valores están referidos al año base del 
convenio, que es el año 1990. 

En este punto quiero hacer dos incisos. En primer 
lugar, constatar que el acuerdo del Consejo de Política 
Fiscal y Financiera ha sido rubricado por las comisio- 
nes mixtas de todas las comunidades autónomas, a ex- 
cepción de las de Cantabria, Aragón, Valencia y 
Canarias. Según los datos de que disponemos al día de 
la fecha, están, a punto de firmar o lo han hecho ya las 
comisiones mixtas correspondientes a las Comunida- 
des de Aragón, Canarias y Valencia, y parece que exis- 
te algún grado de dificultad mayor en el caso de la 
Comunidad cántabra. 

Quiero aprovechar para responder al señor Fernán- 
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dez Díaz que la enmienda del Grupo Parlamentario So- 
cialista a la que se ha referido corrige simplemente un 
defecto de transcripción, hasta el punto de que, como 
podrá comprobar S.  S., los créditos que figuran en la 
Sección 32 corresponden exactamente a los nuevos por- 
centajes que la Ponencia ha recogido. Por tanto, parece 
ser que era simplemente un error de transcripción, y 
también contesto de esta manera -con el permiso de 
la Presidencia- a la enmienda del Grupo Catalán, que 
se refería al mismo asunto, pero exclusivamente en lo 
que respecta a la Comunidad de Cataluña. 

Como dato reseñable, y que resume toda esta políti- 
ca de financiación, diré que el incremento final para 
el año 1993 respecto al año 1992, y teniendo en’cuenta 

-el factor del prqducto interior bruto, es de un 756 por 
ciento como media. Otro dato interesante que convie- 
ne reseñar y que está recogido en algunas enmiendas 
de más de un grupo de la oposició> que yo recuerde, 
es que para el año 1993 el porcentaje a cuenta se incre- 
menta al 96 por ciento, y está pactado en los acuerdos 
del Consejo que se incremente un punto anual hasta al- 
canzar el topo máximo del 98 por ciento. 

Creo que he resumido básicamente cuál es nuestra 
postura, y he dado respuesta a algunas enmiendas sus- 
tantivas, como dije antes, en lo que se refiere a las co- 
munidades autónomas. 

No podemos aceptar la propuesta de enmienda del 
Grupo Popular, concretamente, y creo que también de 
Izquierda Unida, en cuanto al posible pago de intere- 
ses de demora, entre otras razones porque no ha lugar 
tal demora ya que ésta debería entenderse después de 
la finalización de todo el procedimiento administrati- 
vo correspondiente. En cuanto a las experiencias men- 
cionadas respecto a los años 1990 y 1991 para ayunta- 
mientos, realmente no se han producido demoras se- 
gún nuestro criterio, porque los procedimientos admi- 
nistrativos no estaban finalizados en ningún caso. 

También quiero aclarar que las liquidaciones defini- 
tivas referidas al año 1990 han sido ya giradas, está en 
proceso de tramitación en esta Cámara el proyecto de 
i e y  de crédito extraordinario correspondiente por va- 
lor de 25.000 millones de pesetas y, según nuestro co- 
nocimiento, la liquidación provisional correspondiente 
al año 1991 se va a producir muy probablmente duran- 
te el actual mes de noviembre o, en todo caso, antes del 
31 de diciembre de este mismo año. 

Paso a continuación al capítulo uno de este título, re- 
ferido a corporaciones locales, diputaciones, cabildos 
y comunidades autónomas uniprovinciales. 

Con respecto a este bloque, también cabe reseñar, de 
entrada, un elemento importante, y es que 1993 es el 
último año del actual sistema de financiación que pre- 
veía la Ley 39/1988 anteriormente citada. Por ello, se- 
gún nuestro criterio, no sería deseable introducir 
cambios importantes en la fórmula de financiación ac- 
tual, que deberá ser negociada durante 1993 a efectos 
de que el 1 de enero de 1994 entre en vigor un nuevo 
sistema. Me gustaría también aprovechar este punto pa- 
ra contestar algunas de las enmiendas presentadas por 

‘ b  

distintos grupos parlamentarios sobre las entregas a 
cuenta a que antes me referí para las comunidades autó- 
nomas -que puede ser una idea a considerar en esa 
posible negociación futura- así como también y de 
nuevo a los intereses de demora, puesto que algún gru- 
po parlamentario (creo recordar que Izquierda Unidad 
y el propio Grupo Popular) ha planteado el asunto de 
los intereses de demora, tanto para comunidades autó- 
nomas como &ira corporaciones locales. 

La participación provisional de los ayuntamientos a 
los tributos del Estado en números redondos se puede 
decir que es del orden de 550.000 millones de pesetas. 
Pero quisiera introducir un elemento de discordia con 
la enmienda sustantiva del Grupo Popular respecto de 
la cantidad propuesta: esta cantidad no se calcula con 
referencia al año 1991, sino con referencia al año 1992, 
Aplicando a las entregas a cuenta de 1992 el incremen- 
to interanual del PIB. También quería decir al señor Ra- 
joy que, de haberse mantenido el criterio de años 
anteriores, tomando la variable del gasto equivalente 
del Estado con respecto al año base de 1989 -y esto 
es una aportación del acuerdo con la Federación Espa- 
ñola de Municipios y Provincias-, el crecimiento hu- 
biera sido sólo de en torno al dos por ciento. De esta 
manera, y en función de la aplicación del criterio del 
producto interior bruto, el incremento va a represen- 
tar -como él mismo mencionó- en torno al 6,3 por 
ciento, con lo cual, según nuestro criterio, se consiguen 
simultáneamente dos objetivos. En primer lugar, man- 
tener un aumento sostenido de las entregas a cuenta 
-insisto en que éste sería un criterio aceptable para 
negociar- y, en segundo lugar, acercar la cuantía de 
las entregas a cuenta a los hipotéticos resultados de la 
liquidación definitiva del año 1993. Creo que en esto va- 
mos acercando posiciones. 

En cuanto a las reglas de reparto entre ayuntamien- 
tos -y esto afecta también a una enmienda del Grupo 
Popular referida a los ayuntamientos de más de 50.000 
habitantes-, nuestro criterio es el que figura en el pro- 
iento de ley, en el sentido de mantener los mismos cri- 
terios de años anteriores, puesto que son los que se 
ajustan a los primeros contenidos en la Ley 39/1988. 
Además, creemos que la aceptación de esa enmienda 
supondría una detracción de recursos a determinados 
ayuntamientos para primar, de alguna forma, a otros. 

Para terminar esta primera intervención, con el per- 
miso del señor Presidente, voy a referirme a dos cues- 
tiones importantes, según nuestro criterio. Para cada 
ayuntamiento sigue vigente la clásula de crecimiento 
mínimo de su financiación por porcentaje de partici- 
pación. Al menos, cada ayuntamiento va a recibir en 
1993 un cinco por ciento más con respecto a la que sea 
en su momento la liquidación definitiva de 1992, y es- 
to es compatible -como he dicho antes- con que el 
crecimiento medio sea del 6,3 por ciento. No tiene na- 
da que ver. 

Para diputaciones, cabildos y comunidades autóno- 
mas uniprovinciales no insulares, las entregas a cuen- 
ta van a significar algo más de 360.000 millones de 

. 
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pesetas, que representan un porcentaje similar al 6,3 
por ciento, con respecto a la liquidación definitiva del 
año 1992. 

También, con referencia a alguna de las enmiendas 
presentadas, un avance más que nosotros consideramos 
enormemente positivo es que se elimina la fijación de 
un límite máximo de participación en el caso de estas 
entidades a las que me estoy refiriendo ahora, con lo 
que se igualan con los municipios, cuestión que tam- 
bién estaba un poco latente en las intervenciones de los 
grupos parlamentarios que me han precedido. 

Creo, señor Presidente, que es suficiente esta prime- 
ra intervención. Si hiciera falta contestar a alguna en- 
mienda en concreto, lo haría en un segundo turno. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Padrón. 

El señor PADRON DELGADO: Quiero dar contesta- 
ción a las enmiendas defendidas por el señor Mardo- 
nes, para que no se interprete el silencio como una 
aceptación de los criterios mantenidos, por lo menos 
en alguna de ellas. 

Señor Mardones, yo tuve la misma preocupación 
cuando vi que en el artículo referido a la compensa- 
ción a las diputaciones y cabildos por el fondo de asis- 
tencia sanitaria, en el punto cuatro, no figuraba la 
cantidad consignada para los presupuestos de 1992, de 
500 millones de pesetas, que, como usted bien ha ex- 
plicado, significó en años pasados una lucha muy in- 
tensa de estos Diputados para compensar a los 
cabildos; inicialmente, fue de mil millones y luego fue 
rebajado a 500, como consecuencia de una enmienda 
presentada por el Grupo Socialista. 

Yo también intenté presentar una enmienda en el 
mismo sentido de lo defendido por usted y la contesta- 
ción que se nos dio tiene una lógica que espero que us- 
ted comprenderá: Los cabildos canarios, como 
consecuencia del decreto arancelario, sufrieron una 
merma de sus ingresos, cosa que fue corregida a tra- 
vés de la aprobación de la Ley de aspectos económicos 
del Régimen Económico Fiscal. Pero es más, es que a 
partir de 1992, como consecuencia de la aprobación de 
esa Ley, los cabildos canarios pasaron de participar, 
en términos medios, en la parte correspondiente a la 
imposición indirecta del Estado. El 6,9 por ciento, en 
el fondo estimado de imposición indirecta a participar 
en el 31 por ciento, esto es, igual que los ayuntamien- 
tos canarios. Esto ha significado una aportación impor- 
tante de recursos para los cabildos canarios. 

Ese incremento de la aportación también significó 
una elevación del porcentaje de participación en el Fon- 
do de asistencia sanitaria, de forma que, según los da- 
tos que me pasa el Ministerio de Economía y Hacienda, 
teniendo en cuenta las entregas a cuenta de los años 
anteriores, se ha pasado, en el año 1992, de 626,6 mi- 
llones a 3.543 millones en el año 1992. Como ve, hay 
un incremento importantísimo, la diferencia es de más 
de 2.900 millones, que es la razón por la cual el Minis- 

terio de Economía y Hacienda consideró que ?o era ne- 
cesario el mantenimiento de esta cantidad 
compensatoria de los 500 millones. Esto por lo que res- 
pecta a esa enmienda que usted ha defendido de esa 
participación especial, como en años anteriores, de 500 
millones para los hospitales de los cabildos. 

Con respecto a los otros temas que usted ha plantea- 
do, creo que es verdad lo que usted ha dicho. Hubo unas 
declaraciones en abril y mayo pasado del Presidente 
del Gobierno de la Comunidad Autónoma, diciendo que 
se había llegado a un acuerdo con el Gobierno de la na- 
ción para la compensación a la comunidad autónoma, 
que no había suscrito el acuerdo de financiación de co- 
munidades autónomas, y, por tanto, el establecimien- 
to de unas partidas que venían a recoger los aspectos 
que no fueron tenidos en cuenta en la negociación ge- 
neral; creo que se estimaba en unos 5.000 millones, si 
no estoy equivocado, así como también una participa- 
ción del Estado, a través de un convenio, para la finan- 
ciación del segundo Plan de carreteras que se estaban 
construyendo en la Comunidad Autónoma. Como us- 
ted sabe, respecto a esto se están llevandb a cabo unas 
negociaciones entre la Comunidad Autónoma y el Go- 
bierno de la nación. Espero que de aquí al trámite fi- 
nal, de aquí al Senado, quede resuelto tanto lo que se 
refiere al incremento de la participación de Canarias 
en los ingresos del Estado como el fondo de compen- 
sación de carreteras y que figuren esas partidas en los 
Presupuestos de 1993. 

Es cuanto tengo que decirle, señor Mardones, respec- 
to a sus enmiendas. 

El señor PRESIDENTE Segundo turno. Tiene la pa- 
labra el señor Fernández Díaz, por el Grupo Parlamen- 
tario Popular. 

El señor FERNANDEZ DIAZ: Brevemente, sólo me 
voy a referir a lo relativo a las comunidades autóno- 
mas. 

En relación con la intervención del portavoz del Gru- 
po Socialista, señor Castedo, quiero decirle que en mis 
enmiendas no he introducido el asunto de Cantabria, 
pero él se ha referido a ello y me permito puntualizar 
que yo mismo interpelé al respecto al señor Secreta- 
rio de Estado de Hacienda, señor Zabalza, en sendas 
comparecencias, ante esta misma Comisión de Presu- 
puestos, en el turno de comparecencias previo al de- 
bate de Presupuestos y ante la Comisión de Economía 
y Hacienda. Tengo que decir que no es cierto que exis- 
tan problemas pendientes, a no ser que esos problemas 
se entienda que existen estrictamente en el ámbito de 
la Administración del Estado, puesto que respecto al 
protocolo de intenciones relativo a la firma del mode- 
lo de financiación, el Gobierno cántabro ya ha presen- 
tado los ejercicios de consolidación presupuestaria a 
efectos de la contención del déficit y también las ope- 
raciones de tesorería de endeudamiento y ambos esce- 
narios han sido aprobados por el Ministerio de 
Hacienda. De esta manera, se puede asegurar que en 
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estos momentos es simplemente la voluntad unilateral 
del Gobierno, a través del Ministerio de Economía y 
Hacienda, la que está retrasando la firma por parte de 
la Diputación Regional de Cantabria del correspondien- 
te protocolo de intenciones. Esa es la verdad y lo cier- 
to es que el señor Zabalza no me ha podido contradecir 
las dos veces que se lo, he planteado en esas dos Comi- 
siones. 

Por otra parte, el señor Castedo no me ha contesta- 
do a la enmienda relativa a la traslación en su literali- 
dad del acuerdo del Consejo de Política Fiscal y 
Financiera de 20 de enero, que obliga a que las trans- 
ferencias correspondientes a la participación de las co- 
munidades autónomas en los tributos del Estado se 
produzca, en todo caso, a lo largo del tercer trimestre 
del año en curso. Eso no es gratuito, porque sabe el se- 
ñor Diputado que en el Consejo de Política Fiscal y Fi- 
nanciera hubo un debate muy intenso en relación con 
esta cuestión y que precisamente el consenso al que se 
llegó, y que está transcrito en el acuerdo del 20 de ene- 
ro, fue un elemento sustancial a la hora de que los di- 
versos consejeros de economía de las diferentes 
comunidades autónomas firmaran el acuerdo corres- 
pondiente. 

Si ahora una parte sustancial del acuerdo no se tras- 
lada a la ley de presupuestos en lo que hace referencia 
a las reglas de aplicación del nuevo modelo de finan- 
ciación, es evidente que estaríamos ante un incumpli- 
miento'flagrante. Lo único que pedimos, insisto, es que 
el puqto 1.1.3 de los acuerdos del Consejo de Política 
Fiscal y Financiera del 20 de enero de 1992 se inclu- 
yan en el texto articulado de la ley. Nos parece since- 
ramente que procede esa inclusión. Como el señor 
Castedo no ha hecho referencia a ello, se lo vuelvo a 
recordar, interpretando que ha sido una omisión invo- 
luntaria, porque me preocuparía gravemente que fue- 
ra una omisión política. 

Por último, en relación a los intereses de demora, de- 
cimos que las comunidades autónomas pueden tener 
derecho a reclamar intereses de demora cuando los 
compromisos del Gobierno, de acuerdo con la legisla- 
ción vigente, no se cumplieran. Es evidente que si no 
se retrasan no tendrán que pagar ningún interés de de- 
mora. Es una cláusula que salva derechos de terceros, 
en este caso comunidades autónomas, que, en virtud 
de retrasos no justificados y en relación con los com- 
promisos adquiridos y recogidos en la legislación vi- 
gente, producen costos financieros adicionales a las 
comunidades autónomas. Por tanto, si no hay retrasos, 
no se preocupe, señor Diputado, porque no tendrán que 
pagar intereses de demora. Estamos estableciendo una 
cláusula que sólo entrará en vigor en el supuesto de 
que se produzcan incumplimiento y retrasos. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Rajoy. 

El señor RAJOY BREY: Voy a intervenir con la mis- 
ma brevedad, pues somos dos los que consumimos un 
turno. 

En realidad, la respuesta que ha dado el señor Cas- 
tedo a las enmiendas que presenta el Grupo Parlamen- 
tario Popular ha sido muy breve y los argumentos no 
me convencen en absoluto, si es que realmente ha pre- 
tendido dar argumentos oponiéndose a las enmiendas 
del Grupo Parlamentario Popular. 

Yo tengo que decir que todas las enmiendas que no- 
sotros hemos presentado se podían resumir en una, que 
:s: señores miembros del Gobierno, cumplan la legis- 
lación vigente. Con eso ya podría terminar mi interven- 
:ión, lo que, por otra pai-te, tampoco me  parece 
2xcesivamente correcto. Por eso he dado algunos apun- 
tes, pero voy a recordar las tres o cuatro ideas que son 
perfectamente entendibles y que son las ideas funda- 
mentales que justifican todas nuestras enmiendas. 

Primero, en el año 1988 se aprueba una Ley de Ha- 
5endas Locales. Segundo, en el año 1992 el Gobierno 
la reforma unilateralmente, con el Grupo mayoritario, 
que le apoya, como es natural, en la Cámara. Tercero, 
las liquidaciones de los años 1990 y 1991; la liquidación 
del año 1990 se habrá hecho; no lo sabemos, porque no 
ha sido notificado ningún ayuntamiento y, por tanto, 
no pueden recurrir en el presente momento. La liqui- 
dación de 1991 no se ha hecho. En cualquier caso, se 
han hecho vulnerando la Ley de Haciendas hcales; por- 
que utiliza*el argumento de que mediante la Ley de 
Haciendas locales han hecho un pacto con los ayunta- 
mientos, pacto que, desde luego, no se ha hecho con los 
ayuntamientos del Partido Popular. En cualquier caso, 
lo que está claro es que la Ley se cumple y no se dero- 
ga mediante pactos entre instituciones, como puedan 
ser la FEMP y el Ministerio de Hacienda. Lo que se ob- 
serva aquí es una falta absoluta de seriedad y un in- 
cumplimiento de las leyes que el propio Gobierno 
presenta como proyecto de ley a esta Cámara. 

El señor Castedo ha dicho que en este momento no 
es coweniente cambiar la fórmula de financiación por- 
que estamos al final de los cinco años. Yo creo que ese 
mismo argumento se podría haber dado al señor Mi- 
nistro de Hacienda cuando en el año 1992 -vuelvo a 
insistir- la modificó en la Ley de Presupuestos. Y el 
señor Castedo ofrece una negociación para el nuevo sis- 
tema de financiación. Yo ya adelank que nuestro Par- 
tido acepta ese ofrecimiento y nuestros miembros en 
la Federación Española de Municipios también lo van 
a aceptar, pero tengo que decir con la misma claridad 
que he dicho lo que acabo de señalar es que es muy di- 
fícil fiarse del señor Ministro de Hacienda porque si 
las leyes, ya sean producto unilateral o ya sean producto 
de acuerdo con otras fuerzas políticas, luego las dero- 
ga en la ley de presupuestos, por mal camino vamos. 
Consiguientemente, y agradeciendo al señor Castedo 
que haya contestado a nuestras enmiendas, tengo que 
anunciar, sintiéndolo mucho, que las reservamos para 
el Pleno. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Parlamentario 
de Izquierda Unida, tiene la palabra el señor Martínez 
Blasco. 
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El señor MARTINEZ BLASCO Señor Presidente, re- 
nunciamos a este turno de réplica. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Parlamentario 
del Centro Democrático y Social, tiene la palabra el se- 
ñor Lasuén. 

El señor LASUEN SANCHO: Vamos a reservar las en- 
miendas para el Pleno. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Parlamentario 
Mixto, tiene la palabra el señor Oliver. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA Voy a ser también 
muy breve porque no puedo replicar ya que el porta- 
voz socialista no ha contestado a ninguna de mis en- 
miendas. Espero que haya sido un pequeño lapsus, 
debido a la importancia del debate general que se pro- 
duce siempre y que hace que las enmiendas puntuales 
se puedan quedar en el tintero. De verdad que nos si- 
guen preocupando muchísimo las tres enmiendas, pe- 
ro nos gustaría saber las razones por las que se sigue 
diferenciando o marginando al área metropolitana de 
Valencia y si el Grupo mayoritario piensa dar alguna 
solución a este tema. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra, señor 
Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA Señor Presidente, 
por algo que es más que una cortesía, por la lectura en 
Canarias de nuestras palabras aquí, tanto las del señor 
Padrón como las mías, quiero agradecer al señor Pa- 
drón el tono conciliador con que ha respondido a los 
argumentos de mis enmiendas, dejando los argumen- 
tos de fondo. 

En cuanto a la enmienda 103, para seguirle dando pla- 
zos, el señor Padrón ha hablado de negociaciones de alto 
nivel político entre las autoridades del Ministerio de 
Economía y Hacienda y el Gobierno autónomo de Ca- 
narias y espero que la racionalidad que él propone se 
lleve a efecto. 

Con respecto a la enmienda número 96, únicamente 
he de lamentar que no presentara, como le pedía el 
cuerpo, el señor Padrón la enmienda en su momento, 
al desaparecer la dotación de los 500 millones, porque 
los argumentos que le ha dado el Ministerio de Hacien- 
da sobre el fondo de aportación a la asistencia sanita- 
ria común son precisamente los que yo alego: que hay 
solamente una dotación del 69 por ciento y, por tanto, 
hay una situación de trato diferencial negativo para los 
Cabildos insulares canarios. De esto ya hablaremos en 
el Pleno. 

El señor PRESIDENTE Por el Grupo Parlamentario 
Socialista, tiene la palabra el señor Castedo. 

El señor CAsTEDO VILLAR: Muy brevemente tam- 
bién. Quería pedir disculpas, si usted me lo permite, 

al señor Oliver porque, efectivamente, olvidé responder 
a sus enmiendas en este primer turno. 

Nuestro punto de vista al respecto es claro y lo hemos 
defendido reiteradamente en los últimos años, porque 
ésta es una enmienda muy querida -creo recordar- 
por el señor García-Margallo, que la ha defendido sis- 
temáticamente en los últimos años. En esta ocasión se 
presentan tres enmiendas de este tenor, una del Grupo 
Popular, otra del señor Oliver y otra del Grupo de Iz- 
quierda Unida. 

Nuestro criterio es, primero, que en el proyecto de 
ley no se prima, en absoluto, a las áreas metropolita- 
nas o mancomunidad de municipios. Se prima, con 
efectos exclusivamente compensatorios, a los ayunta- 
mientos que habían pertenecido en su día al área me- 
tropolitana de Barcelona -por cierto disuelta a través 
de un acuerdo, como usted sabe perfectamente, del Par- 
lamento de Cataluña- y de los municipios, insisto, que 
forman parte del área metropolitana de Madrid. 

No obstante y dicho esto, creo que es bueno primar 
la unión de los municipios para promover servicios co- 
munes, porque es generalmente más eficaz y más ba- 
rato y, por tanto, mejor para el ciudadano. Eso es bueno, 
en nuestra filosofía política figura ese mismo criterio 
y me remito, como he hecho antes, a unas posibles 
negociaciones -y quisiera corregir con permiso de la 
Presidencia al señor Fernández Díaz- que yo no he pro- 
puesto. Pero creo que es natural que, finalizado este pe- 
ríodo de financiación, se abran negociaciones con las 
entidades correspondientes para iniciar un nuevo pe- 
ríodo. Espero que eso tendrá lugar y que esta cuestión 
-que el señor Oliver, en representación del Grupo de 
Unión Valenciana, el Grupo Parlamentario Popular y 
el Grupo de Izquierda Unida plantean- sea una de las 
que puedan abordarse en esas posibles negociaciones. 

En cuanto a las intervenciones del señor Fernández 
Díaz, yo no he dicho que hubiera problemas y si me ha 
entendido eso voy a matizar mis palabras. He dicho sim- 
plemente que respecto a las cuatro comunidades autó- 
nomas citadas, que no habían firmado originalmente 
con las demás, en las comisiones mixtas, el acuerdo del 
Consejo, tenía datos de que tres de ellas, Aragón, Cana- 
rias y Valencia, estaban en proceso de firma o de acuer- 
do y que parecía que todavía no era inmediata -a eso 
me refería- la firma en la comisión mixta con Can- 
tabria. 

El segundo aspecto que toca el señor Fernández Díaz 
es el de la liquidación en"e1 tercer trimestre, que efec- 
tivamente así consta en el apartado 1.3.3 del acuerdo 
del Consejo. Nosotros estamos seguros de que ese 
acuerdo se va a cumplir y nos parecería mal que no se 
cumpliese. Pero justamente por haber firmado ese 
acuerdo en el Consejo de Política Fiscal y Económica 
creemos que no es necesaria la presentación de la en- 
mienda, puesto que figura en el propio acuerdo del Con- 
sejo y estamos completamente segutos de que el 
Gobierno lo va a cumplir. 

En cuanto a los intereses de demora entre adminis- 
traciones, tengo que reconocer que es un concepto que 
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me cuesta mucho asumir. Me parece un concepto -si 
me permite la expresión- insolidario. Creo que de igual 
manera que la Administración central del Estado atien- 
de requerimientos y necesidades de las otras admi- 
nistraciones, también del Estado, autonómicas y 
municipales, ese mismo criterio de comprensión debe 
ser mutuo y bidireccional. Me cuesta de verdad en- 
frentar este asunto de intereses de demora inter- 
administraciones públicas, que son todas ellas Estado 
español, España, al fin y al cabo. 

Al señor Rajoy quiero decirle que lamento que con- 
sidere nuestras posiciones como de falta de seriedad. 
Señor Rajoy, yo no le he dicho que algunas de sus en- 
miendas me parecían poco consecuentes y con poco 
contenido o contenido equivocado. En ningún momen- 
to he querido entrar en adjetivar sus enmiendas y, por 
esa razón, me extraña en un Diputado como usted, que 
habitualmente hace gala de una cortesía extrema, esa 
imputación. Intenté responderle en mi primera inter- 
vención al conjunto de los elementos políticos más im- 
portantes, en vez de entrar en el debate puntual de todas 
y cada una de las enmiendas. Podría haberlo hecho, pe- 
ro eso nos hubiera llevado muchísimo más tiempo y 
probablemente tampoco hubiéramos llegado a un 
acuerdo. 

Con esto, señor Presidente, no tengo nada más que 
decir. 

El señor PRESIDENTE: El señor Padrón tiene la 
palabra. 

El señor PADRON DELGADO. Unicamente quiero 
agradecer las palabras del señor Mardones. N o  tengo 
nada más que añadir. (El señor García-Margallo y Mar- 
fil pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE Señor García-Margallo, 
¿para qué desea intervenir su señoría? 

El señor GARCIA MARGALU) Y MARFIL Señor Pre- 
sidente, el representante del Grupo Socialista, señor 
Castedo, ha aludido a una enmienda del Grupo Popu- 
lar en intervenciones previas de mi Grupo parlamen- 
tario y, en concreto, de mí mismo en relación con la 
enmienda del Consell Metropolita de L'Horta. 

El señor PRESIDENTE Sería un turno por alu- 
siones. 

El señor GARCIA-MARGALLO Y MARFIL: Más qúe 
alusiones señor Presidente, sería un turno de oferta al 
Grupo Socialista. Mi Grupo aceptaría ... 

El señor PRESIDENTE: Perdón, emplee el señor 
García-Margallo, con la habilidad que le caracteriza, el 
turno de alusiones para hacer alguna pequeña oferta, 
pero nada más. Es un turno por alusiones. 

El señor GARCIA-MARGALU) Y MARFIL: Agradez. 
co la florentina invitación del Presidente a utilizar el 

turno de alusiones para los fines que considero opor- 
tunos en este momento. 

En primer lugar, agradezco el recordatorio que hace 
-1 señor Castedo a la defensa del Grupo Popular de la 
Enmienda que pide una compensación para los muni- 
ripios integrados en el Conseil Metropolita de L'Horta 
similar a los municipios integrados en el área metro- 
politana de Madrid y Barcelona. 

La intervención del señor Castedo, extraordinaria- 
mente interesante, podría plasmarse, y mi Grupo reti- 
raría su enmienda, si nos ofreciese una transaccional 
que dijese más o menos que en las negociaciones abier- 
tas para superar el marco de financiación de las cor- 
poraciones locales, expirado el plazo de cinco años al 
que se refiere la Ley de Haciendas Locales, se tendría 
en cuenta la necesidad de compensar a los municipios 
integrados en el Conseil Metropolita de L'Horta en los 
mismos términos, condiciones y plazos que la compen- 
sación ofrecida a los municipios integrados en las áreas 
metropolitanas de Madrid y Barcelona, puesto que el 
Partido Socialista parece haber descubierto que la in- 
tegración de municipios en grandes áreas mejora la efi- 
cacia y coste de la prestacion de servicios públicos. 

Si esa filosofía política se plasma en la enmienda, mi 
Grupo la retiraría y celebraría la conversión del Gru- 
po Socialista. 

cer uso de la palabra en este momento? 
El señor PRESIDENTE: Señor Castedo, ¿quiere ha- 

El señor CASTEDO VILLAR: Sí, señor Presidente. Me 
veo obligado porque he de responder a una propuesta 
del señor García-Margallo. En primer lugar, la alusión 
que yo había hecho, señor García-Margallo, era simple- 
mente de carácter histórico, si me permite la expresión, 
pues llevamos lidiando con esa enmienda usted y yo al- 
gunos años; era por esa razón. 

En cuanto a su propuesta concreta yo no estoy, de ver- 
dad, en disposición de poder aceptársela. No sería CO- 

rrecto por mi parte ahora mismo responder a esa 
propuesta. (El señor García-Margallo y Marfil pide la 
palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Señor García-Margallo, yo 
creo que hemos hecho una interpretación muy exten- 
siva del turno por alusiones y me temo que, por la na- 
turaleza de la oferta y de la contestación, es cosa que 
ha de resolverse de otra manera. 

Señoras y señores Diputados, vamos a proceder a la 
votación de los títulos IV, V, VI y VII. Las Secciones 06, 
de clases pasivas, 07 de deuda pública y 32, de entes 
territoriales, de conformidad con lo que es habitual en 
la Comisión, las votaremos en su orden en el momento 
de votar el resto de las secciones. 

Enmiendas presentadas al Título IV. 
En primer lugar, sometemos a votación las enmien- 

das presentadas por el Grupo Parlamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos. 
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El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
A continuación, votamos las enmiendas presentadas 

por el Grupo Parlamentario Catalán de Convergencia 
i Unió. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas presentadas por el Grupo 

Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa per Ca- 
t alunya. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, dos; en contra, 20; abstenciones, 16. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Seguidamente procedemos a votar las enmiendas pre- 

sentadas por el Grupo Parlamentario del Centro Demo- 
crático y Social. 
a : ?  1 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas presentadas por el Grupo 

Parlamentario Mixto, señores González Lizondo y Oli- 
ver Chirivella. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos el texto del informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, 16; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto, de 

Título V. Votamos las enmiendas presentadas al Tí- 
acuerdo con el informe de la Ponencia. 

tulo V por el Grupo Parlamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas presentadas por el Grupo 

Parlamentario de Izquierda Unida. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, dos; en contra, 20; abstenciones, 16. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos 'las enmiendas presentadas por el Grupo 

Parlamentario Centro Democrático y Social. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas por el Grupo Parlamentario 

Mixto, señores González Lizondo y Oliver Chirivella. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: v e  
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
¿Señor Padrón? 

El señor PADRON DELGADO: No se si están votan- 
do las enmiendas del Grupo Parlamentario PNV. 

El señor PRESIDENTE: A este título no hay enmien- 

Votamos el texto del informe de la Ponencia. 
das del PNV ni del Grupo Catalán. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, 17; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado, 
Título VI. Votamos las enmiendas del Grupo Parla- 

mentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 22. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario Ca- 

talán (Convergencia i Unió). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 22. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario Iz- 

quierda Unida. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, dos; en contra, 31; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario 

Centro Democrático y Social. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario . _  

Vasco (PNV). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 22. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario 

Mixto, señores González Lizondo y Oliver Chirivella. 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 22. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario 

Mixto, señor Mardones Sevilla. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 22. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos el texto del informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, 18. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado. 
Votamos seguidamente las enmiendas presentadas 

al Título VII. En primer lugar, las correspondientes al 
Grupo Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario Ca- 

talán (Convergencia i Unió)). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario de 

Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: v e  
tos a favor, dos; en contra, 20; abstenciones, 16. 

El seiior PRESIDENTE Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario 

Centro Democrático y Social. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario 

Vasco. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario 

Mixto, señores González Lizondo y Oliver Chirivella. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas del Grupo Parlamentario 

Mixto, señor Mardones Sevilla. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas. 
Votamos el texto del informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, 18. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Se levanta la sesión, que reanudaremos a las cuatro 

y media de la tarde. 

Eran las dos y diez minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro y cuarenta minu- 
tos de la tarde. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Entra- 
mos en el Título VIII. Para defender sus enmiendas, en 
nombre del Grupo Popular, tiene la palabra el señor 
Núñez. 

Titulo Vlll 

El señor NUÑEZ PEREZ: El Grupo Parlamentario 
Popular ha presentado una sola enmienda al Títu- 
lo VIII, la 225, al artículo noventa y cuatro, que auto- 
riza, como saben SS. SS., para suprimir, refundir o mo- 
dificar organismos autónomos y entidades públicas, 
etcétera. Nuestra enmienda propone que atrimestral- 
mente el Gobierno dará cuenta a las Cortes acerca de 
las medidas adoptadas en ejecución de la presente auto- 
rización, con la evaluación de su impacto en el gasto 
público». En el año 1992 ya se concedi.ó,esta autoriza- 
ción, sin que tengamos constancia de su grado de eje- 
cución y su incidencia en el gasto público. Esta es la 
razón de nuestra enmienda, y así de simple y de corta 
es mi intervención en estos momentos. Seguramente 
haré referencia también a este artículo y a esta enmien- 
da al defender enmiendas adicionales que están en es- 
trecha relación con ella. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tie- 
ne la palabra el señor Martínez Blasco, en nombre de 
Izquierda Unida. 

El señor MARTINEZ BLASCO: Tenemos dos enmien- 
das, que llevan los números 1.280 y 1.281 y se refieren 
a la supresión del artículo noventa y cuatro. Creemos 
que, dado el ritmo de producción legislativa de este Con- 
greso, no hay necesidad de deslegalizar la creación de 
organismos autónomos o entidades públicas creadas 
por ley, facultando a que lo sea por Real Decreto. Pen- 
samos que es una de las garantías que deben permane- 
cer en el Poder Legislativo y, por tanto, proponemos, 
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sencilla y llanamente, la supresión de esta deslegaliza- 
ción del artículo noventa y cuatro. 

La enmienda 1.282 se refiere al artículo noventa y cin- 
co, que se refiere al Instituto para la Vivienda de las 
Fuerzas Armadas. Como SS. SS. conocen, este es un pro- 
blema delicado, donde se plantea que el Instituto para 
la Vivienda de las Fuerzas Armadas podrá, en el año 
1993, enajenar, permutar, etcétera, y sigue diciendo; con 
el fin de volver a construir otras viviendas militares. 
Lo que no entendemos es por qué vende unas para ha- 
cer otras. En todo caso, queremos que s; respete una 
serie de derechos de los inquilinos, como puede ser el 
derecho preferente para adquirir la propiedad, y que 
esta adquisición lo sea a los precios máximos, siempre 
que estas viviendas tuvieran la consideración de pro- 
tección oficial. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Por el 
CDS, tiene la palabra El señor Zárate y Peraza de Ayala. 

El señor ZARATE Y PERAZA DE AYALA Mantene- 
mos nuestra enmienda, señora Presidenta. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Por el 
Grupo socialista, tiene la pa1ah-a el señor Pérez. 

El señor PEREZ GONZALEZ La brevedad de las en- 
miendas me facilita la tarea suficientemente. 

En relación con la enmienda 225 del Grupo Popular, 
tengo que decir que a nuestro Grupo nos parece acep- 
table la petición de cuentas al Gobierno, aunque quizá 
el plazo fijado, que es trimestral, puede introducir fac- 
tores de rigidez excesiva. En ese sentido buscaremos 
un acuerdo, mediante una transaccional en el Pleno, que 
pueda dar satisfacción a las dos partes. 

En cuanto a las enmiendas de Izquierda Unida, de- 
fendidas por el señor Martínez Blasco, la número 1.282 
solicita que se respeten los derechos de tanteo y retracto 
de los inquilinos y que en lo que se refiere al precio má- 
ximo en viviendas de protección oficial se esté a lo se- 
ñalado en al cédula de calificación definitiva. También 
me parece razonable esta solicitud y comparto su bue- 
na intención. A expensas de estudiar en profundidad 
las repercusiones jurídicas y económicas, les podré dar 
la respuesta en el Pleno con esta orientación favorable. 

Respecto a la otra enmienda, que es de supresión, 
creen que se produce una deslegalización. Les sugeri- 
ría que leyeran la enmienda del Grupo Socialista por- 
que, quizá, se produce una variación en el sentido del 
artículo. Nosotros en nuestra enmienda 1.414 propone- 
mos que se encabece el texto diciendo: «Transformar 
o suprimir organismos autónomos...», en el sentido que 
no sea sólo suprimir sino transformar. Creemos bas- 
tante pertinente la introducción de este artículo en el 
título por la operatividad y agilidad con la que se dota 
y porque en él se buscan objetos claramente económi- 
cos, como pueden ser ahorros en los gastos. Como S.  S. 
puede observar, en los otros dos artículos se trata de 
allegar recursos extraordinarios. Estamos plenamen- 

te en el campo operativo de los presupuestos y dentro 
de los objetos de ahorro de gastos e incremento de in- 
gresos. Por tanto, no vamos a considerar esta enmienda. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tiene 
la palabra el señor Núñez. . .  

El señor NUÑEZ PEREZ Con sumo agrado acepta- 
mos la oferta de enmienda transaccional que nos pro- 
pone el Grupo Parlamentario Socialista. Efectivamente, 
las diferencias en cuanto al plazo son adjetivas. Como 
lo sustantivo es lo importante y es lo que se acepta, no 
habrá ningún problema para llegar a un acuerdo. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tiene 
la palabra el señor Pérez. 

El señor PEREZ CONZALEZ Para agradecer el buen 
talante del señor Núñez y desear que esto no sea una 
excepción absoluta en todos los órdenes. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Entra- 
mos en el Título IX, que se va a discutir con la Sec- 
ción 60, Seguridad Social, si están de acuerdo todos los 
Grupos. 

Título IX y 
Secci6n 60 

Tiene la palabra la señora Villalobos. 

La señora VILLALOBOS TALERO Vamos a discutir 
el Título IX -y espero que sea el señor Cercas el que 
me conteste-. La alusión que hacía enel día de ayer 
a una diputada innombrada me da la sensación de que 
en el día de hoy el señor Cercas sí va a nombrarla. Por 
tanto, las alusiones a que hacía referencia en el día de 
ayer me huele que las vamos a contestar, por lo menos 
mínimamente; espero que en el Pleno nos podamos ver 
de nuevo. 

Las enmiendas que presenta el Grupo Popular al Tí- 
tulo IX y a la Sección 60 comprenden las números 239, 
la inclusión de una disposición adicional nueva sobre 
la financiación del sistema de la Seguridad Social, las 
227 y 238, sobre la base de cotización, la 226 y 475, so- 
bre los tipos de cotización, y la 481 a la totalidad de la 
Sección 60. 

La verdad es que -y ya el propio señor Cercas así 
lo dijo en el día de ayer- esta Diputada le iba a decir 
que íbamos a hablar del círculo cerrado de la Seguri- 
dad Social, cómo se había conseguido, y la tesis man- 
tenida por el propio Ministro de Trabajo en esta Cámara 
sobre que se había conseguido ya ese modelo cerrado 
de Seguridad Social. 

Después del parche que significó, en última instan- 
cia, la reforma de 1985, si analizamos los presupues- 
tos de la Seguridad Social y las medidas últimas 
tomadas por el Gobierno socialista llega uno al conven- 
cimiento de que el sistema de Seguridad Social Espa- 
ñol no está ni mínimamente cerrado. Así lo decía el 
propio Ministro de Trabajo, cuando, la reforma de 1985, 
en un importante informe elaborado por su Ministerio 
sobre evolución y tendencia de la Seguridad Social es- 

r. 
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pañola durante la crisis económica. En él se afirma que 
el esfuerzo reformador que debe realizarse es de tal 
magnitud que cuando más se demore más dramático 
será y más doloroso para las generaciones venideras. 

Comparto este criterio del señor Ministro de Traba- 
jo, no el actual, sino del señor Chaves, sobre la situa- 
ción de la Seguridad Social. La verdad es que las 
últimas medidas tomadas por el Grupo Socialista (la 
reforma del seguro de desempleo, la reforma que se ha 
producido en la incapacidad laboral transitoria) le con- 
vencen a uno cada vez más de que la situación finan- 
ciera de la Seguridad Social no es la más clara o la más 
segura, como el señor Cercas la denominaba en un mo- 
mento determinado en una comparecencia en el Pleno. 
Decía que uno de los ejes fundamentales de un siste- 
ma de Seguridad Social era la seguridad en el sistema, 
y yo creo que lo que está en entredicho en este momen- 
to es la seguridad en ese sistema de la Seguridad Social. 

Es por eso que nosotros en la enmienda 239 lo que 
pretendemos es la aceleración de un sistema diferente 
de financiación de la Seguridad Social, ya iniciado en 
cierta forma en los Últimos Presupuestos Generales, pe- 
ro que nosotros creemos que se debe acelerar funda- 
mentalmente para dar esa sensación, o cuando menos 
esa seguridad, de un equilibrio financiero de la Segu- 
ridad Social que sea duradero, basado principalmen- 
te, como sabe el señor Cercas, en la situación de la 
población española (envejecimiento de la población, ba- 
jas tasas de natalidad, situación de desempleo cada vez 
más creciente en nuestro país) que hace bastante inse- 
guro el sistema. Por eso en la adicional nosotros pro- 
ponemos que aquellas prestaciones que son de carácter 
universal (sistema sanitario, servicios sociales) sean fi- 
nanciadas por impuestos y queden únicamente las pres- 
taciones económicas de los niveles contributivos, el 
sistema cantributivo. 

Pedimos que el Gobierno en un plazo de cuatro años 
realice y elabore este calendario, de forma que sea gra- 
dualmente como se incorpore este sistema nuevo de fi- 
nanciación. En última instancia -insisto- significaría 
simplemente dejar muy claro algo que se ha iniciado, 
pero que no termina de verse todavía en el futuro del 
sistema de la Seguridad Social.' 

Por lo que se refiere a las enmiendas al Título IX, 
se produce por primera vez un incremento importan- 
tísimo en las cuotas de la Seguridad Social y lo que se 
ha llamado el destope de las,bases. Me consta -y es- 
pero que el señor Cercas no utilice ese argumento- que 
la propia Ley de la Seguridad Social indica cómo de- 
ben acercarse las bases de cotización al salario real, 
pero desde nuestro punto de vista no es el momento 
más adecuado para poner en marcha este sistema, fun- 
damentalmente porque significa un incremento de los 
costes laborales en.un momento donde el propio Go- 
bierno reconoce que se va a destruir empleo el próxi- 
mo año, en torno a 260.000. Como siempre, los datos 
del Ministerio de Economía son erróneos. A mitad de 
año los rectificarán y los situarán en 300.000, y cual- 
quieragabe en la situación en la que quedaremos. En- 

4.  

tiendo que el proceso de destope de las bases debe 
hacerse de forma gradual para que el sistema produc- 
tivo español pueda adecuarse a ese nuevo sistema de 
bases, teniendo en cuenta, además, que la Ley de la Se- 
guridad Social no es precisamente de anteayer, ya que 
lleva bastantes años vigente en nuestro país. Al mismo 
tiempo ésta sería una enmienda alternativa. 

Las demás enmiendas son coincidentes con las del 
Grupo Catalán sobre las mismas cuestiones; es decir, 
que las bases crezcan en función de lo que ha aumen- 
tado en el año 1992, pero en ningún caso que fuera una 
aceleración tan progresiva como ha propuesto el Go- 
bierno socialista en el Título IX. 

Creemos, y es la base fundamental de nuestro plan- 
teamiento, que la gran divergencia que nos sigue se- 
parando de Europa, al margen de la protección social, 
es el nivel de paro y la baja tasa de actividad de nues- 
tro país. Por lo tanto, en 1993, un año de situación eco- 
nómica muy dura, con destrucción de empleo, 
cualquier medida que tienda a una menor incentiva- 
ción del empleo no es buena. Por eso planteamos unas 
modificaciones que podrían ser aceptadas por el Gru- 
po mayoritario: adecuar estas bases de cotización a lo 
que obliga de hecho la Ley de la Seguridad Social de 
una forma gradualy no de una forma tan drástica co- 
mo la que plantea el Grupo Socialista. 

Respecto a la enmienda de totalidad de la Sección, 
ya lo dijo mi compañero Manuel Núñez. Nos parece 
adecuado el incremento de pensiones, es el cumpli- 
miento de un acuerdo. A mí me gustaría que el Grupo 
y el Gobierno socialista cumplieran todos los acuerdos, 
como ha cumplido el de los sindicatos. Quiero recor- 
darle que firmó uno con la CEOE de estabilidad finan- 
ciera para todo el período de legislatura de 1989 a 1994. 
Ya lo incumplió el año pasado y vuelve a incumplirlo 
éste. 

Las pensiones, efectivamente, crecen un 6,4 por cien- 
to. Me congratulo con el señor Cercas, pero creo que 
hay otras cuestiones en los presupuestos de la Seguri- 
dad Social que ya son más discutibles, cual es la situa- 
ción de la incapacidad laboral transitoria. El Secretario 
General de la Seguridad Social, en las comparecencias 
de presupuestos en esta misma Comisión, no tenía muy " 

claro cuál iba a ser el coste total de la incapacidad la- 
boral transitoria para los empresarios, como tampoco 
sabía exactamente cuál iba ser el costo de la incapaci-' 
dad laboral transitoria para la propia Seguridad So- 
cial. La inefic5cia en la gestión de la incapacidad 
laboral transitoria nos lleva a la Conclusión de que los 
datos y aportaciones financieras de los presupuestos 
de la Sección 60 no son los más pecuados, puesto que 
están hechos a boleo. El Secretario General de la Se- 
guridad Social así lo reconoció. 

Las ayudas familiares siguen siendo excesivamente 
bajas. En comparación con el resto de la Comunidad 
son las más bajas. Los presupuestos de la seguridad. 
Social podrían tener otra forma diferente de plantea- 
miento. Por lo tanto, nuestra enmienda a la Sección 60 
es a la totalidad. 
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Lo que me gustaría del señor Cercas es que, en vez 
de meterse en una discusión ideológica sobre lo bien 
que lo han hecho los socialistas en prestaciones socia- 
les y lo mal que lo hacemos los demás, me contestara 
en concreto qué le parece la posibilidad de adecuar los 
incrementos de cuotas y de bases de una forma mucho 
más moderada ... (Rumores.) 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Seño- 
rías, por favor, esta tarde está subiendo el tono y no 
vamos a poder seguir. 

La señora VILLALOBOS TALERO Señora Presiden- 
ta, es que después de comer el ganado está un poco re- 
vuelto. (Rumores en los bancos del Grupo 
Socialista.-La señora Pleguezuelos Aguilar: Ganado 
lo serás tú.-El señor García Ronda pronuncia pala- 
bras que no se perciben.) 

Espero del señor Cercas que entienda que en la si- 
tuación actual de la Seguridad Social no puede ser la 
solución a los problemas del sistema financiero incre- 
mentar las cuotas a los empresarios, incrementar las 
cuotas a los trabajadores porque, al final, lo comido 
por lo servido. Es decir, incrementar las cuotas a tra- 
bajadores y empresarios lo único que significa al final 
es una mayor destrucción de empleo. Porque debe 
reconocerme el señor Cercas, o el representante del 
Grupo Socialista, que lo que va a significar, inevitable- 
mente, es un incremento de los costes laborales, y no 
parece que esa sea una medida incentivadora del 
empleo. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Por el 
Grupo Catalán, el señor Hinojosa tiene la palabra. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA: Mi Grupo tiene a es- 
te Título IX tres enmiendas, a los artículos 87 y 98, que 
defenderé brevemente. 

La pretensión que nos lleva a presentar estas tres en- 
miendas en la generalidad es eliminar los incrementos 
de los costes laborales unitarios, vía cotizaciones so- 
ciales, para lo cual querríamos que se modificase el pre- 
supuesto en los tres siguientes aspectos. 

En la enmienda número 1107 se pide el incremento 
de 0,15 puntos de la tarifa de las cotizaciones sociales. 
La 1106 solicita reintroducir las bases máximas de co- 
tización por categorías laborales, que, al haberse supri- 
mido en el Proyecto de Ley, comportará un incremento 
sustancial de las cotizaciones de la Seguridad Social. 
Finalmente, la 1108 pretende estimular la contratación 
de los trabajadores jóvenes mediante la reimplantación 
de la reducción del 50 por ciento de las cotizaciones de 
la Seguridad Social para los contratos en prácticas y 
para la formación. Recuerden SS. SS. que esto se eli- 
minó, creo que indebidamente, y si modificásemos los 
presupuestos con esta enmienda ayudaríamos a la con- 
tratación de este colectivo tan importante, tanto cuali- 

tativa como cuantitativamente, de los jóvenes que están 
a la espera de su primer empleo. 

La enmienda a la Sección 60 se defiende por sí mis- 
ma en este trámite. 

La señora VICEPRESIDENTE (García Bloise): El se- 
ñor Peralta tiene la palabra. 

El señor PERALTA ORTEGA: Señora Presidenta, se- 
ñorías, la discusión que hemos acordado realizar con- 
juntamente tanto del Título IX como de la sección 60 
nos permite, efectivamente, una visión completa de la 
temática relativa a la Seguridad Social. Posiblemente, 
esta contemplación sea más rigurosa aún si, de cara al 
trámite del Pleno, logramos incluir en este apartado de- 
terminadas enmiendas puntuales que hacen referencia 
al tema de la Seguridad Social y que se contienen en 
distintos apartados de las posiciones de los Grupos. Esa 
es la voluntad de nuestro Grupo y así la sometemos a 
la consideración, de cara a dicho Pleno, de los restantes. 

Entendemos, señorías -y es la opinión de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya-, que la Seguridad So- 
cial, tanto en su vertiente de sección/60 como en su ver- 
tiente de financiación, es, sin lugar a dudas, el aspecto 
y la cara presentable del proyecto de ley de los Presu- 
puestos Generales del Estado para 1993. Hemos de re- 
conocer que en un contexto de crisis económica, como 
la que en estos momentos atraviesa nuestro país -y es 
verdad que es una circunstancia objetiva, pero también 
es cierto que hay responsabilidades en cuanto a esta 
situación-, supone un esfuerzo, que hemos de recono- 
cer, que se garantice al conjunto de pensionistas la re- 
valorización de sus pensiones de acuerdo con el IPC. 
Esto supone por parte del Gobierpo dar cumplimiento 
al acuerdo que en su día alcanzó con las centrales sin- 
dicales y nos parece oportuno que este aspecto haya si- 
do respetado. Otras cuestiones, como conocen SS. SS., 
no han sido respetadas y en este sentido se pone más 
de manifiesto y destaca la importancia de dichos acuer- 
dos en relación con este tema. Es verdad que el cum- 
plimiento de esos acuerdos ha llevado al Gobierno a que 
incumpliera otros acuerdos, como el que en su día al- 
canzó con la representación empresarial, de cara a la 
denominada neutralidad de las cotizaciones sociales. 
Nosotros, sin perjuicio de la importancia política de ese 
incumplimiento, consideramos que la actuación del Go- 
bierno viene motivada y justificada por la situación con- 
creta de empeoramiento de la economía, que no era 
prtvisible cuando se firmó aquel acuerdo. 

Es verdad, insistimos, que se ha hecho un esfuerzo 
importante por conseguir garantizar la conservación 
del poder adquisitivo de las pensiones, pero no es me- 
nos cierto que en este proyecto de presupuestos para 
el año 1993 se contienen deficiencias que afectan, en 
nuestra opinión, al sistema de la Seguridad Social y ten- 
dremos que garantizar su corrección en futuros ejerci- 
cios. Si es verdad que la temática relativa a pensiones 
es objeto de una contemplación, en nuestra opinión, su- 
ficiente, habida cuenta de las circunstancias que se atra- 
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viesan, no es menos cierto que esa garantía de poder 
adquisitivo no alcanza la totalidad de las prestaciones 
de la Seguridad Social, y que toda una serie de aspec- 
tos distintos de lo que son prestaciones económicas de 
la Seguridad Social, bien sean prestaciones periódicas, 
las pensiones, como prestaciones únicas -basta pen- 
sar en los temas relativos a inversiones, modernización 
de los aparatos administrativos de la Seguridad-, son 
objeto de una contemplación que nos preocupa en la 
medida en que pueda afectar al conjunto del funciona- 
miento del sistema. 

Por esto, señorías, brevemente, en este trámite anun- 
ciamos que reconocemos el esfuerzo que se ha hecho 
en una parte muy importante de la Seguridad Social, 
cual son las pensiones; desearíamos que ese esfuerzo 
se trasladara a otro tipo de prestaciones, y desearíamos 
también que otros aspectos distintos de las prestacio- 
nes económicas de la Seguridad Social recibieran un 
tratamiento que garantizara que no se vea afectado ni 
perjudicado el sistema público de la Seguridad Social, 
que en nuestra opinión es un pilar fundamental del es- 
tado de bienestar. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Por el 
Grupo del CDS, tiene la palabra el señor De Zárate. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: En nom- 
bre de nuestro Grupo, aparte de defender y mantener 
las enmiendas que hemos presentado al título IX y a 
la sección 60, también quiero defender una enmienda 
particular mía, la 1033, que se refiere a unas inversio- 
nes que considero preciso llevar a cabo en el centro del 
Insalud en Santa Cruz de Tenerife, el hospital Virgen 
de la Candelaria. Este lleva un proceso muy alterado 
-por llamarlo de alguna manera- en la ejecución de 
un plan directorio de obras que se aprobó el año 1987, 
que se encuentra todavía en fase previa -fase cero- 
y muy necesitado de un aporte económico que pueda 
acelerar el proceso de ejecución de las obras y proce- 
der cuanto antes a la habilitación de la nueva residen- 
cia general, que consideramos, repito, muy urgente y 
necesaria. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Señor 
Vallejo, ¿quiere usted intervenir en el debate del título 
IX, artículo noventa y siete y sección 60, Seguridad So- 
cial, al que tiene presentada una enmienda? 

El señor VALLEJO DE OLEJUA: Sí, señora Pre- 
sidenta. 

La enmienda que tenemos planteada al artículo no- 
venta y siete, dos, es la que figura con el número 859 
y es de modificación. En ella proponemos que donde 
dice ala cuantía de las bases máximas para las distin- 
tas categorías profesionales y grupos de cotización se- 
rá, a partir del 1 de enero de 1993, de 342.000 pesetas 
mensuales. », debe figurar, tal como señalamos en nues- 
tra enmienda -que está publicada y les hago gracia de 
volver a repetir todo ello-, el cuadro que planteamos. 

Entendemos que las modificaciones de los topes de co- 
tización del artículo noventa y siete, junto con el aumen- 
to de las bases máximas contenidas en el proyecto de 
ley de Presupuestos Generales del Estado para 1993, su- 
pone una alteración en el sentido de aumento de los cos- 
tes de personal o laborales en todo empleador que tenga 
personal acogido al régimen de la Seguridad Social, sec- 
tor privado y sector público, toda vez que el efecto pro- 
ducido es el siguiente: de hecho, el cambio contemplado 
en el proyecto de ley de presupuestos supone que sólo 
los funcionarios o trabajadores de niveles salariales al- 
tos son los que cotizarían por el sistema de tope. A nues- 
tro entender, esto equivale a decir que el personal con 
nivel retributivo inferior al citado, que es la mayoría 
del personal afectado, cotizaría por una base compren- 
siva del importe total de sus retribuciones, con el con- 
siguiente espectacular aumento de la cuantía que en 
concepto de liquidaciones mensuales debería abonar- 
se por los sectores privado y público de la economía. 
Ha de tenerse en cuenta que, además, desde el verano 
pasado ha de correr todo empleado con la carga de sa- 
tisfacer una parte de las prestaciones de la ILT para los 
casos de enfermedad común y de accidente laboral. 

Entendemos que todo ello configura un esquema de 
incremento en los costes de personal que afecta grave- 
mente a la consecución del imperioso nivel de com- 
petitividad en las empresas y también la deseada con- 
tención en el capítulo I por lo que se refiere a las admi- 
nistraciones públicas. 

En definitiva, en la situación económica presente en- 
tendemos que la aplicación de lo previsto en el proyec- 
to de ley no produce otra cosa que efectos perniciosos 
sobre el sector privado y el público. 

Por ello se pide esta sustitución, tal como e indicado 
al principio. Por lo tanto, solicitamos al Grupo mayori- 
tario que lo tenga en cuenta, porque entendemos que 
es justo y es de ley hacerlo de esa manera. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tiene 
la palabra el señor Oliver. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA Unión Valenciana 
presenta dos enmiendas, una al Título IX y otra a la sec- 
ción 60, las números 48 y 49. 

La primera hace referencia al artículo noventa y sie- 
te, tres, punto 4, sobre cotización al régimen especial 
agrario. En este apartado se fija que en la cotización 
por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales 
se estará a lo establecido en el Real Decreto 2930/1979, 
de 29 de diciembre. Quedarán exentos del sistema de 
primas mínimas, previsto en la norma duodécima del 
anexo 11 del citado Real Decreto, los titulares de explo- 
taciones agrarias que, en 31 de diciembre de 1989, tu- 
vieran una base imponible por Contribución Territorial 
Rústica y Pecuaria inferior a 50.000 pesetas anuales. 
cc Y añade: “No obstante, continuará vigente el régimen 
existente en las provincias de Murcia, Alicante, Valen- 
cia y Castellón”». 
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Esta enmienda pide la supresión de este párrafo por 
entender que resulta discriminatorio para los agricul- 
tores de estas cuatro provincias. Es una enmienda que 
se ha repetido otros años y, por tanto, creo que es inne- 
cesario seguir defendiéndola. 

Finalmente, la enmienda número 49 tiene un carác- 
ter absolutamente general. 

Por las razones que repetidamente sq han dado por 
el Grupo mayoritario, las pensiones med'ias en algunas 
comunidades son más bajas que en otras. Se debe a las 
cotizaciones que en su día se hicieron. Pero si en algo 
se está consiguiendo un equilibrio territorial es en los 
precios. Por tanto, a los jubilados les resilta la vida mu- 
cho más cara en algunas comunidades) mientras que 
las pensiones son más bajas que en otra$, pues hoy hay 
un cierto nivel de precios, pero no de cotizaciones. 

Por consiguiente, entendemos que hay una función 
social a realizar por el Gobierno de la forma más ade- 
cuada posible. Este es el motivo de nuestra enmienda, 
que tiene un carácter absolutamente general. Preten- 
de recalcar esta realidad social que se está producien- 
do en algunas de las comunidades'autónomas de 
nuestro país. 

La señora VICEPRESIDENTA (García' Bloise):,Tiene 
la palabra el señor Cercas. 

El señor CERCAS ALONSO: Iniciaré el turno dekon- 
testación desglosando, por una parte, algunas enmien- 
das, como la 1033, que ha defendído el sefior De Zárate, 
o estas dos últimas que acaba deidefender el señor Oli- 
ver, porque creo que nos separanhn tantQ de lo que va 
a ser el núcleo del debate del propio Título y de la sec- 
ción 60. 

Por una parte, el señor De Zárate nos plantea un pro- 
blema local de carácter sanitario que será respondido 
por mi compañero cuando lleguemos a la sección 26 
o al Instituto Nacional de la Salud. 

En cuanto a las del señor Oliver, la verdad es que creo 
que tienen difícil encaje. El ya ha cumplido diciendo 
que pone encima de la mesa una preocupación regio- 
nal sobre cuestiones que difícilmente podrían tener en- 
caje en el cifrado del presupuesto. 

Por lo demás, yo creo que en el debate que nos ocu- 
pa esta tarde, si hubiera que hacer una agrupación de 
las preocupaciones que han mantenido los distintos 
Grupos, teníamos que poner, sin ningún género de du- 
das, en un lugar señero la preocupación que han moti- 
vado las modificaciones que contiene el proyecto de 
presupuestos respecto del tratamiento de las cotizacio- 
nes sociales durante el ejercicio de 1993. 

indudablemente, como ya conocen sus señorías, el 
presupuesto-resumen de la Seguridad Social incorpo- 
ra una serie de créditos provenientes de una subida 
equivalente a 0,s puntos en el Régimen General, algún 
reto menor en el Régimen Especial de Autónomos y 
Agrario, y también otra medida que ha sido enmenda- 
da por diversos interlocutores y diversos grupos par- 
lamentarios es el avance hasta situar un único tope 

máximo de cotización, rompiendo lo que eran en este 
momento los grupos de cotización a efectos de bases 
máximas, aunque, como muy bien ha recordado algu- 
no de los intervinientes, con esto el Gobierno no ha he- 
rho otra cosa que cumplir estrictamente las previsiones 
que están siendo preteridas desde la aprobación del tex- 
to refundido de la Segyridad Social que dista nada más 
y nada menos que del año 1974. 
Lo cierto es que se han ido haciendo avances a lo lar- 

go de estos años, pero continúa aún pendiente ese de- 
siderátum de que la cotización se realice sobre el 
salario real de los trabajadores. Por tanto, aún pervive, 
y con la norma que inkorpora este año el presupuesto 
se.trata de evitar ese pequeño resto del antiguo régi- 
men de la Seguridad Social, en virtud del cual los tra- 
bajadores que tenían unos sueldos más elevados,. a 
partir de una determinada configuración profesional, 
no cotizaban por ellos. 

De modo que aquí tenemos uno de los elementos de 
debate profundo y en el que han coincidido práctica- 
mente todos los grupos parlamentario. Si el Grupo que 
sostiene al Gobierno dijera también en este momento 
que comparte las preocupaciones, estaría diciendo una 
realidad que me interesa dejarla patente. También nos 
resulta evidentemente poco grato el tener que subir me- 
dio punto la cotización a la Seguridad Social. Quizá me- 
rece otra consideración el tema de los topes, pero, en 
cualquier caso, con carácter general, como decía el se- 
ñor Vallejo y otros intervinientes, no nos parece que sea 
muy oportuno si no fuera necesario - é s t e  es el fondo 
de la cuestión- el que se produjeran esas subidas en 
la cotización. 

Pero interesa en el contexto general del mantenimien- 
to del equilibrio financiero de nuestro sistema de Se- 
guridad Social ser muy conscientes (yo creo que a todos 
los legisladores, no solamente a quien apoya al Gobier- 
no, sino también a quienes, en sus palabras al menos, 
están defendiendo el equilibrio del sistema de la Segu- 
ridad Social) y conocer que, evidentemente, en una si- 
tuación como la actual, con un ejercicio presupuestario 
en el que no es previsible un incremento del número 
de cotizantes, en el que precisamente también, por la 
crisis coyuntural que sufre la economía española, el sis- 
tema va a tener necesidad de subvenir a nilis neclesida- 
des sociales, resulta ineludible el tomar las medidas 
coyunturales, como ésta que se torna en los Presupues- 
tos, de subir medio punto la cotización. 

Para valorar justamente esta medida hay que decir 
que, en todo caso, la situación que soportan nuestras 
empresas se ha visto considerablemente aligerada en 
sus cargas sociales a lo largo de los años en que el Par- 
tido Socialista ha tenido las responsabilidades del GO- 
bierno del Estado, Así, por ejemplo, las cotizaciones 
sociales, que las kecibimos en el año 1982, con uiia par- 
ticipación sobre el presupuesto de ingresos de la Se- 
guridad Social, que era el 82,2 por ciento, en el año 1993, 
incluida esta subida de medio punto, serán sólo del 68 
por ciento; es decir que hemos bajado 14 puntos por- 
centuales en el esfuerzo que realizan empresarios y tra- 
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bajadores para soportar con sus cuotas el conjunto de 
obligaciones y el conjunto de beneficios sociales que 
aporta la Seguridad Social. Lógicamente ha habido que 
producir en paralelo un incremento de la misma cuan- 
tía en lo que han sido las aportaciones del Estado, que 
efectivamente en 1982 eran muy escasas -del 15 por 
ciento- y que en el próximo ejercicio serán superio- 
res al 30 por ciento, en cifras, por otra parte, que ya su- 
peran ampliamente los dos billones de pesetas. 

En resumidas cuentas, quisiera decirles que, aun en- 
tendiendo perfectamente los argumentos y aun dicién- 
doles que no nos causa ninguna especial satisfacción 
el que se tenga que producir esta subida de medio pun- 
to, ella está absolutamente aconsejada por la coyuntu- 
ra en la que vive la economía del país, por la coyuntura 
que vive nuestro sistema de Seguridad Social y porque 
nos parece que es lo menos que se puede hacer, si que- 
remos continuar una senda de racionalidad, el traer un 
presupuesto de la Seguridad Social equilibrado y que 
ello exige en momentos coyunturales como el actual un 
mayor sacrificio por parte de trabajadores y empresa- 
rios, un sacrificio que no es tampoco excesivo y que, 
puesto en orden o en razón con lo que ha sido la evolu- 
ción de las cotizaciones sociales en estos diez últimos 
años, significa desandar una parte de un camino mu- 
cho más amplio que hemos atravesado de rebaja de lo 
que son las cotizaciones sociales. 

Poco más puedo decir respecto a esta preocupación 
que, como digo, sería perfectamente congruente con lo 
que son las preocupaciones de nuestro grupo parla- 
mentario. 

En el tema de las prestaciones, por el contrario, ob- 
servo, y con satisfacción, que hay un consenso bastan- 
te amplio en los grupos de considerar el esfuerzo que 
se hace en el presupuesto porque, efectivamente, a pe- 
sar de ese escenaro de rigor, el presupuesto no incor- 
pora ningún recorte en lo que es el núcleo básico de 
las prestaciones del sistema. Sí hay rigor, y me ha ex- 
trañado que el representante de la coalición Izquierda 
Unida lo haya puesto como un demérito, en lo que son 
gastos de los Capítulos Uno y Dos porque nos parece 
que también el sistema de la Seguridad Social debe 
coadyuvar al esfuerzo que está haciendo el conjunto de 
los entes y entidades que conforman el presupuesto 
conjunto del Estado, sus organismos autónomos y tam- 
bién la Seguridad Social. 

Ciertamente, por tanto, solamente quedaría por con- 
testar, y lo haré muy brevemente, porque también ha 
sido muy breve la señora Villalobos, algunas afirma- 
ciones que ha hecho y sin merma de lo que podamos 
debatir en el Pleno, sí me interesaba, por lo menos en 
este trámite, dejar constancia de las diferencias que 
existen entre el Grupo parlamentario Socialista y el 
Grupo parlamentario Popular. Aprobecharé para recu- 
perar un pequeño debate que tuvimos ayer con el se- 
ñor Núñez para dejar las cosas también claramente 
fundamentadas. 

La señora Villalobos ha hecho, como siempre, una 
profesión de fe llena de literatura, de adjetivos, pero, 

lamentablemente, cuando ha tenido que bajar a la arit- 
mética y a las matemáticas, no nos ha dado ninguna so- 
lución y se ha lamentado, jcómo no!, y ha demandado 
que se elimen las prescripciones que hay de incremen- 
to de la cotización por la vía del incremento del tipo, 
del destope, pero, al mismo tiempo no ha hecho lo que 
a mí me parece que sería inevitable, que es acompañar 
su demanda con la oferta de los instrumentos que co- 
rregirían el decreto de ingresos de la Seguridad Social. 

Me parece que la señora Villalobos sabe perfectamen- 
te, como cualquiera. que sepamos sumar y restar, que 
si restamos en ese capítulo tendremos que sumar en 
el capítulo de transferencias corrientes. 

Me parece muy bien que el Grupo parlamentario Po- 
pular pida menos cotizaciones sociales, pero, inevita- 
blemente, tendrá que decir a continuación que quiere 
más impuestos, que quiere más transferencias del Es- 
tado, Esa parte del silogismo la ha olvidado; me ima- 
gino que será un transtorno transitorio y que inmedia- 
tamente en la réplica nos dirá que, efectivamente, si 
ellos piden menos cotizaciones sociales inevitablemente 
deben demandar más transferencias del Estado y más 
impuestos. 

Por cierto, en cuanto a la transformación de la finan- 
ciación que demandan en su disposición adicional, la 
única diferencia es que nosotros llevamos ya diez años 
haciéndolo; es la primera vez que lo dicen; nosotros lle- 
vamos diez años haciéndolo y situando más claramen- 
te en un financiación fiscal lo que son las prestaciones 
no contributivas -he dado cifras anteriormente-. Es- 
tamos situando, tanto en el capítulo de pensiones, co- 
mo de desempleo, como de todas y cada una de las 
prestaciones del sistema en el ámbito de la responsa- 
bilidad estatal, lo que es el marco de las prestaciones 
no contributivas y adecuando cada vez más estricta- 
mente la financiación de las contributivas con lo que 
son las responsabilidades de trabajadores y empre- 
s a r i o s. 

Me faltaría solamente, y en un par de minutos seño- 
ra Presidenta prometo que lo haré, eliminar yo creo que 
una cierta sombra de duda que ha dejado la señora Vi- 
Ilalobos. Si no lo es en su intención, por lo menos ha 
podido serlo en sus palabras. Es la duda, que también 
manifestó el año pasado -esa era la referencia que yo 
di en mi anterior debate con el señor Núñez-, sobre 
la estabilidad del sistema de la Seguridad Social. La 
duda era el año pasado incluso más mordiente en sus 
observaciones, que se transmite después «urbi et orbe», 
de que la futura generación de pensionistas pueda se- 
guir cobrando si continúa el incremento del número de 
beneficios de la pensión media, mínima, etcétera. 

El año pasado la señora Villalobos nos decía cosas 
tremendas en el debate en el Pleno y espero que este 
año no lo diga. Esta tarde nos ha obsequiado con una 
primicia poniéndonos también el interrogante de si 
efectivamente este sistema es equilibrado o no. Le da- 
ría a la señora Villalobos algunos datos que podremos 
discutir más tranquilamente y le diría que, en primer 
lugar, sería bastante congruente el separar lo que son 
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las prestaciones del sistema de la Seguridad Social. Ella 
ya lo ha afirmado. Hay prestaciones contributivas y no 
contributivas que merecerían debates distintos. Dentro, 
incluso, de las prestaciones contributivas, creo que tam- 
bién debería ser objeto de un planteamiento singular, 
mucho más concreto. 

La señora Villalobos está hablando del desempleo, de 
la asistencia sanitaria, de las pensiones; yo me referiré 
al tema de pensiones, porque más que convencer a la 
señora Villalobos lo que me gustaría es que, si mis pa- 
labras pudiesen transpasar estos muros, llegasen a los 
oídos de los ciudadanos para que tuvieran la tranqui- 
lidad absoluta de que, al menos mientras haya un Go- 
bierno socialista, sus pensiones van a estar claramente 
aseguradas. No son palabras; son diez años de experien- 
cia de gobierno. A lo largo de estos diez años de expe- 
riencia de gobierno, no siempre en circunstancias de 
bonanza, sino con ejercicios complicados, como fueron 
los años 1984 y 1985, como ha sido el año 1992, como 
va a ser el año 1993, en temas de mercado de trabajo, 
es decir, en circunstancias verdaderamente complica- 
das, nosotros hemos sabido mantener un equilibrio per- 
fecto entre lo que son las obligaciones dimanantes de 
la actualización de las pensiones, del reconocimiento 
de nuevos pensionistas, con lo que es la financiación 
del sistema. A lo largo de estos diez años, incluso, se 
ha mejorado la relación activos-pasivos del sistema. El 
año 1993 tendremos 2,21 activo por cada pasivo, situa- 
ción que es mucho mejor de lo que teníamos al princi- 
pio de la década, no mucho mejor en términos 
realmente marivillosos, pero al menos se ha manteni- 
do perfectamente. 

En el Presupuesto de 1993, por si cabe alguna duda, 
el gasto global de pensiones crece en una cantidad ver- 
daderamente importante: 487.000 millones de pesetas; 
pero crecen las pensiones por debajo de lo que crece 
el capítulo de cotizaciones, que crece 595.000 millones 
de pesetas. No seguiré dando más datos, pero tengo aquí 
un estudio mucho más desagregado que pone en evi- 
dencia que no hay necesidad de atemorizar a la pobla- 
ción ni atemorizarnos unos a otros con esta especie de 
profecías catastróficas que suelen hacer los Diputados 
del Grupo Popular. 

Por tanto, una vez que se solucionó el año 1985 con 
una medida que fue valiente y dura, y no un parche, co- 
mo acaba de decir la señora Villalobos, sino la terapia 
que necesitaba nuestro sistema de pensiones, desde 
nuestro punto de vista tenemos un sistema de pensio- 
nes perfectamente equilibrado. Nosotros pensamos que 
tiene perfectamente clara la viabilidad, siempre, claro 
está, que continúen rigiendo los destinos del país per- 
sonas que sepan sumar, restar, multiplicar y dividir. 

La señora PRESIDENTA (García Bloise): Tiene la pa- 
labra la señora Villalobos. 

La señora VILLALOBOS TUERO: La verdad es que 
no sé si considerarme una mujer objeto, aleccionada 
sobre lo que es sumar, restar, multiplicar y dividir por 

un representante machista del Grupo de la mayoría, o 
realmente entender que el señor Cercas aprovecha cual- 
quier ocasión para largarnos el rollo electoralista. 

Señor Cercas, yo no creo que aqut estemos para de- 
mostrar que sabemos sumar, restar, multiplicar y divi- 
dir. Se supone que eso nos lo tenían que haber 
enseñado. No sé a qué colegio fue usted. Yo fui a uno 
muy normalito y lo aprendí. Si no, últimamente tene- 
mos las calculadoras que creo que sirven hasta mejor. 
Por lo tanto, sumar, restar, multiplicar y dividir sabe- 
mos todos. Por eso que sabemos todos sumar, imagino 
que podremos hablar en el Pleno de estas cuestiones. 

Me ha decepcionado que usted haga el mismo discur- 
so que hizo ayer y que hace habitualmente. Usted dice 
que yo he dejado una sensación de inseguridad. Por lo 
menos esa sensación de inseguridad a que usted se re- 
fiere que deja el Partido Popular o esta Diputada en su 
nombre se basa en la utilización de datos aportados por 
el propio sistema de la Seguridad Social, mientras que 
usted dice que, al menos en tanto gobierne el Gobier- 
no socialista, en este país se cobrarán pensiones. 

No sé si es usted un milagrero, un iluminado o un 
cínico. Prefiero pensar que es un hombre de buena vo- 
luntad, porque pensar que es un Gobierno el que rega- 
la las pensiones a los ciudadanos de este país es tener 
un sentido patrimonialista del Estado y creer que a us- 
ted le ha enviado Dios para solucionar los problemas. 
A usted parece que se le olvida que las pensiones que 
recibimos de este país las hemos paeado previamente 
todos. Los que cotizan a la Seguridad Social están pa- 
gando sus pensiones. Y en este caso no estamos hablan- 
do de las no contributivas, porque usted sabe que no 
están aquí incluidas. Por tanto, vamos a hablar de las 
pensiones contributivas del sistema de la Seguridad So- 
cial. Esas nos las estamos pagando todos los trabaja- 
dores para tener una pensión el día de mañana. Luego 
ni usted ni yo ni ningún Gobierno que pasara por este 
país tendría argumentos suficientes para dejar que los 
trabajadores de este país no reciban las pensiones que 
ellos se han generado a sí mismos. Por tanto, yo entien- 
do que es una discusión con bastante mala leche (Ru- 
mores.), perdón, con bastante mala intención por parte 
del representante socialista, pero creo que cala bastan- 
te poco. Además, es un sistema que yo comprendo per- 
fectamente que usted lo utilice en un mitín electoral 
o en una reunión de tercera edad, pero en un sitio tan 
importante y tan serio como éste, sinceramente, señor 
Cercas, dada su seriedad, sus conocimientos y su pa- 
sado en esta Cámara, creo que está fuera de lugar. Sin- 
ceramente lo siento y, por tanto, ese tema queda así. 

Usted habla del equilibrio económico-financiero de 
la Seguridad Social. A mí me preocupa ese equilibrio 
económico-financiero, creo que nos preocupa a todos, 
porque todos intentamos, efectivamente, que todo el 
mundo pueda recibir su pensión el día que se jubile, 
y de eso se trata. No se trata de pagar las pensiones 
en el año 1993, sino de que cuando usted y yo llegue- 
mos a tener 65 años podamos cobrar la pensión que nos 
corresponde. De eso es de lo que estamos hablando y 
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creo que las palabras tanto del Ministro de Trabajo co- 
mo del Secretario General de la Seguridad Social, no 
dentro de esta Cámara pero sí en foros públicos, así 
lo han manifestado. 

Las medidas que van ustedes tomando últimamente 
dan la sensación, y me preocupa, de que no existe tal 
equilibrio económico-financiero, porque cuando uste- 
des introducían en un Decreto-ley una modificación de 
las prestaciones de la Seguridad Social, en concreto en 
la incapacidad laboral transitoria -y el Ministro de 
Trabajo lo dijo claramente en esta Cámara-, se debía 
a que la Seguridad Social no podía hacer frente a las 
obligaciones financieras que había contraído consigo 
misma y con los ciudadanos. Luego si en el año 1992 
ustedes han tenido que producir esa reforma, en el año 
1985 ustedes tuvieron que producir otra reforma, a mí 
nadie me dice que el día menos pensado no tengan us- 
tedes que traer otra reforma a esta Cámara. Lo que yo 
espero es que para entonces ustedes no estén en el Go- 
bierno y no sea necesario llevar a cabo esa reforma, 
porque yo me la temo. No sirven solamente las buenas 
palabras que diga usted aquí, estamos hablando de la 
realidad. La necesidad de ese equilibrio económico- 
financiero es lo que nos hace pedir al Grupo Parlamen- 
tario Popular que se establezca un calendario para que 
se lleve a cabo esa definición clarísima de cuál es el 
sistema financiero, porque usted sabe, como yo, que 
los trabajadores de este país están cotizando a la Se- 
guridad Social, están pagando cuotas a la sanidad y, 
al mismo tiempo, están pagando vía impuestos la sa- 
nidad de este país, que quiero recordar que es univer- 
salizada. Luego parece que hay un doble castigo para 
los trabajadores por cuenta ajena y creo que eso ha- 
bría que reformarlo y dejarlo bastante claro. 

Usted habla de que se ha hecho un esfuerzo enorme 
en los recursos y en la participación de los recursos 
en las cotizaciones sociales. Dice que lo cogieron en el 
año 1982 con el 82,81 y que lo llevan ustedes en 1993 
al 68,05. Eso es cierto, pero esto no es un esfuerzo que 
hayan hecho ustedes solos, porque en el año 1977 es- 
tábamos en el 92. Luego ya se había conseguido una 
bajada de diez puntos en fecha anterior a la llegada del 
Partido Socialista. El problema, señor Cercas, es que 
desde el año 1991 al año 1993, ustedes producen un 
efecto a la inversa, es decir, que en el año 1991 estába- 
mos en el 66 y en el año 1993 nos vamos al 68, luego 
parece que la participañción de cotizaciones va en in- 
cremento. Tengo que decirle que cuando usted utiliza 
el recurso de las transferencias del Estado aquí hay una 
falacia, y usted lo sabe como yo. Ustedes consideran 
transferencias del Estado las transferencias que el Es- 
tado hace a la Seguridad Social por cuotas de los tra- 
bajadores desempleados, y usted sabe que eso son 
cuotas, eso no son transferencias; luego en una de las 
dos partes el tema está mal situado, y la verdad es que 
la participación del Estado en el sistema de la Seguri- 
dad Social sigue siendo del 23,84 por ciento. Por tan- 
to, sigue siendo excesivamente baja. Si entramos a la 
comparación con el resto de los países de la Comuni- 

dad -imagino que en el Pleno tendremos ocasión de 
hacerlo-, el tema se ve todavía más claro. Es eviden- 
te que sigue habiendo un desequilibrio importante y 
yo creo que sería bueno que usted hubiera admitido 
cuando menos la enmienda adicional e?n el sentido de 
que, en cuatro años, el Gobierno estableciera un calen- 
dario, porque yo creo que eso daría margen suficiente 
para garantizar ese equilibrio económico-financiero 
que a usted y a mí tanto nos preocupa. 

Respecto al destope, yo admito que usted diga que 
les ha producido un gran dolor tener que llevarlo a ca- 
bo. La Ley de la Seguridad Social, y usted lo ha reco- 
nocido, es del año 1974. Yo creo que de 1974 a aquí ha 
llovido bastante. Pienso que si ustedes, que llevan diez 
años gobernando y estaban tan preocupados por el 
cumplimiento de la Ley de la Seguridad Social, podían 
haber elegido años de incrementos de empleo. En un 
año donde la disminución de empleos, está reconoci- 
da por todos, va a se; mayor de lo previsto, no parece 
que sea una forma de incentivar el empleo y pienso que 
no es el momento más adecuado. Creo que es un cum- 
plimiento que tenemos que hacer; por eso yo le plan- 
teaba otra enmienda en la que se hiciera de forma 
gradual y no de forma tan drástica como ha planteado 
el Grupo Parlamentario Socialista, y usted mismo ha 
expuesto por qué: porque son necesarios mayores in- 
gresos. El equilibrio económico-financiero no parece 
que esté tan claro, señor Cercas, porque usted este año 
plantea el incremento de bases, el incremento de cuo- 
tas, incumpliendo acuerdos con una parte de los agen- 
tes sociales; usted introduce en ese Decreto-ley la 
transformación de la incapacidad laboral transitoria 
y usted, señor Cercas, es el que está creando incerti- 
dumbre sobre el sistema. 

Sobre cómo conseguir ese dinero, señor Cercas, sin- 
ceramente, el propio Secretario General de la Seguri- 
dad Social en su comparecencia aquí dio la clave. El 
habla de la incorporación al sistema de la Seguridad 
Social de la economía sumergida. Es un debate que he- 
mos mantenido en la Comisión de Política Social y Em- 
pleo desde hace cinco años y no consigo que ustedes 
la vuelvan a traer a esta Cámara; pero, si sigue existien- 
do la economía sumergida, y el señor Secretario Gene- 
ral de la Seguridad Social así me lo reconocía, y dijo 
claramente que este año se iba a dedicar un esfuerzo 
importante en el sistema de la Seguridad Social y en 
la propia Tesorería de la Seguridad Social, para la lu- 
cha contra la economía sumergida, si ese incremento 
de la lucha contra la economía sumergida es el que de- 
bería ser, dados los recursos que tiene en este momen- 
to la Seguridad Social, pienso que esos 140.000 
millones, que según dijo en esta misma Comisión el Se- 
cretario General de la Seguridad Social, significan ese 
incremento de cuotas y de cotizaciones, sería fácil con- 
seguirlo. Eso y una mejor gestión serían suficientes, 
pero si el señor Cercas quiere datos más claros, espe- 
ro que en el Pleno podamos seguir hablando del asunto. 

Señora Presidenta, quiero decir, simplemente, que 
las enmiendas correspondientes al Insalud se verán, co- 
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mo otros años -supongo-, con la Sección de Sanidad 
y las del Inserso, con la Sección del Ministerio de Asun- 
tos Sociales. 

La señora VZCEPRESIDENTA (García Bloise): El se- 
ñor Hinojosa tiene la palabra. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA: Señora Presidenta, 
muy brevemente, para manifestar nuestra inquietud 
respecto a las tres enmiendas presentadas y no atendi- 
das, por lo menos en este trámite, por el grupo mayori- 
tario de la Cámara. Nos parece que el año que se 
avecina será un año difícil para la creación de puestos 
de trabajo. Estas tres enmiendas iban en esa línea, en 
la línea de facilitar la posibilidad de contrataciones y 
la posibilidad de no castigar más a las empresas con 
el incremento del 0,5 por ciento de las tarifas de la co- 
tización a la Seguridad Social. 

No habiendo sido atendidas ahora, seguiremos insis- 
tiendo en el Pleno, para ver si hacemos sensible al Gru- 
po mayoritario y aprueba alguna de las tres enmiendas. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): El se- 
ñor Peralta tiene la palabra. 

El señor PERALTA ORTEGA: Señora Presidenta, se- 
ñorías, creo que no hemos asistido casualmente en el 
debate de esta Sección y de este Título a cierto ambiente 
de utilización electoral de los pensionistas de este país. 
Esto no es nuevo ni es propio de este Gobierno. Todos 
recordamos que en algún momento determinado en la 
historia de este país se subieron en un mismo ejercicio 
dos veces las pensiones, un año en el que, precisamen- 
te, había elecciones. 

Creo, señorías, que determinadas posiciones que se 
vienen sosteniendo por parte de la derecha de este país, 
permiten aparecer a parte del Gobierno como el que 
defiende el sistema de pensiones y hacer afirmaciones 
de que él es la garantía del sistema de pensiones. Des- 
de luego, las pensiones de este país se garantizan, fun- 
damentalmente, por la aportación de las cotizaciones 
sociales. 

No  es ajeno a la realidad que durante una buena parte 
de estos últimos años el Gobierno de este país ha re- 
cortado las prestaciones contributivas, ha creado o ha 
incrementado las prestaciones asistenciales y éstas se 
han financiado con aportaciones de los propios traba- 
jadores y empresarios. Caso palmario es el del desem- 
pleo, en el que, en un momento determinado, se 
modificó incluso la legislación, introducida en el año 
1984 y a cuyo tenor las prestaciones sociales de cuotas 
financiarían las contributivas y las asistenciales serían 
financiadas por el Estado. En el momento que empie- 
zan a crecer las prestaciones asistenciales, en los años 
1988 y 1989, se modifica aquella legislación y se per- 
mite la financiación indiscriminada que ha posibili- 
tado que las cotizaciones hayan financiado las presta- 
ciones asistenciales. 

Insisto, señorías, que el sistema de prestaciones y de 

pensiones se justifica y se financia fundamentalmente 
por ese sistema de aportaciones. Queda aparte el siste- 
ma de prestaciones asistenciales, que todos opinamos 
y deseamos sea realidad que sea financiado con apor- 
taciones del Estado; pero pienso que en estos momen- 
tos la dinámica y la dialéctica en nuestro país no es 
pura y simplemente mantener el sistema de pensiones, 
que al parecer es la posición que sustenta el Grupo So- 
cialista, sino que la realidad estadística del sistema de 
pensiones en nuestro país pone de manifiesto que ur- 
ge abordar su mejora. Esto no son afirmaciones exclu- 
sivamente nuestras; el propio Grupo Socialista, en su 
programa electoral, planteaba una serie de mejoras pa- 
ra llevar a cabo en esta legislatura y, a tenor de lo que 
dice el proyecto de ley de presupuestos de 1993, las mis- 
mas no se llevarán a cabo. Me refiero, por ejemplo, a 
una enmienda que presentamos nosotros recordando 
la creación de un complemento económico para pen- 
sionistas mayores de una determinada edad. Esta era 
una de las promesas o compromisos que se contenían 
en el programa electoral del Grupo Socialista y que hoy, 
cuando estamos discutiendo el proyecto de presupues- 
tos del año 1993, último año de esta legislatura, no apa- 
rece recogida. Yo estoy convencido de que el Grupo 
Socialista, en el trámite que nos falta para terminar la 
aprobación del proyecto de ley, llegará una enmienda 
transaccional con nosotros y permitirá que este tema 
finalmente aparezca recogido en el texto de la ley y se 
dé cumplimiento a esa promesa. 

De todas maneras, insisto, este es un ejemplo concreto 
que pone de manifiesto cómo el Grupo Socialista con- 
sideraba la necesidad de introducir mejoras. Nosotros, 
en nuestras enmiendas, estalecemos otros aspectos que 
nos parece necesitan esa mejora. Es verdad que son en- 
miendas parciales, pero no es menos cierto que ello sir- 
ve para poner de manifesto nuestro compromiso con 
la realidad y esa realidad nos muestra una crisis que 
hace difícil el cumplimiento en este momento de esa 
mejora total que desearíamos. Por tanto, creo que no 
conviene marcar unas posiciones poco realistas; con- 
viene que seamos conscientes de la realidad del sis- 
tema social que tenemos en nuestro país, de su impor- 
tante diferencia con la media comunitaria y, por tanto, 
lo que deberíamos hacer es aunar esfuerzos, no sólo pa- 
ra garantizar este sistema, sino para conseguir su me- 
joría, porque, sin lugar a dudas, esa mejoría callará 
aquellas voces que hoy critican su ineficacia. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tiene 
la palabra el señor Vallejo. 

El señor VALLEJO DE OLEJUA Poco tengo que aña- 
dir a lo planteado en la defensa de nuestra enmienda, 
simplemente señalar que es un tema importante a fin 
de atenuar los efectos que sobre los gastos de personal 
y en general la situación económica produciría el pre- 
cepto que aquí es enmendado. Es un debate que enten- 
demos tendrá que verse en el Pleno, porque tiene 
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importancia para poder mejo'rari el proyecto de presu- 
puestos presentado. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): El se- 

Tiene la palabra el señor Oliver. 
ñor De Zárate tiene la palabra. (Pausa.) 

El señor OLIVER CHIRIVELLA: Simplemente para 
comentar que el señor Cercas ha entendido perfecta- 
mente el sentido de nuestra enmienda número 49; sin 
embargo, en cuanto a la 48, que era muy concreta y al 
artículo noventa y siete, no me ha dado ninguna res- 
puesta. De todas maneras, como pensamos llevarla a 
Pleno, en todo caso ya habrá ocasión de hablar de ella. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): El se- 
ñor Cercas tiene la palabra. 

El señor CERCAS AMNSO: Desde luego, buena par- 
te de los argumentos ya han sido esgrimidos esta tar- 
de, y espero dar plena satisfacción a los Diputados que 
en el Pleno continúen la defensa de sus enmiendas. En 
este turno de réplica, que ya quiere ser forzosamente 
breve, quisiera referirme, a dos intervenciones. En pri- 
mer lugar a la intervención del señor Peralta, para des- 
hacer el entuerto que puede haber creado cierta 
distancia entre lo que es realidad y lo que son sus apre- 
ciaciones. He de decirle que poder presentar a la so- 
ciedad española unos presupuestos como los que 
estamos considerando, en unas magnitudes que ya cier- 
tamente tienen la trascendencia económica y financie- 
ra que está en la mente de todos, y que se pueda 
mantener en una situación de crisis económica como 
la que coyunturalmente vive el país no se debería des- 
pachar como algo que está dado por sí mismo. Debe- 
ría ponerse en valor en la medida que eso representa 
el final de un largo camino que ha permitido, en estos 
diez años, incrementar en más de 1.600.000 pensionis- 
tas los que cobran del presupuesto de la Seguridad So- 
cial; que ha permitido una subida tan impresionante 
en la cuantía de la pensión media, de los mínimos de 
pensión, etcétera. No hay una situación simplemente 
de pasividad del Grupo Parlamentario Socialista, sino 
que ha habido un largo esfuerzo de política económica 
y social congruentes y concomitantes ambas para po- 
der mejorar las condiciones de vida de nuestros con- 
ciudadanos. No hay ninguna quiebra en ese sentido 
porque este año sea un año electoral. Incluso en este 
año electoral estamos resistiendo algunas demandas 
que podrían ser atendidas perfectamente si tuviéramos 
ánimo electoralista. Es justamente lo contrario. En un 
año electoral estamos demostrando que sabemos ser 
responsables y estar a la altura de las circunstancias. 
Ha sido el trabajo de muchos años, en años que ha ha- 
bido elecciones, y en años que no las ha habido. 

Ahora, como el señor Peralta nos traía a colación ese 
final de legislatura y ese recordatorio de cumplimien- 
tos e incumplimientos, yo podría decirle que con la 
excepción -no de una de las excepciones-, con la ex- 

cepción de esa pequeña enmienda que S.  S .  propone, el 
programa electoral presentado al pueblo español el año 
1989 por el Partido Socialista, está cumplido d 100 por 
ciento. No solamente se han mejorado y se han actuali- 
zado las pensiones, sino que se ha 1egalizado:un trata- 
miento automático de las pensiones, cósa que estaba 
en nuestro pograma electoral. Se ha producido una me- 
jora evidente, todos los pensionistas tienen ya 14 pagas, 
éste era un compromiso nuestro que se ha cumplido a 
lo largo de la legislatura. También se han subido las 
pensiones mínimas hasta el equivalente del salario mí- 
nimo interprofesional neto para aquellas pensiones que 
eran familiares; en las pensiones de las viudas, el año 
pasado culminamos un período de adaptación y ya 
cobran igual que las pensiones de jubilación. Son infi- 
nidad de medidas. Por tanto, poco tiene que ver la rea- 
lidad con las palabras que ha dicho S .  S .  respecto a esa 
situación de pasividad o de simple dejar hacer, dejar 
pasar. 

Quiero decirle, y con esto conecto con algo que ha di- 
cho la señora Villalobos, que no creemos que las pen- 
siones las pague el Partido Socialista. Las paga la 
sociedad española; las pagan sus empresarios; las pa- 
gan sus trabajadores; pero el hecho de que haya empre- 
sario y trabajadores no empece para nada un juicio 
valorativo sobre el conjunto del sistema protector de 
la Seguridad Social. Hay muchos países que tienen em- 
presarios y trabajadores, pero no tienen un sistema de 
Seguridad Social que permita la redistribución de ren- 
ta, la seguridad en el ingreso y que permita la estabili- 
dad en el conjunto de la política social. Por tanto, no 
es el hecho fáctico de que existan, como personas, tra- 
bajadores, es que exista un mecanismo económico, un 
mecanismo de protección social, una legislación, unos 
instrumentos de gestión y todo eso, afortunadamente, 
creo que a nuestro paso por el Gobierno de la nación 
no sólo se ha puesto en valor, sino que se ha actualiza- 
do, se ha hecho más eficaz, más flexible. Esa pequeña 
satisfacción no nos la va a quitar el señor Peralta. 

Por último, señora Presidenta, quería hacer unas pe- 
queñas reflexiones con la señora Villalobos, aunque, 
ciertamente, tengo poca esperanza de que las entien- 
da. La señora Villalobos, año tras año, nos viene demos- 
trando que cada año entiende menos. Ciertamente cada 
año habla peor. Nos insulta más. Produce un debate aad 
hominem,, completamente obsesionada por cuestiones 
del sexo, por cuestiones personales, que yo no sé a cuen- 
to de qué vienen; pero, quitando la paja del grano, en 
el sentido riguroso de la palabra, me quiero quedar so- 
lamente con las dos o tres cuestiones que me parecen 
fundamentales. 

En primer lugar, pediría a la señora Villalobos que 
si quiere hacer un juicio catastrofista sobre el sistema 
español de Seguridad Social, al menos, eliminara de su 
juicio de catástrofe lo que es el sistema de pensiones, 
porque ella no distingue, y, al no distinguir, como lo con- 
funde y lo mezcla todo, lo mismo estamos hablando de 
las pensiones y de pronto habla de la ILT o del desem- 
pleo. Por cierto, cuando tratamos de arreglar la ILT nun- 
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ca tenemos su apoyo y parece que aunque es un tema 
que le preocupa muchísimo le preocupa verbalmente; 
porque realmente, cuando vienen medidas que corri- 
gen las desviaciones del gasto de la ILT se ve que mira 
para alguna calle del Barrio de Salamanca de Madrid 
y allí, como no gustan las medidas del Gobierno, tam- 
bién las critica. Lo mismo ocurre con el tema del de- 
sempleo. El debate que yo quería tener con ella esta 
tarde, no porque tenga excesivo placer en discutir con 
ella, sino para aclarar a los ciudadanos que no hay nin- 
gún peligro en el sistema de pensiones es que distinga 
y, por tanto, que no plantee desequilibrios. Podrá ha- 
ber desequilibrios en la financiación del Inem; podrá 
haber ciertos desequilibrios o ciertos desajustes en 
prestaciones sanitarias; podrá haber lo que quiera S. S., 
pero distíngalo, no meta usted (como introdujo el año 
pasado en el debate, como lo ha intentado introducir 
en Comisión y como espero que no lo introduzca en el 
Pleno) algún tipo de preocupación a los pensionistas 
españoles. La situación del sistema español de pensio- 
nes está equilibrada. Le he dicho antes una cifra; este 
año incluso con las cotizaciones sociales, que se recau- 
den 595.000 millones más, los pensionistas solamente 
necesitan 480.000; por tanto, hay 110.000 millones de 
las cotizaciones que van a sufragar los desfases que hay 
en ILT, que hay en el Inem, que hay en otras prestacio- 
nes, pero no en pensiones. 

La verdad es que en los diez años de Gobierno socia- 
lista (por supuesto que están los trabajadores, esos que 
decía S.  S., por supuesto que están esos empresarios) 
no han sido los mejores, ni mucho menos, podemos ha- 
ber tenido dos o tres ejercicios presupuestarios muy 
favorables, pero en 10 años ha sido muy difícil, porque 
ha habido que recuperar un gran desfase histórico en 
cuanto a pensiones mínimas, porque ha habido que ha- 
cer ajustes notables en nuestro sistema de Seguridad 
Social, porque teníamos un sistema de invalidez, por 
ejemplo, que crecía al 10 por ciento interanual, cuan- 
do llegamos, y ha habido que ajustarlo y en ese contex- 
to complicado se ha mantenido y sigue equilibrado el 
sistema público de pensiones de la Seguridad Social. 
De hecho, los crecimientos de las cotizaciones siempre 
han sido superiores a los crecimientos de las pensio- 
nes, computados los 10 años, para no perdernos ejerci- 
cio por ejercicio. 

Si usted ve en cada uno de los ejercicios cómo se ha 
movido la inflación, cómo se han movido las cotizacio- 
nes, los ingresos de la Seguridad Social siempre han 
sido equilibrados, siempre han sido seguros. El futu- 
ro, salvo que nos lo estropee una posibilidad de Gobier- 
no que no sea la que tenemos en este momento, nosotros 
sí tenemos la certeza de ofrecer a los españoles seguri- 
dad en el sistema de pensiones. Nos parece que en el 
futuro va a haber un incremento mucho menor en el 
sistema de pensiones de Seguridad Social. Tenemos ya 
unas tasas de crecimiento que son inferiores a las del 
principio de la década; tenemos razonablemente cubier- 
to el desfase de protección social que teníamos en Eum 
pa, hemos bajado y en este momento estamos a 3 5  

puntos nada más de desviación con Europa; es decir, 
tenemos que hacer menos esfuerzo del que hemos rea- 
lizado en la década anterior; tenemos un sistema de mí- 
nimos que ya no va a necesitar aportes adicionales. 

En consecuencia, señora Villalobos, nosotros sí cree- 
mos en este sistema público de pensiones de la Seguri- 
dad Social, creemos firmemente en él; creemos que está 
equilibrado; creemos que tiene futuro, no porque yo sea 
un iluminado, sino simplemente, tomando el rigor de 
las cifras y no la pasión de los prejuicios, o no la pa- 
sión de los que intencionadamente, para llevar agua a 
su molino, están deteriorando la imagen del sistema pú- 
blico español de pensiones. Nosotros cuando hacemos 
esta valoración sensata, esta valoración equilibrada no 
le vemos ningún peligro. Por tanto, señora Villalobos, 
me gustaría bastante que en el Pleno -dgdo que el de- 
bate en Comisión no tiene ese eco público pero en el 
Pleno sí- su señoría releyera la abundantísima docu- 
mentación: (el informe económico financiero; la mayo- 
ría explicativa) y baje de ese caballo desbocado en el 
que, confundiéndolo todo, termina haciendo de Casan- 
dra en un horizqnte que no demanda voces como las 
que S. S .  ha dicho esta tarde. 

Por último, hay muchas cosas de las que ha dicho que 
me dejan completamente indiferente, pero la verdad 
es que de todas ellas solamente recogería una. Cada vez 
que S .  S .  habla del carácter electoralista, cada vez que 
S. S .  referencia posiciones políticas de mi grupo par- 
lamentario, de mi Gobierno con las elecciones, la ver- 
dad es que pisa un plátano, desbarra. y a  desbarró el 
año pasado; el año pasado nos dijo que no se podían 
pagar estas pensiones que aprobamos en los presupues- 
tos de 1992; que estábamos metidos en un proceso de 
gastos -aquí tengo las citas literales, si quiere se las 
leo- porque era inevitable, leyendo el Presupuesto de 
la Seguridad Social, que el año 1992 íbamos a tener 
elecciones generales. Pues mire, señora Villalobos, US- 

ted ha demostrado en esta Comisión que, además de 
hablar muy mal, e insultar mucho, es una pésima pro- 
feta. Por favor, señora Villalobos, no vuelva a hablar- 
nos de que esto tenga que ver con elecciones porque 
tomando en consideración sus reflexiones de otros ejer- 
cicios y las de éste, profecías no acierta ni una. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Va- Dis siuones 
acitonaies, mos a pasar a discutir las disposiciones adicionales, transitorias, 

transitorias, finales y anexos correspondientes. finales y 
anexos Por el Grupo Popular, e: señor Villalón tiene la 

palabra. 

El señor VILLALON RICO Para defender en nom- 
bre del Grupo Popular la enmienda número 2 13, de adi- 
ción, a la disposición adicional sexta, sobre asignación 
tributaria a fines religiosos y otros, de tal forma que 
con la propuesta que presentamos se añade a los dos 
apartados previstos en el proyecto de ley remitido por 
el Gobierno un tercer apartado con el texto que indica 
nuestra enmienda y que considero ya conocen SS. SS. 

Esta enmienda dirigida a atender las necesidades de 
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los afectados por el síndrome del aceite tóxico ... 
(Rumores.) 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Seño- 
rías, no empecemos, que luego hay rebaños y... 

El señor VILLALON RICO: Como decía, esta enmien- 
da dirigida a atender las necesidades de los afectados 
por el síndrome del aceite tóxico se plantea desde el 
convencimiento de que los mandatos constitucionales 
son objetivos al alcance de la sociedad española. Por 
este convencimiento creemos que en un Estado social 
y de derecho los ciudadanos deben ser protegidos por 
la Administración de los males que se les pueda cau- 
sar desde diferentes ámbitos, y también desde el con- 
vencimiento de que las sentencias jurídicas de nuestros 
tribunales de justicia se ejecuten en su totalidad. 

Como consecuencia de la sentencia firme de la 
Audiencia Nacional, confirmada por el Tribunal Supre- 
mo, parece evidente que el Estado debe garantizar unos 
fondos para atender las necesidades de los afectados, 
sobre todo dado el agravente de la presunta insolven- 
cia de los inculpados en la sentencia anteriormente re- 
ferida. 

En estos dos planteamientos podríamos decir que se 
incardinan posicionamientos puramente políticos. Por 
un lado la resolución del Parlamento Europeo ... 
(Rumores.) 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Señor 
Villalón, un momento, por favor. Si no se callan no se 
pueden tomar taquigráficamente los debates, porque 
no se oye. Hagan el favor de guardar silencio. 

Señor Villalón, puede continuar. 

El señor VILLALON RICO: Gracias, señora Pre- 
sidenta. 

Me refería a la resolución del Parlamento Europeo, 
de marzo de 1987, donde se estableció la necesidad de 
indemnización. Por otro lado, la asunción de respon- 
sabilidad política de la Administración, ya estableci- 
da desde el año 1981, si bien es verdad que no está 
acompañada de sentencia jurídica condenatoria sobre 
la Administración, sí se ha establecido desde entonces 
como responsabilidad desde el punto de vista político. 

Todos estos planteamientos, fundamentalmente po- 
líticos, para alcanzar los objetivos de protección, am- 
paro y seguridad de los ciudadanos creemos que en la 
actualidad tienen un vehículo por el que se pueden al- 
canzar dichos objetivos. Este no es otro que el artícu- 
lo 30 de la Ley General de Defensa de los Consumidores 
y Usuarios que establece un fondo de garantía para los 
riesgos de intoxicación. Con este vehículo, anteriormen- 
te citado, pretendemos alcanzar unos objetivos y la en- 
mienda que ahora defendemos no es más que el inicio 
de un camino donde se establecen los medios de defen- 
sa y protección por parte de un Estado moderno para 
con sus ciudadanos. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tie- 
ne la palabra el señor Núñez. ¿Va a enmendar S. S .  tam- 
bién la Sección 22? 

El señor NUÑEZ PEREZ Sí, señora Presidenta. Con 
su permiso, además de las enmiendas correspondien- 
tes a las disposiciones adicionales transitorias y fina- 
les que nuestro grupo ha presentado en la numeración 
que iré diciendo a medida que vayan surgiendo las en- 
miendas, como la mayor parte de las enmiendas adi- 
cionales tienen mucho que ver con la Sección 22 y 
como, además, ayer algunos aspectos que pueden afec- 
tar a la Sección 22 ya fueron defendidos o simplemen- 
te analizados, quisiera que se diera por defendida la 
Sección 22 después que en mi intervención haga refe- 
rencia inevitable a ella en algunos puntos. 

Comienzo, señora Presidenta, haciendo una peque- 
ña composición de lugar. No es baladí recordar en es- 
tos momentos a S S .  S S .  que nos encontramos en el 
Congreso de los Diputados, es decir, en la Carrera de 
San Jerónimo en Madrid y debatiendo los presupues- 
tos generales del Estado, no los presupuestos de las dis- 
tintas comunidades autónomas o de las corporaciones 
locales. Por tanto, no desearíamos utilizar elementos 
de comparación extraídos de dichas comunidades o 
ayuntamientos, pero si alguien los utiliza y nos hace 
viajar, estamos dispuestos a viajar, pues está en su per- 
fecto derecho. En todo caso anuncio que las herramien- 
tas, digamos, de datos y cifras para utilizar en este 
debate, en el caso de que efectivamente se plantee así 
el mismo, las tenemos a disposición de S S .  SS y corres- 
ponden a muchos aspectos de todas y cada una de las 
autonomías. En el debate de totalidad se utilizaron 
unos porcentajes inauditos que por sí solos no signifi- 
can nada, distorsionaron la realidad y fueron, eso sí, 
rentabilizados con eficacia como botes de humo para 
ocultar los puntos flacos de los presupuestos. Si esta 
tarde volvemos a caer en esa situación, con mucho gus- 
to contestaremos. 

Todas las enmiendas a las disposiciones adicionales, 
a las nuevas adicionales, a las transitorias y a las fina- 
les tienen un común denominador, que es el propósito 
de reducir el gasto público: frente a despilfarro auste- 
ridad, y que la distribución del poder político se haga 
con el fin de administrar mejor los asuntos públicos. 
Estas dos ideas son las que centran, repito, la finali- 
dad de nuestras enmiendas. 

La primera de ellas en realidad ya la defendimos por- 
que forma parte de este paquete, es la 225 al artículo 
94, y repito que ya la defendimos en el título VIII. 

La siguiente es la 266. Es una enmienda de acicate, 
de ayuda, de agilización, que supone la propuesta del 
Grupo Parlamentario Popular de reducir determinados 
organismos públicos, organismos autónomos. Sabemos 
que se ha creado una comisión interministerial que se 
ha dado seis meses para hacer la propuesta de reduc- 
ción. A nosotros nos parece que este planteamiento pre- 
liminar es malo y retrasa considerablemente lo que es 
una necesidad urgente. Hay que tener en cuenta que 
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el Plan de Convergencia presentado por el Gobierno en 
marzo de 1992 hablaba de la necesidad de proceder a 
una drástica reducción de organismos públicos, bien 
porque sus objetivos ya se habían cumplido, bien por- 
que habiéndolos incumplido se habían demostrado ine- 
ficaces, bien porque sus competencias habían sido 
transferidas a las comunidades autónomas. Pues bien, 
lo que dice nuestra enmienda es que antes del 31 de 
marzo de 1993 el Gobierno procedería a suprimir los 
organimos que en la enmienda se citan. La decisión 
afectaría, según nosotros, al menos a lo, organismos 
que citamos en dicha enmienda y que no paso a leer 
a SS. SS. porque es una lista larga y no quiero cansar 
su atención. 

La justificación de esta propuesta evidentemente es- 
tá enraizada con el propio texto del ya citado Plan de 
Convergencia del Gobierno de marzo de este año. En 
el cumplimiento de objetivos incluyen algunos organis- 
mos y se prevé la supresión de la Comisión Nacional 
del V Centenario del Descubrimiento de América; en- 
tre los que deben suprimirse por traspaso de compe- 
tencias cito por ejemplo el Forppa, y entre los inútiles 
la Delegación del Gobierno de la Telefónica o la Camp- 
sa. La justificación, repito, tiene el mismo ritornello: re- 
ducir el gasto público superfluo, la coherencia con el 
citado Plan de Convergencia y, sobre todo, lograr una 
mayor eficacia y coordinación entre las administracio- 
nes públicas. Somos conscientes -¿cómo no?- de que 
nuestras propuestas son discutibles, pueden ser mati- 
zadas y pueden ser incluso transaccionadas, pero son 
un punto de partida. En estos tiempos tenemos que huir 
de hablar por hablar y comprometernos. Si se dice en 
el Plan de Convergencia lo que hay que hacer y se utili- 
za en el mandato un adjetivo tan claro como el de drás- 
tica reducción, algo habrá que hacer, pero no esperar 
a otro marzo o a otro junio para empezar a hablar en 
serio de la reducción. 

No les cuantifico el ahorro de esta propuesta. Una 
sola peseta que ahorrásemos ya sería motivo suficien- 
te para considerar nuestra enmienda. Son muchos mi- 
les de millones de pesetas el ahorro que supone, así 
como un porcentaje de claridad, de sistematización y 
de racionalización en el funcionamiento de las admi- 
nistraciones públicas que también agradecerían los ciu- 
dadanos, que también agradecerían los contribuyentes. 
Y dentro de esta línea simplificadora de la Adminis- 

tración del Estado destaca nuestra enmienda 267 a la 
disposición final segunda, cuyo objeto es que antes del 
31 de marzo de 1993 el Gobierno proceda a limitar el 
número de subsecretarios y asimilados de 68 a 39; de 
directores generales y asimilados, de 404 a 257; de sub- 
directores generales y asimilados, de 1.631 a 455; de vo- 
cales asesores, jefes de área, consejeros técnicos y 
asimilados de 4.286 a 1.018. 

Se habrán fijado SS. SS. en que he tratado de supe- 
rar la cuestión semántica, en la que se han refugiado 
muchas veces los portavoces del Gobierno y del Grupo 
Socialista para calificar nuestros números, diciendo 
que consideramos altos cargos personas o cargos que 

no lo son. (El señor Vicepresidente, Acosta Cubero, ocu- 
pa la presidencia.) Muy bien, superemos el tema y lla- 
memos a las cosas por el nombre con que las he 
llamado, llamémoslas cargos. Si ustedes dicen que los 
subdirectores generales no son altos cargos, que no lo 
sean. En todo caso, son muchos más de los que había 
en 1982 y nuestra enmienda señala los que, como lími- 
te máximo, podría haber en 1993. Los números utiliza- 
dos vienen avalados por una respuesta del propio 
Gobierno, de 23 de julio de este año, y aunque discrepo 
de algunas sumas partimos de ellas. Por tanto son in- 
discutibles, a no ser que discutan ustedes las propias 
respuestas escritas del Gobierno. 

En definitiva, las conclusiones son las siguiente: ¿Hay 
más o menos subsecretarios que en 1982? Hay más del 
doble. ¿Hay más o menos directores generales que en 
1982? Hay muchos más del doble. ¿Hay más o menos 
subdirectores generales y asimilados que en 1982? Hay 
más del cuádruple. Pero ¿los ministerios y sus organis- 
mos autónomos tienen más o menos competencias que 
en 1992? Tienen diez veces menos de competencias. Al- 
go hay que hacer. Los ciudadanos no entienden esta si- 
tuación. 

Dicen ustedes, huyendo de la mayor, que la pequeña, 
el montante del ahorro del gasto público que calcula 
el Grupo Popular es matemáticamente imposible. De- 
mostraremos la posibilidad de nuestra cifra, pero más 
importante que la cifra es la finalidad de un mayor ajus- 
te de la Administración de un Estado centralizado a lo 
que exige y demanda el Estado autonómico. El Estado 
autonómico supuso una distribución vertical del poder 
político, y en este sentido exigía una transformación ra- 
dical del Estado centralista, que debiera haber culmi- 
nado con una definición global del modelo de 
administraciones públicas. Definición que nunca jamás 
ha dado el Partido Socialista. 

En definitiva, el Gobierno y la Administración deben 
incardinarse en esta tarea de transformación del Esta- 
do para evitar el crecimiento del gasto corriente. El Go- 
bierno socialista ha sido incapaz de rematar este tema 
de la transformación del Estado. Nuestra enmienda 267 
es simplemente un paso positivo en este camino y de- 
berían ustedes votarla favorablemente. La reducción 
que propone no paralizaría la Administración. Al con- 
trario, sería un factor de agilización y de moderniza- 
ción. En todo caso, hemos propuesto varias fórmulas 
de chequeo para concretar las reales necesidades de los 
altos cargos y puestos de alto nivel a los que nos he- 
mos referido. Por ejemplo, hemos propuesto las audi- 
torías, que por cierto se utilizaron al principio de esta 
década y no son, por tanto, un instrumento nuevo. Se 
nos dijo que no en el debate de una moción que defen- 
dimos en septiembre de 1991, pero siempre se puede 
cambiar de criterio y aceptar las buenas ideas. Cual- 
quier cosa, señoras y señores Diputados, cualquier co- 
sa, señoras y señores Diputados del Grupo 
Parlementario Socialista, hagan ustedes cualquier co- 
sa, pero no sigan en esta situación que perjudica a to- 
dos. Y que no se nos vuelva a decir desde el Gobierno 
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que pretendemos acabar con los funcionarios de élite 
y mandarlos al paro. Somos tan respetuosos con ellos 
y su función que lo que proponemos mejoraría su si- 
tuación como conjunto y, sobre todo, redundaría en una 
mejor calidad del servicio. Agradecemos que el Gobier- 
no se haya ocupado con tanta intensidad de nuestras 
propuestas, pero le rogaríamos que deje de hacer de- 
magogia con ellas. 

Hay otras enmiendas. Por ejemplo, la 266, a la dispo- 
sición final segunda, para autorizar al Presidente del 
Gobierno para que en el plazo de tres meses, mediante 
Real Decreto dictado a propuesta del mismo, proceda 
a la reduccióin del número de departamentos ministe- 
riales y a la modificación, en su caso, de sus denomi- 
naciones y competencias. Evidentemente no citamos en 
la justificación más que los ministerios que, a nuestro 
juicio, deberían suprimirse, porque no queremos inva- 
dir ni de lejos la competencia que tiene en este sentido 
el Presidente del Gobierno. Pero en la justificación, por 
supuesto, damos algunas ideas que también son muy 
interesantes, a nuestro modo de ver, por calificarlas de 
manera modesta. 

Las otras enmiendas hacen referencia también a re- 
ducciones de gasto. Las voy a citar todas, señor Presi- 
dente, por si acaso alguna sirve de enganche a 
enmiendas transaccionales que, con mucho gusto, con- 
sideraríamos. Como esta tarde no es la primera vez que 
esto ocurre, nunca perdemos esa esperanza. 

El señor VICEPRESIDENTE (Acosta Cubero): Cíte- 
las, cítelas. 

El señor NUÑEZ PEREZ: La enmienda 234 propone 
una disposición adicional nueva diciendo que no se po- 
drán autorizar gastos en concepto de informes y asis- 
tencia técnica en el conjunto de los presupuestos del 
Estado que sobrepasen el 50 por ciento de las consig- 
naciones autorizadas para el ejercicio de 1992 por tal 
concepto. Recuerdo a SS.  S S .  que en este ejercicio sólo 
por informes encargados por tres ministerios, el de Eco- 
nomía y Hacienda, el de Obras Públicas y Transportes 
y el de Agricultura, la suma alcanza los 12.000 millo- 
nes de pesetas. 

Durante el ejercicio presupuestario de 1993 -dice la 
enmienda 235- no podrán autorizarse gastos en con- 
cepto de subvenciones que no tengan una marcada jus- 
tificación asistencia1 que sobrepasen el 50 por ciento 
de las consignaciones autorizadas para el ejercicio de 
1992 por tal concepto. Tengo también aquí la tabla de 
subvenciones a su disposición. 

La enmienda 236 dice que durante el ejercicio pre- 
supuestario de 1993 no podrán autorizarse gastos en 
concepto de publicaciones y publicidad institucional 
en el conjunto de los presupuestos del Estado que so- 
brepasen el 50 por ciento de las consignaciones auto- 
rizadas para el ejercicio de 1992 por tal concepto. 

La número 237 dice exactamente que durante el ejer- 
cicio presupuestario de 1993 no podrán autorizarse gas- 
tos en concepto de material y suministros en el conjunto 

de los presupuestos del Estado que sobrepasen el 50 
por ciento de las consignaciones autorizadas para el 
ejercicio de 1992 por tan concepto. Quiero recordar a 
SS. SS. que en el capítulo 11, el artículo veintidós tiene 
una partida para estos gastos corrientes de 474.000 mi- 
llones de pesetas que comprende material, suministros, 
publicidad, propaganda, luz, teléfono, etcétera, Léanlo, 
tienen la posibilidad de comprobarlo en el capítulo 11, 
artículo veintidós, gastos corrientes. 

Hay una disposición adicional nueva, la que propo- 
ne la enmienda número 241, para que el Consejo Eco- 
nómico y Social confeccione sus puestos de trabajo 
conforme dispone la Ley 3011984 y normas que la de- 
sarrollan. La provisión de los puestos de trabajo se Ile- 
vará a cabo entre funcionarios públicos mediante los 
procedimientos a que se refiere el artículo 20 de la Ley 
3011984. Nosotros creemos que existen funcionarios con 
cualificación suficiente y específica para cubrir los 
puestos del Consejo Económico y Social, sin necesidad 
de incrementar el gasto público. ¿Cómo explicar, seño- 
rías, que se cree el ente público Consejo Económico y 
Social y no se prevea dotar su personal administrativo 
entre funcionarios? ¿Es ello congruente con criterios 
restrictivos en el gasto público y con criterios de coor- 
dinación con lo que es práctica en otros entes públicos? 
¿Es ello coherente con la congelación, el crecimiento 
cero de la oferta pública de empleo? 

La enmienda número 242 se refiere también a reduc- 
ción del gasto. Sencillamente dice que por pertenecer 
a consejos de administración de empresas con capital 
o control públicos no se perciba ni una sola peseta. Es- 
ta enmienda la presentamos en congruencia -repito- 
con las medidas de recorte del gasto público, etcétera. 

Hay otra disposición adicional nueva, a la que se re- 
fiere la enmienda número 243, que trata de reducir tam- 
bién al 50 por ciento para el ejercicio de 1993 los gastos 
en concepto de atenciones protocolarias y representa- 
tivas. En este sentido, y en congruencia con esta en- 
mienda, hemos presentado a título de ejemplo y para 
partidas concretas la aplicación de este porcentaje. Evi- 
dentemente no tenemos los medios para hacer 50.000 
enmiendas a todas y cada una de las partidas. Hemos 
hecho ésa a título de ejemplo. Que no se nos argumen- 
te que solamente aplicamos esta reducción a las parti- 
das que hemos elegido. Creo que el señor Gimeno, si 
es quien me va a contestar, o el que sea, cualquier com- 
pañero del Grupo Socialista, comprenderá perfecta- 
mente bien lo que quiero decir. No hemos tenido tiempo 
ni personal suficientes como para hacer todas esas en- 
miendas que, además, supongo que gastarían una can- 
tidad de papel enorme y esta mesa, a lo mejor, se 
hundiría con el peso de los tomos. (Risas.) Repito que 
nuestro propósito de entender por defendida también 
la enmienda a la Sección 22 radica en su relación con 
enmiendas de esta naturaleza. 

Hay otra enmienda de adición que supone ahorro de 
gasto público y que pretende derogar la disposición adi- 
cional duodécima de los presupuestos todavía vigentes, 
que extendía la aplicación a los secretarios de Estado 
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y asimilados de determinados preceptos del texto re- 
fundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado; es de- 
cir, las pensiones que después del cese les pudieran 
corresponder. 

En la enmienda número 245 hay otra medida restric- 
tiva del gasto y sobre todo de control. Se refiere a las 
ayudas y subvenciones públicas. La disposición, a la que 
se refiere nuestra enmienda, que contenía la Ley de Pre- 
supuestos para el año 1991 fue suspendida temporal- 
mente en dicha Ley por una disposición transitoria 
tercera que precisó que no tendrían rigor aquellos pre- 
ceptos hasta que no se dictaran las normas regulado- 
ras de las subvenciones, cuya publicación habría de 
tener lugar, en todo caso, antes del 1 de octubre de 1991. 
Como ha transcurrido más de un año sin haber visto 
la luz las normas y ser éstas un elemento imprescindi- 
ble para que auxilios y subvenciones respondan en su 
concesióq, utilización y justificación a principios éti- 
cos propios de toda recta administración, no debe de- 
morqrse más su aprobación y aplicación. Esa es la 
justificación de nuestra enmienda. 

Hay una nueva disposición adicional que se refiere 
a la inmediata efectividad de la oficina presupuestaria. 
Otra pide que se envíe la ley orgánica económico- 
financiera de las Administraciones Públicas. Otra se re- 
fiere a la necesidad de que las relaciones de puestos 
de trabajo en la Administración del Estado y sus orga- 
nismos autónomos, pendientes de aprobación, queden 
definitivamente aprobadas antes del 31 de marzo de 
1993. Tengo que decir que hay una excesiva demora en 
el cumplimiento de esta obligación del Gobierno. Han 
transcurrido siete años desde la vigencia de la Ley 
30/1984, que consideramos tiempo más que suficiente 
para que la totalidad de las relaciones de puestos de 
trabajo hayan sido elaboradas, aprobadas y publicadas. 

La enmienda número 263 pide la supresión del pá- 
rrafo segundo de la disposición transitoria segunda. Se 
refiere a la oferta pública de empleo. La Administración 
cuenta con suficiente volumen de funcionarios en cali- 
dad y cantidad como para atender las situaciones ex- 
cepcionales que contempla el precepto. La referencia 
al programa de convergencia resultaría, según nosotros, 
un cheque en blanco. 

Hay alguna otra enmienda que doy por defendida. Pa- 
ra todas las que he defendido solicito el voto favorable 
porque con ellas contribuiremos a reducir el gasto pú- 
blico, a agilizar la Administración, a dotarla de efica- 
cia, a evitar duplicidades y a ir avanzando en ese 
modelo de Administración que exige también la evolu- 
ción del Estado autonómico. 

El señor VICEPRESIDENTE (Acosta Cubero): Qtiie- 
ro aclarar a la Comisión que el Grupo Popular ha dado 
por defendidas una gran cantidad de enmiendas refe- 
rentes a lo que estamos debatiendo: las disposiciones 
adicionales, transitorias, finales y anexos. Se está de- 
batiendo sobre las enmiendas 231, 234, 235, 236, 237, 
241,242,243,244,245,246,247,261,263,265,266,267 

y Sección 22, y dos nuevas que va a defender el señor 
Camacho, la 258 y la 264. 

Tiene la palabra el señor Camacho. 

El señor CAMACHO ZANCADA Señoras y señores Di- 
putados, la enmienda 258 pide una disposición adicio- 
nal nueva en la que el Grupo Popular pretende que 
durante el primer trimestre del año 1993 el Gobierno 
traiga a las Cámaras un plan de privatización gradual 
del accionariado de la empresa pública. Se trata de ser 
coherentes con las propuestas y anuncios hechos por 
el Gobierno de obtener bienes por la venta de empre- 
sas públicas del orden de 450.000 millones de pesetas 
-aquí incluso coincide la cifra que pone el Grupo Po- 
pular con lo anunciado por el propio Ministro de Eco- 
nomía y Hacienda- para, de esta manera, tratar de 
amortizar la deuda pública en circulación en esta cuan- 
tía. El Grupo Popular considera que es conveniente que 
las Cortes, El Congreso conozca con exactitud cuál es 
ese plan de privatización. Tenemos la experiencia de 
que muchas empresas han sido privatizadas sin cono- 
cimiento de esta Cámara. La información que ha llegado 
a la Cámara de la venta que se ha hecho del patrimo- 
nio del Estado es muy deficiente. Pensamos que si hay 
una intención clara y transparente, por parte del Go- 
bierno, de privatizar en esa cuantía de 450.000 millo- 
nes de pesetas, lo que pretende esta disposición 
adicional es que se informe previamente a la Cámara 
en el caso de que sea posible. Si no fuera posible por 
la urgencia del caso, no cabe duda que, de acuerdo con 
lo que pedimos en la enmienda número 264, habría que 
añadir una disposición transitoria nueva en la que se 
desarrollara de una vez el artículo 132.3 de la Consti- 
tución. Nos parece que esta es una laguna a la que ha 
hecho referencia el Tribunal Constitucional con verda- 
dera exigencia, culpando al Gobierno y a esta Cámara 
de no haber desarrollado la Constitución en algunos as- 
pectos que son realmente esenciales para el funciona- 
miento de los servicios del Estado y del patrimonio del 
Estado. + 

El Grupo Popular pretende con esta enmienda de adi- 
ción número 264 que hasta que se desarrolle la ley exis- 
ta un control por parte del Parlamento de todo lo que 
sean privatizaciones, que es un término genérico, por- 
que el Gobierno ha dicho muchas veces que por priva- 
tización no entiende exclusivamente el recaudar fondos 
para el Tesoro público con cargo a los bienes y dere- 
chos del Estado, sino que entiende enajenación por per- 
muta, intercambio accionarial, ampliación de base 
accionarial de empresas o participaciones directas o in- 
directas del Estado, de las entidades estatales autóno- 
mas o de las sociedades estatales. Pues bien, el Grupo 
Popular cree que todo esto hay que englobar10 en una 
disposición, que es la contenida en la enmienda núme- 
ro 264 a esta ley de presupuestos para 1993, en la que 
el Consejo de Ministros, por medio de real decreto, 
acuerde toda actuación que se refiera a los conceptos 
anteriormente expresados. Ahora bien, cualquier pri- 
vatización o ajenación se realizará mediante subasta pú- 
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blica y la oferta pública se hará con claridad y con 
transparencia. Se prevé que se realice una venta direc- 
ta cuando sea urgente la transmisión para, incluso, sal- 
var el interés general del Estado, pero que esa venta 
directa debe ser autorizada por una ley votada en las 
Cortes Generales. Esta ha sido una situación que me 
atrevo a calificar como corruptela. Desde la Ley del Pa- 
trimonio del Estado del año 1964 se exigía la aproba- 
ción de una ley votada en Cortes para la venta de 
determinados bienes del Estado. En la Ley de Presu- 
puestos Generales del Estado para el año 1989 se mo- 
dificó la Ley de Patrimonio del Estado -el Grupo 
Popular siempre ha dudado del alcance constitucional 
de esta modificación- suprimiendo precisamente la 
exigencia de que sea una ley votada en Cortes la que 
autorice la venta de determinados bienes y derechos del 
Estado. (La señora Vicepresidenta, García Bloise, ocu- 
pa la presidencia.) Unida a esta exigencia legal, el Gru- 
po Popular pretende que todo lo que se venda tenga el 
respaldo de una valoración hecha por expertos indepen- 
dientes. Así lo exige nuestra legislación mercantil; así 
lo exige la legislación comunitaria, en la que se basa 
nuestra reforma mercantil. Expertos independientes 
son los que tienen que valorar. No voy a recurrir al sin- 
número de ejemplos que dejarían a la gestión del Go- 
bierno en estos momentos prácticamente indefensa, 
porque se están vendiendo bienes y derechos del Esta- 
do y no recibimos las valoraciones de expertos indepen- 
dientes que estamos pidiendo. Recientemente en esta 
Comisión este Diputado y otros del Grupo hemos pedi- 
do a los altos cargos que han comparecido que envíen 
esas valoraciones. No las hemos recibido. Vamos a re- 
currir al amparo de la Presidencia de la Cámara para 
que nos envíen las valoraciones de esas disposiciones. 

El Grupo Popular insiste -y cree que esto va en de- 
coro de la Cámara y en decoro del Gobierno- en que 
el inventario de bienes y derechos del Estado se reali- 
ce de inmediato. En estos momentos hemos visto que 
el propio Ministerio de Hacienda dice que no tiene con- 
trol sobre más de 280 sociedades públicas participa- 
das mayoritariamente por el Estado. Esta es una 
cuestión de verdadera gravedad que no se produce en 
ningún país europeo comunitario. Incluso hemos vis- 
to que en Italia y en Francia están llevando a las cáma- 
ras legislativas los propósitos de privatización parcial 
o total. Aquí el Gobierno no se decide, de una vez por 
todas, a dar esta información que nosotros pedimos. 
No sabemos si es una falta de sensibilidad más, pero 
pensamos que el Grupo Socialista debe ser sensible a 
estas exigencias y demandas que hace el Grupo Popu- 
lar. Ayer mismo hemos visto cómo se ha dispuesto en 
la compra de Aerolíneas Argentinas con una verdade- 
ra ligereza. Se han pagado 35.000 millones de pesetas 
por algo que el propio Gobierno argentino dice que no 
vale nada. Esto abre un nuevo debate en la vida públi- 
ca española; lo va a abrir, desde luego, el Grupo Popu- 
lar. Pero eso se podría evitar si, como hemos requerido 
tantas veces, el Ministro de Industria, el Presidente de 
Iberia y el Presidente del INI nos expusieran cuáles son 

las líneas de las inversiones que se están haciendo en 
Iberoamérica, las inversiones que se están haciendo en 
petróleo o en cualquier otro sector de la economía, y 
pudieran tener un reflejo fiable y transparente en la 
Cámara. Vemos que no es así. Nosotros apelamos al 
buen criterio del Grupo Socialista e insistimos en que 
es algo que no nos vamos a cansar de pedir, que no se 
nos va a llamar por esto reiterativos o recurrentes, pues 
no se deben utilizar frases que no se correspondan con 
una exigencia mínima del sistema democrático, que es 
la transparencia, la información y la claridad en las 
cuentas del Estado y de la Administración central. 

Por tanto, sin desfallecer -que no lo vamos a 
hacer-, pedimos que se voten a favor estas dos enmien- 
das y rogamos que el Grupo Socialista, por una vez, 
atienda una petición más del Grupo Popular de que, 
en esto que se llama política de privatizaciones, ten- 
gan una participación decidida el Congreso de los Di- 
putados y el Senado. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): 2 Las 
demás enmiendas del Grupo Popular se dan por de- 
fendidas? 

El señor NUÑEZ PEREZ Sí, señora Presidenta. 
Por el Grupo Catalán, tiene la palabra el señor Hi- 

nojosa. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA: Intervendré breve- 
mente, para que quede constancia en el «Diario de Se- 
siones)) de que en este acto damos por defendidas las 
enmiendas números 1109 y 1148, y vamos a comentar 
la número 1131, en la que tenemos especial interés. El 
resto serán defendidas, en su momento, ante el Pleno 
de la Cámara. 

La enmienda número 1131 pretende añadir una nue- 
va disposición adicional, con el siguiente texto: (< 1. Se 
suprime la incompatibilidad existente entre las pensio- 
nes de viudedad y las procedentes del SOVI. 2. Lo es- 
tablecido en el apartado 1 de esta disposición será de 
aplicación a aquellas personas viudas que, a la entra- 
da en vigor de esta Ley, estaban afectadas por la incom- 
patibilidad que se suprime. 3. Se autoriza al Gobierno 
para modificar la actual normativa sobre pensiones pú- 
blicas a lo dispuesto en los apartados 1 y 2 de esta dis- 
posición, para que pueda ser de aplicación durante el 
ejercicio de 1993. )) 

Señorías, en este caso lo que estamos haciendo es re- 
petir una petición que hemos hecho en otras ocasiones 
en debates de Presupuestos Generales, que es la de eli- 
minar la incompatibilidad de estas dos pensiones, mí- 
nimas, pequeñas, ya que con una de las dos la persona 
beneficiaria difícilmente puede sufragar sus gastos, 
puede vivir. Si eliminamos la incompatibilidad, por lo 
menos hasta el tope del salario mínimo interprofesio- 
nal, permitiríamos que este colectivo de personas ma- 
yores pudiesen vivir con mayor dignidad de la que 
están viviendo hasta este momento. 
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Nada más, señora Presidenta. Dejo el resto de las en- 
miendas para defenderlas en el Pleno. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Señor 
Peralta, tiene la palabra. 

El señor PERALTA ORTEGA: Intervengo para defen- 
der, en nombre de Izquierda Unida-Iniciativa per Ca- 
talunya, el conjunto de enmiendas que van del número 
1283 al 1313 que hemos presentado a este apartado de 
disposiciones adicionales, transitorias y finales. Permí- 
tame, señorías, que haga hincapié exclusivamente en 
algunas de ellas, las que considero importante desta- 
car en este trámite de Comisión en el que ahora nos 
encontramos. 

Quiero comenzar, señorías, porque nobleza obliga, 
por agradecer el detalle del Grupo Socialista de acep- 
tar una de las enmiendas que ha presentado el Grupo 
de Izquierda Unidad-Iniciativa per Catalunya a este 
apartado, que es la que hacía referencia, en concreto 
a la ampliación del plazo para solicitar los beneficios 
de la Ley 3711984, sobre militares del Ejército de la Re- 
pública. Es verdad que esta enmienda tiene un conte- 
nido muy justificado: se trataba de eliminar una fecha 
tope y una disposición extraña en el conjunto del or- 
denamiento jurídico. Pero no es menos cierto que esa 
disposición estaba vigente, fue introducida en el año 
1989 modificando la legislación anterior, y no es me- 
nos cierto, asimismo, que había un colectivo, pequeño 
quizá en número pero importante por su calidad hu- 
mana y por el papel que habían desempeñado en de- 
fensa de la legalidad constituida, que requería que, 
efectivamente, esta disposición fuera suprimida. Nos 
congratulamos de la posición adoptada por el Grupo 
Socialista, recogiendo lo que había sido una petición 
reiterada de nuestro Grupo y planteada tambih  por 
el Defensor del Pueblo en una recomendación. 

En la línea de poner fin a lo que han sido injusticias 
históricas del avatar de nuestro país, nos parece que 
sería oportuno, y así lo planteamos, el que el Grupo So- 
cialista atendiera también a las peticiones que se con- 
tienen en la enmienda presentada por nuestro Grupo 
y que tiene por objeto modificar la disposición adicio- 
nal decimoctava de la Ley de Presupuestos del año 
1990, por la que se regulaban las indemnizaciones a los 
represaliados públicos. Queremos hacer hincapié en 
dos puntos concretos de esa legislación. En primer lu- 
gar, en la exigencia de 65 años de edad para tener de- 
recho a indemnización. Señorías, cuando este Congreso 
decidió otorgar una indemnización a quienes habían 
perdido años de libertad por represalia política durante 
el franquismo, parece obvio que con ello pretendía sub- 
sanar y corregir los prejuicios que esas actuaciones ar- 
bitrarias, antidemocráticas, habían producido a un 
número importante de ciudadanos de este país. No ve- 
mos, señorías, la justificación objetiva y razonable que 
tiene el que se excluya de esa inmdenización a un nú- 
mero de ciudadanos por el dato de que no tuvieran 65 
años de edad a 3 1 de diciembre de 1990. Consideramos 

que quien estuvo más de tres años en prisión -que era 
el tope que se planteaba en esa normativa de la Ley de 
Presupuestos del año 1990-, sufrió unos perjuicios im- 
portantes, con independencia de que en aquel momen- 
to tuviera 35 años o tuviera 38 ó 40 Ó 50; fueron años 
de prisión por un régimen, de hecho, autoritario, dic- 
tatorial, y precisamente por intentar conseguir que en 
nuestro país funcionara el régimen que hoy, afortuna- 
damente, existe. Por tanto, esa limitación de los 65 años 
de edad carece de justificación razonable y, en nues- 
tra opinión, introduce una desigualdad extraña, arbi- 
traria en la legislación vigente en estos momentos. 

Asimismo, en este orden de cosas, consideramos que 
sería oportuno que se revisara el límite de tres años 
de prisión. Señorías, tres años de prisión nos parece 
que supone establecer un tope excesivo de perjuicios. 
Es verdad que la historia no tiene marcha atrás, que 
los daños que produjo el franquismo lo hemos hereda- 
do y estamos intentando superarlos y difícilmente con- 
seguiremos su solución total, pero no es menos cierto 
que fijar el tope de tres años de cárcel como límite mí- 
nimo para tener derecho a una indemnización nos pa- 
rece que es desproporcionado y que debería ser objeto 
de una reconsideración. 

Entrando en otros temas, señorías, hemos oído algu- 
na intervención anterior relativa a los afectados por el 
aceite tóxico, y la hemos seguido con interés. Nosotros, 
recientemente, planteábamos una interpelación en es- 
ta Cámara, y está pendiente de discusión la moción con- 
secuente. En dicha interpelación contemplamos la 
necesidad de dar un tratamiento adecuado a este co- 
lectivo importante de personas. En la discusión de la 
misma se hacía referencia, por parte del Grupo Parla- 
mentario Socialista y, por parte del Ministro, a que el 
Estado no podía atender sus responsabilidades en tanto 
no existiera una sentencia que le condenara. Pues bien, 
señorías, en nuestras enmiendas planteamos el caso de 
un colectivo de ciudadanos que reclaman las indemni- 
zaciones y precisamente tienen a su favor ya una sen- 
tencia que condena a la Administración del Estado. 
Estoy hablando, como saben S S .  SS. -porque éste es 
un asunto que ha planteado reiteradamente Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya-, del problema de los 
damnificados por la rotura de la presa de Tous. Quie- 
ro recordar a SS. S S .  que en este caso concreto hay una 
sentencia a la Audiencia Provincial de Valencia de oc- 
tubre de 1990. 

Cuando se produjo dicha sentencia, los damnifica- 
dos creían que quedaba resuelto su problema, porque 
la discusión, hasta ese momento centrada en si había 
o no responsabilidad del Estado, la resolvía con con- 
tundencia y con claridad la Audiencia Provincial de Va- 
lencia, que establecía esa responsabilidad. Se 
rncontraron, sin embargo, con que la Administración 
del Estado era la primera que la recurría, y que ya no 
hablaba de la exigencia de una sentencia condenato- 
ria, sino de la exigencia de una sentencia firme y, a 
tenor de la actuación llevada a cabo por la Adminis- 
tración, transcurrirán años antes de que se produzca 
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esa sentencia firme. En aquel momento se habló de que 
se agilizarían los trámites y en el año 1991 habría sen- 
tencia definitiva del Tribunal Supremo. Estamos ter- 
minando el año 1992 y todavía no se conoce la fecha 
de la vista de ese recurso, y todos sabemos que la Sala 
Segunda del Tribunal Supremo, que es la que tiene que 
resolver ese recurso, tiene un cúmulo importante de 
trabajo. En todo caso, señorías, aún nos cabe esperar 
una sorpresa desagradable, y sería que, tras el Supre- 
mo y la sentencia del mismo, que todos confiamos en 
que sea confirmatoria de la de la Audiencia Provincial 
de Valencia en cuanto al tema de la responsabilidad 
y que pueda ampliar el ámbito de personas que tienen 
derecho a esa indemnización, nos tememos, repito, se- 
ñorías, la sorpresa desagradable de que de nuevo la Ad- 
ministración del Estado pueda presentar recursos, con 
lo cual se dilataría inncesariamente este trámite. 

Finalmente, cabe la posibilidad de que haya una sen- 
tencia firme y que, como consecuencia de la misma, el 
Estado pague. Pero eso nos pondría de manifiesto que 
este Estado funciona pura y simplemente -y eso no 
deja de ser importante- como un Estado de derecho, 
no como un Estado social de derecho, y ésta es la pro- 
clamación constitucional hoy vigente, señorías: el Es- 
tado español es un Estado social de derecho. Nosotros 
entendemos que ese calificativo de social exige del Es- 
tado un comportamiento distinto del que cabe esperar 
de los particulares, y que en acontecimientos de este 
tipo, en los que están implicados servicios y bienes pro- 
piedad del Estado y, de otra parte, un colectivo impor- 
tante de ciudadanos objetivamente perjudicados, el 
Estado debe actuar de tal manera que no sea necesa- 
rio esperar las sentencias firmes de los tribunales pa- 
ra que asuma las responsabilidades y la solidaridad que 
es predicable, esperable y exigible de un Estado social 
de derecho. 

Otras enmiendas de nuestro Grupo a este apartado, 
señorías, hacen referencia a temas tan reiteradamen- 
te anunciados como el plan gerontológico. Considera- 
mos que sería oportuno que en un plazo inmediato 
pudiéramos discutir a fondo todas las previsiones de 
este plan gerontológico. 

Contestando a las previsiones del Gobierno en este 
apartado de las disposiciones adicionales, nosotros ma- 
nifestamos nuestra disconformidad con la suspensión, 
durante el año 1993, de la oferta pública de empleo. Nos 
parece que si ya es criticable la previsión gubernamen- 
tal de una congelación retributiva para los funciona- 
rios públicos en el año 1993, esa crítica se refuerza si 
atendemos a la circunstancia de que se prevé, única y 
exclusivamente, la suspensión de la oferta pública de 
empleo, ninguna otra medida de racionalización de la 
Administración pública, y posiblemente los recortes 
presupuestarios darán lugar a que los planes encami- 
nados a ese objetivo queden paralizados. Esta suspen- 
sión de la oferta pública de empleo va a cuestionar, en 
nuestra opinión gravemente, el correcto funcionamien- 
to de la Administración, y es un instrumento impres- 
cindible en un Estado de bienestar. 

Nuestro Grupo plantea que se suprima esa disposi- 
ción adicional, que se prevea expresamente la convo- 
catoria de plazas de inspectores y de subinspectores 
tributarios que permitan atender adecuadamente lo 
que es, en nuestra opinión, el problema fiscal más grave 
que tiene nuestro país, y no es tanto incrementar la car- 
ga tributaria de quienes ya pagan, sino conseguir que 
todas las rentas estén sujetas a gravamen, y es de to- 
dos conocido que en nuestro país existe un nivel de 
fraude fiscal importante. 

En el debate de totalidad del proyecto de ley de pre- 
supuestos, por el Ministro señor Solchaga se nos hizo 
repaso de un número importante de planes encamina- 
dos a combatir esta situación. Nos parece que ese de- 
bate queda cojo si esos planes no van acompañados de 
la dotación adecuada de medios humanos y materia- 
les para llevarlo a cabo, y nosotros planteamos que esos 
planes se hagan realidad mediante la dotación de las 
plazas de inspectores y subinspectores tributarios en 
número suficiente para atender con urgencia un pro- 
blema de escándalo en la sociedad española. 

Creemos que, en esa línea de mantenerse la oferta 
pública de empleo, deben corregirse las previsiones le- 
gales actualmente en cuanto a reservas de plazas para 
minusválidos. Y eneste orden de cosas, ahora que se 
cumplen diez años de la LISMI, nos parecería oportu- 
no que por parte del Ejecutivo se diera ejemplo, incre- 
mentando los porcentajes de reserva en la oferta 
pública de empleo. 

En un tema ya distinto, con menos repercusión pre- 
supuestaria, se plentean por nuestro Grupo enmiendas 
que creemos que serían susceptibles de ser estudiadas 
con detenimiento, en primer lugar la que hace referen- 
cia a la creación de un fondo de garantía para el pago 
de pensiones alimenticias, el reconocimiento de deter- 
minados efectos legales a las parejas de hecho, así co- 
mo la sustitución y la mejora dela actual Dirección 
General de la Mujer por una Secretaría de Estado pa- 
ra la igualdad. 

Por último, señorías, quisiera hacer referencia con- 
creta a dos enmiendas que vienen a recoger compro- 
misos del Gobierno en relación con dos zonas del 
Estado español particularmente deprimidas, referen- 
te a las cuales el Gobierno, ante medidas que se han 
adoptado y que afectaban gravemente a su aparato pro- 
ductivo, se comprometió a llevar a cabo planes espe- 
ciales que, en nuestra opinión, no se ven acompañados 
del correspondiente apoyo presupuestario. Nos refe- 
rimos a los casos de Asturias y de la provincia de Te- 
ruel; en ambos casos son conscientes S S .  S S .  de que 
se está atravesando una situación difícil. En el caso de 
Asturias, como consecuencia de medidas anunciadas 
por el Gobierno y que afectarían a una industria bási- 
ca en esa provincia, como es la siderurgia, y en el caso 
de Teruel por razones que vienen de años, décadas y 
siglos atrás. Pero en ambos casos existen compromi- 
sos gubernamentales de atender esta situación de mar- 
ginación, y nosotros desearíamos que este proyecto de 
ley de Presupuestos, que es el que debe contener las 
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dotaciones económicas adecuadas a la política del Go- 
bierno, prevea la realidad y la concreción de esos anun- 
cios gubernamentales. Por ello presentamos dos 
enmiendas reclamando, de una parte, un plan de dina- 
mización y reindustrialización de Asturias y, por otra, 
el cumplimiento de esos anuncios o afirmaciones en 
textos legales, por los que se dotaría adecuadamente 
un plan de mejora y de modernización de la provincia 
de Teruel. 

En definitiva, señoría, consideramos que estas en- 
miendas son importantes, atienden diversos aspectos 
no contemplados en el proyecto de ley de Presupues- 
tos, alguno de ellos que exigen mejora y sustitución, 
pero todos requieren el voto favorable de sus señorías. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Por el 
CDS, tiene la palabra el señor Zárate. 

El señor DE ZARATE 1 PERAZA DE AYALA: Quería 
mantener, para su debate en el Pleno y posterior vota- 
ción, las enmiendas números 941 y 942, que son nue- 
vas disposiciones adicionales. Sin embargo, nuestro 
Grupo quiere retirar las enmiendas números 937,938, 
939, 940 y 943. Por tanto, sólo quedarían las enmien- 
das 941 y 942. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tie- 
ne la palabra el señor Vallejo. 

El señor VALLEJO D E  OLEJUA Mi Grupo ha pre- 
sentado unas enmiendas que van numeradas de la 854 
a la 858. 

La enmienda 858, que se refiere a la disposición adi- 
cional cuarta, es de supresión. Nuestro Grupo entien- 
de que la disposición adicional que se señala regula una 
materia de régimen de Seguridad Social de los funcio- 
narios públicos que trasciende la materia regulable me- 
diante la Ley de Presupuestos, aun cuando pueda tener 
repercusiones económicas. Asimismo, entendemos que 
impone a las administraciones públicas la obligación 
de incluir en el sistema de Seguridad Social o previ- 
sión que tuvieran originariamente a todos los funcio- 
narios del Estado transferidos a las comunidades 
autónomas que ingresen voluntariamente en los cuer- 
pos estatales y escalas propios de dichas comunidades, 
lo que habrá que entender que se refieren a sistemas 
de acceso. Lo contrario supondría reiterar lo previsto 
por la Ley 30/1984, pudiendo con ello entrar en coli- 
sión con la normativa específica de las diferentes co- 
munidlides autónomas al respecto y limitando sus 
propias competencias por la vía de la Ley de Presu- 
puestos. 

Nuestra enmienda 857 de adición a la disposición adi- 
cional cuarta, y es alternativa a la anterior. En ella se 
propone añadir: «Podrá serles de aplicación en función 
de la legislación propia de las comunidades autóno- 
mas. )) Esto se basa, única y exclusivamente, en las mis- 
mas razones que hemos defendido para la anterior. 

Posteriormente tenemos una enmienda de adición a 

la disposición transitoria primera, que pide que se aña- 
da la palabra «estatal» después de «sector público». Mi 
Grupo presenta esta enmienda porque entiende que la 
indemnización a que hace referencia tiene por objeto 
resarcir a los funcionarios de los gastos que se vean 
obligados a realizar y que por su propia definición no 
podrá establecerse su cuantía, sino como el resultado 
de análisis de los gastos que la residencia origine. 

Nuestra enmienda 855 es de supresión, y se refiere 
a la disposición transitoria octava. Entendemos que la 
citada disposición suspende la necesidad de que la ofer- 
ta de empleo público contenga la totalidad de las pla- 
zas dotadas presupuestariamente y que se hallan 
vacantes, lo que implica que existe un exceso de pre- 
supuestación respecto a las plazas cubiertas de forma 
definitiva. Ello supone, a nuestro entender, que, o bien 
dichas vacantes se encuentran cubiertas de manera 
transitoria, temporal o interina, en cuyo caso parece 
no ser razonable hurtar dichas plazas a la oferta pú- 
blica de empleo, y menos aún mediante una disposición 
transitoria que no es materia presupuestaria sino es- 
tricta de Función Pública, o bien se trataría de vacan- 
tes no cubiertas que, en todo caso, debieran ser 
amortizadas o no presupuestadas, puesto que lo con- 
trario supone el engorde ficticio de los presupuestos 
en Capítulo 1, en detrimento de los créditos para las 
inversiones y otros capítulos, lo que choca frontalmen- 
te con la política de restricción del gasto público en fa- 
vor de otros gastos, en orden a reducir el déficit público 
y contener la inflación. 

De otra parte, la citada disposición choca con la fal- 
ta de previsión de contención de la contratación tem- 
poral en el proyecto de ley de Presupuestos. 

Posteriormente, y para finalizar, tenemos la enmien- 
da 854, a la disposición transitoria octava, donde pro- 
ponemos la supresión del apartado uno, donde señala: 
«... a la necesidad de que la oferta de empleo público 
contenga la totalidad de las plazas dotadas presupues- 
tariamente y que se hallen vacantes...». Asimismo, se 
propone su sustitución por un párrafo que diga: «Para 
el año 1993 se amortizará la totalidad de las plazas do- 
tadas presupuestariamente y que se hallen vacantes, 
que no vayan a ser ofertadas en la oferta de empleo pú- 
blico para 1993. )> 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): El se- 
ñor Oliver tiene la palabra. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA Voy a proceder a 
la enumeración de las enmiendas que presentamos a 
las diversas disposiciones adicionales, transitorias, fi- 
nales y nuevas. Voy a empezar por el orden en que es- 
tán en los Presupuestos Generales. 

En primer lugar, la enmienda número 13 hace refe- 
rencia a la modificación relativa al interés legal del di- 
nero, ya que nuestra propuesta es que se fije en un ocho 
por ciento, en vez del diez por ciento previsto en los 
Presupuestos Generales. 

Igualmente, la enmienda número 15 afecta a la dis- 
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posición transitoria octava, y es de supresión de la sus- 
pensión temporal parcial de la oferta de empleo 
publico. La razón es muy sencilla. Hay un sector im- 
portante de la juventud que está pendiente de poder 
encontrar un empleo, que había cifrado sus esperan- 
zas en el empleo público y en estos momentos ve frus- 
trado su trabajo, sus ilusiones y su preparación. Por 
tanto, creemos que no es ésta la solución a los proble- 
mas que tiene la economía española ni al déficit 
público. 

Igualmente, tenemos la enmienda número 14, a la dis- 
posición final, que hace referencia al Plan de empleo 
rural. Señorías, yo creo que hay un concepto bastante 
equivocado sobre lo que son algunas de las comunida- 
des autónomas de nuestro país, y concretamente voy 
a referirme -siempre lo hago por el ámbito territorial 
de mi Partido- a la Comunidad Valenciana. La Comu- 
nidad Valenciana es muy dispar, es muy diversa. No 
se puede confundir la franja litoral con las zonas del 
interior, con los Serranos, con Ademuz, con Ayora, 
Utiel, con un sinfín de territorios en donde el parado 
agrícola tiene exactamente los mismos problemas que 
tiene el parado agrícola de Extremadura y de Andalu- 
cía. Por tanto, solicitamos con esta enmienda su inclu- 
sión en el PER (Plan de empleo rural), porque los 
problemas son exactamente iguales, no hay diferencia. 
No es lo mismo, efectivamente, en la costa, donde hay 
otras salidas. En las montañas hay poca salida, por no 
decir que no hay ninguna. De ahí el motivo de esta en- 
mienda que nosotros presentamos. 

Igualmente, ya en plan de enmiendas nuevas, tene- 
mos la número 10, que de alguna manera podría repro- 
ducir el debate en el sentido de que no es posible, 
después de la formidable campaña que hizo el Partido 
Socialista en 1982 en la ribera, que hayan pasado diez 
años y que estemos pendientes de la lentitud de la jus- 
ticia española para reparar unos daños en los que ha 
quedado bastante demostrado, por no decir totalmen- 
te, que había una responsabilidad de la Administración, 
y no cabe ahora decir si era la Administración anterior, 
ésta o la futura; era la Administración, y punto. Por tan- 
to, ya es hora de que se disponga en los Presupuestos 
Generales del Estado de las cantidades necesarias pa- 
ra poder hacer frente a las indemnizaciones de todos 
los perjudicados por la rotura de la presa de Tous. Es- 
te es el sentido de esta enmienda, que coincide con 
otras dos enmiendas, una del Partido Popular y otra 
de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, aunque la 
redacción sea distinta. 

Hay un paquete de enmiendas nuevas, que son las 
números 16, 17, 19, 20,2 1, 22, 50 y 6 1, que hacen refe- 
rencia a los siguientes temas: la 17, a la contención del 
gasto público; la 18, a la aplicación del tipo superre- 
ducido de IVA para la adquisición de turismos de mi- 
nusválidos físicos para su uso personal, y que 
curiosamente ha sido rechazada por el Gobierno, y me 
doy cuenta ahora que ha sido la única rechazada por 
el Gobierno, me refiero para su trámite. 

La enmienda 19 hace referencia al nuevo impuesto 

sobre matriculación de vehículos; la 20, relativa al IVA 
aplicable a los «input >> utilizados en las explotaciones 
agrarias; la 2 1, relativa a la exclusión de los agriculto- 
res y ganaderos del nuevo régimen de la estimación ob- 
jetiva por coeficientes; la 22, relativa al aplazamiento 
de la entrada en vigor de la estimación objetiva en la 
modalidad de signos, índices y módulos, así como las 
enmiendas números 50 y 61. La 50 hace referencia a 
la reparación de daños de la contaminación por lluvia 
ácida en las comarcas castellonenses de Els Pors y El 
Maestrat, y finalmente, la 61, que hace referencia al im- 
puesto sobre actividades económicas. 

Por no hacer largo este trámite no voy a defender ca- 
da una de ellas. Además, su justificación figura en las 
enmiendas correspondientes. En todo caso, en un trá- 
mite posterior, en el Pleno del Congreso, procederemos 
a su defensa de una forma más exhaustiva. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): La se- 
ñora Mendizábal estaba aquí, pero ya no está, por tan- 
to, no puede defender sus enmiendas. Damos, pues, la 
palabra a la señora Pleguezuelos, del Grupo Socialista. 

La señora PLECUEZUELOS ACULAR: En primer 
lugar, quiero decir que por el volumen y la diversidad 
de las enmiendas que se han debatido vamos a consu- 
mir el turno varias personas. 

Voy a contestar, por el orden de intervenciones, en 
primer lugar al señor Núñez. Le agradecemos que nos 
ubique en el debate en el que estamos porque es ver- 
dad que cuando leí las enmiendas 265,266 y 267, que 
todas ellas afectan a la disposición final segunda, y que, 
como S .  S .  indicaba antes, pretenden en su filosofía 
contener el gasto público, no pude por menos de recor- 
dar el debate en Pleno, pero no voy a caer, téngalo cla- 
ro S. S. ,  en repetirlo, puesto que el Ministro de 
Economía dio buena cuenta del mismo. 

Como S .  S .  ha indicado se ha creado una comisión 
interministerial con objeto de estudiar esa reordena- 
ción y reducción que el Gobierno pretende. Lo único 
que parece que nos separa a su Grupo y al mío es el 
plazo de seis meses que la comisión se ha puesto a sí 
misma, y el de la enmienda que habla de tres. Su seño- 
ría aludía antes a la eficacia, y en aras de ella no pen- 
samos que esa reducción drástica de la que habla el 
programa de convergencia sea incompatible con hacer- 
lo de forma razonable y pausada. 

No obstante, quisiera indicarle a S .  S .  que el artícu- 
lo noventa y cuatro, que hace referencia a la reordena- 
ción de organismos autónomos y entidades públicas, 
mi Grupo tiene intención de estudiarlo por si procede 
una transaccional con su enmienda 225. No sé si po- 
dremos satisfacer su petición, pero en la medida de lo 
posible lo vamos a intentar, puesto que la filosofía es 
la misma, aunque sí es verdad que podemos discrepar 
en cuáles son esos orgaiiismos autónomos que pueden 
continuar su funcionamiento. 

En lo referente a la enmienda número 267, sigue sin 
limitarse a esa filosofía, compartida por mi Grupo, de 
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contención del gasto público, sino que va mucho más 
allá; trata de reducir numéricamente, cuantitativamen- 
te los altos cargos y diría que lo hace justificándolo, 
además, en el actual reparto de competencias que, se- 
gún S. S., es menos que antes. 

Desde luego, las razones que apoyan esta pretensión, 
que no son por supuesto compartidas por mi Grupo, 
no tratan ningún caso concreto ni se dice qué puestos 
pasarían a desempeñar esas funciones ni cuáles serían 
las razones reales de esta redistribución que se contem- 
pla en la enmienda 267. Como le dije en -1 principio de 
mi intervención, me hizo recordar el debate mantenido. 

La enmienda número 265, también a esta disposición 
final segunda, lo único que de nuevo introduce -y de- 
cía bien S. S. que no quería entrar en lo que son com- 
petencias del Presidente del Gobierno- es el carácter 
obligatorio de la temporalidad de los tres meses. Pa- 
rece que, en efecto, no es compartido por mi Grupo el 
que pueda no hacerse reposadamente este ordenamien- 
to y, por tanto, vamos a votar en contra de las tres en- 
miendas, con la salvedad que le he indicado en mi 
respuesta a la primera de tratar de presentar una en- 
mienda transaccional a la misma. 

Al portavoz del Grupo de Izquierda Unida, señor Pe- 
ralta, le voy a contestar a dos de las enmiendas. La 
1.296 se refiere al plan gerontológico nacional. El Mi- 
nisterio de Asuntos Sociales, como sabe S .  s., ha ela- 
borado en distintas ocasiones borradores sobre este 
plan y se han intentado adoptar una serie de medidas 
que no van nada más que, en definitiva, a resolver las 
necesidades específicas del colectivo de la tercera edad. 
Su aprobación inmediata no sólo depende de la redac- 
ción final, seamos claros, también de las disposiciones 
presupuestarias que tengamos en este ejercicio. 

De todas formas, quiero tranquilizar al Grupo de Iz- 
quierda Unida, porque en este mismo proyecto de pre- 
supuestos, lo habrá observado al leerse toda la 
memoria, figuran dos dotaciones específicas para pro- 
gramas del plan gerontológico a desarrollar en las co- 
munidades autónomas. Concretamente se destinan 
4.060 millones para las mismas y casi todas van a de- 
sarrollar algunas actuaciones contenidas en ese borra- 
dor del plan gerontológico que le indicaba. 

En cuanto a la enmienda 1.313, referente a las medi- 
das excepcipnales a tomar para promover el desarro- 
llo de la provincia de Teruel, solamente quiero indicarle 
que, como consecuencia de la exposición de motivos 
de la ley a la que hace referencia el propio Grupo en- 
mendante, se ha firmado, el 20 de octubre de 1992, un 
convenio entre el Ministerio de Economía y Hacienda 
y la Consejería de Economía y Hacienda de Aragón. Es- 
te convenio establece las bases de colaboración entre 
la Administración central y la Comunidad Autónoma 
de Aragón, tanto para la financiación del proyecto co- 
mo para las inversiones que se promuevan en la misma. 

De todas formas, si en cualquier momento entende- 
mos que la financiación puede resultar que trae algún 
tipo de problemas, en alguna medida es posible que pu- 

diésemos efectuar, en otro trámite, alguna transaccio- 
nal con su Grupo. 

Por último, contestaré al señor Oliver, del Grupo Mix- 
to, a dos enmiendas que ha planteado, las números 14 
y 10. La enmienda número 14 se presenta reiteradamen- 
te a la disposición final primera respecto al Plan de em- 
pleo rural. Casi todos los Diputados caemos en esa 
tentación de lo que en argot doméstico se llama barrer 
para adentro. Se lo digo, señor Oliver, con todo el afec- 
to. Pero si lee el texto de la disposición verá que difí- 
cilmente podríamos incluir que ese Plan de empleo 
rural, esa promoción para el empleo de trabajadores 
agrarios vaya destinada a la Comunidad Valenciana, 
cuando en el texto de esta misma disposición no figu- 
ran ninguna de las comunidades beneficiarias. Com- 
prendo -incluso se trata de un error técnico- la 
buena voluntad del enmendante y que esta fe no le ha 
dejado ver el texto. 

En cuanto a la enmienda número 10, que trata de adi- 
cionar a este proyecto de ley de Presupuestos un cré- 
dito extraordinario, en primer lugar, me gustaría 
indicarle que es incorrecto técnicamente. ¿Cómo vamos 
a estar elaborando la ley de presupuestos generales del 
Estado y en la misma vamos a decir que se va a desti- 
nar una consignación presupuestaria extraordinaria 
para el caso de que no pueda ser suficiente la prevista 
al efecto? 

Al margen de que es incorrecta técnicamente, me gus- 
taría indicarle, respecto a esta enmienda número 10, 
que, como usted sabe, la declaración de zona catastró- 
fica requiere una serie de elementos. El primero, la for- 
mulación del expediente que ha de aprobar el Consejo 
de Ministros y, sobre todo, la valoración de los daños 
sufridos por el patrimonio público, así como por el par- 
ticular. Pero eso puede dar origen a un decreto-ley, 
cuantificando las ayudas. Si en esta enmienda -insisto, 
técnicamente incorrecta- no se cuantifican las ayudas, 
difícilmente se pueden introducir esas consignaciones 
presupuestarias sin tener siquiera la estimación de las 
obligaciones que corresponde. 

Por todo ello, vamos a votar desfavorablemente a las 
dos enmiendas que he contestado. 

ne la palabra la señora Alberdi. 
La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tie- 

La señora ALBERDI ALONSO: Voy a contestar al 
Grupo Popular, en relación con una enmienda que ha 
planteado en primer lugar, la 231, que tiene relación 
con los afectados por el síndrome del aceite tóxico. 

Evidentemente, compartimos con ustedes la preocu- 
pación por la protección y el amparo de los ciudada- 
nos o ciudadanas que puedan ser víctimas de 
situaciones como las que se han derivado de este enve- 
nenamiento por aceite tóxico, pero creemos que no hay 
razones objetivas para que se justifiquen excepciones 
a la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del 
Estado ni al texto refundido de la Ley General Presu- 
puestaria, que hace también referencia a las obligacio- 
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nes exigibles por parte del Estado, pero sólo cuando 
haya sentencia judicial firme, y esto está pendiente to- 
davía de recurso. Compartimos su preocupación e in- 
cluso creemos que es interesante la propuesta que hace 
de destinar para esto un 25 por ciento, con un límite 
máximo de lo que es el 0,s por ciento destinado a otros 
fines; pero no podemos admitir esta enmienda, porque 
pensamos que es mejor esperar a que haya una senten- 
cia judicial firme. 

Respecto al resto de las enmiendas a las que ha he- 
cho referencia el señor Núñez, que él agrupaba dentro 
de un objetivo -el de reducir los gastos presupuesta- 
rios con carácter general-, compartiendo con usted 
ese objetivo (porque realmente es un objetivo que lo que 
demuestra es la sensatez tanto de su Grupo como del 
nuestro), lo que le señalaría es que no lo podemos com- 
partir tal como ustedes lo plantean, pero no por esto 
a que hacía referencia de la gran cantidad de papel que 
se acumula. 

En una serie de enmiendas, fundamentalmente las 
números 234,235,236,237 de una forma menos direc- 
ta, así como la 242 y la 243, usted plantea medidas de 
un carácter muy global. Dice: en el conjunto de los pre- 
supuestos generales del Estado, reduzcamos todos los 
presupuestos que hagan referencia a informes y asis- 
tencias técnicas, material y suministros, publicaciones 
y publicidad, atenciones protocolarias y representati- 
vas. Evidentemente, esto puede ser loable, pero hay que 
partir de dos casos. En primer lugar, que cada depar- 
tamento ministerial ya lo ha hecho dentro de la políti- 
ca general de tipo restrictivo. (El señor Núñez Pérez: 
Ni mucho menos.) Perdón, señor Núñez, en unos lo po- 
drá notar máay en otros menos. ¿Por qué? Porque es- 
tos conceptos presupuestarios tienen una diferente 
incidencia en la política de los distintos departamen- 
tos. Puede haber un departamento donde los informes 
y la asistencia técnica sean fundamentales y en otro 
donde tengan una importancia relativa. Es difícil asu- 
mir, bajo esos epígrafes, el conjunto. 

Nosotros no le podemos admitir esa enmienda así. 
Sí le aseguramos que ha habido una reducción dentro 
de una política general de contención del gasto público. 

Por otro lado, respecto a la enmienda 235, relativa 
a las subvenciones, habría que entrar a discutir qué en- 
tiende su Grupo y qué entiende el nuestro por subven- 
ciones con marcada justificación asistencial. Sería una 
discusión, fíjese usted, enorme. 

Nosotros creemos que se ha reducido el gasto por es- 
te concepto en general en los presupuestos del Esta- 
do, pero, evidentemente, todos los que en este momento 
constan están justificados y son necesarios. 

En otra enmienda pide que el Consejo Económico y 
Social esté dotado con personal funcionario. En la me- 
dida en que sea posible y razonable, no lo dude usted. 
Lo que pasa es que no es un tema a aceptar en una en- 
mienda de adición. 

En la enmienda 245 habla usted de los artículos 81 
y 82 del texto refundido de la Ley General Presupues- 
taria, que en la redacción de la Ley 31/1990, de Presu- 

puestos Generales del Estado, dice usted que quedó 
aplazado. Yo entiendo que se dieron unos plazos para 
que los diferentes departamentos ministeriales adecua- 
ran sus bases reguladoras por las que otorgaban las 
subvenciones. En ese sentido le puedo decir que los dis- 
tintos departamentos han ido adecuando sus bases re- 
guladoras a esos preceptos. 

En la enmienda 246 habla usted de la oficina presu- 
puestaria. Esto se aprobó en su día en la disposición 
adicional vigésima de la Ley 411990, de 29 de junio, que 
eran los Presupuestos Generales para 1990. Entiendo 
yo que en este momento es más una cuestión de regla- 
mento y de dotación presupuestaria de la propia Cá- 
mara que de los presupuestos generales del Estado. 

En la número 247 señala usted que hay que elaborar 
una ley orgánica, me parece que de carácter tributa- 
rio, no lo recuerdo bien. Las leyes orgánicas, señor Nú- 
ñez, como usted sabe mejor que yo, sólo pueden ser las 
previstas en la Constitución, y no parece que esté pre- 
vista la regulación por ley orgánica de este tema. 

En la enmienda 249 -que dice usted que también 
pretende reducir el gasto público- señala que habría 
que determinar por ley las plantillas de las fuerzas y 
cuerpos de seguridad del Estado y la segunda activi- 
dad del personal de éstas en situación de reserva activa. 

Ustedes pueden proponer esto, pero no aprovechan- 
do para legislar en los presupuestos generales del Es- 
tado. Compartiendo con ustedes la necesidad de 
reducir el gasto público, tal como plantean estas en- 
miendas, lo sentimos muchísimo, pero no se las pode- 
mos admitir. Sin embargo, nos alegramos de coincidir 
con ustedes en la reducción del gasto público, eso no 
lo olvide. 

El portavoz de Izquierda Unida, señor Peralta, seña- 
laba que entre todas las enmiendas que presenta a las 
disposiciones adicionales había unas que les preocu- 
paban más. Una era la 1.300, porque le preocupa que 
se exija tener 65 años de edad y el límite de tres años 
de prisión para percibir las indemnizaciones a la gen- 
te que estuvo presa. 

Comprendo que le preocupe ese requisito o cualquier 
otro. Cuando en este tipo de indemnizaciones se pone 
una condición para conseguir un beneficio, se puede 
criticar su alcance, su contenido, y más en este caso, 
porque se pretende más compensar de una manera sim- 
bólica, ya que es imposible hacer una reparación mo- 
ral o afectiva por un problema como el que aquí 
estamos tratando. 

Entendemos que no conviene modificarlo porque 
-requeriría una discusión mayor que la que el tiem- 
po nos permite- podría tener efectos perversos, efec- 
tos que yo creo que no serían deseables para ningún 
Grupo de la Cámara. Hay que admitir que no queda 
contento todo el mundo. Es una reparación de tipo sim- 
bólico, porque es imposible la reparación real del da- 
ño causado, y así lo votamos en esta Cámara. No se la 
podemos aceptar. 

En la enmienda 1.298 hace usted referencia a las in- 
demnizaciones por la rotura de la presa de Tous -y 
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con esto contesto también al señor Oliver. Yo le pueda 
asegurar que el Estado cumplirá todos los compromi- 
sos, pero estamos en la misma situación que con los 
afectados por el síndrome del aceite tóxico. Evidente- 
mente, mientras no haya una sentencia firme, el Esta- 
do y nosotros como Grupo no vemos la necesidad de 
hacer excepciones en las leyes que regulan cómo son 
los cumplimientos de indemnizaciones por parte del 
Estado, cómo el Estado asume sus compromisos en este 
campo. Pero no se preocupen. Eso no quiere decir que 
no se vayan a asumir todos los compromisos y todas 
las responsabilidades. 

También usted hacía referencia a otras enmiendas, 
las números 1.295,1.301 y 1.302. La enmienda número 
1.295 habla de crear un fondo de garantía de pensio- 
nes, tema que compartimos. Usted recordará que en 
el Senado hubo una propuesta del Grupo Catalán (Con- 
vergencia i Unió) y que aceptaron una enmienda del 
Grupo Socialista para que se creara un fondo de ga- 
rantía de pensiones, sobre todo en lo que se refiere a 
pensiones alimenticias de los hijos o hijas. Estamos de 
acuerdo, pero eso requiere una legislación propia, ade- 
más de que otras legislaciones sean derogadas. Entien- 
de nuestro Grupo que es de una complejidad legislativa 
que no corresponde a la de.una disposición aaicional. 

Sobre la enmienda número 1.301, relativa a las unio- 
nes afectivas de hecho, le quiero decir una cosa. Aun 
pensando que en el fondo de lo que ustedes quieren le- 
gislar se puede estar de acuerdo, es el concepto más 
indeterminado tal como está expresado en la enmien- 
da. Yo veo muy difícil determinar la unión afectiva de 
hecho, porque, aunque no sea tema para legislar en la 
Ley de Presupuestos, requiere legislación y, además, 
aumentar el gasto público mucho; sería muy discuti- 
ble. Les invito a que lo redacten de otra manera por- 
que es muy ambiguo. Una unión afectiva de hecho 
puede ser la de dos hermanos, la de un padre y una hi- 
ja, o sea, cualquiera. ¿Qué pasa, que tiene que haber 
una vinculación de otro tipo? Pero, jcómo? jHetero- 
sexual? i Homosexual? Es muy complicado. Iríamos 
muy lejos en la discusión y la matización no es sólo de 
indeterminado, de ambiguo, sino de difícil de determi- 
nar. Se lo digo de verdad. Le he dado un poco de vuel- 
ta. Además, si uno se une de derecho, pero no se quiere 
nada más que unir de hecho, otros sólo de derecho, tam- 
poco podemos obligar a unos y a otros. O sea, que se- 
ría una discusión bastante larga. No se la podemos 
tampoco admitir. 

En la enmienda número 1.302 ustedes hablan de con- 
vertir el Instituto de la Mujer, dándole un rango supe- 
rior en la Administración, es decir, que se convirtiera 
en una secretaría de Estado. También sería discutible. 
Es más bien de una ley de otro tipo, no de una de pre- 
supuestos. En todo caso, yo creo que lo importante para 
la igualdad de las mujeres es la fuerza política que pue- 
dan tener, y en ese sentido a lo mejor una secretaría 
de Estado se la daría, para llevar una labor de tipo ho- 
rizontal coordinado que permita, bajo la responsabili- 
dad de conjunto de la Administración Pública, de los 

distintos departamentos, políticas de igualdad que me- 
joren las condiciones reales de asistencia a las muje- 
res. Pero lo determinante -y se lo digo de verdad- no 
creo que sea el rango de dirección general o secretaría 
de Estado, sino el compromiso político de un Gobier- 
no en su conjunto de hacer una política horizontal pa- 
ra la igualdad de oportunidades de las mujeres. 

Yo creo que le he contestado a las enmiendas que us- 
ted planteaba, señor Peralta. 

El señor Vallejo, del Grupo Vasco (PNV), planteaba 
dos enmiendas alternativas, las números 857 y 858, que 
hacen referencia a la disposición adicional cuarta. Una 
ustedes la plantean de adición que diría: «... podrá ser- 
les de aplicación en función de la legislación propia de 
las comunidades autónomas»; la otra es de supresión. 

Evidentemente, nosotros no creemos ni que se ten- 
ga que suprimir ni que se tenga que adicionar el breve 
párrafo que ustedes señalan. ¿Por qué? Porque cree- 
mos que es bueno que se clarifique en los Presypues- 
tos Generales del Estado para este año, sin prejuzgar 
su posterior generalización, que durante este ejercicio 
el coste de la Seguridad Social del parsonal al que se 
refiere la disposición adicional sea imputado a quien 
corresponda realmente, lo que deriva en el consiguiente 
ahorro presupuestario para el Estado. Pero la enmien- 
da número 857, de adición, es compleja. Cabe decir que 
las competencias para el encuadramiento de lqs distin- 
tos colectivos en un régimen de Seguridad Social son 
exclusivas del Estado, ya que entiendo que están inclui- 
das entre las materias realtivas a la legislación básica 
de la Seguridad Social, que están atribuidas en la Cons- 
titución Española como competencia del Estado. No en- 
tiendo la adición que propone en la enmienda 857. No 
se la podemos admitir porque creemos que es compe- 
tencia del Estado y lo que usted pretende es que no ha- 
ya interferencia de competencias. 

La enmienda 858 tampoco vamos a aceptarla porque 
creemos que es bueno que se clarifique este tema en 
el presupuesto para 1993. 

El señor Oliver, de Unión Valenciana, en la enmien- 
da 16 dice que el déficit total del conjunto de las Ad- 
ministraciones Públicas no deberá superar el 1,75 por 
ciento del PIB. 

Yo no creo que eso sea de la ley general de presu- 
puestos. Es más, el Estado no se puede responsabili- 
zar porque tendría que tener mecanismos jurídicos que 
le permitieran controlar el déficit presupuestario que 
se genera en el gasto de las comunidades autónomas 
y de las administraciones locales, y no lo tenemos. 

En la enmienda 32 habla de la presa de Tous, sobre 
la que ya le he contestado. 

En la enmienda número 50 habla de la contamina- 
ción en la provincia de Castellón. Es un tema que está 
«sub iudice», como usted sabe, sobre la responsabili- 
dad de la empresa privada, por lo que hay que espe- 
rar; se puede considerar posteriormente, aunque no sea 
un tema tampoco de ley de presupuestos, si es de inte- 
rés social el tomar una serie de medidas. Usted sabe 
que el Grupo Socialista está preocupado con este te- 
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ma y ha tomado medidas. Los temas de contaminación 
nos preocupan a todos los grupos de la Cámara. 

No sé si se dará por contestado, pero con esto 
termino. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tie- 
ne la palabra el señor González. 

El señor GONZALEZ GARCIA Muy brevemente, pa- 
ra contestar a tres enmiendas, dos del Grupo Popular 
y una de Izquierda Unida. 

Por parte del Grupo Popular, son las defendidas por 
el señor Camacho, sobre las que voy a tratar de expo- 
ner la posición de nuestro Grupo lo más brevemente 
posible. 

El señor Camacho tiene una forma de expresión te- 
rriblemente difícil, pero no por las enmiendas en sí, si- 
no por los términos que utiliza en su defensa. Es capaz 
de sembrar la duda aprovechando aquello de que el Pi- 
suerga pasa por Valladolid. El señor Camacho habla 
de operaciones muy deficientes por parte del Gobier- 
no; de privatizaciones que por venta directa pueden ser 
corruptelas; que ha hecho el Gobierno inversiones un 
tanto difíciles de justificar, cuando estamos hablando 
precisamente de lo contrario: privatizaciones y ventas, 
etcétera. 

No sé si éste es el lenguje habitual, pero la verdad 
es que es original, por lo menos y de cara a lo que re- 
presentan los presupuestos generales del Estado ver- 
daderamente difícil de mantener un equilibrio. En todo 
caso, las enmiendas que presenta el Grupo Popular, nú- 
meros 258 y 264, van dirigidas a hacer un pretendido 
control sobre el proceso de privatizaciones que, según 
dice el señor Camacho, pretende llevar a cabo el Go- 
b' ierno. 
Yo creo que el fallo original está en el concepto de 

privatizaciones que el Grupo Socialista y el Gobierno 
socialista tienen respecto al que puede tener el Grupo 
Popular. En eso es en lo que no entra el señor Camacho. 

Nuestro Grupo entiende las privatizaciones como 
una cuestión conveniente en determinadas situaciones, 
pero no como un objetivo vital y, por tanto, no como 
algo para llevar a cabo sobre un objetivo de puesta a 
cero. Ahí es donde seguramente tendremos grandes di- 
ferencias y donde el carácter finalista de los objetivos 
de privatización que el señor Camacho pretende, en 
nombre de su Grupo, de aquello que pudiera ser el pro- 
ducto de la venta o de la privatización de empresas o 
de sociedades, tampoco es fundamental para este Go- 
bierno socialista, ya que nunca, todavía, hemos lleva- 
do a cabo el programa de presupuestos finalistas. 

En todo caso, señor Camacho, las empresas públicas 
son muy diversas. No se puede preparar un plan para 
que las abarque a todas porque, incluso, en muchos ca- 
sos se dan circunstancias de empresas públicas cons- 
tituidas por ley y con su propio sistema de 
funcionamiento. 

Tiene que reconocer, asimismo, que no es fácil lle- 
var a cabo lo que pretenden cuando se trata de empre- 

sas que están funcionando habitualmente en un terreno 
en el que haya una mayor sensibilidad bursátil, ya que 
los procedimientos que ustedes plantean podrían de- 
rivar en la pérdida de valor, incluso, de la propia em- 
presa. En cualquier caso, nuestro Grupo tampoco está 
seguro de que exista la reserva de ley constitucional 
que usted plantea en su enmienda 264. Desde luego, en 
cuanto al artículo 132.3 de la Constitución es dudoso. 
Y, por supuesto, en lo que se plantea posteriormente, 
como la aprobación por ley votada en Cortes, innece- 
sario y, por tanto, digamos que superfluo. 

En base a esto, no vamos a aceptar ninguna de sus 
enmiendas. Espero que en la contestación -si lo tiene 
a bien S. S.- me dé alguna razón más para obviar es- 
tas mías que trato, como mínimo, de exponer. 

Respecto a la enmienda 1.31 1, de Izquierda Unida, 
SS. SS. convendrán conmigo en que, así como es cier- 
to que los compromisos del Estado existen, no son los 
Presupuestos Generales del Estado donde se tienen que 
incluir estas cuestiones. El desarrollo de todos estos 
compromisos tiene diversos ámbitos, como ustedes sa- 
ben. Conozco con más detalle el Plan de reindustriali- 
zación de Asturias que otros que ha planteado S .  S.; 
pero por lo que se refiere a Asturias, el plan de dina- 
mización es un compendio de compromisos a plazos de 
la Administración central que se complementan, asi- 
mismo, con una serie de compromisos de la Adminsi- 
tración periférica, que se están desarrollando y que 
tienen otra serie de iniciativas legislativas susceptibles 
de ser utilizadas para el control permanente de esa ver- 
dadera realización del compromiso. No nos parece, por 
tanto, que sea materia propia de esta Ley de Presupues- 
tos, aunque, insisto, reconocemos que esos compromi- 
sos existen y que, de alguna manera, es lógico que la 
oposición, con interés y con desarrollo de lo que la co- 
rresponde, quiera chequear y tener control de que efec- 
tivamente esto se desarrolle. Unicamente es el ámbito 
lo que nos separa. De ahí que no vayamos a aprobar 
su iniciativa. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tie- 
ne la palabra el señor Villalón. 

El señor VILLALON RICO: Intervengo en turno de 
réplica. 

Tengo que decir que, realmente, no me sorprende 
ninguna de las cuestiones que ha planteado la porta- 
voz socialista, porque es un poco la línea de interven- 
ción del Grupo y del Gobierno socialista en relación con 
el tema de los afectados por el síndrome del aceite 
tóxico. 

Siempre se remiten a razones objetivas. Hoy ha ha- 
blado de la Ley General Presupuestaria y de la Ley de 
Régimen Jurídico de la Administración del Estado, y 
lo único que han hecho ha sido abrir una pequeña puer- 
ta diciendo que compartían nuestra preocupación, pe- 
ro que no podían apoyar nuestra iniciativa. Se 
establecen en el principio de ((sostenella y no en- 
mendalla». 
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A la Diputada socialista le tendría que decir que tal 
vez sería interesante que se leyera, en los «Diarios de 
Sesiones» de la primera legislatura, allá por el año 
1981, las intervenciones de don Ciriaco de Vicente y del 
actual Presidente del Gobierno, cuando planteaban la 
responsabilidad política de la Administración del Es- 
tado por no actuar en defensa de los intereses de los 
ciudadanos que en ese momento fueron intoxicados. 

Se remite también a esperar a una sentencia judicial, 
como dijo el otro día el Ministro de Trabajo en la in- 
terpelación, donde indicaba que el Gobierno entiende 
que solamente debe abonar las indemnizaciones cuan- 
do exista una sentencia firme de condena al Estado. Es 
un proceso jurídico que no sabemos cuándo va a ter- 
minar. En resumidas cuentas, creemos que con su pos- 
tura dejan a lo afectados del síndrome del aceite tóxico 
en clara situación de desamparo, y que aparcan inde- 
finidamente las medidas que un Estado debe estable- 
cer para ejercer justicia social sobre todos los 
ciudadanos, remitiéndose, como decía antes, a una sen- 
tencia judicial que no sabemos cuándo se va a pro- 
nunciar. 

L a  señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Señor 
Núñez, tiene la palabra. 

El señor NUÑEZ PEREZ Señorías, muchas gracias 
por la respuesta que me han dado las Diputadas doña 
Francisca Pleguezuelos y doña Isabel Alberdi. Respec- 
to a la respuesta de la primera a las enmiendas a la dis- 
posición final, tengo que decirle que, efectivamente, se 
puede compartir la idea básica de las mismas, pero que 
no adelantaremos mucho si al mismo tiempo no se apo- 
yan con los votos. En todo caso, tengo que decirle, se- 
ñora Diputada, que ya es un tópico -y no quisiera yo 
caer en él otra vez-; dice que crear una comisión in- 
terministerial supone por lo menos querer aplazar la 
solución de las cosas. Nuestra enmienda no solamen- 
te se diferencia de sus planteamientos en el plazo, si- 
no que se diferencia mucho más: contiene una 
propuesta concreta, y una propuesta concreta signifi- 
ca, en este caso, una valoración de la situación y, al mis- 
mo tiempo, una propuesta de solución. En todo caso, 
le agradezco mucho esa enmienda transaccional que 
acercará nuestras posiciones a lo largo del debate pre- 
supuestario. Nosotros, por supuesto -ya se lo dije tam- 
bién a su compañero-, estamos dispuestos siempre a 
aceptar cualquier aproximación que redunde en bene- 
ficio de todos. 

En cuanto a doña Isabel Alberdi, tengo que agrade- 
cerle no solamente su intervención y determinadas afir- 
maciones, incluso las que ha hecho a mi intervención. 
Ha hablado de sensatez, de planteamiento loable. Mu- 
chísimas gracias, doña Isabel. Le voy a contar una pe- 
queña anécdota. Es muy breve. Había aquí un 
parlamentario muy agudo que, contestándole a otro 
que no tenía la razón, le dijo: Se la voy a dar para que 
la tenga. Usted me ha dicho a mí algo más. Usted me 
ha dicho: Le voy a dar la razón porque la tiene. Efecti- 

vamente, comparte la filosofía -son sus palabras-, 
pero no comparte nada más. 

En cuanto a las diferencias presupuestarias, que por 
lo visto son las que hacen discrepar y las que justifi- 
can su negativa a votar favorablemente nuestras en- 
miendas, tengo que decirle que están resueltas en la 
comparación de los Presupuestos del 92 y 93. Verá us- 
ted cómo el 50 por ciento que nosotros proponemos de 
reducción en todos esos capítulos, es muchísimo más 
de lo que se reduce el 93 respecto al 92 en las cifras 
que nos ofrecen los Presupuestos. Y eso no se puede 
discutir, porque son datos objetivos que están ahí a dis- 
posición de todos. 

En todo caso, repito, agradezco mucho el tono y el 
contenido de la intervención de las dos Diputadas. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Señor 
Camacho, tiene la palabra. 

El señor CAMACHO ZANCADA Tengo que decirle al 
señor González que no es que defienda con nerviosis- 
mo el plan de transparencia, información veraz y pun- 
tual al Congreso de lo que son ventas de bienes y 
derechos del Estado. Los defiendo con la convicción de 
que hay que templar este asunto y que ustedes, el Gru- 
po Socialista, están de acuerdo; no hay más que oír sus 
declaraciones y ver su situación. Esta mañana he teni- 
do que hacer una visita a los médicos, habitual -de 
vez en cuando hay que ver cómo está uno-, y me han 
dicho que los nervios los tengo duros, fuertes, bien tem- 
plados. Le puedo pasar a usted el informe médico. Ade- 
más, han dicho los médicos que estamos ya muy cerca 
del gobierno (El señor García Ronda: ¿También los mé- 
dicos?) y que por eso necesitamos un tratamiento de 
choque, especial, para afrontar la situación que van a 
dejar ustedes. (Risas y rumores.) En esta circunstan- 
cia, yo tengo que decirle que sólo queremos, de verdad, 
de verdad, contribuir a la transparencia en lo que se 
llama privatización. Lo han empezado ustedes llaman- 
do privatización y luego se han dado cuenta de que eso 
no es privatización, sino que eso es intercambio accio- 
narial, que eso es algo poco claro, y ya no encontramos 
sustantivo ni adjetivo para definir lo que se está hacien- 
do en los sectores públicos. Fíjese usted lo que acabo 
de recoger de la Secretaría de Comisiones. Es una res- 
puesta que me da el Gobierno, la 184113041, a mi pre- 
gunta respecto a lo que ha costado la instalacíón del 
jardín tropical de la Estación de Atocha de Madrid. Me 
dice: El importe de la adjudicación de las instalacio- 
nes y plantaciones correspondientes al jardín tropical 
construido en la marquesina histórica de Atocha ascen- 
dió a 705 millones de pesetas. Usted fíjese si Renfe es- 
tá para gastarse en palmeras 705 millones de pesetas. 
Esto nos evita criticar el piso o el chalé de su antiguo 
compañero de Partido, porque verdaderamente es un 
desorden económico-financiero de primer orden. Yo 
creo, señor González, con toda seriedad y con todo ri- 
gor, que nuestras enmiendas, cualquiera que sea el par- 
tido que esté en el poder, fíjese, cualquier partido que 
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esté en el poder, deberían aceptarlas, porque lo único 
que pretenden es transparencia, claridad e infor- 
mación. 

Dice usted que es dudoso que haya reserva de ley en 
el artículo 132.3 de la Constitución, que es el que desa- 
rrolla la Ley de Patrimonio del Estado. Hay tres sen- 
tencias del Tribunal Constitucional que han acabado 
por decir que es culpable el Gobierno y el Parlamento 
de no haber desarrollado la Constitución en trece años 
de vigencia en determinados aspectos, como, en con- 
creto, el de los inventarios de bienes y derechos del Es- 
tado. Se ha referido la sentencia a esas otras dos 
cuestiones que tenían reserva de ley. Pero si esto, al- 
gún ciudadano de este país -y hay múltiples colecti- 
vos agraviados ya, entre trabajadores o entre 
empresarios, por competencia desleal que se hace des- 
de el sector público o por situación de regulaciones de 
empleo que se están llevando a cabo en el propio sec- 
tor público- piensa que este problema exige una cla- 
ridad y una transparencia, yo le digo a usted que el 
Tribunal Constitucional acaba dando razón al recurren- 
te y dice que las Cortes y el Gobierno son culpables por 
no haber desarrollado una mayor transparencia en lo 
que es la disposición de los bienes del Estado. Pues 
bien, esto es lo único que pretendemos aquí: una situa- 
ción transitoria, como dice la propia disposición que 
presentamos, para que se pueda de momento no pri- 
var al Gobierno de ninguna de sus facultades, que to- 
das las reconocemos, que es disponer de los bienes del 
Estado porque es el único que puede hacerlo, pero que 
lo haga con un control o con un conocimiento «a pos- 
teriorin, si fuera urgente la disposición, de las Cáma- 
ras. Entiendo que esto no es tan difícil y, por tanto, 
volvemos a apelar a lo que es el sentido común, por- 
que ya las encuestas y los españoles se mueven por el 
sentido común. No le voy a sacar ejemplos, pues hay 
múltiples; vamos a dejar ya el jardín de Atocha, vamos 
a dejar tantos ejemplos como han pasado. En ALDEA- 
SA, las tiendas libres de impuestos. En esta misma sa- 
la oímos al Presidente de ALDEASA decir que él va a 
invertir en empresas alimentarias o que va a invertir 
en tiendas libres de impuestos fuera de España. Pero 
oiga usted, ¿cómo el Estado puede estar haciendo eso? 
Eso hay que privatizarlo; no es que tengamos manía 
privatizadora. Hay servicios y empresas que no se pue- 
den privatizar, se lo dice el Grupo Popular, que no se 
podrán privatizar nunca, pero hay múltiples, el 80 por 
ciento de las empresas, que son absolutamente priva- 
tizables. Vamos a estudiarlo, el Gobierno que lo estu- 
die, que lo traiga al Parlamento, y vamos a diseñar un 
plan de actuación. Consigan ustedes no medio billón, 
sino billón y medio de pesetas -yo se lo voy a demos- 
trar a usted en pocas semanas- de algo que es inútil 
que esté haciendo el Estado, incluso que entraña en de- 
terminados momentos -perdón, señora Presidenta, y 
termino- corruptelas, Rectifico. Si usted me ha enten- 
dido antes corrupción, no he querido decir eso, a pe- 
sar de que eso es «VOX populi»; no he querido decir eso, 
he dicho corruptelas (Rumores.), porque se permiten 

precisamente por la escasez de transparencia. (Rumo- 
res.) El Ministro de Economía y Hacienda, señor Sol- 
chaga, ha reconocido públicamente que no conoce el 
curso de casi 300 empresas públicas participadas ma- 
yoritariamente por el Estado. Pero eso no pasa en nin-, 
gún país. ¿Y por qué pasa? Porque quien tiene una 
empresa pública y la preside dice: Voy a hacer un ins- 
trumental para construir en el solar de ahí al lado mi 
sede social. Pero, ¿qué es eso? Con los bienes del Esta- 
do no se puede hacer eso, y eso escapa al control del 
Ministerio de Economía y Hacienda, y así se han crea- 
do 300 empresas instrumentales, que son del Estado, 
de bienes del Estado, y que por mucho que se alargue 
la mano de esa gestión empresarial, nunca dejan de ser 
del Estado, porque ahí está el tracto sucesivo de cual- 
quier bien del Estado, en el registro o en la Bolsa. 

Por tanto, señor González, de verdad, diga usted que 
el Pisuerga pasa de Valladolid, que somos recurrentes 
en este tema. Hasta que ustedes no corten este asunto, 
no van a cortar una de las fuentes que mayores dudas 
están sembrando en la ciudadanía y que mayor permi- 
sividad está haciendo entre gestores que son verdade- 
ramente ligeros y, en otros casos, frívolos. No me haga 
usted citar lo que ha pasado con COSIPIUS, con HYTA- 
SA; no me las haga usted citar, que le cito a usted cien 
empresas de carrerilla que no están claras, y lo sabe 
usted mejor que yo o tiene obligación de saberlo. 

Por tanto, dejemos las cosas como están; acepten us- 
tedes la enmienda, que es impecable, absolutamente ob- 
jetiva, imparcial y que sirve para ustedes hoy y para 
nosotros mañana. Yo esto se lo he oído decir al Gue- 
rra... (Risas.), perdón, al señor Guerra, cuando estába- 
mos gobernando en la UCD.,. (Risas.) Quiero decir al 
señor Guerra, de verdad. Se lo he oído cuando ustedes 
estaban en la oposición: Hagan ustedes esto, que les 
va a venir a ustedes mejor. Y resulta que ahí están la 
Ley Electoral, que no modifican, la Ley D’Hondt, que 
no modifican, etcétera, porque cuando se está en el Go- 
bierno hay que pensar que se está actuando en el bien 
de los ciudadanos y sin intereses partidistas. Por tan- 
to, esta enmienda va en contra de los intereses parti- 
distas y a favor del Gobierno y de los ciudadanos. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Mu- 
chas gracias, señor Blas, (Risas.) perdón, señor 
Camacho. 

Tiene la palabra el señor Peralta. 

El señor PERALTA ORTEGA Veo que se va animan- 
do la Comisión, señorías, y creo que está bien. Se han 
utilizado, por parte del Grupo Socialista, distintos ar- 

casiones, recurrentes, por distintos re- 
presentante gumentos y3 e ese Grupo, para contestar a las 
enmiendas que presenta nuestro Grupo. Sin embargo, 
permítanme que, por razones de educación y de corte- 
sía, comience contestando a la señora Alberdi, que, al 
tratar el tema de las uniones de hecho, me daba un ar- 
gumento tan sugerente como el que decía que no sa- 
bíamos lo lejos que podíamos ir. Señora Alberdi, sin 
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llegar a excesos, porque está aquí el señor Camacho y 
controla el tema (Risas.) -y no me refiero a que sea 
un guardián moral, sino al tema de que uno tiene ya 
edad y hay que ir al médico y esas cosas (Risas.) a que 
ha hecho referencia-, de verdad que poaríamos llegar 
muy lejos. 

De todas maneras, en este tema yo estoy de acuerdo 
en que es indeterminado y complejo, pero nosotros 
planteábamos simplemente que en tres meses el Go- 
bierno presentara una regulación de este tema. No es 
nuestro concepto, como usted ha dicho, el de una unión 
económica y presupuestaria; hablamos de una unión 
afectiva, que nos parece un término más bonito y más 
brillante, y por eso admitimos que no se contemple el 
tema sino como una previsión de un plazo para que el 
Gobierno lo presente. Por tanto, cuando se responda 
a este tema, que no se haga referencia a la compleji- 
dad, lo admitimos, y por eso nos limitamos a plantear 
una previsión de un plazo para que el Gobierno inicie 
su regulación, pues yo creo que lo importante es el fon- 
do y la necesidad de que sea regulado este tema en 
nuestro país para clarificar en ocasiones las diversas 
posturas, alguna de ellas poco aceptable, que se vier- 
ten sobre este tema. 

Hemos planteado alguna otra enmienda en la que se 
nos ha dado también una respuesta esperanzadora por 
parte del Grupo Socialista, como es el caso del tema 
de la provincia de Teruel. Quiero contestar explícita- 
mente al Grupo Socialista diciendo que nos gustaría 
ser capaces de llegar a una transacción en este tema, 
porque es verdad que nos consta que hay un convenio, 
pero creemos que la regulación de este tema mediante 
su revisión presupuestaria dará mayor consistencia y, 
sobre todo, mayor garantía a una provincia que todos 
somos conscientes de que necesita un tratamiento es- 
pecífico. 

Las respuestas que se nos han dado a algunos otros 
temas ya no son tan satisfactorias. Por lo que se refie- 
re -por seguir el orden en que se me ha contestado 
por parte del Grupo Socialista- al tema del plan ge- 
rontológico, se nos ha dicho que no está elaborado; in- 
cluso se nos ha dicho una cosa en la que, por obvia, no 
hace falta insistir: no sólo depende de la elaboración, 
sino de lss previsiones presupuestarias. Por eso nos pa- 
recía oportuno que en la Ley de Presupuestos se hicie- 
ra una referencia a este tema que todos somos 
conscientes de que tiene un contenido presupuestario. 

Ea solución que se nos plantea por parte del Grupo 
Socialista es una solución poco aceptable. En la adi- 
cional se preocupan ustedes porque hay cosas concre- 
tas que ya se están haciendo y se están dedicando 
partidas presupuestarias; pero ello se lleva a cabo sin 
una discusión de totalidad de ese plan gerontológico, 
como medidas parciales que no sabemos si tienen co- 
herencia con el resto del plan, y sin poder, por parte 
de la oposición, llevar a cabo una discusión en que nos 
planteemos la totalidad del acierto, la mejora de ese 
plan, que es el que justifica las distintas medidas par- 
ciales que se están llevando a cabo en estos momentos. 

En el tema de Tous, la señora Pleguezuelos ha con- 
testado no a la enmienda que planteaba nuestro Gru- 
po, sino a la enmienda que planteaba el señor Oliver, 
relativa al mismo tema. 
Yo creo que es fácil acogerse al posible error técni- 

co de plantear la enmienda, en el sentido de que se adi- 
cione una ley de créditos extraordinaria a la Ley de 
Presupuestos. Pero lo que hay que valorar de la enmien- 
da es la problemática que presenta la misma y la vo- 
luntad que anima al enmendante. En ese sentido 
coincidimos plenamente y me gustaría que este tema 
se viera desde esa perspectiva: desde la problemática 
real que hay tras esa enmienda y del objetivo que se 
persigue. 

Volver a insistir en la necesidad de una sentencia fir- 
me, cuando nos consta a todos que hay una sentencia 
y que ha sido recurrida, en primer lugar, por la Admi- 
nistración del Estado, nos lleva al planteamiento, que 
he dicho anteriormente, de si nos encontramos simple- 
mente en presencia de un Estado de Derecho o si la ca- 
lificación que hace la Constitución española del Estado 
español como un Estado social de Derecho obliga a al- 
go más. En nuestra opinión, eso obliga a que el Esta- 
do, en situaciones como ésta, o como otras similares 
a ésta, tenga una respuesta distinta de la que se espe- 
ra de un particular. Y que sea exigible de la Adminis- 
tración del Estado el que tenga un comportamiento 
distinto y dé solución a estos temas. 

En el tema de los represaliados políticos se nos ha 
dicho, por parte de la señora Alberdi, que la fijación 
de un requisito siempre es discutible; evidentemente, 
pero mucho más si ese requisito carece de una justifi- 
cación racional, porque, señora Alberdi, ¿por qué quie- 
nes no tienen 65 años de edad no tienen derecho a una 
indemnización por haber pasado cuatro, cinco, seis, sie- 
te, ocho, nueve, diez o quince años de cárcel durante 
el franquismo? ¿Por qué razón esas personas que han 
estado muchos años de cárcel durante el franquismo 
no tienen derecho a indemnización? ¿Cuál es la razón, 
además, de que esa edad sea exigible a 31 de diciem- 
bre de 1990? Porque, si hubiera alguna justificación pa- 
ra esa edad, la habría a 3 1 de diciembre de 1990, a 3 1 
de diciembre de 1991, a 31 de diciembre de 1992 o a 
31 de diciembre de 1993. Cabría la posibilidad, señora 
4lberdi, de que si ustedes entienden que el requisito 
de los 65 años de edad tiene alguna justificación (que 
insotros creemos que no, porque, como tal requisito 
de edad, creemos que roza, si no entra de lleno en la 
irbitrariedad), ¿por qué 65 años de edad y a 31 de di- 
:iembre de 1990? ¿Por qué no se deja abierto ese re- 
auisito de la edad y en el momento que se cumplan los 
55 años se pueda acceder a la indemnización, si es que 
.iene alguna justificación ese requisito de la edad? 

Otros argumentos que ha dicho usted no nos pare- 
:en tan aceptables. Usted dice: Es que, en definitiva, 
:s una reparación simbólica. Bueno, pero como sim- 
iólica y como reparación todos tienen derecho a ella. 
Y aquí hay personas a las que, sin saber por qué, y sin 
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tener muy clara la razón objetiva de esa exclusión, no 
tienen derecho a la misma. 

Usted decía: No sería este tema, si quisierámos dis- 
cutirlo a fondo, objeto de una norma presupuestaria; 
sería objeto de una discusión distinta fuera del Presu- 
puesto. Quiero recordarle, señora Alberdi, que este te- 
ma está regulado en una Ley de Presupuestos. Lo 
incluyeron ustedes cuando nosotros planteábamos, 
desde siempre, una legislación específica del mismo, 
porque nos parecía que merecía ese tratamiento. Fue 
el Grupo Socialista el que lo incluyó mediante una en- 
mienda a la Ley de Presupuestos. 

Finalmente, decía usted que podrían producirse efec- 
tos perversos. Yo no sé qué hipótesis de efectos per- 
versos maneja el Grupo Socialista. Yo le digo a usted 
que en la realidad ya se están produciendo efectos per- 
versos. Personas que han hecho un esfuerzo importante 
para que hoy exista la democracia en nuestro país no 
tienen derecho a ningún tipo de reparación, y eso es 
un efecto perverso real frente a los hipotéticos que us- 
ted maneja. 

En el tema del Fondo de Garantía para pensiones ali- 
menticias, me ha dicho usted que es un tema que re- 

laquiere de una gran complejidad normativa, de 
modificar leyes y demás y que no es un tema de previ- 
sión presupuestaria. Permítame que le diga que en 
este tema, como en el anterior, nosotros lo que plan- 
teamos es que en un plazo determinado el Gobierno re- 
mita esas normas. Usted nos ha reconocido que ya el 
tema está estudiado por el Grupo Socialista que enmen- 
dó en su día una proposición del Grupo Parlamenta- 
rio de Convergencia i Unió. 

Yo estoy convencido de que esos trabajos los ha con- 
tinuado el Gobierno. Lo que pretendemos es que en un 
plazo determinado los remita a esta Cámara, no que 
la Ley de Presupuestos regule el tema, sino que fijemos 
un plazo para que ese objetivo que todos consideramos 
necesario se lleve a la práctica. 

Finalmente, en el tema de Asturias el señor Gonzá- 
lez me decía que es un tema que afecta a muchas Ad- 
ministraciones y que no necesariamente aparece todo 
regulado por el Presupuesto. Señor González, yo no pre- 
tendo que los Presupuestos recojan el conjunto de me- 
didas que se plantean en el tema del Plan de 
Dinamización y Reindustrialización de Asturias. Noso- 
tros lo que planteamos es que el Gobierno, en el plazo 
de tres meses, presente un calendario de ejecución plu- 
rianual de ese plan. 

Por tanto, no queremos que el proyecto de Ley de Pre- 
supuestos de 1993 contenga la totalidad: no; sólo aque- 
llas que sean competencia estatal. Pero además no 
pretendemos que contenga todas en 1993, sino que en 
este proyecto y, en un plazo, lo que se contenga sea el 
conceder al Gobierno un plazo para que nos presente 
un programa de ejecución plurianual de ese plan, con 
la finalidad de que pueda ser discutido en esta Cáma- 
ra en su totalidad y pueda ser mejorado y defendido 
por parte de ustedes, y que no estemos asistiendo al 
espectáculo de una Comunidad Autónoma, la asturia- 

na, miles de cuyos ciudadanos se ven obligados a des- 
plazarse a Madrid y se vuelven a sus tierras sin obtener 
una respuesta mínimamente razonable, ya no digo si- 
quiera satisfactoria, sino mínimamente razonable. 

Nos parece que el que en estos momentos en la Ley 
de Presupuestos introdujéramos esta enmienda que 
plantea nuestro Grupo permitiría que en aquella Co- 
munidad Autónoma hubiera una mayor tranquilidad 
y unas mayores perspectivas de futuro y que miraran 
los próximos meses y los próximos años con mayor op- 
timismo que en la actualidad. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): El se- 
ñor Vallejo tiene la palabra. 

El señor VALLEJO DE OLEJUA No nos han conven- 
cido los argumentos que la señora Alberdi ha plantea- 
do para rebatir nuestras enmiendas a la disposición 
adicional cuarta. Por tanto, en Pleno volveremos sobre 
ellas; así como las que hemos planteado sobre las dis- 
posiciones transitorias primera y octava, de las que no 
nos han dicho nada. 

Sí quería, con la venia de la Presidenta, defender rá- 
pidamente una enmienda, que antes no he podido ha- 
cerlo porque se me'ha pasado, a la disposición final. 

Es una propuesta de adición de una nueva disposi- 
ción final que señale: «Autorizar al Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes la redacción de una ley que per- 
mita financiar a las Comunidades Autónomas y Entes 
Locales las obras de saneamiento y depuración previs- 
tas en el Plan Nacional de Saneamiento.)) 

El objetivo es simplemente no tener que esperar, pa- 
ra que el Estado pueda financiarlas, a la aprobación 
en Cortes Generales de la Ley del Plan Hidrológico Na- 
cional que declarará de interés general las citadas 
obras. 

Entiende mi Grupo que las entidades locales siguen 
teniendo la competencia y responsabilidad en la eje- 
cución de las obras de ingeniería sanitaria, debiendo 
recurrir con frecuencia a los auxilios del Estado por 
carencias económicas o técnicas, a través de la legis- 
lación de auxilios del Estado. Aunque los Decretos de 
transferencias han depositado en la mayoría de las co- 
munidades autónomas ese auxilio a las entidades lo- 
cales, la Administración central mantiene la responsa- 
bilidad última sobre la situción de las aguas continen- 
tales, según el Título V de la Ley 2911985. 

Parece, por otra parte, ser objetivo del Gobierno el 
declarar de interés general, a través del Plan Hidroló- 
gico Nacional, las infraestructuras de saneamiento y 
depuración contempladas en el Plan Nacional de Sa- 
neamiento actualmente en redacción. 

Asimismo, el Plan Hidrológico Nacional, una vez 
aprobado por el Consejo Nacional del Agua, será remi- 
tido a Cortes Generales para su discusión y aprobación 
final mediante ley. 

Por último, conocedores de que un proceso de este 
tipo requiere dilatado tiempo hasta su aprobación y da- 
do el corto plazo de que se dispone para cumplir las 

a 
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prescripciones que fija la directiva comunitaria 91/271, 
relativa al saneamiento de aguas residuales urbanas, 
año 2000, el Gobierno, entendemos, debería arbitrar, 
si existe, una política clara y decidida de preservar y 
proteger la calidad de las aguas, el sistema legislativo 
que las autorice a seguir auxiliando a las comunida- 
des autónomas y entre locales para la financiación y 
ejecución de las obras requeridas para el cumplimien- 
to de dicho objetivo. 

La señora VICEPRESIDENTA (Garcia Bloise): Tie- 
ne la palabra el señor Oliver. 

El señor OLIVER CHIRIVELLA Sólo voy a referir- 
me a la enmienda número 10, que es la de Tous. 

Por parte de doña Francisca Pleguezuelos se me ha 
insistido varias veces en que técnicamente es incorrec- 
ta, jurídicamente no es posible y más argumentos. Se 
lo voy a poner muy fácil, facilísimo. Si el problema es 
que técnicamente no es correcta, apoye usted las en- 
miendas 1.298, de Izquierda Unida, o la 405 y 406, del 
Partido Popular, que hacen referencia a lo mismo, o 
bien le ofrezco una solución mucho más favorable pa- 
ra el Partido Socialista. Ya que dispone de medios téc- 
nicos mucho más adecuados de los que dispone este 
Diputado, presente usted una enmienda transaccional 
en la que se corrijan todos esos errores técnicos y ten- 
ga la absoluta seguridad de que va a contar con el mo- 
desto voto de este Diputado. No hay ningún problema 
en ese aspecto. 

En cuanto al argumento esgrimido también sobre es- 
ta misma enmienda por doña Isabel Alberdi, es una pe- 
na que no dispongamos de la hemeroteca de todo lo que 
se dijo en el año 1982 por destacados cargos del Parti- 
do Socialista en la Comunidad Valenciana, en la Ribe- 
ra. Es triste no tener aquí todo lo que se dijo por parte 
del Alcalde de Alcira y otros destacados socialistas de 
entonces sobre qué iban a hacer si ganaban las elec- 
ciones, que estaban a la vuelta de la esquina. Lamen- 
tablemente, todo aquello ha quedado en agua de 
borrajas. 

No es posible que hagamos pagar a los ciudadanos 
afectados la lentitud de la Administracián de Justicia 
española. No es posible que hagamos pagar a los afec- 
tados la excesiva profesionalización de la Administra- 
ción hasta extremos que hay tantas salvaguardas que 
diez anos después no hay solución todavía a los pro- 
blemas a los que se prometía solución en el mes de oc- 
tubre de 1982 por parte del propio Partido Socialista. 
Todo esto es absolutamente comprobable. Basta con 
ver las hemerotecas de entonces. 

Señorías, aquí de lo que se trata -y suscribo total- 
mente las palabras del señor Peralta- es de dar una 
solución a un tema, también al de la colza, evidente- 
mente. No  podemos tener a la gente pendiente de la ma- 
quinaria del Estado. Si el Estado no está al servicio del 
ciudadano, ¿para qué sirve la Administración del Es- 
tado? ¿Para qué estamos aquí si no es para resolver los 
problemas de los ciudadanos? No estamos hablando de 

un año después, estamos hablando de diez años des- 
pués. Por tanto, macháquenme desde el punto de vista 
técnico y jurídico, digan que soy un mal Diputado, pe- 
ro resuelvan el problema, que van a contar con mi vo- 
to, a pesar de los insultos. Y no me enfado, señorías. 
Tengan la seguridad de que gozosamente retiraré ésta 
y otras enmiendas similares si ustedes dan solución a 
los problemas. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tie- 
ne la palabra la señora Pleguezuelos. 

La señora PLEGUEZUELOS ALGUILAR: Voy a con- 
testar por el orden en que se han producido las réplicas. 

Al señor Núñez quiero indicarle que, en efecto, son 
los votos los que hablan y los votos no puede apoyar 
sus enmiendas, al menos con carácter total -sí le he 
ofrecido una transaccional- porque, si bien estamos 
de acuerdo en parte del diagnóstico, casi en el 95 por 
ciento, no lo estamos en la solución que aporta su 
grupo. 

Usted decía que no era procedente, o por lo menos 
que no era eficaz, que se creara una comisión intermi- 
nisterial, porque lo que se hacía con eso era perder 
tiempo y que lo más oportuno era dar alternativas fi- 
nales concretas, como planteaba su grupo en las tres 
enmiendas que afectan a esta disposición. Señoría, una 
cosa es -como usted hace en alguna de las enmiendas, 
las números 266 y 265- concretar su enmienda en as- 
pectos específicos y otra, que no podemos compartir 
en absoluto -me refiero concretamente a la enmien- 
da número 267-, decir que hay que limitar el número 
d e  
altos cargos y puestos de alto nivel, por evitar la dis- 
cusión que usted planteaba al principio: en subsecre- 
tarios y asimilados, cincuenta; directores generales y 
asimilados, doscientos cincuenta; etcétera. En ningún 
aspecto de esta enmienda se dice cómo se haría esto 
-por lo menos noestá en su justificación- y es muy 
importante porque habría que plantearse una serie de 
preguntas, ¿cuáles se surpimen? ¿Por qué razones se 
suprimen? Los puestos que pasarían a depender de 
otros ministerios o que desaparecerían, ¿quién reali- 
zaría esas funciones? La respuesta a esas preguntas la 
ha de determinar la comisión interministerial, que pa- 
ra eso está regulada. 

Todas estas preguntas, en definitiva, entendemos que 
son el resultado de ese estudio y que lo más acertado, 
como usted decía antes, es que sean lo más eficaces po- 
sibles y esperamos, porque el plazo de seis meses es 
máximo, que no sea literal dicho plazo. 

Veo que ni el señor Peralta ni ningún representate 
de Izquierda Unida se encuentran en la sala, consecuen- 
temente voy a ser breve, se lo digo al señor Núñez por 
si le interesa y en otro caso que luego lo lea en el «Dia- 
rio de Sesiones». 

Al señor Peralta quiero indicarle, que cuando él de- 
fendía que la enmienda 1313 trataba de determinar una 
serie de medidas excepcionales para promover el de- 
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sarrollo de la provincia de Teruel, aunque la regula- 
ción del tema no se hiciese de forma presupuestaria 
eso no quita credibilidad, puesto que se ha firmado un 
convenio entre la Administración Central del Estado 
y la comunidad autónoma. Consecuentemente, en el ca- 
so hipotético y no deseable de que no llegásemos a efec- 
tuar esa transaccional, no signficaría que perdiese 
efecto ese convenio. 

En lo que respecta a la enmienda 1296, del plan ge- 
rontológico, no es redundante en absoluto plentearle 
a S. S. que no sólo dependía de la redacción final, sino 
de las disponibilidades presupuestarias del ejercicio; 
pero lo evidente es que si no está redactado el plan ge- 
rontológico, difícilmente puede presupuestarse como 
tal; tendrá que hacerse un presupuesto que recoja al- 
gunas medidas que en el borrador de este plan se han 
llevado a cabo en varios programas del Ministerio de 
Asuntos Sociales. 

El Grupo de Izquierda Unida ha planteado, conjun- 
tamente con el señor Oliver, de nuevo la enmienda nú- 
mero 10. Señor Oliver en absoluto pretendo llarmarle 
mal Diputado ni insultar a nedie porque exista un error 
que mi grupo califica de técnico. Evidentemente esta- 
mos sujetos a la valoración de cada uno de los grupos 
y usted tendrá derecho a pensar así, pero le prometo 
que no era mi intención aplicarle ninguno de esos cali- 
ficativos que usted ha esgrimido en su intervención. 

Sí quería decirle que si la enmienda número 10 tra- 
ta de que se abonen las ayudas a los damnificados en 
la presa de Tous, por las riadas de octubre de 1992, no 
podría recogerse en esta enmienda como tal, tendría 
que ser otra enmienda, como usted decía, que recogie- 
se la ayuda presupuestada para esos damnificados. Se- 
ñoría, no existe una sentencia firme. La voluntad del 
Grupo es pagar. Imagínese usted que responsabilidad 
tendría un Gobierno que sin una sentencia firme abo- 
nase unas partidas presupuestarias de las cuales ten- 
dría que dar cuenta a esta Cámara y al pueblo español. 
Son convenientes y el Gobierno se compromete a dar 
curso a todas ellas, pero con una sentencia firme. Des- 
graciadamente han transcurido diez años y no parece 
que falte mucho para dar solución a este tema. 

El señor Vallejo, del PNV, en efecto, en su primera 
intervención no defendió la enmienda 841. A mi grupo 
no le parece absurdo, como usted plantea en la justifi- 
cación, que esperemos a la aprobación de la ley del plan 
hidrológico nacional para que el Estado pueda finan- 
ciar a las comunidades autónomas y a los entes loca- 
les las obras de saneamiento y depuración previstas en 
el plan nacional de saneamiento. Lógicamente sería ma- 
tizable; pero, de todas formas, creemos que con unos 
presupuestos como éstos, que van a contener el gasto, 
sería importante la posible consignación de esta par- 
tida presupuestaria en el plan correspondiente y, por 
tanto, no presupuestarla aquí. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): La se- 
ñora Alberdi tiene la palabra. 

La señora ALBERDI ALONSO. Quiero contestar tan- 
to al portavoz del Grupo Popular, como al señor Peral- 
ta, de Izquierda Unida, y al señor Oliver, que creo han 
hecho referencia a temas que están relacionados con 
todas las indemnizaciones a los afectados por el enve- 
nenamiento del aceite tóxico y el tema de la presa de 
Tous. 

No  es algo extraño ni raro que el Estado quiera te- 
ner un soporte, lo que supone tener una sentencia ju- 
dicial firme a la hora de asumir las indemnizaciones, 
una vez que por dicha sentencia se adjudiquen unas res- 
ponsabilidades al Estado. Creo que es absolutamente 
razonable que se necesite tal soporte para entrar en ese 
tipo de indemnizaciones. Tal como ustedes hablan, pa- 
rece que a los afectados por la presa de Tous así como 
a los afectados por el síndrome tóxico no se les ha he- 
cho caso alguno; que se ha hablado de ellos «in illo tem- 
poren, pero luego no se han tomado medidas. Se han 
tomado todas las medidas que responsablemente el Es- 
tado podía y tenía que asumir, pero no se van a asu- 
mir aquellas que necesitan una sentencia para ser 
asumidas. Estamos hablando de presupuestos genera- 
les del Estado, no estamos hablando de medidas arbi- 
trarias, de indemnizar a unos o a otros, a este señor 
o a este otro y creo que es lógico esperar a que exista 
una sentencia firme. De todas maneras, me leeré los 
«Diarios de Sesiones)) y todos los textos que me han re- 
comendado, porque creo que siempre será instructivo. 

Al señor Núñez le diré que no le sorprenderá tanto 
que estemos de acuerdo en un objetivo, aunque creo 
que hay una diferencia en cómo conseguirlo y ahí to- 
davía no estamos de acuerdo. 

En cuanto al señor Peralta le diría que me ratifico 
en los argumentos que he dado respecto a las enmien- 
das números 1300,1298,1295,130 1 y 1302. He podido 
hacerle un excurso sobre las uniones afectivas de he- 
cho, al hilo de lo que estaba hablando, pero evidente- 
mente tampoco se puede aceptar esa enmienda, porque 
supone un incremento del gasto de la Seguridad Social 
que mi grupo no cree oportuno asumir en un momen- 
to de restricciones presupuestarias. Evidentemente 
cuando hay restricciones presupuestarias se priorizan 
los temas y ésta no es la prioridad de momento. 

Por otra parte, siento que el señor Vallejo no esté na- 
da convencido de mis argumentos, y creo que al señor 
Oliver le he contestado ya respecto a los damnificados 
por el asunto de la presa de Tous. 

No tenga nada más que añadir, señora Presidenta. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tie- 
ne la palabra el señor González García. 

El señor GONZALEZ GARCIA Muy rápidamente, se- 
ñora Presidenta, para contestar de nuevo a las mismas 
enmiendas del turno anterior. Señor Camacho, en pri- 
mer lugar quiero felicitarle por su espléndida salud y 
deducir de ella que si sus intervenciones no son pro- 
ducto de algún desequilibrio -y veo que afortunada- 
mente no lo son- son intencionadas y, por tanto, 
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mucho más peligrosas y mucho más cargadas de lo que 
yo no quería denunciar en mi primera interpretación. 

En la segunda intervención de S. S., al hilo de unas 
pretendidas enmiendas para regular el proceso priva- 
tizador de las empresas públicas, habla usted del jar- 
dín tropical de Atocha, pero de una forma equívoca otra 
vez, sin decir cuál es su objetivo, aunque sí su costo, 
como si eso fuera una desastrosa inversión. Señor Ca- 
macho, díganos para qué y por qué se ha hecho ese jar- 
dín y dónde está el equívoco. 

Sigue planteando cuestiones como la del chalet de 
un compañero. 2 Es alguna propiedad pública suscep- 
tible de enajenación o es un equívoco más que intro- 
duce usted otra vez en el diálogo? 

Habla usted, de una forma desagradable unas veces 
y otras veces quizá equívoca, del compañero, señor 
Guerra, el cual desde hace mucho tiempo está someti- 
do a un acoso permanente y usted insiste en ello 
también. 

Esto es lo que yo quería denunciar de su primera in- 
tervención. Como veo que, afortunadamente, no es pro- 
ducto de un desequilibrio físico -y me alegro-, 
permítame que, al menos, le diga que políticamente es- 
tá usted actuando de una forma equívoca. (Rumores.) 

También quisiera pedirles que cuando se habla tan- 
to de la empresa pública tuviéramos el referente de 
cuál es su origen, porque algunas veces, al escuchar- 
les, me da la impresión de que los socialistas hemos 
llegado en 1982 al poder y nos hemos dedicado a ha- 
cer una acumulación de propiedades para el Estado 
-por la vía que usted quiera, porque, claro, el proce- 
so hubiera sido público- y que esto lo que no hemos 
sabido administrar, o estamos en fase ahora mismo de 
privatizar. No es ésa la filosofía de partida, no es el ori- 
gen y tampoco es la filosofía de futuro socialista pri- 
vatizar como carácter prioritario lo que es el «holding» 
público de actividad empresarial. 

Por tanto, cuando usted me recuerda, señoría, que 
su grupo dice que algunas partes de la empresa públi- 
ca no son privatizables, tampoco puedo estar muy 
seguro de qué me está hablando, porque en la justifi- 
cación de su propia enmienda dice al final: Asimismo, 
es necesario proceder a la privatización de aquellas em- 
presas cuya presencia en el sector público no tiene jus- 
tificación objetiva. Falta sólo definir lo último: ¿Qué 
entienden SS. SS. por justificación objetiva? ¿Entien- 
den que es tan privatizable Hunosa como Ensidesa o 
como algunos otros «holding», o está hablando S. S. de 
Endesa y de Repsol? Ese es el equívoco, el sistemático 
equívoco que ustedes en estas intervenciones no sé si 
tratan de liar más, pero, en todo caso, sí de confundir 
a quienes el día de mañana pudiesen leer el «Diario de 
Sesiones)). 

No vamos a aceptar sus enmiendas. No es éste el ob- 
jetivo que tiene el Gobierno. Seguirá con el sistema de 
funcionamiento que ha venido utilizando hasta este mo- 
mento. No le digo que en algún momento y por una ne- 
cesidad más imperiosa el Gobierno so someta a las 
Cámaras algunas operaciones de actividades que son 

de su exclusiva responsabilidad y que entienda conve- 
niente u oportuno, así como, por supuesto, nadie va a 
discutir que las iniciativas parlamentarias que su gru- 
po quiera plantear en su labor de control del Gobier- 
no vayan a ser atendidas por el mismo. 

En cuanto a la enmienda presentada por el Grupo de 
Izquierda Unida, quisiera decirles lo mismo que les ha 
contestado mi compañera en relación a Teruel. Indu- 
dablemente, señorías, estamos hablando de un plan fir- 
mado, acordado y que corresponde a unos convenios 
en los que han participado en Asturias no sólo la Ad- 
ministración central y la periférica, es decir, la Admi- 
nistración de la Comunidad Autónoma, sino también 
ayuntamientos y los agentes sociales; es decir; yo creo 
que el plan tiene suficiente crédito. Tddo lo que abun- 
da no sobra, dicen algunas veces SS. !$S. enkuanto a 
estas cuestiones; pero manifestar cuando menos cré- 
dito hacia aquello que se firma, yo creo que es una cues- 
tión digna de pensar. 

Por último, señora Presidenta, dado que en su pri- 
mera intervención el señor Núñez había hablado de la 
posibilidad de que hubiera alguna iniciativa de tran- 
sacción, sólo me queda comunicar que en cuanto a la 
enmienda número 252, que es una de las defendidas, 
estamos pensando la posibilidad de llevar a cabo una 
transacción y al hilo en gran parte de la moción que 
con motivo del debate sobre la pequeña y mediana em- 
presa recientemente hubo en el Pleno y teniendo en 
cuenta también que el CDS tiene una enmienda al ar- 
ticulado, la 999, que insiste en el mismo tema, posible- 
mente les ofertemos en su momento una transacción. 
(Los señores Camacho Zancada y García-Margallo y 
Marfil piden la palabra.) 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Se ha 
terminado el debate. No vamos a abrirlo de nuevo. Se 
ha discutido ya, cada uno a su manera, se han expues- 
to los argumentos y no vamos a abrir otra vez el deba- 
te sobre los argumentos que se han dado. Ha habido 
dos turnos y, con su permiso, se cierra el debate. 

E1 señor CAMACHO ZANCADA Ha habido una alu- 
sión personal. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Aquí 
no ha habido alusiones. Yo no abro este melón. (El se- 
ñor García Margallo pide la palabra.) 

Señor García Margallo, se ha indicado por su grupo 
una serie de enmiendas que iban a ser discutidas y 
otras, que se daban por defendidas. A estas horas de 
la noche no vamos a abrir el debate con una enmienda 
más. Bien se da por defendida y se somete a votación, 
o bien no se habla más de este apartado correspondien- 
te a las disposiciones. 

Se termina aquí el debate de las disposiciones adi- 
cionales. (El señor Camacho Zancada pide la palabra.) 
No abran de nuevo el debate. 

El señor CAMACHO ZANCADA No, señora Presiden- 
ta. Es que yo creo que el señor González no me ha en- 
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tendido sobre una cuestión que yo he dejado muy clara 
y es que he pensado desde hace muchps años que el se- 
ñor Guerra es uno de los mejores socialistas que ha ha- 
bido en estos diez años al frente del Partido. Nada más. 
Cualquier interpretación sí será Sesgada y torcida. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Agra- 
decemos esta aclaración. (El señor González pide la 
palabra.) 

Señor González, jse acabó! 

El señor GONZALEZ GARCIA Nada más quisiera 
agradecer esta pyntualización que, de ser así siempre, 
estaría mucho más clara la opinión general. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Va- 
mos a pasar a las secciones. (Rumores.) 

Si me permiten ustedes, será media hora, vamos a 
terminar rápidamente. 

Vamos a empezar las secciones sencillamente por ra- 
zones de calendario ya que el Diputado del Grupo So- 

Sección 12 cialista que debe defender la Sección 12 mañana por 
la mañana no puede estar aquí y, de acuerdo con to- 
dos los portavoces, vamos a iniciar el debate de las sec- 
ciones, con la número 12. 

Nada más terminar de discutir esta Sección empe- 
zaremos a votar y finalizaremos la sesión de hoy. (El 
señor Gimero Marín pide la palabra.) 

Señor Gimero. 

El señor GIMEN0 MARIN: Una cuestión previa, se- 
ñora Presidenta, para que sea conocida por los distin- 
tos grupos en relación con esta Sección y también para 
proponerlo a la Mesa. Tiene que ver con las enmien- 
das ya aprobadas en Ponencia relativas a esta Sección 
presentadas por el Grupo Socialista, en las cuales, co- 
mo es lógico, había sus altas y sus bajas correspondien- 
tes. Simplemente quería decir en este momento, para 
que los portavoces de los distintos grupos lo conozcan 
antes del debate de laSección, que mi grupo entiende 
que deberíamos presentar una enmienda «in voce» para 
producir además las bajas que no han tenido lugar con 
esas enmiendas en los anexos de inversiones correspon- 
dientes, en la medida en que tenga consecuencias en 
los mismos. Lo digo para que se dé traslado a la Mesa 
y a los grupos de esas consecuencias añadidas, que tie- 
nen un carácter fundamentalmente técnico en la pre- 
sentación de la enmienda. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Por el 
Grupo Popular, en relación con la Sección 12 el señor 
Perinat tiene la palabra. 

El señor PERINAT Y ELIO: Con relación a la Sec- 
ción 12, el Grupo Popular presenta una enmienda a la 
totalidad, siete enmiendas parciales de adición y una 
enmienda de redistribución. 

La enmienda a la totalidad la presenta teniendo en 
cuenta que considera mi grupo que la partida presu- 

puestaria asignada al Ministerio de Asuntos Exterio- 
res para 1993, es manifiestamente incompatible con la 
puesta en práctica de la política exterior que España 
necesita y que el propio Gobierno manifiesta que es su 
objetivo y además lo ha dicho repetidas veces. La ero- 
sión, o para ser más claros, la reducción que ha cono- 
cido en sus diversas partidas el Ministerio de Asuntos 
Exteriores en estos últimos años, se acentúa todavía 
más en el presupuesto que ha sido presentado para 
1993. 

Existen una serie de factores preocupantes, señora 
Presidenta, con relación al presupuesto que se presenta 
para el Ministerio de Asuntos Exteriores y para los or- 
ganismos que de él dependen. 

En primer lugar, tenemos un factor que realmente 
me preocupa de forma especial, que son los retrasos 
correspondientes a las partidas de asignaciones que 
hay que pagar a los distintos organismos internacio- 
nales. Actualmente están en una cantidad aproximada 
de 3.000 ó 4.000 millones, pero si no se hacen pagos an- 
tes de final de año estas cantidades ascenderán a 7.000 
millones de pesetas. 

Por otro lado, existe una incapacidad de racionali- 
zación del organigrama del Ministerio de Asuntos Ex- 
teriores y de sus distintos organismos rectores. Por 
ejemplo, hay unidades administrativas superiores, a lo 
que realmente deberían ser y que en el pasado han si- 
do creadas más bien para cumplir con una serie de 
compromisos personales y no para lo que son verda- 
deramente los intereses del Estado, y de la política ex- 
terior española. 

Se nos presenta, por otra parte, otro factor que es 
preocupante y es dónde está en este momento ubicado 
el Ministerio de Asuntos Exteriores en Madrid. Exis- 
ten más de veinte direcciones fuera del edificio del 
Ministerio, en la Plaza de Santa Cruz, en locales espar- 
cidos por toda la capital del Reino. Es evidente que es- 
to produce, por un lado, gastos y, por otro, una 
disfuncionalidad en la forma de actuar de manera 
efectiva. 

En lo que se refiere a la actividad exterior pensamos 
que el Ministerio -y ello evidentemente redunda en 
lo que se refiere al presupuesto-, ha sido incapaz de 
llevar a cabo una reestructuración de las misiones. 
Existen hoy una serie de consulados (además el pro- 
pio Subsecretario de Asuntos Exteriores se refirió a 
ello de forma accesoria, no directa en su última inter- 
vención en la Comisión de Asuntos Exteriores) que hoy 
podrían ser suprimidos; otras misiones, en cambio, de- 
berían ser creadas. Hoy por hoy el Ministerio ha sido 
incapaz de crear un organigrama que resulte eficaz en 
lo que se refiere a una reestructuración de la función 
exterior del Estado. 

Por otro lado, respecto a la cooperación, existe tam- 
bién una clara reducción en lo que han de ser los pre- 
supuestos que para este importante concepto debiera 
afrontar el Estado. 

El propio Presidente del Gobierno en la Cumbre de 
Medio Ambiente celebrada últimamente en Río de Ja- 

, 
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neiro, subrayó su voluntad de triplicar el gasto relati- 
vo a esta actividad de cooperación. Pues bien no sólo 
no se ha triplicado, sino que la cantidad es claramente 
deficitaria con relación a la misión que se asigna a la 
cooperación exterior por parte de España; incluso pen- 
samos que la acción debería ser mucho más impor- 
tante de lo que parece pergeñarse a través de este pre- 
supuesto. 

Por último, en lo que se refiere a la enmienda de to- 
talidad, quisiera referirme al Instituto Cervantes. Es 
evidente que el gran prestigio que tiene España en el 
exterior, en lo que se refiere a su política exterior, se 
basa principalmente en la fuerza del idioma español. 
Se creó con gran bambolla en su momento el Instituto 
Cervantes. Nosotros como grupo creímos -seguimos 
creyéndolo- muy acertada esta iniciativa, pero desgra- 
ciadamente el Instituto Cervantes demuestra en su ac- 
ción hasta el presente una parálisis en cuanto a sus 
misiones y una falta de propósito en sus realizaciones. 
El Director del Instituto Cervantes habló de la posibi- 
lidad de crear diez centros; ahora ya habla de un obje- 
tivo mucho más modesto de cuatro centros. Por ello, 
mi grupo presenta esta enmienda a la totalidad del pre- 
supuesto de Asuntos Exteriores, rechaza esta partida 
presupuestaria y solicita al Congreso su devolución al 
Gobierno con la finalidad de proceder a una nueva for- 
mulación de la misma más acorde con las posibilida- 
des y necesidades de la política exterior española. 

Por otro lado, señora Presidenta, presentamos una 
serie de enmiendas parciales de adición, que son las 
siguientes: 

La enmienda número 828, por cuantía de 10 millo- 
nes de pesetas, y cuyo objetivo -bien modesto- es 
mantener las becas y ayudas de estudios que tradicio- 
nalmente ha venido otorgando la Escuela Diplomáti- 
ca. Esto se haría causando una baja en el programa 633 
A, servicio 31.02. 

Otra enmienda parcial de adición es la 829, por la 
cantidad de 25 millones de pesetas, causando también 
baja en el programa 633 A, servicio 3 1.02, con objeto 
de atender los incrementos en arrendamientos que vie- 
ne soportando el departamento en lo que se refiere a 
organismos internacionales. 

Enmienda de adición también es la 830, en cuantía 
de 100 millones de pesetas, cuyo objeto es atender los 
inevitables incrementos en arrendamientos de las re- 
presentaciones españolas en exterior que viene sopor- 
tando el departamento. La baja se proyecta respecto 
al servicio 31.02, del programa 633 A. 

Igualmente, presentamos como enmienda de adición 
la 831, para atender los incrementos en los arrenda- 
mientos con relación a las oficinas de la Secretaría de 
Estado para las Comunidades Europeas. Esta enmien- 
da es por la cantidad de 75 millones de pesetas, y 
se prevé también respecto al servicio 3 1.02, programa 
633 A. 

Enmienda de adición número 832, por valor de 1 .O00 
millones de pesetas que tiene por objeto -como he di- 
cho antes- cancelar las deudas que actualmente tie- 

ne España en los organismos internacionales. 
Precisamente creo que ayer publicaba uno de los dia- 
rios de esta capital que, por primera vez, España se ha 
visto obligada a retrasar sus pagos en las cuotas a los 
organismos internacionales. España ha sido elegida 
miembro del Consejo de Seguridad alegando, precisa- 
mente, el cumplimiento de las cuotas en los organis- 
mos internacionales. Por primera vez, España está en 
el pelotón de los morosos en lo que refiere a este 
concepto. 

Por otro lado, tenemos también la enmienda de adi- 
ción número 833, por 300 millones de pesetas, con ob- 
jeto de cumplir los compromisos de los acuerdos de 
Schengen; esto es, para poder dotar a nuestras repre- 
sentaciones y consulados de la conexión informática 
a la cual nos hemos comprometido al firmar esos acuer- 
dos. La baja se propone respecto al servicio 31 .O2 del 
programa 633 A. 

Por último, señora Presidenta, presentamos una en- 
mienda de redistribución. Esta enmienda es de una 
cuantía de 500 millones de pesetas y tiene por objeto 
el replanteo de la actual estructura de la Secretaría de 
Estado de Cooperación. Es decir, proponemos la supre- 
sión del cargo de la Secretaría de Estado de Coopera- 
ción, y algunos otros puestos de la misma, para 
precisamente poder cumplir los fines para los cuales 
esa cooperación ha sido creada y concebida. Creemos 
que con una secretaría general la misión se podría cu- 
brir de una forma igualmente eficaz, o probablemente 
más eficaz, y se conseguiría con ello un ahorro en el 
presupuesto de 500 millones de pesetas, que podría ir 
a engrosar precisamente los fondos de cooperación que 
nos son tan necesarios. 

Estas son, en resumen, señora Presidenta, las en- 
miendas presentadas por el Grupo Popular a esta sec- 
ción de los Presupuestos Generales para el año 1993. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Señor 
Hinojosa, tiene la palabra. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA Señora Presidenta, 
en esta sección tenemos una sola enmienda, que damos 
por defendida en sus propios términos. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Señor 
Martínez Blasco, tiene la palabra. 

El señor MARTINEZ BLASCO Señora Presidenta, el 
Grupo Izquierda Unida-Inicitiva per Catalunya también 
tiene una sola enmienda, que propone un pequeño in- 
cremento en una dotación. Como está justificada, la da- 
mos por defendida. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Por el 
Grupo del CDS, el señor De Zárate tiene la palabra. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA Seño- 
ra Presidenta, quería referirme, en particular, a nues- 
tra enmienda número 1.021, en la que se prevé la 
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adición de un programa para la creación de un fondo 
para la cooperación y defensa de los derechos huma- 
nos, que gestionaría la Oficina de Derechos Humanos, 
dependiente de la Secretaría General de Política Exte- 
rior. Con este crédito de 250 millones que pretendemos 
conseguir en este debate se podrían afrontar determi- 
nados gastos que se consideran imprescindibles para 
que la gestión humanitaria que lleva a cabo esta Ofici- 
na de Derechos Humanos, en nombre del Estado espa- 
ñol, fuera más eficaz. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): El se- 
ñor Barrionuevo tiene la palabra. 

El señor BARRIONUEVO PEÑA Como hemos vis- 
to, hay dos enmiendas a la totalidad. Una que presen- 
ta el Grupo Popular con una serie de argumentos y otra 
que presenta el CDS que, aunque formalmente es de 
totalidad, la verdad es que podemos considerarla más 
bien parcial. 

En lo que se refiere a la enmienda de totalidad que 
ha defendido el señor Perinat, me atrevería a decirle 
que, sabiendo como sabe de lo que habla, creo que no 
tiene mucha convicción en que sea una enmienda a la 
totalidad, porque -trata decir que con este presupues- 
to España, o el Departamento de Exteriores concreta- 
mente, no puede realizar una buena política exterior 
y él, en alguna parte de su intervención, se ha referido 
también al gran prestigio de España a través de su po- 
lítica exterior, lo cual es algo contradictorio. Nosotros 
pensamos, por el contrario, que la política exterior es 
una de las partes más brillantes de la política total que 
viene realizando este Gobierno, que es, por otra parte, 
una política muy efectiva y con resultados, y que se ha 
hecho con un presupuesto austero, pero insisto en que 
ha sido una política muy brillante, fruto sin duda de 
la acción global del Gobierno, de la acción de los dis- 
tintos ministros de Asuntos Exteriores que han desem- 
peñado esta responsabilidad y también -por qué no 
decirlo, señor Perinat- de los muy buenos, de los ex- 
celentes funcionarios que hay en este Departamento. 
En cualquier caso, con presupuetos austeros se ha he- 
cho una política exterior muy efectiva y muy brillan- 
te, lo que quiere decir que no hay una relación directa 
entre una cosa y otra. Es muy probable que con mayo- 
res créditos pudiera mejorar esa política, es lo más pro- 
bable, pero no es del todo seguro. Lo cierto, evidente 
y constatado es que hasta ahora se ha hecho una muy 
buena política exterior con un presupuesto y con una 
estructura similar a la que estamos contemplanto. Por 
consiguiente, de ninguna manera estamos de acuerdo 
con S .  S . ,  incluso nos parece contradictoria su posición, 
como acabamos de señalar, en cuanto a la petición de 
devolución del presupuesto de este Departamento y de 
ninguna manera podríamos aceptarla. 

En cuanto a las enmiendas parciales, las hay de di- 
verso tipo. Algunas de ellas, las enmiendas de los gru- 
pos parlamentarios Catalán (Convergencia i Unió), CDS 
e Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, de alguna 

forma, aunque de manera más modesta, están recogi- 
das en enmiendas del Grupo Parlamentario Socialista 
que han sido aceptadas por la Ponencia y que ahora co- 
mentaré. 

La enmienda número 828, del Grupo Parlamentario 
Popular, pretende el mantenimiento de las becas con- 
cedidas por la Escuela Diplomática. Es una pretensión 
que se ha expresado en otros ejercicios presupuesta- 
rios y no vamos a aceptar, porque entendemos que es- 
ta política de concesión de becas debe ser para la 
promoción y difusión cultural en el exterior, por lo que 
no está muy justificado mantenerlas para nuestra Es- 
cuela Diplomática. 

Las enmiendas números 829,830 y 831 pretenden una 
previsión de incremento de alquileres que el propio De- 
partamento, a través de su oficina presupuestaria, con- 
sidera no necesarios y que con los créditos previstos, 
aunque naturalmente con una cierta austeridad, como 
acabo de decir, puede mantenerse el pago de las ren- 
tas, de los alquileres de los edificios y de los locales 
de nuestra representación en el exterior. 

La enmienda número 832 trata de incrementar la par- 
tida destinada al pago de las participaciones en orga- 
nizaciones internacionales. Yo también he leído, como 
usted, esa información periodística relativa a que po- 
dríamos ser calificados de morosos. Sin embargo, vea 
bien esa información: si no pagamos. Todavía no ha 
vencido el ejercicio, es decir, que no estamos en esa si- 
tuación. Sucede, señor Perinat -sin duda lo conoce-, 
que, por ejemplo, en cuanto a la participación en dis- 
tintos programas de las Naciones Unidas, se han incre- 
mentado las obligaciones, las nuestras y las de otros 
países miembros, pero señaladamente las nuestras, con 
el pago de operaciones de ayuda, de asistencia o de en- 
vío de fuerzas de las Naciones Unidas a sitios como 
Camboya, El Salvador, Namibia o Yugoslavia. Natural- 
mente, algunas de estas obligaciones no podían ser pre- 
vistas hace algún tiempo y, sin embargo, se han 
producido y son de una cuantía notable. De ahí deri- 
va, fundamentalmente, esa posibilidad de no poder ha- 
cer frente a su integridad. Pero insisto en que aún no 
ha vencido el ejercicio, estamos dentro de plazo y, por 
consiguiente, en lo que se refiere al ejercicio de 1992 
no estamos en esa situación de morosidad. En lo que 
se refiere al presupuesto que estamos comentando, al 
del año 1993, la previsión del Departamento es la de 
que los créditos son suficientes y, si hubiera un incre- 
mento -como ha pasado en 1992- de nuestras obli- 
gaciones, habría que hacerles frente de manera 
extraordinaria, como sin duda será la necesidad en es- 
te año. 

En lo que se refiere a la red informática de Schen- 
gen, destinada sobre todo a cubrir nuestras obligacio- 
nes con el Acuerdo de Schengen, se considera también 
que al ritmo previsto nos vamos dotando de esa red in- 
formática y que está dentro de las previsiones lo que 
se viene realizando. 

Finalmente, por lo que se refiere a la enmienda nú- 
mero 834, de supresión de la Secretaría de Estado pa- 
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ra la Cooperación, pensamos, señor Perinat, que no 
hacen del todo bien las cuentas, porque es imposible 
obtener esa economía que realizan. Piense que en este 
caso incluso el Secretario de Estado es funcionario de 
la casa. Consiguientemente, como suele decirse, lo que 
no va en lágrimas va en suspiros, es decir, que consi- 
deramos inadecuada la supresión de esos cargos, por- 
que nos parece que es una estructura mínima para 
mantener esa política de cooperación que usted seña- 
laba, elogiosa y acertadamente, como una política de 
prestigio y que realiza bien dentro de sus posibilida- 
des España. Por tanto, es imprescindible mantener esa 
estructura mínima. En el caso de que prescindiéramos 
de ella, en absoluto obtendríamos esa economía que 
S. S .  ha cifrado en 500 millones. 

La enmienda parcial, la 1.021, del Grupo Parlamen- 
tario del CDS, pretende la creación de un fondo para 
la cooperación y defensa de los derechos humanos. Es- 
tamos de acuerdo con el objetivo, pero pensamos, se- 
fior De Zárate, que esta cooperación y defensa de los 
derechos humanos se realiza a través de todo el pro- 
grama de cooperación que se efectúa por el Ministerio 
y por otros departamentos, pero coordinada por el de 
Asuntos Exteriores, y la creación de un fondo especí- 
fico crearía una cierta contradicción como si sólo ese 
fondo favoreciera la política de derechos humanos, 
cuando el propósito es efectuar esa defensa a través 
de todos los otros instrumentos. 

En cuanto a la enmienda presentada por el Grupo 
Parlamentario Catalán y defendida tan breve y eficaz- 
mente por el Diputado señor Hinojosa, debo decir que 
estamos de acuerdo. Lo que pasa es que, como he di- 
cho, nosotros somos más modestos. El pretendía un in- 
cremento de 480 millones, y el incremento posible ha 
sido de 100 millones, luego podemos considerarlo co- 
mo una aceptación parcial. Algo parecido sucedía con 
alguna enmienda del Grupo Popular, así como con la 
del Grupo de Izquierda Unida, que era en este punto 
algo más modesto que Convergencia i Unió, pero no tan- 
to como nosotros, pues su pretensión era de 376 mi- 
llones. 

Con esto, señora Presidenta, creo que he completa- 
do la defensa del informe de la Ponencia. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tie- 
ne la palabra el señor Perinat. 

El señor PERINAT Y ELIO: Ante todo quiero agra- 
decer muy profundamente al señor Barrionuevo los ca- 
lificativos que ha tenido con respecto a los funcionarios 
del Servicio Exterior, por la parte que me toca y por 
la parte que toca a mis c o m p a ñ e k  

Yo creo, señor Barrionuevo, que no me ha entendi- 
do usted cuando he hablado del prestigio de la políti- 
ca exterior española, porque, en efecto, sí lo creo, pero 
yo no me he referido a eso, sino a que España tiene qui- 
zá un prestigio superior a su nivel potencial como con- 
secuencia de la extensión e importancia de nuestro 
idioma. Eso es lo que yo he querido decir, aunque no 

sé si lo he dicho bien. Por ello el Instituto Cervantes, 
a mi juicio, es un instrumento de primer orden para 
nuestra política exterior, y veo con pena que los pre- 
supuestos que pensaba asignar en un principio el Go- 
bierno al Instituto Cervantes no han sido asignados. 
Repito que el director del Instituto Cervantes hablaba 
de diez centros, ahora habla de cuatro. Es evidente que 
la importancia que tiene la defensa del castellano en 
el extranjero viene dada por su incidencia no sólo en 
el extranjero, sino incluso en el interior de España, te- 
niendo en cuenta que es vital mantener el castellano 
al nivel que debe tener como idioma común. 

El señor Barrionuevo dice, con razón, que con un ma- 
yor presupuesto se consiguen mejores resultados. Eso 
es lo que yo he dicho también. Es evidente que, si no- 
sotros tuviéramos para nuestra política exterior un pre- 
supuesto superior al que se nos ha asignado, los 
resultados serían superiores a los que tenemos. Es to- 
do lo que quería decir. 

Las becas, señor Barrionuevo, han sido tradicional- 
mente otorgadas por la Escuela Diplomática. Yo soy 
testigo directo de la importancia que tiene que extran- 
jeros vengan a estudiar a la Escuela Diplomática es- 
pañola y vuelvan a sus países de origen con un título 
dado por ella, y cómo redunda en la fuerza y la influen- 
cia de España en los medios intelectuales, sobre todo 
los que se refieren a la política exterior. 

Respecto a Naciones Unidas, dice el portavoz del Par- 
tido Socialista que vamos a pagar. Me alegro mucho 
de que se paguen esas asignaciones, pero en este mo- 
mento, según la Prensa, España debe a Naciones Uni- 
das 2.700 millones de pesetas. No es una puñalada de 
pícaro; son 2.700 millones de pesetas. Si no se pagan 
las cuotas correspondientes antes de final de año, la 
cantidad en los organismos internacionales ascende- 
rá a 7.000 millones de pesetas. Es una cantidad impor- 
tante y tiene su relevancia desde el punto de vista del 
prestigio y del buen nombre de España. Hasta ahora 
España ha sido siempre un pagador puntual. Tenemos 
que llegar a esta Administración para que esto cambie. 
Es un mal signo, es un mal presagio, señor Barrionue- 
vo. Es lo único que le puedo decir respecto a este punto. 

Con referencia al último punto, es decir, a la Secre- 
taría de Estado para la Cooperación, vo no sé cómo ha 
hecho usted las cuentas. Es evidente que si esa Secre- 
taría de Estado rebaja el nivel con los mismos funcio- 
narios del Ministerio de Asuntos Exteriores y pasa de 
Secretaría de Estado a Secretaría General, además con 
un ahorro importante en gastos corrientes y en loca- 
les, se podría conseguir una reducción importante del 
gasto en el presupuesto. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Tie- 
ne la palabra el señor Barrionuevo. 

El señor BARRIONBEVO PEÑA: Usted se ha referi- 
do sólo al tema de la lengua, pero es excesivamente mo- 
desto, señor Perinat; la política exterior española es 
prestigiosa en muchas otras parcelas. Incluso usted ha 
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dicho, como hipótesis, que vamos por encima de nues- 
tras posibilidades. Hasta eso sería posible. Usted sabe 
que históricamente se decía en algunos países su peso 
político no correspqndía a su potencia económica, y se 
citaban los casos de Alemania y de Japón. Ultimamen- 
te va dejando de ser cierto; lo fue históricamente por 
razones bien conocidas. Nuestro caso, después de la 
dictadura, es si acaso el contrario. Es decir, que nues- 
tro prestigio, nuestra posición internacional, si pudié- 
ramos medirlo estrictamente, es posible que esté por 
encima de nuestro peso económico y de nuestro peso 
real por muchas razones, una la lengua, pero sin duda 
hay otras. En cualquier caso, la política exterior espa- 
ñola es prestigiosa y -vuelvo a insistir- se ha hecho 
con un presupuesto austero, lo que no ha impedido ese 
resultado. 

Voy a contestarle a dos cosas muy concretas a las que 
se ha referido. El Instituto Cervantes incrementa sus 
dotaciones en virtud de alguna de las enmiendas del 
Grupo Parlamentario Socialista aceptadas por la Po- 
nencia. Concretamente la enmienda 1.429, que si no me 
equivoco supone un incremento de unos 300 millones. 
No es mucho, pero es algo, porque coincidimos con 
S. S. en la importancia del trabajo de este Instituto. 

En lo que se refiere a las aportaciones a la ONU, in- 
sisto en que estamos dentro de plazo y que hasta el 31 
de diciembre pueden pagarse las cantidades adeuda- 
das a las que se ha referido S. s.. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Va- 
mos a pasar a votar todas las enmiendas que han sido 
discutidas esta tarde, a los títulos que quedaban y a 
la Sección 12. 

Se someten a votación las enmiendas del Grupo Po- 
pular al Título VIII. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 12; en contra, 20; abstenciones, tres. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos las enmiendas del Grupo Catalán. 
dan rechazadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 15; en contra, 20; abstenciones, dos. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos las enmiendas presentadas por Izquierda 
dan rechazadas. 

Unida. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, uno; en contra, 20; abstenciones, 15. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos las enmiendas presentadas por el CDS. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 

dan rechazadas. 

tos a favor, 15; en contra, 20; abstenciones, una. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos el texto según el informe de la Ponencia. 
dan rechazadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 20; en contra, l§; abstenciones, una. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos las enmiendas presentadas por el Grupo Po- 
da aprobado. 

pular al título IX. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: V e  
tos a favor, 15; en contra, 21; abstenciones, una. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Enmiendas presentadas por el Grupo Catalán. 
dan rechazadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: V e  
tos a favor, 15; en contra, 21; abstenciones, una. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos las enmiendas presentadas por el CDS. 
dan rechazadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: V e  
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, una. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos las enmiendas presentadas por el PNV. 
dan rechazadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: V e  
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, una. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos las enmiendas presentadas por el Grupo 
dan rechazadas. 

Mixto, señor Oliver. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: V e  
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, una. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos el informe de la Ponencia. 
dan rechazadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 20; en contra, 15; abstenciones, dos. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 
da aprobado. 

Votamos las enmiendas del Grupo Popular a las dis- 
posiciones adicionales, transitorias, finales y anexos. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: V e  
tos a favor, 15; en contra, 21; abstenciones, una. 
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La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos las enmiendas del Grupo Catalán. 
dan rechazadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 15; en contra, 21; abstenciones, una. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos las enmiendas presentadas por Izquierda 
dan rechazadas 

Unida. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, tres; en contra, 2 0  abstenciones, 14. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos las enmiendas del CDS. 
dan rechazadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos las enmiendas del PNV. 
dan rechazadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Hay dos enmiendas del Grupo Mixto, del señor Oli- 

Votamos la enmienda del señor Oliver. 

dan rechazadas. 

ver y de la señora Mendizábal. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 17; en contra, 20. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos la enmienda de la señora Mendizábal, que 
da rechazada. 

no ha defendido. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: V e  
tos a favor, cinco; en contra, 20; abstenciones, 12. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Se somete a votación el informe de la Ponencia. 
da rechazada. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 20; en contra, 18. 

La señGra VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Sección 12. Votamos las enmiendas presentadas por 
da aprobado. 

el Grupo Popular. 

Cuesta de San Vicente, 28 y 36 
Teléfono 547-23-00.-28008 Madrid 

Depósito legal: M. 12.580 - 1961 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 14; en contra, 20; abstenciones, dos. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos las enmiendas del Grupo Catalán. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 

dan rechazadas. 

tos a favor, 15; en contra, 21; abstenciones, dos. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos las enmiendas presentadas por Izquierda 
dan rechazadas. 

Unida. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, tres; en contra, 21; abstenciones, 15. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 

Votamos las enmiendas presentadas por el CDS. 
dan rechazadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente reiiultado: Vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, dos. 

La seÍíora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 
dan rechazadas. 

Votamos el informe de la Ponencia, incluyendo las 
enmiendas técnicas que nos ha presentado el señor 
Gimeno. 

Efectuadala votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 2 0  en contra, 17; abstenciones, una. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Que- 
da aprobado. (El señor Gimeno Marín pide la palabra.) 

El señor Gimeno tiene la palabra. 

El señor GIMENO MARIN: Señora presidenta, qui- 
siera una aclaración, si es posible. Mi Grupo descono- 
ce si se ha debatido o no la Sección 22. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Ha da- 
do por defendidas las enmiendas el Grupo Popular, pe- 
ro no los demás grupos. (El'señor Núñez Pérez pide la 
palabra.) 

El señor Núñez tiene la palabra. 

El señor NUÑEZ PEREZ Solamente para decir que 
las he dado por defendidas en los términos que figura- 
ban en la misma propuesta, más lo que he comentado. 

La señora VICEPRESIDENTA (García Bloise): Se le- 
vanta la sesión hasta mañana a las nueve y media de 
la mañana. 

Eran las nueve y cinco minutos de la noche. 


